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Hemos querido dedicar la presente edición de Ecuador Debate, a un tema que 

súbitmnente ha llmnado el interés de nuestms ciencias sociales, quizás porque resul­
ta inocultable en la realidad y porque clama una mejor intelección -al menos-, por 

parte de la sociedad entera. La importancia en aumento de la violencia en las 
ciudades latinoamcricm1as, privilegió siempre una mirada entre asombrada y con­
servadora, que muchas veces se unía a la más fría de la represión, justificando los 
excesos de una respuesta violenta a la violencia, que la asumía como una patología 
ajena e invasora, que nada tenía que ver con nosotros. 

En realidad, lo que quieren gran parte de los artículos que hoy presentrunos, es 
hacemos pasar del estupor ante las violencias que sufrimos o ejercemos, y mostrar­
nos que ellas están vergonzosamente juntas con la falta de predicción, lógica y 
hasta estétic.:'l con que hemos dejado crecer nuestras ciudades estrepitosas: este es 
por ejemplo el intento de Femm1do Carrión. O como, la violencia deja de ser un 
problema coyuntural y se convierte en uno estructural, perversmnente adherido a la 
caída de los salarios, al desempleo, al empobrecimiento veloz, al abandono de Jo 
social por lo privado, cuestión abordada por Milton Maya. Violencias que, observa­
das por Javier Ponce, se han convertido de tumultos repugnmlles, en presas jugosas 
para los c.:'llmles de televisión, que con impudicia las exhiben, sin contar que tras el 
violentador hay un hombre o una Mujer más bien víctimas de las exclusiones sin 
fin de este mundo; violencias y TV, ejercicio cruel de una pedagogía social que se 

uf ruta con reproducir esas mismas exclusiones. 

Pero ... y qué de las respuestas y ensayos de sofocación de la violencia que se 
conciben en las políticas de Estado? Alvaro Camacho desentraña los discursos y 
prácticas antiviolcntas ideadas por el Estado colombiano que, hace de la violencia 
parte del repertorio de políticos y empresarios rcclmuando mayores garantías ante 
la agresividad latente de los pobres, mientras ese mismo Estado abdica de su papel 
de corrector de las inequidades y árbitro de conflictos. Con el trabajo de Luis 
Antonio Machado, se descubre que la violencia urbmm en Brasil. ha logrado niveles 
imprevistos de sofisticación y eficacia porque disputa al Estado su monopolio en el 
uso de la violencia, hasta el punto de lograr niveles de organización que compiten 
con la policía por la hegemonía y el control de grandes áreas del crimen orgmúzado 



y el tráfico de drogas. Por último Adrián Bonilla, analiza las diferencias de concep­
ción entre las doctrinas de seguridad nacional que rigen en los países del norte, y 
Ecuador: diferencias en la percepción del orden mundial, las relaciones entre Esta­
do, paradigma de nación y sociedad, la creación y postulación de valores identifica­
torios y diferencias en el cómo, éstas doctrinas cicmm o abren resquicios para 
relacionar la idea de seguridad con intereses altcmos de las organizaciones de la 
sociedad civil. 

En Debate Agrario, Joan Martínez Alier y Jeannette Sánchez nos traen un muy 
rico análisis de cómo la economía ecológica observa a la economía de mercado: 
ésta se encuentra inmersa en un sistema físico - químico - biológico, mucho más 
amplio. Por tanto, surge necesariamente la cuestión del valor de los recursos natura­
les y los servicios ambientales para la economía, intraducibles a valores moneta­
rios. En la misma sección David Kaimowitz trata lo insostenible del patrón actual 
de desarrollo en América Latina por estar asociado con el uso y degradación de los 
recursos naturales renovables y no renovables, más rápido que lo que estos pueden 
ser producidos o sustituidos. 

En nuestra sección de Análisis presentamos un artículo de Roberto Santana en 
el que interpreta a Chile y Nicaragua, enfrentadas al desafío del desarrollo y más 
ampliamente al desafío de la modemización del conjunto de sus estmcturas so­
cioeconómicas. A este artículo se suma uno de Fredy Rivera quien dcsentraüa los 
diversos mecanismos comunicativos así como la puesta en escena de múltiples 
ámbitos discursivos en las campaüas electorales, apelando y hasta secuestrando la 
sensibilidad de la opinión pública. 

Cabe relievar en nuestra sección de Coyuntura el tratmnicnto de lo que ya se 
está denominm1do como "la crisis del siglo XXI" inaugurada en México. Destaca­
mos también un ponnenorizado análisis de los imaginarios que sobre el territorio y 
el concepto de nación se han tejido a lo largo de la conflictiva historia de nuestro 
país en sus relaciones y e1úrentmnientos annados con el Pení. Inauguramos con 
este número una nueva sección de Coyuntura que abordará en cada entrega un 
análisis de la conflictividad social suscitada en el país a lo largo del período. 

JUAN CARLOS RIBADENEIRA 
EDITOR 
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La lústoria de los productores mrales 
está todavía por hacerse. Existen 
procesos llenos de itúciativas econó­

micas y sociales itmovadoras, que 
sorprenderán a más de un teórico 
acostumbrado a mirar la sociedad a 
través de "modelos" y no de la práctica 
de los homhres reales. 
Más allá de esta bien lograda exploración 
de caso, nos alerta a pensar las econo­
mías regionales y microregionales, no 
desde criterios puramente teóricos sino 
desde los procesos concretos de inno­
vación de las economías mralcs y las 
respuestas que las poblaciones articulan 
en su búsqueda no cesada de partici­
pación y dcsmTollo. 
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El conflicto fronterizo marca la coyuntura económica 

Cuando al terminar 1994, las autoridades económicas presentaban optimistas pre­
visiones para este mio, olvidando la persistencia de una inflación oficial superior 
al 25% anual (apenas seis puntos inferior a la de 1993), la volatilidad y altos 
niveles de las tasas de i111erés, que limitan el incremento de la inversión productiva 
y el creciente déficit del saldo en cuenta corriellle de la balanza de pagos, muchos 
creyeron que se aproximaba el cumplimiento de la promesa de una dinamización 
sostenida de la economía, luego de lograr su estabilización. 

Tal promesa no significaba nin­
guna novedad; en efecto, ese 
es el esquema que se presen-

ta en toda América Latina, desde que 
estalló la crisis de la deuda en 1982: la 
necesidad de aceptar ajustes muy duros 
en el presente, con la espenmza de be­
neficiarse de los fmtos de ese esfuerzo, 
en el mediano plazo o en un futuro in­
cierto. En esa espera han transcurrido 
cerca de tres lustros, en los cuales las 
desigualdades, la pobreza y la violencia 
no han dejado de incrementarse. 

En tales circunstru1cias, desde la pri­
mera quincena de enero, se registrahru1 
rumores que apuntaban hacia la reacti­
vación del secular problema fronterizo 
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con el Perú. Tales mmores fueron ga­
nando cuerpo, hasta convertirse en un 
enfrentamiento abierto en la última se­
mana de enero. 

El conflicto bélico con el Perú, que 
se ha prolongado por más de un mes, ha 
rcmecido serirunente los cimientos del 
esquema de política económica aplica­
do por el gobiemo y marcará en f onna 
decisiva la evolución de la economía 
ecuatoriana, al menos hasta el fin de la 
presente administración. 

La importancia central del conflicto 
y de sus impactos sobre el conjunto de 
la economía, detenninru1 las caracterís­
ticas fundrunentales de la coyuntura, las 
medidas de política económica que se 



avecinan y los límites de las previsiones 
para el resto del ru1o. Las repercusiones 
del conflicto y sus derivaciones econó­
micas agravan, igualmente, tendencias 
subyacentes como la inestabilidad y fra­
gilidad financieras ,las tensiones respecto 
del manejo de la política fiscal, entre 
otros. 

Peor aún, cuando esta evolución in­
tema se inserta en un contexto interna­
cional, caracterizado por las repercusio­
nes, directas e indirectas, de los graves 

problemas financieros y estructurales de 
dos de las estrellas del esquema neoli­

beral (México y Argentina), en lo que 
algunos identifican como una nueva cri­
sis de la deuda. 1 

En consecuencia, la presente entre­
ga abordará estos elementos, como ejes 
de la evolución económica a fines del 
primer trimestre. 

CONTEXTO PRE-BELICO 

Al concluir 1994, la economía ecua­
toriana registró una tasa inflacionaria 
anual de 25.4%, como habíamos pro­
nosticado en el primer semestre, lejos 
de la meta del 20% fijada por el gobier­
no. Los factores inerciales y el contetú­

do inflacionario del propio esquema de 
política económica, llevaron a una esta­
bilización inflacionaria alrededor del 
25%. El crecimiento económico, medi­
do por el PII3, se estimaba en 3.9%; la 
din{unica de la actividad petrolera (como 

es habitual en Jos últimos cuatro ru1os), 
unida a la importru1te reactivación de la 
construcción, y, en menor medida la re­
cuperación de la agricultura y de la in­
dustria manufacturera, explican dicha 
evolución. 

La reserva monetaria intemacional 
(RMI) registraba récords lústóricos, al 
situarse por sobre los 1700 millones de 
dólares, equivalentes a más de seis me­
ses de importaciones, dando un margen 

relativamente suficiente a la política 
crunbiaria, de flotación controlada, con­

cebida como eje de la política rutti-in­
flaci onru·ia. 

Por otro lado, la situación financiera 
del sector público a fines de 1994, ha­
bría sido favorable, según las estima­
ciones dispmúbles, registrándose un su­
perávit de alrededor del 1%. La revisión 
mensual de Jos precios intemos de los 
combustibles, los mayores ingresos por 
exportación de petróleo, así como los 
derivados de la desinversión operada en 

algunas entidades del sector público, per­
mitieron lograr dicho resultado. 

Es interesrulle mencionar las consi­
deraciones del ex-núnistro de Finru1zas, 
sobre la política econónúca aplicada en 
1994 2; que ilustran sobre las diferen­
cias al interior del régimen. Robalino 
señala que todo el peso de la estabiliza­
ción habría recaído sobre la política fis­
cal, mediante la acumulación de depósi­
tos del sector público en el Banco Cen­
tral; mientras se ha practicado una "po-

l .  Ver el capítulo correspondiente de la presente entrega. 
2. Robalino César: '"La expansión monetaria no significa crecimiento", El Comercio, 1 de enero de 1995. 
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lítica monetaria expansiva", mostnmdo 
la "falta de disciplina de la autoridad 
monetaria",lo que pennitiría un excesi­
vo crecimiento de la liquidez, culpable 
a su vez de la rigidez para reducir la 
inflación y de la creciente brecha en la 
cuenta corriente de la balanza de pagos. 

Agrega que el desequilibrio del sec­
tor extemo, en particular en la cuenta 
corriente, y su financiamiento con el in­
greso de capitales de corto plazo, atraí­
dos por los rendimientos financieros 
ofrecidos, evidencia la debilidad del es­
quema de desarrollo y alerta sobre los 
riesgos para la estabilidad extema. 

Esta discrepancia evidenciaría que en 
el Ecuador, al igual que en varios países 
de América Latina, se está aprovechan­
do los procesos de ajuste y estabiliza­
ción, para introducir un sobreajuste fis­
cal y desmantelar la presencia estatal en 
la economía, rebasando los niveles al­
canzados en las experiencias anteriores. 

Más import<mte, sin embargo es ana­
lizar la relatividad de la fortaleza de la 
RMI, más evidente a la luz del derrum­
be registrado en el caso mexicano, que 
radica en el origen de su espectacular 
crecimiento. 

Como ya se ha mencionado en ante­
riores entregas, no hay evidencias de una 
vigorosa base exportadora de bienes y/o 
servicios, principal factor para garanti­
zar un crecimiento sano; puesto que da 
viabilidad al sector extemo en el largo 
plazo. El análisis de las cifras de co-
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mcrcio exterior disponibles muestra el 
deterioro del saldo favorable de la ba­
lanza comercial (en ténninos FOB). 

Por otro lado, si bien en 1994 se ha­
bría incrementado la inversión extrmlje­
ra, debido principalmente a las inver­
siones petroleras y a pesar de las limita­
ciones del proceso de desinversión y pri­
vatizaciones de bienes y empresas del 
sector público, no existe una corriente 
importante de capitales de mediano y 
largo plazo, otro factor capaz de dar ma­
yor sustento a la cuenta corriente de la 
balanza de pagos. 

En 1990 se inicia la política de aper­
tura al exterior, con una drástica reduc­
ción y unificación de la estructura aran­
celaria, y el desmantelamiento de las re­
gulaciones y prohibiciones. E'!a política 
aperturista se profundiza en 1992, con 
el gobiemo actual, y se articula con la 
sobrevaluación relativa del sucre, deri­
vada del rezago en el ajuste crunbiario, 
frente al ritmo inflacionario, derivada de 
la utilización dt.:i tipo de cambio como 
una ancla anti-inflacionaria, incluida en 
la política económica aplicada desde sep­
tiembre de 1992. Ambos factores deter­
minan un significativo crecimiento de 
las importaciones en 1993 y 1994 (de 
12.% y 49.7% en el período enero- no­
viembre, respectivamente), que supera 
mnplirunente la dinámica de las expor­
taciones; en consecuencia, desde 1992 

se registra un saldo comercial favorable 
cada vez menor (Ver cuadro No.1 ). 



CUADRO No. 1 

DINAMICA DEL COMERCIO EXTERIOR 
(En términos FOB, variaciones porcentuales) 

EXPORTA ClONES IMPORTACIONES SALDO B.COMER. 

1987 -11.8 19.9 39.5 

1 988 13.8 -19.6 675.4 
1 989 7.3 7.7 719.8 
1990 1 5.3 0.6 1 069.6 

1 991 5.1 28.7 735.3 
1 992 5.5 -6.6 1 031.4 

1 993 1.8 1 2.5 838.5 
1994* 22.4 49.7 452.5 

* Corresponde al período enero-noviembre. Respecto de igual período del año anterior. 
Saldo de la balanza comercial en millones de dólares FOB. 
FUENTE: Información Estadística No. 1715; enero 31 de 1995. Banco Central del Ecuador. 

El proceso de apertura significó 
igualmente, una explosión de las com­
pras ex temas de bienes de consumo, des­
de 1991 ; inicialmente se consideró que 
el represamiento acumulado en los at1os 
de prohibiciones explicaba el crecimien­
to de 42.6% registrado en 1991. Sin em­

bargo, considerando valores CIF, en los 
tres at1os posteriores se hatl presentado 
tasas de crecimiento superiores al 52% 
atmal. en promedio. Así, la participa­
ción de los bienes de consumo en el 
total de importaciones ha pasado de 
9.4% a mediados de los años ochenta, a 
16.3% en 1 992 y a 23.7%, en el período 
enero-noviembre de 1994. 

En todo caso, la tendencia es mucho 
más mm·cada en los bienes de consumo 
duradero (básicamente automotores), e u-
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yas importaciones, en valor, se multipli­
can por 5 entre 1991 y el acumuladó de 
enero a noviembre de 1 994; y, su parti­
cipación en el total pasa de 3.7% a 
1 3.9%, en igual lapso. 

Cabe destacar el importatlte incre­
mento de las importaciones de bienes 

de capital y de matelias primas en el 
período enero-noviembre de 1 994 y 
1 993 (45.4% y 4 l . l %, respectiYamen­
te); dicha evolución contrasta dramáti­
camente con la disminución y estanca­
miento prevalecientes en los últimos seis 
años (intem1mpido sólo por la acumula­
ción de existencias de importaciones en 
1991, en previsión del cambio de go­
biemo). 

En el plimer mbro, sin embargo el 
crecimiento no corresponde a una im-



portante expansión de la inversión pro­
ductiva, ya que se explica básicamente 
por la compra de equipo de transporte, 
que aumenta en más de 108%, en ese 
período. Se podría identificar igualmen­
te, una ligera reactivación de la indus­
tria manufacturera, que se manifestaría 
fundamentalmente en el incremento de 
las importaciones de materia prima 
(39.8%) y de bienes de capital para la 
industria (12%), después de dos años de 
reducción y leve crecimiento. 

El mejoramiento del salario real que 
incrementa la demanda interna efectiva 
y la relativa dinamización de las expor­
taciones de productos industrializados, 
principalmente hacia los mercados de 
Colombia, Estados Unidos y Perú, ha­
cia los cuales se dirige cerca del 60% 
de las exportaciones de productos in­
dustrializados en 1994. Los rubros más 
dinámicos de esta tendencia son los co­
rrespondientes a: vehículos ensambla­
dos; manufacturas de textiles; harina de 
pescado y otros elaborados de produc­
tos del mar; y, productos químicos y 
farmaceúticos. 

Los últimos resultados de la encues­
ta de coyuntura manufacturera penniten 
apreciar que son precisan1ente esas ra­
mas las que presentan una mejor situa­
ción, tanto en el nivel de producción, 
como en los de utilización de la capaci­
dad instalada. 

No obstante la dinamización de las 
ventas extemas de artículos manufactu-

rados registrada desde 1993, este rubro 
representa menos del 18% del total de 
las exportaciones, correspondiendo algo 
más del 3% a las exportaciones de deri­
vados del petróleo. 

Recordemos además, que una parte 
importante del incremento registrado en 
el valor de las exportaciones en 1994, 
se explica por factores exógenos como 
la espectacular subida de los precios del 
café en el mercado mundial, en la pri­
mera mitad del ru1o; similar tendencia 
se presenta en el caso del cacao, aunque 
menos profunda. 

En suma, como se ha :malizado, la 
dinámica del comercio exterior no ex­
plica el alto nivel de la reserva moneta­
ria intemacional y, peor aún, las ten­
dencias evidenciadas, cuestionan la via­
bilidad del esquema en el mediano y 
largo plazo, sin el ingreso de capital ex­
tranjero. 

Efectivamente, los factores que ex­
plican el incremento sustancial de la re­
serva monetaria mternacional, se expre­
san en la balru1za de pagos y son los 
atrasos en el pago de intereses de la deu­
da externa, los desembolsos por nuevo 
endeudamiento privado, el ingreso de in­
versión extnmjera en montos superiores 
a los que tradicionalmente ha recibido 
la economía ecuatoriana 3, y el ingreso 
de capitales atraídos por los elevados 
niveles de las tasas de interés, en su­
eres. Buena parte de este último consti­
tuye el retomo de capitales fugados, que 

3. En tal sentido, los datos de inversión extranjera que presenta la balanza de pagos para 1994. parecen 
ampliamente sobre-estimados, a la l uz de la evolución histórica de esa variable y del estado de avance, 
en particular de las inversiones petroleras y específicamente de las vinculadas a la Séptima Ronda. 
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se colocan como inversión financiera y 
son altamente sensibles a los cambios 

en la rentabilidad relativa de la inver­
sión, los denominados "capitales golon­
drina", que se desplazan a cualquier otra 
plaza financiera del mundo a la menor 
señal de riesgo o cambio en las condi­
ciones originales. 

En el contexto esbozado hasta aquí, 
a fines de 1994, las autoridades econó­

micas presentaron las metas para 1995, 
acordadas con el FMI y contenidas en 

su Programa Macroeconómico. 
Dicho documento 4 plantea, sobre la 

base de los avances logrados en la esta­
bilización de la economía y la aproba­
ción de importantes leyes de orden eco­
nómico, que el presente ru1o se consoli­
darían "los esfuerzos de estabilización, 
mejorando el runbiente de confirutza, in­
centivando la inversión y, así, el creci­
miento de la producción y el empleo", 
en un marco de mediano plazo: "creci­
miento con reducción del endeudamien­

to público", preveyéndose el incremen­
to del PIB con tasas de 4.5% a 5.5% 
hasta fines de siglo. 

Los objetivos del Progrruna son: una 

tasa de inflación de 15 a 17 por ciento 

al tenninar el ru1o y un crecimiento del 

PIB real de 4 a 5%. Las metas persegui­

das son: un superávit del sector público 
del 0.5% del PIB; una reserva moneta­
ria intemacional equivalente a 4 meses 
de importaciones de bienes y servicios; 
una inversión del sector público de 7.1% 
del PIB; ahorro extcmo del 3.8% del 

PIB; ahorro intemo por 20.2% del PIB; 
desembolsos por deuda pública extema 

por 570 millones de dólares; y, amorti­
zaciones por Deuda Pública Extema por 
600 millones de dólares. 

Un nuevo elemento anti-inflaciona­
rio incluido en el progrruna es el anun­
cio de una banda de flotación cambia­
na, con una runplitud de 100 sucres en­
tre el piso y el techo; y una devalua­
ción prevista en 12% anual. Esa medida 

busca fijar las expectativas inflaciona­

rias y dar un horizonte más amplio y 
definido para las decisiones de los agen­
tes económicos, en particular de las ta­
sas de interés, incentivrutdo el proceso 
de inversión, crucial para la reactivación. 

INESTABILIDAD DE LAS TASAS DE 
INTERES Y FRAGILIDAD FINAN­
CIERA 

Dentro del relativo éxito alcanzado 
por las autoridades económicas en la fase 
inicial de la estabilización, existe un as­
pecto en el cual póco se ha logrado: la 
reducción del nivel y de la variabilidad 
de las tasas de interés, que constituye 

un elemento crucial para la reactivación 
de la inversión y del crecimiento. 

En efecto, tomando por ejemplo la 

evolución de las tasas de interés en ope­
raciones activas, aplicadas por los ban­
cos privados, al sector corporativo y en 
otras operaciones activas, respectiva­
mente, observamos que las tasas consi­
deradas como más representativas, las 

4. "El Programa Macroeconómico 1 995 .. ; reproducción del documento anunciado por el gobierno el 20 

de diciembre de 1994. incluida en todos los periódicos del país. 
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de 84 a 91 días, eran en mayo de 1993 
de 53.01 y 54.35, cuando la tasa de in­
flación anual era de 54.8%; a fines de 
diciembre de 1993 estaban en 39.13 y 
42.95, con una tasa de inflación anual 
de 31 %; al 30 de junio de 1994, eran de 
43.84 y 44.87, cuando la inflación esta­
ba en 26.5%; finalmente al 31 de di­
ciembre de 1994, las tasas fueron de 
47.87 y 52.11 mientras la tasa de infla­
ción se situaba en 25.4%. 

En consecuencia, las tasas han sido 
cada vez más elevadas en ténninos rea­
les, esto es considerando el ritmo infla­
cionario. Entre mayo de 1993 y diciem­
bre de 1994,la tasa aplicada por los ban­
cos privados al sector corporativo se re­
duce en menos del 10%, y la de otras 
operaciones activas apenas en 4%; en 
ese mismo lapso la tasa anual de infla­
ción cayó más del 53%. 

Por otro lado, en el período analiza­
do se observa igualmente una acentuada 
variabilidad de las tasas de interés; en 
las tasas activas, de 84 a 91 días, aplica­
das por los bancos privados, que son de 
las más estables, se registra una varian­
za de 5.36, equivalente al 16%. El caso 
extremo de variabilidad, se registraría 
en la tasa interbancaria muy sensible a 
las variaciones de la liquidez en el corto 
plazo, cuyos niveles han oscilado entre 
más del 100% y 20% en los últimos dos 
años. 

Considerando la incidencia de cier­
tas regulaciones, establecidas por ante­
riores gobiemos, que pesaban sobre la 
estmctura de costos de los bancos pri-

5. Ver El Comercio, 21 de septiembre de 1994. 
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vados y de otros intennediarios finan­
cieros, las autoridades monetarias, adop­
taron varias medidas orientadas a redu­
cir las obligaciones con el sector públi­
co, entre otras: la obligación de invertir 
en acciones del Banco Central, la com­
pra de bonos del Banco Ecuatoriano de 
la Vivienda y la significativa reducción 
del encaje bancario. 

Esto detenninó la reducción del mar­
gen entre las tasas pasivas en depósitos 
a plazo y la tasa activa a clientes corpo­
rativos; en el caso del margen entre las 
tasas pagadas en depósitos de ahorro y 
las que se cargan en el crédito para con­
sumo, que se aplica en las operaciones 
más comunes, la reducción del margen 
es mucho más limitada. 

En otras palabras, el nivel de la tasa 
pasiva (negativa en ténninos reales), en 
particular en depósitos de altorro, toman­
do en cuenta la tasa de inflación regis­
trada, significa la inexorable descapita­
lización de la imnensa masa de pobla­
ción de pequeños al10rristas; se produce 
una tnmsf erencia real de recursos de la 
población de menores ingresos hacia el 
capital financiero, principal beneficiario 
del esquema de ajuste. 

Los responsables de la política eco­
nómica han avrutzado sus criterios para 
explicar este comportamiento; así,la Pre­
sidenta de la Junta Monetaria lamentaba 
la escasa respuesta de la bm1ea privada 
para reducir las lasas de interés, en fun­
ción de la reducción de la intlación 5; 
según dicha autoridad, ello se explicaría 
por la ineficiencia de la banca privada, 
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y llevaría a plruttear la necesidad de la 
presencia de brutcos extranjeros para 
competir en el mereado local. 

Otros analistas mencionan a los ele­
vados costos operativos de los bancos 
privados, frente al limitado tamaño de 
sus activos, así como al costo de Jos 
fondos, como elementos explicativos de 
la persistencia de altas tasas de interés.6 
La evidencia empírica corroboraría la 
primera tesis, aspecto sobre el que se 
habrían logrado progresos muy limita­
dos en el t1ltimo ru1o. En lo que respecta 
al costo de los fondos, el mismo no ha­
bría cesado de disminuir desde 1992, 
hasta situarse en un nivel que no justifi­
caría las altas tasas vigentes. 

Un estudio reciente del Colegio de 
Economistas de Quito, sobre el compor­
truniento de las tusas de interés, destaca 
el alto nivel mantenido por las tasas ac­
tivas, en particular en 1994, concluyen­
do que "una de las principales causas 
de la persistencia en la conducta de las 
tasas de interés es la ineficiencia del 
sistema financiero"'. 

Igualmente, Vltrios analistns y auto­
ridades han planteado el problema del 

excesivo número de bancos (33), frente 

al tammio del mercado nacional, como 
un aspecto que conspirm·ía contra la efi­
ciencia 8• Peor aún, de acuerdo con lo 

establecido en la Ley de Instituciones 
Financieras, existen varias financieras y 
otros intennediarios, que tramitan su 
trrutsfonnación en bancos, con lo cual 
se agravaría este problema. 

Es preciso anotar, sin embargo, que 
la Ley de Instituciones Finrutcieras, al 
elevar los requerimientos mínimos para 
las entidades financieras, dentro de un 
plazo que vence en la segunda mitad de 
este ru1o, entre otras disposiciones, bus­
ca propiciar la fusión y articulación de 
diversas entidades, en instituciones más 
grru1des y vigorosas. 

Los ejecutivos de los brutcos priva­

dos, por su parte, plantean que mientras 
exista una elevada demanda de crédito, 
en particular por el auge del consumo, 
fimmciado con crédito bru1cario y tarje­
tas de crédito, el precio del dinero se­
guirá siendo elevado. 9 

Efectivamente, como hemos plantea­
do en ruttcriores infonnes de coyuntura, 
el sistema finru1ciero ha sido uno de los 
más beneficiados por el esquema apli­
cado de política económica. En los últi­

mos dos ru1os las entidades fimmcieras 
han tenido resultados muy favorables y 

elevadas tasas de crecimiento; en 1994, 
la cartera de crédito del sistema fimm­
ciero habría crecido en cerca del 100%. 
El boom del consumo de bienes dura-

6. Ver "Se urge a Bancos a reducir costos", en Análisis Se.manal, Ailo XXIV-No. 45, Noviembre 2 1  de 
1994. 
7. "Comportamiento de las tasas de interés en el siste.ma financiero ecuatoriano frente a la tasa de interés 
en equilibrio: un llamado de atención para evitar una crisis. Cuadernos de Economía, No. l. Colegio de 
Economistas de Quito, Allo 1, enero de 1995, página 10. 

8. Es intere.qante destacar que el segundo o el tercer banco de Colombia tiene un tamaño similar al de 
todas las entidades bancarias del Ecuador. 
9. Diálogo ron el Presidente del flanco Popular. El Corm·rcio, enero 5 de 1995. 
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bies, especialmente de vehículos, com­
putadores y electrodomésticos, principal­
mente de origen importado, utilizando 
crédito financiero explica dicha evolu­
ción. 

La coexistencia de elevadas tasas de 
interés y una gran expansión de la car­
tera del sistema financiero, eleva signi­
ficativamente los niveles de riesgo que 
enfrentan dichas entidades, para recupe­
rarla. Los propios representantes de los 
bancos privados destacan la necesidad 
de moderar el ritmo de crecimiento, dml­
do más seguridad y calidad a la cartera. 

Las repercusiones del conflicto fron­
terizo, en particular el retiro de depósi­
tos, estimado en al menos 400 mil mi­
llones de sucres por la Asociación de 
Bancos Privados, y las pérdidas deriva­
das de las elevadas tasas que debieron 
pagar para disponer de los recursos que 
les penuitieran cumplir sus compromi­
sos, estimados en 110 mil millones de 
sucre al fin del primer mes de conflicto 
y posteriormente fijadas en 150 mil mi­
llones 10, agudizarían entonces una si­
tuación de suyo frágil. 

Aunque las autoridades económicas 
anotan que menos de diez entidades se 
vieron obligadas a recurrir a la facilidad 
de liquidez, (mecanismo especial de 
auxilio financiero creado a comienzos 
del ruio por el Bru1co Central, en su cali­
dad de prestamista de última instm1cia), 
por un monto inferior a los 30 mil mi­
llones de sucres 11; habrá que esperar 
que se procesen los impactos combina-

dos, para tener una idea exacta del vi­
gor real del sistema financiero, más allá 
de la intemacionalización en que están 
empeñadas las instituciones más gran­
des. 

De cualquier fonua, no cabe esperar 
una reducción significativa de las tasas 
de interés, al menos en el corto plazo, 
aunque la tasa interbancmia tienda a re­
gresar a los niveles pre-bélicos, debido 
a los elevados costos de la recuperación 
de los fondos retirados y a las pérdidas 
sufridas, que tratarán de cubrirse, al me­
nos parcialmente, vía el precio del cUne­
ro y los de los servicios que ofrecen. 

En consecuencia, es evidente que en­
tre las primeras víctimas de la guerra 
del Cenepa estuvo el crecimiento de la 
economía; el enlomo económico gene­
ral y, sobre todo las tasas de interés vi­
gentes y las previstas para lo que resta 
del año, que constituyen cada vez un 
menor estímulo para la inversión. 

EL CONFLICTO FRONTERIZO: DI­
NAMICA DEL IMPACTO ECONOMI­
CO 

En ténninos económicos, el agrava­
miento del conflicto con el Pení y la 
ruptura de hostilidades, implica la nece­
sidad de realizar imperiosrunente y en 
un período muy corto de tiempo, un con­
junto importante de gastos no progra­
mados. Entre los plincipales rubros es­
tán: la movilización y mantenimiento de 
las tropas necesarias, en todo el cordón 

10. Ver Blanco y Negro, Revista de Hoy, Ailo 2 No. 45, Marzo 5 de 19'J5, página 4. 

11. !bid. 
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fronterizo, con equipos y materiales; la 
reposición y nuuttcnimiento de los equi­
pos bélicos y médicos; y. los gastos re­
queridos por el esfuerzo diplomático e 
inf onnativo desplegados. 

Es muy difícil cuantificar los costos 
del conflicto en ténninos de vidas hu­
mrutas perdidas, grave deterioro ecoló­
gico de la zona afectada, lucro cesante 
de los segmentos de población fronteri­
za involucrados, reducción del flujo tu­
rístico externo hacia el país, suspensión 
o desvío de corrientes de inversión ex­
trrutjera planeada, entre otros aspectos. 
El mero hecho de que aún no pueda pro­
ducirse la nonnalización de la situación 
fronteriza y la desmovilización militar, 
dificulta aún más una estimación certe­
ra. 

Por ello, las autoridades económicas 
hrut sido muy cautas en establecer el cos­
to del conflicto, fundamentalmente por 
la inseguridad respecto de la finaliza­
ción del mismo, en los primeros días de 
marzo. La cifra mencionada por autori­
dades monetarias ha sido 250 millones 
de dólares, monto que incluiría cerca de 
50 millones utilizados para contener las 
presiones desatadas sobre el dólar, en 
los primeros días de enfrentamiento. 

El Ministro de Finanzas, por su par­
te ha señalado un costo de 150 millones 
de dólares. Al parecer estamos frente a 
la reproducción de la situación plruttea­
da por el ex-Ministro, que fuera men­
cionada antcrionnente: la tendencia a 
aprovechar, en este caso del conflicto, 
para profundizar el ajuste fiscal, en gran 
parte por razones ideológicas. 
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Sin embargo, ese monto ha sido con­
siderado irreal por parte de rutalistas ex­
ternos y orgrutismos ligados a los dere­
chos humanos. Otras fuentes hrut esti­
mado un costo diario de 10 millones de 
dólares que durante los 35 días del con­
flicto llegarírut a una cifra de 350 millo­
nes de dólares. Efectivrunente, los cos­
tos defilt.itivos aún no pueden estable­
cerse. 

Al desatarse el enfrentamiento se ge­
neró un importante retiro de depósitos 
del sistema finrutciero, debido al temor 
de incautaciones o por el deseo de trruts­
fonnarlos en dólares ante cualquier even­
tualidad; dichos retiros hrut sido estima­
dos en algo más de 400 nt.il millones de 
sucres por voceros de la banca, lo que 
representaría cerca del 10% de los de­
pósitos de altorro y a plazo que tenían 
los bancos privados al finalizar 1994. 

La respuesta de las tasas de interés y 
del tipo de cambio se evidencia en su 
rápida elevación: más aún si las autori­
dades monetarias intervüt.ieron con ope­
raciones de mercado abierto, para redu­
cir las presiones sobre el tipo de cam­
bio, propiciando la vertiginosa elevación 
de la tasa interbrutcaria que llegó hasta 
el 250%. Los niveles de las tasas en ope­
raciones activas superaron el 100. 

Ello generó una significativa reduc­
ción de las ventas y en general de los 
negocios, la suspensión de compras de 
bienes no indispensables y, en general, 
un aumento de los niveles de morosi­
dad. 

Esta evolución se vió agravada por 
los problemas en la generación eléctrica 



derivados de los errores estmcturales y 
de la ineficiente planificación del man­
tenimiento de los diferentes sistemas; al 
igual que por el estiaje en la zona del 
Paute. 

En consecuencia se generó una fuer­
te tendencia rece si va que afectó casi a 
todos los sectores de la economía. Es 
claro que la favorable evolución que pre­
sentaban, al finalizar 1994, en particular 
el sector agropecuario y la actividad in­
dustrial, evitó que el impacto inflacio­
nario de las tendencias antes reseñadas 
fuera mucho mayor.12 

Efectivamente, en febrero se habría 
registrado una tasa de itúlación mensual 
de 1.21 %, que sumada al 2.98% de ene­
ro, acumula un nivel inflacionario de 
4.19%, menor que el 5.84% acumulado 
en igual período de 1994. Sin embargo, 
es evidente que existen otros impactos 
cuyos efectos inflacionarios se manifes­
tarán en los próximos meses. 

La respuesta del gobierno, además 
de manejar los mecanismos de mercado 
creados en los mios ru1teriores, para fre­
nar las presiones sobre el tipo de cam­
bio y evi,tar problemas mayores para el 
sistema financiero, se orientó a tratar de 
asegurar el equilibrio de las cuentas del 
sector público. Para ello se creó un im­
puesto extraordinario de 2% sobre el 
avalúo de los automotores; se detenni­
nó un aporte de dos días de sueldo de 
los servidores públicos y privados; se 
preparó un proyecto de ley para elimi-

nar todas las exoneraciones del pago del 
IVA vigentes; se tomaron medidas ad­
ministrativas para mejorar la recauda­
ción de impuestos y para establecer una 
estricta austeridad fiscal. 

Se dispuso reducir, priorizar estric­
tamente y desfasar la ejecución de los 
proyectos de inversión planeados por las 
entidades públicas; y utilizar los fon­
dos remanentes de la elevación del die­
scl, sobre cuyo monto persistían discre­
pancias entre la Junta Monetaria y el 
Ministerio de Finru1zas. 

Igualmente, habríllil plrullerunientos 
tendientes a congelar los sueldos y sala­
rios de los empleados del sector públi­
co; así como nuevas revisiones de los 
precios y tarifas públicas (las primeras 
seríru1, al parecer, las tarifas telefónicas); 
y, mayores elevaciones de los precios 
de los combustibles, justificadas -gra­
cias a la esotérica fónnula aplicada- por 
los incrementos del tipo de cambio y 
del precio internacional del crudo. 

En contraste l.On todas las revisio­
nes anotadas, los pagos por concepto de 
deuda extema previstos para este año, 
que representan más del 38% del presu­
puesto aprobado y el único mbro que 
explica el incremento de la profonna de 
este ruio respecto de la de 1994, parecen 
intocables. Más aún, si a fines de febre­
ro se completó el proceso de renegocia­
ción bajo el esquema Brady, con el crul­
je de los viejos papeles de la deuda, por 
nuevos, respaldados por la compra de 

12. Los resultados de la última encuesta de coyuntura agropecuaria (No. 67, de enero de 1 995) muestran 
una situación favorable de la mayoría de productos, salvo los casos de la soya y del cacao. 
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bonos a la par y bonos cupón cero del 

Tesoro de los Estados Unidos. 

Para ese fin se destinaron 400 mi­

llones de dólares, financiados con nue­

vos préstamos de entidades como el Ban­
co Mundial, el l3ID, el FMI y el Fondo 
Latinoamericano de Reservas (FLAR, 

por 200 millones que serán devueltos 
en abril o mayo, cuando el Banco de 

Exportaciones e Importaciones del Ja­
pón otorgue el crédito, ya aprobado). 

Igualmente cabe recordar, por el lado 
de los ingresos fiscales, el altísimo ni­
vel de evasión de todo tipo de impues­
tos, característico de la economía ecua­
toriana. Algunos analistas consideran 

que la evasión supera el 50% en rubros 
como los impuestos ar:mcelarios y el im­

puesto a la renta; sin embargo, las me­
didas adoptadas son puramente declara­

tivas y no propenden a la superación 
definitiva de este problema, con una de­

cisión política vigorosa. 
Además, el gobiemo vuelve a insis­

tir en el IV A, mediante la eliminación 
de las exoneraciones vigentes. Esa in­
sistencia se explica por la mayor facili­
dad de recaudar el IV A; tratándose de 

un impuesto indirecto, sin embargo, su 
impacto int1acionario y sus efectos so­

bre los sectores de menores ingresos son 

relativamente mucho más importantes 

(aún cuando las autoridades planteen que 
su impacto se superaría en dos meses). 

Luego de evaluar los efectos del con-

11icto, el gobiemo revisó las metas del 
Plan Económico para este año: el ritmo 
inflacionmio previsto estaría entre 19 y 
21% (la meta inicial del 15% se alcmt­
z:rría en julio de 1996); el crecüniento 
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económico esperado tendría una tasa de 

entre 3 y 4%; y, la devaluación del su­
ere, establecida por la banda de flota­
ción cambiaria sería de 17% (en lugar 

del 12% previsto üúcialmente). 

PERSPECTIVAS PARA EL R ESTO 
DEL AÑO 

La conjunción de los efectos del con­
flicto fronterizo y del impacto de las me­
didas de política econónúca post-béli­
cas, penniten asegurar que la revisión 
de las metas por parte del gobierno pa­
rece demasiado optimista. 

La reducción de los gastos de inver­

sión del sector público, equivalente al 

1% del PIB; el cierre del crédito duran­

te todo el tiempo del conflicto, la per­
sistencia de elevadas tasas de interés en 
la mayor parte del primer semestre y la 
incertidumbre sobre su evolución en el 
resto del mio, entre otros factores; mú­
dos al costo directo del conflicto y a la 
previsible menor anuencia del capital ex­
tranjero, en especial de carácter produc­
tivo, penniten considerar que el ritmo 
de crecimiento del PIB, con dificultad 

llegaría al 2.5%; algunas estimaciones 

prevén un crecimiento máximo de 1.5 a 

2%. 

En cuanto a la tasa de inflación, hay 

un conjunto de factores que acelerarán 
su crecimiento, entre ellos se pueden 
anotar: el efecto de las elevadas tasas de 

interés; la eliminación de las exonera­
ciones al IV A, sobre los precios finales 

de varios bienes y servicios, en cuya pre­
paración se utilizm1 materias primas y 
bienes de capital de origen importado; 



como siempre, las alzas registradas se 
trasladarán, en f onna amplia da, a 1 os pre­
cios finales. 

Por otro lado, hay previsiones de que 
la producción agrícola de 1995 podría 
ser afectada por la escasez de lluvias 
en la Sierra y por elevadas precipitacio­
nes en la Costa, lo que de efectivizarse, 
impactaría seriamente en el nivel gene­
ral de precios. 

En idéntico sentido incidirán las re­
visiones de tarifas de servicios públi­
cos, al igual que los aumentos mensua­
les de los precios de los combustibles. 
En consecuencia, en el mejor de los ca­
sos, se alcanzaría una tasa de inflación 
similar a la del ru1o pasado (25%). 

Las tasas de interés seguirán siendo 
elevadas, como principal mecanismo 
para continuar atrayendo al capital ex­
tnmjero, aunque sea de corto plazo y de 
carácter especulativo. Y es que el talón 
de Aquiles del esquema de política eco­
nómica está en el sector extemo, cre­
cientemente afectado por fenómenos 
cxógenos sobre los cuales se cuenta con 
limitado poder de maniobra . Tales fe­
nómenos se originan en un enlomo in­
temacional cada vez más inestable, ca­
racterizado por tendencias conflictivas 
de las tasas de interés, los tipos de crun­
bio y los ritmos de crecimiento. 

A las debilidades estmcturales de la 
balanza comercial detalladas en la pri­
mera parte, se agregru1 las restricciones 
previsibles en el flujo de capital extran-
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jero, no sólo como efecto del conflicto 
fronterizo, sino como resultado de las 
tendencias recientes de los mercados in­
temacionales de capitales, que muestrru1 
una disminución sustru1cial de los ingre­
sos hacia América Latina. 

Para que el modelo siga funcionan­
do es indispensable un ingreso mínimo 
de divisas; recordemos que sólo el cum­
plimiento del servicio de la deuda ex­
tema, de acuerdo con lo Immifestado por 
las autoridades económicas, requerirá de 
un ritmo de crecimiento económico de 
5.5%a6%. 

Parece claro entonces, que el funda­
mentalismo neo liberal, está tratando de 
aprovechar la coyuntura del conflicto 
fronterizo, para acelerar el ritmo de avan­
ce de las privatizaciones, sobreajustar al 
sector público y extraer de la mayoría 
de la población los recursos necesarios 
para atender los requerimientos del ca­
pital financiero, nacional e intcmacio­
nal. 

Complemcntu.do lo adelantado en 
términos de definir un marco jurídico 
que consolide las tendencias introduci­
das en el funcionruniento de la econo­

mía, se quiere cristalizar una estructura 
impositiva indirecta que pennita extraer 
más recursos de la población. Lo que 
resta por establecer es si los diferentes 
sectores sociales y políticos pennitirán 
está utilización del conflicto, en el mar­
co de lo que se ha denominado "el nue­
vo Ecuador". 



El conflicto territorial Ecuador Perú: 
Más allá de los nacionalismos 

El 9 y JI de enero de este aJio, se produjeron incidentes armados en la frontera, 
cuestión que al comienzo los dos gobiernos no le dieron mayor importancia. El 12 
de enero, León Febres Cordero amenazó con dar a conocer documentos que 
supuestamente probarían que el ejército ecuatoriano estaba al tanto de que los 
peruanos habían ocupado territorio ecuatoriano. La escalada del conflicto se pro­
dujo desde el 24 de enero. El Ecuador denuncia la intervención de helicópteros 
artillados peruanos en la zona del Cenepa-Coangos. Así mismo, el Perú acusa al 
Ecuador de bombardear un puesto peruano desde un helicóptero. De esa manera, 
prosiguieron por espacio de un mes un conjunto de acciones armadas con la 
intervención de tropas, artillería y ataques aéreos. 

LA DINAMICA DEL CONFLICTO 

Para el Ecuador, se trataba de 
actos de defensa ante la 
agresión peruana a puestos 

militares ecuatorianos; mientras que el 
Perú, concebía sus incursiones como de 
desalojo al invasor ecuatoriano que se 
habría posesionado de wnas más allá 

de la definición del protocolo de Río de 
Janeiro. El Perú ha sostenido reiterada­
mente que la linea del protocolo se ha­
lla en la Cordillera del Cóndor, con el 
lado occidental para Ecuador y el lado 
oriental para Perú. 1 

Tras la declaración de paz en Itama­
raty el 17 de Febrero, prosiguieron los 
enfrentamientos militares lo que exigió 

l. Edgardo Mercado Jarrín, El conflicto con Ecuador, Ed. Rikchay Perú, Lima, 1981, pp. 24-25. 
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ratificar el cese al fuego con otra decla­
ración de paz en la madrugada del l o. 
de marzo en Montevideo. 

El Ecuador reivindicó una victoria. 
Inicialmente también el Perú habló de 
lo mismo pero surgieron muchas dudas 
que cuestionaban las declaraciones de 
triunfo de Fujimori, cuando no pudo lle­
gar a Tiwintza, convertido en lugar sim­
bólico de la afirmación militar ecuato­
riana. Adicionalmente se produjeron crí­
ticas a la conducción núlitar, precipi­
tándose cambios urgentes en la cúpula 
militar peruana. 2 La conclusión inicial 
que se podría establecer es que hubo 
una exitosa defensa de las posiciones 
ecuatorianas. La expresión de "no dar 
ni un paso atrás", alude también a la 
imposibilidad de dar pasos hacia ade­
lante. 

Como es conocido, el Ecuador man­
tenía una impugnación al Protocolo de 
Río de Janeiro suscrito el 29 de enero 
de 1942, argumentando la inejutabilidad 
del mismo en función de la inexistencia 
de un divortium aquarum entre los ríos 
Santiago y Zamora, debido a que entre 
los dos ríos, había otro, el Cenepa, 
afluente del Marañón. De modo que ello 
provocó como consecuencia la falta de 
delimitación de un área de 78 kilóme­
tros. En una zona no delimitada enton­
ces pueden producirse incidentes de 
acuerdo a las interpretaciones que los 
ejércitos y las cancillerías pueden dar al 
alcance de la jurisdicción territorial res­
pectiva. 

El actual c01úlicto ha sig1úficado un 
reconocinúento de hecho del Protocolo 
de Río de Janciro, luego de que en 198 1  
Osvaldo Hurtado había esbozado ya tal 
criterio con la propuesta de un consenso 
nacional para resolver el problema limí­
trofe en una negociación más realista en 
tomo a la salida al Amazonas. 

La solución al colúlicto territorial, es 
algo que se espera sulja luego de la in­
tervención de los observadores designa­
dos por los países garantes. A guisa de 
un primer balance de los acontecinúen­
tos brevemente rescfiados, en el país, se 
evidencian las siguientes posiciones: 

l .  Mantener la tesis de la inejecuta­
bilidad del protocolo en el área no deli­
mitada, esperando negociar una salida 
al Marru16n. Esta es la postura oficial 
que mantienen tanto el gobiemo como 
sectores del socialcristirutismo. 

2. Sostener la nulidad del protocolo 
de Río de Janeiro, y obtener el arbitraje 
papal, desplazando la intervención de los 
garantes. Este planteantiento es sosteni­
do por el PRE, sectores del Partido So­
cialcristiruio y sectores de izquierda y 
centro. 

3. Buscar el cierre de la frontera en 
el área no delimitada, negociando otros 
aspectos como zonas francas y canjes 
de territorios por navegación en el Ama­
zonas. Esto ha sido propuesto por Mon­
sei\or Juan Larrea Holguín, Arzobispo 
de Guayaquil.  Esta postura no ha tenido 
eco ni en la opinión pt1blica ni en las 
fuerzas pol ítica.<!. 

2. Resumen SemanaL No. �. 22-28 de febrero 1995, Lima. 
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4. Que la zona no delimitada se con­
vierta en un parque binacional, con ad­
ministración compartida por los dos paí­
ses. Esta idea proviene sobre todo de 
organizaciones ecologistas. 

De cara a todo esto Perú insiste en 
su posición original relativa a la delimi­
tación en la Cordillera del Cóndor, lle­
gándose a un impasse inflexible entre 
las partes en las negociaciones. Por tan­
to, el cierre de la frontera no parece es­
tar muy próximo, y más que la inter­
vención de los países garantes, pesará 
en última instancia la voluntad de am­
bos gobiemos. 

El conflicto territorial entre Ecuador 
y Perú, requiere de una mirada objetiva 
que penuita identificar las circunstan­
cias que viven los dos países. Es decir, 
se deben comprender cuales son los es­
cenarios poli' ti cos de cada país , pero truu­
hién hacer un intento por encontrar ló­
gica a los nacionalismos que resurgen 
en una época en que la globalización 
pone justamente en cuestión el papel y 
alcance de los estados nacionales. Así 
que este conflicto, podría sC'r entendido 
como parte de los remezones que supo­
ne la globali:r.ación, donde resurgen sin 
embargo los factores nacionalistas y de 
identidades. 

LA COYUNTURA POLITICA PERUA· 
NA 

Cuando entra en escena en 1989 el 
Ing. Alberto Fujimori , sorprende a to­
dos porque es prácticamente un recién 
llegado al mundo de la política. Se trata 
de un ingeniero agrónomo que con su 
slogan "honradez, tecnología y trabajo", 
tennina convertido en el más importan­
te fenómeno político de las últimas dé­
cadas, al derrotar de modo contundente 
al escritor Mario Vargas Llosa en las 
elecciones Presidenciales. Una coalición 
de "clú1útos y cholitos", había derrota­
do a los "blanquitos". En julio de 1990, 
Fujimori llega a la Presidencia de la Re­
pública. Paradójicruucnte, en su enfren­
truniento con Vargas Llosa, había pro­
metido una vía diferente al ajuste es­
tructural, pero, no bien empieza su ges­
tión, sometió a la sociedad pemru1a a 
duros shocks. 

El itinerario ascendente de Fujimori 
tiene que ver con los agudos crunbios 
que ha vivido la sociedad pemru1a. Prin­
cipalmente se ha destacado el resurgi­
miento de identidades éuúcas como fac­
tores de movilización política así como 
la crisis de los partidos políticos y la 
organización popular. 3 El 5 de abril de 

3. Cfr. Carlos lván De¡¡rcgori , "Etnicidad, modernidad y ciudadanía. El aprendiz de brujo y el curandero 
chino", et.a l . ,  Mode¡·nl:wc:lón económlc:a, democrac:la polílic:a y democrac:la social, Centro de Estu­
di08 Sociol<>gicos, El Colegio de México, 1992, pp. 250-261 .  El mi�mo Mario Vargas Llosa, ha recono­
cido la gravitad<Sn de las tensiones sociales y étnicas en su candidatura que no dejaba de estar identifi­
cada con los blancos peruanos. Constata l¡ue la sociedad peruana "es una verdadera caldera de odi011, 
resentimientos y prejuiciO!!, en que el blanco dc.sprecia al indio y al negro, el indio al negro y al blanco y 
el negro al blanco y al indio y donde cada peruano, desde su pequeí\o segmento social, étnico, racial y 
econ<Smico, se afirma a si mismo despreciando al que cree debajo y volcando su rencor envidi011o bacia 
el que siente arriba de él. . .  En abril y mayo de 1990, todo aquello irrumpi<S como un torrente de lodo en 
la contienda electoral". (Mario Vargas Llosa, El pez en el agua, Scix-llarral, Santa Fé de Bogotá, 1 993, 
2a. rl'imp., pp . .  "0·"--'iOó). 
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1992, con la acusación a una "partido­
cracia" que le impedía gobernar, quie­
bra el orden constitucional establecien­
do una dictadura, clausura el Congreso 
y reorganiza la Función Judicial. A tra­
vés de su figura, se aglutinan tres secto­
res: Fuerzas Armadas, empresarios y 
sectores populares, alianza que sustenta 
un gobierno autoritario. La captura de 
Abimael Guzmán el 12 de septiembre 
de 1992, facilitó el triunfo de las fuer­
zas militares y policiales sobre Sendero 
Luminoso. La Constitución aprobada en 
1993, crea el marco político de un eje­
cutivo fuerte y consolida la atomización 
del sistema de partidos políticos, al per­
mitir la proliferación de listas de candi­
datos "menores" e independientes. 

Fujimori obtiene importantes éxitos 
con su gestión: las medidas de estabili­
zación y las reformas estructurales baja­
ron la inflación y se inició una nueva 
etapa de crecimiento económico, enca­
minando la reinserción del Perú en la 
economía m un dial . 

En tales condiciones, se abrió en el 
Perú la campaña electoral que tiene 
como sus dos figuras centrales a Javier 
Pérez de Cuéllar y Alberto Fujimori. 
Aunque las encuestas registraron un ini­
cial ascenso de Pérez de Cuéllar, su ni­
vel de aceptación quedó estancado. De 
todos modos, Fujimori arrastra todavía 
a la mayoría del electorado para las elec­
ciones del 8 de abril. 

Se argumenta que uno de los facto­
res que puede explicar el conflicto ar­
mado entre Ecuador y Penl, tiene que 
ver con el período electoral que se vive 
en Perú, en el que se halla en juego la 
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reelección de Fujimori. La intención de 
voto a favor de Fujimori, habría descen­
dido del 52% en diciembre al 45% en 
enero núentras que la de Pérez de Cué­
llar se mantuvo en el 20 % (Alal, No. 
206, 10-11-95) lo que parece responder 
a la dispersión del voto que produce la 
mayor presencia activa de otros candi­
datos, particulannente Delmont que con­
taba con el 3% y Toledo con el 5% de 
la intención de voto en enero . Este dlti­
mo está reivindicando explícitamente la 
condición de cholo para atraer el voto 
popular urbmto (lnfonne Latlnoamerl· 
cano, . 2-II-95, Londres). Hacia febrero, 
de acuerdo a las encuestas de 1m asen, la 
situación no habría variado en lo funda­
mental, ya que se mantenía la distmtcia 
entre Fujimori y Pérez de Cuéllar. Algo 
que se especula es que puede ser posi­
ble que el conocimiento de los resulta­
dos del conflicto adversos al Pero, se 
traduzcan en una disminución relativa 
del caudal electoral de Fujimori. Sin em­
bargo, los análisis disponibles coinciden 
en señalar que este, a pesar de ello, cuen­
ta con respaldo popular suficiente para 
la reelección. 

NACION Y NACIONALISMOS 

Las naciones andinas, son bastante 
nuevas desde el punto de vista real , pues­
to que fueron creadas luego de las gue­
rras de la independencia. Lo que ocurre 
es que, debido al desarrollo de una ideo­
logía nacional genemda por intelectua­
les nacionalistas y portada por las élites, 
cada una de las naciones, ha construido 
una imagen de "antigucdad nacional" 

. 
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sustentada en la existencia de civiliza­
ciones anteriores al hecho colonial, don­
de se puede fundamentar el origen de 
una nacionalidad sea peruana o ecuato­
riana. Por eso, ante la poderosa eviden­
cia de una civilización incaica, con su 
centro en el Cuzco, hubo de construirse 
el mito del Reino de Quito como un 
fundamento de la antiguedad nacional 
del Ecuador frente a la del Perú. 

La existencia del Tahuantinsuyu y 
luego del Virreinato del Perú, han sido 
rescatados en la memoria histórica ofi­
cial penuma como puntos altos de la 
"grandeza nacional", de un pasado es­
plendoroso que construyó el nacionalis­
mo criollo moderno. 

La creación del Ecuador en 1830, 
no fue automáticrunentc el nacimiento 
de Jos "ecuatorianos", en cuanto la cir­
cunscripción territorial del Estado no im­
plicaba necesariamente un sentido uni­
ficado de nación. Los gmpos dominrul­
tes regionales con sus particularismos y 
círculos de poder heredados de la situa­
ción colonial, conservabru1 pretensiones 
hegemónicas, traducidas en constantes 
luchas y disputas regionales que solo se­
rían parcialmente superadas después de 
1860 con la centralización estatal pro­
movida por Oarcia Moreno. 

El "ecuatoriano" fue trabajosamente 
definido en el curso del siglo XIX, con 
ciertos n:ferentes a una historia patria 
en construcción con sus héroes y sím­
bolos, el himno nacional, la progresiva 
institucionalización del castellano y la 

creación de un imaginario de fronteras 
territoriales, que realmente apelarían a 
un sentimiento de comunidad de desti­
no, o de 1<? que Benedict Anderson, ha 
llrunado la "comunidad imaginada" 
como una construcción política e ideo­
lógica que caracteriza a las naciones del 
siglo XIX. 4 

Ese sentimiento de nación generado 
por una minoría, fue el de una cultura 
criolla dominante, impuesta histórica­
mente con la inercia de los aparatos cen­
trales y locales de poder, con el desa­
rrollo de un sistema de dominación, la 
extensión del aparato escolar y el ejér­
cito, que crearon el trrunado de la domi­
nación étnica, lado colonial del Estado 
republicano. 

Otro aspecto a considerar es el mes­
tizaje como ideología oficial, que tiene 
su punto de partida en la revolución li­
beral, al identificar el ideal de una inte­
gración cultural que tiene como supues­
to la fusión de las culturas. Después, se 
afinna la idea de nación mestiza que 
suponía una homogeneización cultural. 
Esta nocióil de mestizaje es la que trruls­
mitió el sistema escolar, y ha sido por­
tada por los sectores ilustrados de la so­
ciedad. Fue bastante eficaz en proponer 
un molde e ideal en el que pueden co­
existir las más diversas posiciones de 
izquierda y derecha, y pennitió recono­
cer simbólicamente el pasado brillante 
de Jos pueblos indígenas, eludiendo al 
mismo tiempo el significado de las ac­
tuales culturas nativas. Simultaneamen-

4. Bcncdíct i\ndcrson. l ma�lned commnnltles. Renectlons on tbe origin and spread of naclonullsm, 
V erso rdit ions, London. 198.1 ,  pp. ( .'\. (8. 
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mente esta concepción de mestizaje se 
nutre de algunos aspectos del criollis­
mo, y reivindica un torrente de héroes 
patrios. La ideología de la nación mesti­
za ha sido pues uno de los fundamentos 
del Estado-nación. 

Las ideas sobre el mestizaje, tuvie­
ron un importante "reviva!" después del 
levantamiento indígena de junio de 1990, 
como parte de la reacción ante el avan­
ce de las ideas sobre lo pluricultural. 

En la configuración del espacio na­
cional ecuatoriano, hay que distinguir lo 
que es el espacio nacional de derecho, 
que se halla en función de los tratados 
de límites reconocidos internacional­
mente; por otra parte, el espacio nacio­
nal reivindicado, que compete a la as­
piración territorial de acuerdo a una in­
terpretación del territorio originario de 
la jurisdicción colonial de la Audiencia 
de Quito, y finalmente la realidad, que 
tiene que ver con el espacio nacional 
efectivo, es decir, aquel que se halla real­
mente integrado y donde se ejerce el 
poder del Estado.5 

Desde esta perspectiva, ha existido 
siempre una contradicción en la historia 
republicana entre el espacio nacional rei­
vindicado y el espacio efectivo, puesto 
que la vinculación de los territorios ama­
zónicos, estaban lejos de lo que se con­
sidera una integración nacional . Por eso, 
Belisario Quevedo había anotado en la 
década del veinte que "en cuanto a ca­
minos y colonización, que constituyen 

la defensa real y efectiva, no hemos he­
cho ni la centécima parte que los veci­
nos ".6 Lo que ha ocurrido reiterada­
mente es una confusión entre el espacio 
nacional reivindicado y el espacio na­
cional efectivo, en la medida en que 
Ecuador desconoció el Protocolo de Río 
de Janciro de 1942. De este modo se 
produjeron diversas construcciones car­
tográficas que tendieron a fijar un ima­
ginario de presencia histórica del Ecua­
dor en la amazonía a partir de las juris­
d�cciones territoriales de naturaleza co­
lonial. 

El Estado peruano, ha concebido el 
papel de la amazonía en distintos mo­
mentos históricos. En el siglo XIX, apa­
rece como una vasta zona despoblada 
que esconde inmensas riquezas, y para 
extraer esos recursos, se propone la 
atracción de inmigrantes extranjeros. El 
período cauchero a fines del siglo XIX 
hasta los atios veinte, inicia la ocupa­
ción más íuoderna de la amazonía pe­
ruana, consolidándose !quitos como la 
ciudad eje de la época cauchera. Final­
mente desde 1940, se inician políticas 
de colonización e incorporación a una 
red de carreteras, políticas que serán con­
solidadas en el gobierno de Belaúnde 
Terry en los ruios sesenta. De modo que 
la presencia del estado peruano en la 
amazonía es bastante reciente. Así mis­
mo en la visión oficial del estado perua­
no, la amazonía ha sido percibida como 
un territorio depredado por Colombia, 

5. Jean Paul Deler, Ecuador. Del espacio aJ Estado Nacional, Banco Central, Quito, 19ffl, p. 1 29. 
6. Belisario Quevedo, Historia Patria, Banco Central, Quito, 1982 [1919- 1 92 1 ], p. 2 1 1 .  
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Brasil y Ecuador. En el Perú, también la 
amazonía ha servido como válvula de 
escape ante los problemas del desarro­
llo nacional y los conflictos agrarios de 
la sierra. 7 

Pero la amazonia peruana, es al10ra 
lugar de intensa producción de coca y 
sus derivados. En el alto Huallaga, la 
zona principal de producción de coca 
en el Perú, los sembríos pasaron de 
28.000 has. en 1980 a 2 1 1 .000 en 1 988. 
Así mismo se estima que en la produc­
ción de coca, participan entre 300.000 a 
400.000 trabajadores, equivalente al 5% 
de la PEA. El valor anual de divisas de 
la cocaína es de 1 .2 billones de dólares, 
equivalente al valor de la mitad de las 
exportaciones legales. 8 

ENTRE 194 1 Y 1995 

La dimensión e importancia que tie­
ne la guerra de 194 1 ,  ha sido bastante 
diferente para el Ecuador y el Perú. Para 
el Perú, la guerra de 194 1 ,  aparece como 
una campaña militar, dedicada a frenar 
los reclmnos territoriales del Ecuador. 
De este modo, "La ocupación del Ejér­
cito Peruano de los territorios ecuato-. 
rianos hasta Macha/a significó un triun­
fo, que lo resarcía de un largo historial 
de fracasos bélicos" .9 Aunque se asume 
como un incidente armado menor, tam­
bién dejó sus huellas, ya que fue utiliza-

do por los gobiernos de la década del 
cuarenta y cincuenta en Perú como un 
mecmúsmo de chantaje a la oposición 
política. 

Mientras que para Ecuador, fue una 
derrota humillmtte que se produjo luego 
de una actitud ilúcial poco realista y de 
desafío al poder militar peruano. El con­
flicto de 194 1 ,  fue el gran momento para 
la educación cívica. Por todas partes se 
dabm1 charlas y conferencias lústóricas 
sobre el derecho territorial . Todo esto, 
se vincula a la cultura jurídica de la épo­
ca. Esto también se halla relacionado a 
los mecmüsmos orales de trmtsmisión 
del conocinúento del problema, dado que 
muy poca gente se infonnaba por la 
prensa. En el acceso a otro medio de 
commúcación, quienes tenían recepto­
res de radio, erm1 una ínfima núnoría de 
la población. 

La definición lüstórica de la identi­
dad nacional del Ecuador a través de la 
frontera con el Perú, ha evidenciado la 
dificultad en consolidar referencias na­
cionales diferentes a los límites exter­
nos. Distintas generaciones y diversos 
sectores sociales, vivieron en diferentes 
momentos históricos la experiencia par­
ticular de la identidad nacional fundada 
en la oposición al Perú. Si en 194 1 ,  en 
un país predonünantemente rural , se vi­
vió el conflicto a través de las capas 
medias y sectores populares orgmtiza. 

7. Charles Walker, "El uso oficial de la selva en el Perú republicano", Amazonia J>eruana, No. 14 ,  

mayo 1 987, Lima, pp. 6 1 -89. 

8. lleraclio Bonilla, "Introducción: la metamorfosis de la violencia en el umbral del siglo XXI. Las 
lecciones de la experiencia peruana", en J>erú al rm del milenio, Consejo Nacional para la Cultura y las 
Artes, México D.F., 1 994, pp. 36-37. 
9. Julio Cotler, Clases, estado y nación en el Perú, IEP, Lima, 1978, p. 255. 
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dos, hasta los años sesenta se procesó el 
recuerdo traumático de la guerra del 4 1 ,  
alimentando un discurso patriótico. En 
la década del setenta, la referencia al 
tema peruano parecía haberse atenuado, 
pero en 198 1  el conflicto de Paquisha, 
provocó un brote de nacionalismo que 
atravesó a nuevos sectores que no ha­
bían vivido una experiencia de conflicto 
con el Perú. En 1995, ha tocado final­
mente a amplias capas de la población 
urbana y rural, luego de un período de 
florecimiento de movimientos étnicos 
que habían interpelado eficazmente la 
idea de nación mestiza, y habían abona­
do a favor de un estado pluricultural . La 
conversión del indio amazónico en ecua­
toriano mediante su integración al ejér­
cito y la defensa del territorio nacional 
es la más reciente incorporación de un 
grupo étnico, los shuar, que pasan a ser 
parte del repertorio simbólico de la iden­
tidad nacional. 

En el ejército pemano, se forjó en la 
década del cincuenta una percepción so­
bre la existencia de enemigos externos 
hacia afuera y por otro lado, enemigos 
internos hacia adentro constituidos bá­
sicamente por las organizaciones labo­
rales y campesinas. Sin embargo, lo más 
importante fue la consideración de Chi­
le como el principal entre los enemigos 
externos, luego que Perú fuese derrota­
do en 1879 en la Guerra del Pacífico, 
motivando un espíritu de revancha mili­
tar que se mantuvo con el paso de los 
años. Durante el gobieruo de V elasco 
Al varado, el potenciamiento de las Fuer­
zas Armadas peruanas de los ru1os se­
tenta, ocurrió bajo el enfoque de una 
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nación progresista que se annaba frente 
a la dictadura de Pinochet. En los años 
ochenta, al perder peso el tema del ene­
migo exteruo por las tareas de represión 
a la insurgencia de Sendero Luminoso, 
fue desplazado el tema de la revancha 
con Chile. Pero la pregunta al1ora en 
1995, es: ¿cuánto sigue pesando el tema 
del conflicto con Chile en el ejército pe­
ruano y lo que es más, en la conciencia 
nacional del Perú? Y, ¿hasta que punto 
el conflicto territorial con el Ecuador 
toma ahora una importancia que no tuvo 
en el pasado? 

ALGUNAS CONSECUENCIAS DEL 
CONFLICTO 

El desarrollo del nacionalismo, tiene 
que ver con ideas y trunbién con institu­
ciones tales como la escuela y el ejérci­
to. Las instituciones como el ejército son 
las que fabrican la identidad. Al fin y al 
cabo miles de jóvenes pasan todos los 
años por los cuarteles haciendo la cons­
cripción, aprendiendo a "hacerce hom­
bres" y también a ser ecuatorianos, al 
identificarse con los símbolos patrios. 

Por eso es que el nacionalismo al 
ser construido desde alguna institucio­
nalidad estatal, es principalmente un na­
cionalismo estatal. Lo que se quiere de­
cir con esto es que la nación es básica­
mente una creación del Estado. Y esto 
se confirma aún más con el reciente con­
flicto fronterizo. El retorno de la ense­
ñanza de cívica e historia de lúnites en 
el sistema escolar, consolidan los conte­
nidos tradicionales y enfoques del tema 
nacional. 



Una de las formas de involucramien­
to popular en el conflicto territorial , fue 
la presencia masiva de jóvenes dispues­
tos a ser enrolados. &to se tradujo lue­
go en que se redimensiona el papel del 
héroe. Distintos pueblos y ciudades de 
donde provienen los soldados caídos en 
la frontera, tienen ya personajes de car­
ne y hueso que hacen tangibles los hé­
roes, diferentes de los que solo constan 
en los textos de historia o que son esta­
tuas que pocos saben, pueden o quieren 
identificar. Es un civismo de héroes lo­
cales que llenan o compensan la ausen­
cia de héroes modemos. Esta dimensión 
heróica del patriotismo, ahora aparece­
ría como una referencia local y de ve­
cindario. 

El Vicepresidente Alberto Dahik alu­
dió al profundo significado que tiene el 
conflicto. En sus palabras ha surgido un 
nuevo país: "Ese nuevo país, no signifi­
ca únicamellle que somos capaces de 
defender la herencia territorial que he­
mos recibido. Es mucho más que aque­
llo. Ese nuevo país, es uno que nos inte­
gra a todos los ecuatorianos con un pro­
fundo sentido de unidad para lograr que 
todos los ciudadanos ecuatorianos ten­
gan una vida digna"(Hoy, 3-TII-95). 

En el mismo sentido, Sixto Durán 
dijo que si "Algo tenemos que agrade­
cerle al vecino del sur, es que súbita­
mente apareció algo que nos quitó a 
todos una venda de los ojos, algo que 
significó que nos diéramos cuenta de 
que somos de los mismos, porque he­
mos necesitado de una gran crisis pura 
recuperar esta unidad nacional que no 
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debemos perderla jamás ". (El Univer­
so, 7-III-95, Guayaquil) 

Los conceptos de dignidad nacional , 
unidad nacional, patria y patriotismo 
emergen como términos claves que se 
instalan con fuerza en el lenguaje políti­
co. Es decir, se toman detenninantes en 
la acción política. Crean un marco para 
los discursos políticos, que necesaria­
mente deberán recurrir a estos términos 
nacionalistas. De esta manera se bloquea 
el espacio para otro tipo de discursos 
políticos que discrepen de las ideolo­
gías nacionalistas. 

En los meses anteriores al conflicto, 
continuaba a la baja la popularidad de 
Sixto Durán Ballén, y así mismo se pro­
ducía un agudo conflicto en tomo a la 
Ley de Educación Religiosa. Por otra 
parte, la aprobación de las refonnas 
constitucionales, se hallaba empantana­
da. En el transcurso del conflicto, se pro­
duce un apoyo a su gestión de Presiden­
te y un realineamiento de las fuerzas de 
apoyo. No existen señales que amena­
cen el curso de la refonna económica y 
la previsible dirección de la reforma po­
lítica. 

Como consecuencia del conflicto, 
puede aparecer con bastante claridad el 
tipo de &tado ideal propuesto por las 
políticas de ajuste: un Estado que tiene 
a las fuerzas annadas como el eje de la 
institucionalidad estatal y de la seguri­
dad colecti va. De manera que un factor 
de oposición a las políticas de ajuste, 
específicamente el rol que cumplían los 
militares en su resistencia a las privati­
zaciones , puede al10ra ser negociado en 



función del presupuesto mi l i tar y el man­
tenimiento de medidas que permitan sos­
tener una capacidad armada, ante un pro­
blema territorial que se mantiene v i gente. 

También es factible suponer que nue­
vos personajes surjan en la arena polfti-
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1995. Quito - Ecuador. 

29 

ca, específicamente los l íderes mi litares 
que aparecen rodeados de prestigio. En 
suma, la acción política pasa por las fuer­
zas annadas en un papel político que irá 
más allá de su niisión profesional asig· 
nada en los (tltimos años. 

El estudio que publicamos en esta 
ocasión es el segundo resul tado del 
"Grupo de Trabajo sobre Democracia", 
en el cual hrut participado activamente 
varios intelectuales interesados en re­
flexionar sobre la sociedad y la política 
ecuatorirutas actuales desde la perspec­
tiva de la democracia, buscmtdo plan­
tear propuestas para el desarrollo demo­
crático del país. 

En este espacio ya se publ icó el li­
bro de J Urgen Schuldt: "Elecciones y Po­
lítica Económica en el Ecuador 1993-
1994". Aunque todavía limitados, los tra­
bajos del grupo han te1údo el m6rito de 
establecer una apertura política pura las 
ciencias sociales, p01úendo de relieve el 
eje de la democracia, en espera de fun­
dar nuevas prácticas sociales y polrti­
cas , y de articular desde esta problemá­
tica nuevas propuestas para los diferen­
tes procesos que enfrenta actualmente 
la sociedad nacional. 



El Conflicto: Octubre 1994 - Enero 1995 

Los conflictos registrados en el perfodo, dan cuenta de una gran incapacidad del 
actual Gobierno para gobernarlos y sobre todo de un comportamiento gubernamental 
muy caracterizado por evitar el tratamiento de los conflictos, no tanto por reprimirlos 
cuanto por diferir su negociación y solución. Obviamente la conflictividad no 
resuelta y aplazada propicia una constante reiteración de los mismos conflictos, lo 
que explica su elevada frecuencia. 

Entre octubre de 1994 y enero 
de 1995 se registraron en el 
país 164 conflictos, de cuya 

importancia pública se hlcieron eco los 
medios de comunicación social . El ele­
vado índice de frecuencia de tal conflic­
tividad sólo es comparable con algunos 
meses del Gobiemo Rold6s-Hurtado y 
del Gobiemo de Borja, y mucho menor 
que la conflictividad del autoritario y 
represivo Gobiemo de Febres Cordero, 
cuya media cuatrimestral fue de 1 17 con­
flictos, aunque la mayor parte de los mis­
mos se acumularon en el segundo bie­
nio de dicho Gobiemo. 

Lo más singular en la conflictividad 
de los últimos cuatro meses no han sido 
los conflictos del sector laboral público, 
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que en número de 46 (28,0%) se man­
tienen siempre como los más frecuen­
tes, sino la conflictividad política, que 
en sus distintas formas, "pugna de po­
deres" (6, 3,7%}, conflictos legislativos 
(28, 17%) y político partidarios ( 1 1 ,  
6,7%), alcanzan casi la misma cifra que 
los del sector laboral público: 45 
(27,5%). 

La conflictividad social 

El conflicto laboral público estuvo 
protagonizado por los dos grupos gre­
miales más importantes por su número 
y por su fuerte impacto, trutto en el go­
biemo como en la sociedad: la UNE, 
que siempre programa su acción en tres 



fases: amenaza de huelga, paro preven­
tivo y paro indefinido; y la FEfSAE 
(Federación de Trabajadores de la Sa­
lud), que junto con el grenúo de los mé­
dicos hospitalarios y los médicos rura­
les coordinan sus huelgas y protestas. 

Los paros de ambos sectores, atra­
vesaron los meses de octubre a enero y 
generaron otros focos conflictivos: la 
UNE articuló protestas cívicas en tomo 
a la Ley de libertad religiosa y, por me­
dio del MPD, inició un trámite de juicio 
contra cinco miembros del Tribunal de 
Garantías Constitucionales por la ratifi­
cación de dicha ley. De otro lado, los 
paros médicos y hospitalarios tuvieron 
repercusión en algunos paros cívicos y 
provocaron un posible enjuiciamiento 
del Ministro de Salud. 

Fue así núsmo muy significativa la 
frecuencia de los conflictos urbanos-ba­
rriales, en número de 30 ( 18,3%) y con 
igual número los cívico regionales , con 
la doble particularidad de estos últimos 
que, junto con su componente político, 
el mismo que supone un pemtanente en­
frentamiento por cuestiones de recursos 
y financiamiento entre los gobiemos sec­
cionales y municipales con el Gobiemo 
central, revelan siempre un elevado ín­
dice de conflictividad social, ya que en 
él se concentran reivindicaciones y pro­
testas de diferentes grupos y sectores re­
gionales y locales. Pero con mayor im­
portancia aparece la nueva y creciente 
frecuencia de los cmúlictos urbano-ba­
rriales, que mmca antes se habían mos­
trado tan numerosos en tan breve perío­
do, lo que no puede dejar de ser atribui­
do a las cada vez más deterioradas con-
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diciones de vida imperruttes en dichos 
sectores. 

Por último, en cuanto al género del 
conflicto, el producido en medios cam­
pesinos 6 (3,7%) se mantiene con débil 
frecuencia dentro de la general conflic­
tividad nacional; aunque cuando se trata 
de ocupaciones y desalojos de tierras el 
conflicto campesino es tan intenso y vio­
lento, como en el caso de las ocupacio­
nes y desalojos suburbanos por pobla­
dores barriales, los que en tres ocasio· 
nes se enfrentaron a la fuerza póblica 
con un saldo de heridos y destrucción 
de más de 300 hogares. 

No deja de ser sintomático el per­
mrutente declive de la conflictividad del 
sector laboral privado que en nómero 
de 2 ( 1 ,2%) es la más baja registrada en 
los últimos años. La cmúlictividad del 
sector laboral privado no ha dejado de 
decrecer en el transcurso de la década 
de los 80, sin embargo tal atenuación 
resulta aun más sensible a partir de la 
Ley 133 Reformatoria del Códl¡o la· 
boral de noviembre de 1 991 ,  que hace 
menos frecuente no sólo los conflictos 
laborales sino incluso trunbién los pro­
cedimientos de su tramitación por parte 
de los trabajadores, y de mediación por 
parte del Ministerio. 

El conflicto político 

El eje del conll icto pol ftico fue la  
"pugna de poderes" entre el Congreso y 
el Ejecutivo, b¡1sada en un doble enfrcn­
tumicnto: del Congreso contra las i nicia­
ti vas del Ejecutivo y del Ejecuti vo contra 
las i niciativas legi sladoras del Congreso. 



Aunque la Ley de libertad religiosa, 
anterior al último cuatrimestre, y que ya 
había costado la renuncia de la Mirustra 
de Educación, fue aprobada por el Eje­
cutivo y el mayor partido del Congreso 
(PSC) en "oposición táctica" contra el 
Gobierno, desencadenó un amplio de­
bnte nacional entre los más diversos sec­
tores sociales, con un saldo de protestas 
y enfrentamientos de toda índole. 

Durante todo el período de los cua­
tro meses, de octubre 94 hasta la tercera 
semana de enero 95, cuando se desata 
el conflicto armado con el Perú, la "pug­
na de poderes" estuvo tejida en tomo a 
cuatro nudos principales: la elaboración 
del presupuesto nacional , las refonnas a 
la Constitución, la ley de Hidrocarburos 
y áreas estratégicas, y la ley de Descen­
tralización. A los vetos del Ejecutivo el 
Congreso amenazó con una "guerra po­
Utica", y ambos se amenazaron recípro­
camente con el recurso a una nueva con­
sulta popular. 

Esta "pugna de poderes" liderada 
desde la oposición por el PSC dio lugar 
a toda una serie muy diversa de otros 
conflictos: el etúrentamiento entre el Di­
putado Neira y el Vice-Presidente Dahik, 
que degeneró en sendos juicios penales ; 
la oposición de las Cámaras y de 12 
Prefectos que impugnaron la ley de des­
centralización. 

La misma "pugna de poderes" invo­
lucró conflictos interpartidarios entre el 
PSC y el PRE, ya enzarzados en el po­
lémico juicio contra la ex-alcaldesa Bu­
caram, y en sus posiciones de alianza o 
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etúrentruruento con el Ejecutivo, que el 
24 de noviembre darán lugar a violen­
tos disturbios en la misma sala del Con­
greso. 

Como parte de la "pugna de pode­
res" intervinieron los juicios políticos y 
censuras contra el Canciller Paredes ( 1  
de  octubre del 94), contra el Mitústro 
de Energía, en el que se vio involucrado 
el Presidente de la Corte Suprema de 
Justicia, padre de éste último y también 
comprometido en el juicio de Elsa Bu­
caram; y en fin la amenaza de enjuicia­
miento del Mhústro de Finanzas decla­
rado en rebeldía por el Congreso ( 18 de 
diciembre). 

La personalización del conflicto po­
lítico tuvo dos episodios muy graves 
aunque de muy distinta índole: el que 
confrontó al Alcalde de Guayaquil en 
ocn1bre y enero con el Ministro de De­
fensa, y el que comprometió al mismo 
Presidente de la República por un asun­
to de desfalco, de posible tráfico de in­
fluencias y encubrimiento de fuga en el 
caso "Flores y Miel". 

En la "pugna de poderes" durante 
todo el período ocupó el centro de la 
escena política la "oposición táctica" 
frente al Gobiemo adoptada por el PSC, 
mayoritario en el congreso, el cual a pe­
sar de compartir una núsma línea ideo­
lógica y política con el Ejecutivo, pudo 
así representar un protagorusmo político 
aun a costa de sus conflictos intemos: 
separación de un grupo de Diputados, 
"los guachamacos" y desafiliación de di­
rigentes en Tungurahua y Machala. 



Los actores del conflicto 

Aunque ya el género de los conflic­
tos hace referencia a sus actores, estos 
pueden ser identificados de manera par­
ticular según sus diferentes sectores. 

De acuerdo a una constante genera­
lizada, el principal protagonista de la 
conflictividad social son "trabajadores" 
(20,0%), aunque han tenido una actua­
ción sensiblemente menor a la de los 
partidos (20,9%), debido al predominio 
de la conflictividad política sobre la so­
cial durante el período octubre 94 - ene­
ro 95. 

También mantienen su habitual pro­
tagonismo los gremios ( 16,6% ), siem­
pre superior al de los sindicatos (2,5% ), 
los cuales sólo reiteraron en dos ocasio­
nes dos amenazas de huelga general. 

Aunque el conflicto urbano-barrial, 
como ya se indicó, alcanza un elevado 
nivel de frecuencia ( 18,3%), sin embar­
go dicha conflictividad aparece menos 
interpretada por las organizaciones ba­
rriales ( 1 ,2%), y muy actuada por gru­
pos locales y heterogéneos ( 14, 1 %), lo 
cual confiere a este conflicto un carác­
ter menos orgánico u organizado, qui­
zás más espontáneo y catalizador de de­
mandas difusas o diversificadas. 

Un actor muy activo del conflicto se 
muestra siempre los estudiantes 
( 1 1 ,7% ), expresando un tipo de conflic­
tividad muy "reactiva", cifrada en pro­
testas puntuales (alza del precio de los 
pasajes, y del Diesel), pero que son ex­
ponente de un malestar social gcncrali-
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zado. El conflicto estudiruttil por este 
mismo carácter, alcanza ni veles de fuerte 
intensidad, con intervenciones de la po­
licía y saldo de heridos. Las últimas ma­
nifestaciones estudiruttiles de enero con­
tra la ley de libertad religiosa, cobraron 
un muerto. 

Por el contrario la conflictividad ru­
ral, que esce1úficó las acn1aciones de 
campesinos (3,7%) e indígenas (4,7%) 
no tuvo más que alcrutces zonales o lo­
cales. 

Por último fue relativamente eleva­
da la frecuencia de conflictos que prota­
g01úzaron las Cámaras de la producción 
(4,9%) y empresarios ( 1 ,9%), dada la 
importancia de dichos grupos y su in­
fluencia en las políticas económicas y 
sociales del gobiemo. Y trunpoco falta­
ron en los escenarios del conflicto la 
presencia de las FFAA ( 1 ,8%) y de la 
Iglesia (0,8% ), con las posiciones de esta 
última en tomo a la polénúca ley de 
libertad religiosa. 

En conclusión, en el breve lapso de 
cuatro meses, de octubre a enero, todos 
los sectores y grupos sociales tomaron 
parte en la arena del conflicto socio-po­
lítico. Considerrutdo la mayor o menor 
actuación de cada uno de ellos, algunos 
mantienen constru1tes sus JÚ veles de con­
flictividad, mientras que otros ocupan 
un lugar más protagó1úco en razón de la 
coyuntura socio-política. Pero como in­
terpretación general de las tendencias, 
cabría sostener una preponderuncia del 
conflicto político sobre el social y una 
muyor politización de este. 

Fl.ACSO - Blblir)\eca 



Morfologías del conflicto 

Si bien las distintas formas que adop­
tan los conflictos responden a diferentes 
grados de intensidad, algunos poseen una 
mayor frecuencia, como los paros/huel­
gas (30,5%), relacionados con el campo 
laboral , más pacíficos y locales; mien­
tras que las protestas (26,8%), bloqueos 
( 1 0,4%) y marchas ( 1 ,8%), que compor­
tan una alteración del orden público y 
tienen como escenario la misma socie­
dad, pueden llegar a niveles muy desi­
guales de violencia. 

Los conflictos más intensos (tomas, 
desalojos e invasiones de tierras) son 
menos frecuentes (3,6%), pero en ellos 
se operan las detenciones y tienen lugar• 
un mayor número de muertos y heridos 
(2,4%). Es importante resaltar que en el 
período analizado, las "amenazas" 
( 15,2%), a diferencia de otros períodos, 
se han traducido casi siempre en "medi­
das de hecho". 

Sin embargo, a excepción de cierto 
tipo de cotúlictos (estudiantiles, los desa­
lojos barriales o rurales), al el evado ni­
vel de conflictividad no corresponde una 
similar violencia ni en las intensidades 
ejercidas por la acción cmúlictiva, ni en 
su represión. 

En cuanto a los objetos o contenidos 
de la cotúlictividad, ésta se encontró 
marcada por las protestas de rechazo a 
las políticas estatales (30,5%), y por las 
demandas de recursos y financiamiento 
(22,6%), mientras que la cotúlictividad 
laboral/salarial fue del 17,7%; cabe re­
saltar, sin embargo, que esta última en 
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casi su totalidad perteneció al sector pú­
blico. 

Nada tiene de excepcional por ello, 
que sean los niveles más superiores del 
Estado, como se constata a continuación, 
los que intervienen en los cmúlictos so­
cio-políticos, ya que su involucramiento 
en ellos no es tanto como mediadores o 
reguladores sino como antagonistas. Esto 
revelan las cifras sobre los objetos y ra­
zones de la conflictividad, las cuales tra­
ducen un casi exclusivo enfrentamiento 
y hostigamiento de los actores del con­
flicto contra el Estado y sus políticas 
gubernamentales. 

Respecto a las coordenadas espacio­
temporales del cotúlicto, llama la aten­
ción una alta frecuencia de conflictos 
en Quito (43,9%) muy superior a la de 
Guayaquil (17, 1 %), se debe principal­
mente a la centralidad del conflicto po­
l ítico, predominante en los cuatro últi­
mos meses. Pero hay también un alto 
porcentaje de conflictividad distribuido 
en las ciudades intermedias ( 18,3%) y 
en otras localidades menores (20,7%). 

Aunque el breve período analizado 
no permite despejar el sentido de posi­
ble variaciones temporales� los datos de 
los cuatro meses sobre la frecuencia de 
los cotúlictos (octubre 2 1 ,9%; noviem­
bre 32,9%; diciembre 23,7%; enero 
2 1 ,3%) acusan un ritmo consumte, in­
cremenmdo en el mes de noviembre por 
una condensación de la conflictividad 
política (reanudación de la pugna de po­
deres) y de la conflicti vidad social (prin­
cipales huelgas de los gremios públicos). 
El ligero declive del mes de enero con 



el que se inicia una abrupta y completa 
tregua de todos los conflictos, coincide 
con el inicio de las hostilidades bélicas 
en la frontera. 

El gobierno del conflicto 

Este aspecto se encuentra muy rela­
cionado con el de su intensidad. La gu­
bernamentalidad del conflicto medida 
por las formas y niveles de intervención 
estatal, refleja un modelo fuertemente 
centralizado e incluso personalizado, ya 
que implica un alto involucramiento del 
mismo Presidente de la República (37, 
22,6%), mucho mayor de los Ministros 
(68, 4 1 ,5%), y más bajo del Congreso 
( 15, 9, 1 %), de los Municipios (8, 4,9%) 
y gobiernos provinciales (4,3%). Por el 
contrario es relativamente elevada la fre­

cuencia de intervención de la policía 
(9,8%) y FFAA (6,0%). Cabe destacar 
el recurso extraordinario pero no poco 
rr··cucnte a la judicialización de los con­
llictos sobre todo políticos (3,6%). Un 
aspecto muy sig1úficativo de la conflic-
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tividad durante el período analizado tie­

ne que ver con la gobernabilidad del 
conflicto y sus desenlaces. En contra de 
una tradicional cultura socio-política ca­
racterizada por un elevado IÚ vel de ne­
gociación y solución de conflictos, se 
constata que en el transcurso de los cua­
tro últimos meses el Gobierno no ha lo­
grado negociar y resolver positivamente 
más que el 13,4% de los conflictos, 
mientras que el 50% de ellos han sido 
aplazados, 23,8% han quedado sin re­
solver, 7,9% han sido rc¡nimidos y el 
4,9% fueron rechazados y 1Ú siquiera ne­
gociados. 

Estos datos dan cuenta de tllla gran 
incapacidad del actual Gobiemo para go­
bemar el conflicto, y sobre todo de un 
comportamiento gubernamental muy ca­
racterizado por evitar el tratamiento de 
los conflictos, no tanto por reprimirlos 
cuanto por diferir su negociación y solu­
ción. Obviamente la c01ú1ictividad no re­
suelta y aplazada propicia una constante 
reiteración de los mismo conflictos, lo 
que explica su elevada frecuencia. 
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DISTRIBUCIOS DE COKFUCT'OS POR 

INTENSIDAD DEL COKFUCTO Y GENERO DEL CONTUCTO 

Pt�rlodo: Oct.ubrc/ 1 9 9 ¿  - Enero./95 

11/TENS!DAD 

DEL CONFUCI'O 

BLOQUEOS 

PAROS/HUELGAS 

TOllAS 

PROTESTAS 

IW!CHAS 

DES.U.OJOS 

A.lo!ENAZJ.S 

DE:l'ENC!ONES 

HERIOOS/l.IUERTOS 

INVASIONES 

JUICIOS 

INCIDENTE ESTATAL 
TOTAL 

NO c:JRRESPOND. 

o o o 

3 80.0 

o 0.0 

1 20.0 

o 0.0 

o 0.0 

1 20.0 

o 0.0 

o 0.0 

o 0.0 

o 0.0 

o 0.0 

5 100.0 

OISTRIBUCION" DE CONFLlCI'OS POR 

G G N E R O  D E L  C O N F L I C T O  

CAW:PESINO Í CIV. REGIONAL URB. BARRIAL l.ABORAL PUBL l.ABORA.L PR!V. POUT.PART!D. POLIT.LEGISL 

No '.,; N"o r. No � No � !(o 1 'C: No � Mo ,;: 

1 16.7 1 23.3 e 2o.o 3 s_s o o.o e o.o o o.o 

2 33.:3 7 23.3 7 23.3 2 6  56.5 2 100.0 1 g_l 2 7.1 

O O O O O .O O O .O 1 22 O O 0 O 0.0 O 0.0 

1 16.7 

o 0.0 

o o o 

2 33.3 

o o o 

o 0.0 

o 0.0 

o 0.0 

o 0 0  

6 l O O  O 

9 30.0 

o 0.0 

o 0 0  

5 18.7 

1 3.3 

o 0.0 

1 3.3 

o 0.0 

o 0.0 

30 1 0 0 .0 

J 1 36.7 

2 6.7 

2 6.7 

1 3.3 

o 0.0 

1 3.3 

o o o 

o 0.0 

o 0.0 

30 100 o 

7 
o 

o 

6 

o 

o 

1 

� 1 

15.2 

0.0 

0.0 

17., 

0.0 

0.0 

22 

0.0 

0.0 

46 100.0 

o 0.0 

o 0.0 

o 0.0 

o 0.0 

o 0.0 

o 0.0 

o 0.0 

o 0.0 

o 0 0  

2 100 o 

5 45.5 

1 g.1 
o 0.0 

2 16.2 
o fi.Q 

o 0.0 

o 0.0 

2 16.2 
o 0.0 

1 1  1 00.0 

10 35.7 

o 0.0 

o 0.0 

4 1 4.3 

2 7.1 

o 0.0 

o 0.0 

3 1 0.7 

7 25.0 

28 100.0 

OITERVDlC!ON" ESTATAL Y GENERO DEL CüNFWCI'O 

Per!odo: Oct.ubre/1 9�-4 - Enero/95 

!NTERV"EN"C!ON" G E N E R O O E L C O N F L I C T O  

ESTATAL NO C:?...RESPOND. CAWP:.:SlSO I C!V. REG!ON"AL URB. BARRIAL LABORAL PUBL l.ASORAL PR!V. iPOUT.PARTID. POUT.LEG!SL. 

No � No " No � No � No 1 � K o " K o "' No " 

NO CORRESPOND� J 20.0 o 0 0 o - 1 o 0.0 o 0.0 o 0.0 2 :1 8 .2 1 3.8 

E?OUC!A o 0.0 o 0 .0 1 o o 12 40.0 3 8.5 o 0.0 o 0.0 o 0.0 

UJKJSTROS o 0.0 3 50 o 10 33.3 1 1  36.7 30 65.2 1 50.0 2 1 8.2 8 28.8 

<?RESIDENTE 3 6 0  o 2 33.3 13 43.3 5 16.7 5 10.9 o 0.0 1 9.1 8 2 1 .. 

LEGISL.ATJVO 1 20.0 o 0.0 1 3 3  o 0.0 o O.ú o 0.0 • 36., 6 28.6 
UU!IICIPIO o 0.0 1 16.7 1 3.3 o 0.0 2 4.3 o ,.0 o 0.0 4 1 4 .3 

l:ilUfA..RES/POLICIA o 0.0 o 0.0 o 0.0 o 0.0 1 2.2 o 0.0 o 0.0 o 0.0 

GOBIERNOS PROVINC. o 0.0 o 0 0  3 10.0 1 3.3 2 4.3 1 50.0 o 0.0 o o.o 

GOBIERNO NAC!OilAL o 0.0 o 0.0 1 3.3 1 3.3 3 6.5 o 0.0 o 0.0 o 0.0 

rrDDICIAl.ES o 0.0 o 0 0  o D O  o 0 0  o 0.0 o 0 0  2 1 8 .2 1 3 .6 

lt"OTAL 5 1 0 0.0 B 1 00 o 30 1 00 .0 30 1 00.0 46 100.0 2 �oo_o l l  100.0 28 1 00.0 

PUGNA PODER 

Ko !t 
o o o 

o o o 

o 0.0 

o o o 

o 0.0 

o o o 
2 33 3 

o 0.0 

o 0.0 

o 0.0 

t 16.7 
3 50 o 

6 100 o 

PUGNA PODER 

No � 
o 0.0 

o 0.0 

3 50.0 

2 33 .3 

1 16.7 

o 0 0  

o 0.0 

o 0.0 

o 0.0 

o 0 0  

6 100.0 

TOTAL 

No r. 
1 7  10.-l 

50 30 5 

1 0.8 

·.U 26.6 
3 1.6 

2 1.2 

25 15.2 

3 1.8 
1 0.6 

2 1.2 

6 3.7 

1 0  6 . 1  

1 6 4  100.0 

TOTAL 

No ' 

• 2 .• 
16 9 8  

68 4 1 .5 

37 22.6 

15 9.1 

S 49 
1 0.6 

7 4.3 

5 3.0 

3 1.8 

184 100.0 



DISTRI8UOON DE CONFUC'I'OS POR 
SUJETO DEL CONFUC'!'O Y GENERO DEL CONFLIC'!'O 
Periodo. Octubre/1 fl9.C. - Enero/95 

G E N E R O D E L  C O N F L I C T O  SUJETO DEL 

CONFUCTO NO CCRRESPON"D. CAW'ESINO 1CIV. REGIONAL URB. BARRIAL LABORAL PUBLI LA.BORAL ?RIV POUT.PARTID. ' ?OUT.LEGISL. I PUGNA PODER 

GREJ.(IOS 
l:llPRESAS 

SINDICATOS 
ORGAli. BARRIALES 
ESTtJ DI ANTES 
TRAB AJADORES 1 
C.l.loiPES!NOS 
!G�UPOS LOCJJ...ES 
1GRUPOS HETEROGEN. 
CA.WA.RA PRODUCC!ON 
FUERZAS ARWADAS 

IGLESIA 

PARTIDOS POLlTICOS 
ITOTAL 

No 1.: 
o 0.0 
1 20.0 
o 0.0 
o 0.0 
2 <0 0 1 
1 20 o 
o 0.0 
o 0.0 
o 0.0 
1 20.0 
o 0.0 
o 0.0 
o o o 
5 1 00.0 

DtSTR18UCIOH DE CONTUCTOS POR 

No 
1 
o 
o 
o 
o 
o 
5 
o 
o 
o 
o 
o 
o 

16.7 
0.0 
0 0  
0.0 
0.0 
0 0  

83.3 
0 0  
0.0 
0.0 
o o ¡' 
0 0  
0 0  

8 1 00 o 

JSSEN""J....A::':E DEL XNTLlCTO Y GENERO DEL CC�::-ucro 
Pcr{oa.o: Octubre/ 1 9  íH - Enero/95 

No " 
8.7 
0.0 
0.0 
3 .3  

• 1 3 .3 
1 3.3 
o 0.0 

20 86.7 
o o o 
2 8 7  
o 0.0 
o 0.0 
o 0.0 

30 1 0 0  o 

No 
3 0  o 

0.0 
8.7 
3.3 

12 40.0 
o 0.0 
1 3.3 
.c. 13.3 
1 3.3 
o 0.0 
o o o 
o 0.0 
o o o 

30 1 00.0 

No 
u 

o 
2 
o 

30.-4 
0.0 
<.3 
0.0 

1 2.2 
29 63.0 

o 0.0 
o 0.0 
o 0.0 
o 0.0 
o 0.0 
o 0.0 
o 0.0 

-46 1 0 0  o 

No 
0.0 

50.0 
0 0  
0.0 

o 0.0 
1 50.0 
o 0.0 
o 0.0 

0.0 1 0.0 

�.� 11 
o 0.0 
2 ' 1 00 o 

No � i No 1 � 
9 1 i o 0.0 
o:o o 0.0 
0.0 o 0.0 
0.0 o 0.0 

o 0.0 
o 0.0 
o 0.0 
o o.e 
o 0.0 

�
.
' 1 � �  1 .L B 1 .8_j_ 

o 0.0 
3 6  
0 0  � 1 

o i 0.0 

� ' :�� ¡' 1 ji 3.6 
19 6'7.9 

1 1  1 00.0 28 1 00.0 

No � 
o 0.0 
o 0.0 
o 0.0 
o 0 0  
o 0.0 
o 0.0 
o 0.0 
o 0.0 
o o o 
o 1 o o 
o o o 
o 0.0 
8 1 00 o 
6 1 00 o 

TOTAL 
No X: 

27 1 6 . 5  
2 1 .2 
' 2.4 
2 1 .2 

1 9  1 1 .& 
33 20.1  

8 3.7 
24 ! 14 S 

� 11 : :]: 
1 o 8 

34 20.7 
16-4 100.0 

) DESENLACE DEL �--�----�-- ���-r-������G�E¿N�E¿R�O�D�E�L�C�O�N�F�L�I�C�T�O�����=-�����-c�����
' 

'¡ IXJNF'lJCTO iN� CORRES?OND.. ' C�_�?F''�ll'lO CIV. REGIONAL URB. BARRIAl. LABORAl. PUBL LABORAL PR!V. POUT.PARTID. I?OUTli:GISL. PUGNA PODER ""'¡ TOTAL ,'==c-c:::cc-o-----+-� _,_N,o __ "-1 -'"'-J.I---''-"--'" i r.: No r.: No '• No r. N"o l � No � So 1.: No ?. No ,-; jNEGOClACION i O ! 0.0 1 ! 33 3 1 3.3 2 1 6.7 3 6.� O 0.0 O 0.0 ! 1 3.6 1 1 6  7 lO S. l  
I ?CS!TIYO 11 0

0 
¡' 0 . 0  (.1 o o 3 1 0 .0 1 3 . 3  3 8 . 5  o 0 . 0  o 0 . 0  ¡ 4 1 4 .3 1 1 6 . ?  1 2  ?.3 

RECHAZO , 0 0  ¡ J 0 0  1 3.3 1 3.3 1 2.2 O 0.0 2 16.2. 1 2 7.1 1 16.7 S 4.9-
I REPRESlON 1 O ! 0.0 : O i O O 1 3 . 3  1 1  3 6 . 7  1 2.2 O ') O O O O O 0.0 O 0.0 1 3  7.9 
:�m RESOLUC!ON 1 , 2 0 O 2 1 3J.3 13 43.3 2 6.7 1 5 32.6 O 0.0 1 9:1  1 4 1 4..3 1 18.7 39 23 S 
iAPLA.U./RESOLUClON 1 4 i 80 O i 2 23.3 1 1  36.7 13 43.3 23 50 O 2 100.0 8 72.7 17 60.7 2 33.3 82 50.0 ·�r� 1 s 1 10�o��:�l_c--�s�! �l o�o�o�--3�o�l -1 o�o�.o�--�3�0�I�o�o�o-L�,�s-+-�, oo�.o�--�2�i�lo�o�.o�I---1�1�J�o�o�o-+-�2�B-"-' �I O�o�o�---B�-��oo�o�-,�B�,-+-,�o�o�.o� 



D!STR!BUCJO!< DE COl<FUcros POR 
OBJETO DEL mHTUCI'O Y GENERO DEL CONFLlC"ro 
Período: Oclubre/1994 - Enero/95 

08/l:TO DEL 
CO!<FUCTO NO CORRESPOH'D. CilfP!!Sll<O 

No � No � 
SA!.ARIALES o 0.0 o 0 0  

UBORAL (Clll<T. CllL) o 0.0 o o o 
FlNANClUIJEl<TO 2 40.0 • 66.7 

RECHA20 POUT. EST. 1 20.0 2 33.3 
DENUNCIA DE CORRU o 0.0 o 0.0 

OTROS 2 40 .0 o 0.0 

TOTAL 5 1 00.0 6 1 00.0 

PERIODICO 

PERIODICO FRECUENCIA 

EL COMERClO 97 
EL UNIVERSO 67 

TOTAL 164 

G E N E R O  
CIV. REGION'AL URB. BA.RRI.ti. 

No Y. No .. 
o 0.0 • 1 3.3 
o 0 0  l 3.3 

17 56.7 2 6 7  
8 20 o 1 9  83.3 
o 0 .0 o 0.0 

7 2 3  3 • 13.3 

3 0  100.0 30 100.0 

% 

59, 1 
40.9 

100,0 

D E L C O N F L I C T O  
LABO!W. PUB!. !.ABORAL PRIV. POUT.PARTID. PO!.'T.LEGIS!. PUGN'A PODER TOTAL 

No Y. No " lfo " So " No " l<o � 
1 7  37.0 1 50.0 o 0.0 o 0.0 o 0.0 22 l 3 . i  

6 13.0 o 0.0 o 0.0 o 0.0 o 0.0 7 4 3  
1 2  26.1 o 0.0 o 0.0 o 0.0 o 0 0  3 7  22.S 

7 15.2 o 0.0 • 35.4 9 32.1 2 33.3 so 30.5 

o 0.0 o 0.0 2 1 6.2 2 7.1 o 0.0 • 2 .•  
• 8.7 1 50 o 5 45.5 1 7  60.7 • 66.7 " 26 S 

•• 100.0 2 100.0 1 1  1 00.0 28 100.0 6 100.0 1 6 4 1 0 0 .0 

GENERO DEL CONFLICTO 

GENERO FRECUENCIA % 

No corresponde 5 3,0 

Campesino 6 3,7 

Clvioo Regional 30 18,3 

Url>ano barrial 30 18,3 

Laboral público 46 28.0 

Laboral privado 2 1.2 

Político partidista 1 1 6,7 

Polftico legislativo 28 17,1 

Pugna de poderes 6 3,7 

TOTAL 164 100.0 



SUJETO DEL CONFLICTO INTENSIDAD DEL CONFLICTO 

SUJETO FRECUENC. % INTENSIDAD FRECUENC. % 

Gremios 27 16,5 Bloqueos 17 10,4 

Empresas 2 1 ,2 
Sindicatos 4 2,4 

Paros/huelgas 50 30,5 
Tomas 1 0,6 

Organ. barriales 2 1 ,2  
Estudiantes 19 1 1 ,6 

Protestas 44 26,8 
Marchas 3 1 ,8 

Trabajadores 33 20, 1 Desalojos 2 1 ,2 
Campesinos 6 3,7 Amenazas 25 15,2 

Grupos locales 24 14,6 Detenciones 3 1 ,8 
Grupos heterogéneos 1 0,6 Heridos/muertos 1 0,6 
Cámaras de la prod. 8 4,9 Invasiones 2 1 ,2 
Fue!Zas Armadas 3 1 ,8 Juicios 6 3,7 

Iglesia 1 0,6 Incidente Estatal 10 6, 1 
Partidos políticos 34 20,7 

TOTAL 164 100,0 TOTAL 1 64  1 00,0 

INTERVENCION ESTATAL Dl<:..'>ENLACE DEL CONFLICTO 

INTERV. ESTAT. FRECUENC. % DESENLACE FRECUENC. % 

No corresponde 4 2,4 Negociación 10  6, 1 
Policía 16 9,8 Positivo 12  7,3 
Ministros 68 41,5 Rechazo 8 4,9 
Presidente 37 22,6 Represión 13 7,9 
Legislativo 1 5  9, 1 No resolución 39 23,8 
M unicipio 8 4,9 Aplazamiento resol. 82 50,0 
Militares/policía 1 0,6 
Gobiernos prov. 7 4,3 TOTAL 164 1 00,0 
Gobierno nacional 5 3,0 
Judiciales 3 1 ,8 

TOTAL 164 100,0 
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CIUDAD AREA DE IMPACTO DEL CONFLICTO 

CIUDAD FRECUENC. % AREA DE IMPAC. FRECUENC. % 

Quito 72 43,9 Local 1 27 77,4 
Guayaquil 28 17, 1  Cantonal 5 3,0 
Ciudad intermedia 30 18,3 Regional 24 14,6 
Otros 34 20,7 Nacional 8 4,9 

TOTAL 164 100,0 TOTAL 164 100,0 

OBJETO DEL CONFLICTO NUMERO DE CONFLIC. POR REGIONES 

OBJETO FRECUENC. % REGION FRECUENC. % 

Salarial 22 13,4 Sierra 92 56, 1 
Laboral (cont. colee.) 7 4,3 Costa 62 37,8 
Financiamiento 37 22,6 Amazónica 3 1 ,8 
Rechazo poi. estatal 50 30,5 Insular 2 1 ,2 
Denuncias corrupción 4 2,4 Nacional 5 3,0 
Otros 44 26,8 

TOTAL 164 100,0 TOTAL 164 100,0 

NUMERO DE CONFLI, "TOS POR 1\ I LS 
· · -

MES FRECUENC. % 

Octubre / 94  36 22,0 
Noviembre 1 94 54 32,9 
Diciembre 1 94 39 23,8 
Enero / 95 35 2 1 ,3 

TOTAL 1 64  100,0 
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El escenario de la "crisis del siglo XXI " en México 

Por primera vez desde 1990, las estimaciones de los expertos sobre el 
ritmo de crecinÚento de la economía de los países industrializados fueron revisa­
das hacia arriba. Los países europeos, miembros de la Organización de Coopera­
ción y Desarrollo Económico -OCDE-, en el transcurso de 1994 lograron superar 
la recesión, antes de lo previsto por los organismos especializados, sumándose a 
los países anglosajones: Estados Unidos, Canadá, Reino Unido y Australia que 
registraron tasas de crecimiento de su economía superiores a las de 1993. 

En consecuencia, el crecimien­
to promedio de los países in­
dustrializados en 1994, ha-

bría ascendido al 2.8%, más del doble 
de la tasa de crecimiento registrada en 
1 993 - 1 .3%-. Las previsiones para 1995 
y 1996 -de tasas de crecimiento del 3% 
y 2.9%, respectivamente- muestran sin 
embargo, que a juicio de los expertos, 
la actual recuperación económica de los 
países industrializados será una de las 
más débiles, comparada con las anterio­
res recuperaciones registradas después 
de una recesión, en la posguerra. 

La recuperación económica de los 
países industrializados estuvo asociada 
al aumento de la demanda interna, antes 
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que a las exportaciones netas (exporta­
ciones menos importacíones), las cuales 
impactaron en fonna negativa sobre el 
producto interno bruto (PIB), en parti­
cular en Estados Unidos, Japón y Fran­
cia. La demanda interna en Europa y 
Japón fue estimulada por los recortes de 
impuestos y los paquetes fiscales de es­
túnulo aplicados sobre todo en Japón. 
Para 1995 y 1996, se prevé que el creci­
miento económico continuará apoyán­
dose básicmnente en la demru1da intema 
aún cuando Estados Utúdos espera al­
crulzar una contribución positiva de las 
exportaciones netas , en base al dólar dé­
bil y al crecimiento esperado de los mer­
cados extrm1jcros asociado a la recupe-



ración económica en ultramar. El creci­
miento de las importaciones norteame­
ricanas será más lento, a medida que se 
contraiga el ritmo de crecimiento del 
consumo interno. 

Mientras la recuperación económica 
se consolida, los temores por un rebrote 
de la inflación aumentan, sobre todo en 
los países anglosajones, a pesar de que 
la tasa de inflación registrada en 1994 
en los países de la OCDE (excluida Tur­
quía) fue apenas del 2%, una de las más 
bajas de los últimos 25 años. 

La recuperación económica de los 
países industrializados estuvo acompa­
ñada en consecuencia, durante 1994, de 
una tendencia general al incremento de 
las tasas de interés, tanto de corto como 
de largo plazo. El período de bajas tasas 
de interés registrado desde 1989, que es­
timuló el crecimiento de los mercados 
de valores incluidos los denominados 
"mercados emergentes", y que dio lugar 
a una reorientación geográfica de los flu­
jos de capital hacia los países de mayo­
res tasas de 'interés, incluida América 
Latina, parece haber llegado a su fin. 

La tasa LIBOR pasó de 3.25% en 
enero de 1994 a 6.5% en diciembre del 
mismo ruio. La tasa PRIME pasó de 6% 
vigente en enero de 1 994 a 8,5 a di­
ciembre del mismo año. 1 

Los expertos de la OCDE conside­
ran que en el transcurso de 1995 y 1996 
se registrarán nuevas elevaciones de las 
tasas de interés de corto plazo a medida 
que las economías se aproximen a la 
utilización plena de su capacidad insta­
lada. Esta tendencia sería más marcada 
en Estados Unidos, durante 1995, pues­
to que en Japón las alzas serían modera­
das. En Alemruria, la mayor elevación 
se prevé que se registraría en 1996, a 
medida que la recuperación económica 
madure. Para los demás países europeos, 
las modificaciones de las tasas de inte­
rés están asociadas en gran parte a su 
preocupación por mru1tencr la estabili­
dad cambiaría frente al marco alemán, 
en función del Mecrurismo de Crunbios 
Europeo vigente. 

Aún cuando la elevación de la tasa 
de descuento de la Reserva Federal (tasa 
a la cual descuenta papeles elegibles a 
los bancos miembros), por decisión de 
las autoridades monetarias norteameri­
canas, fue gradual, de 1 /4 de punto des­
de febrero hasta abril ,  112 punto desde 
mayo hasta agosto, 3/4 de punto en no­
viembre (la mayor alza registrada desde 
1980) 2, esos cambios y los que se pro­
dujeron en las demás tasas de interés en 
todos los países industrializados, tuvie­
ron importrultes repercusiones en los 

l .  Prime Rate. tasa a la que los grandes bancos norteamericanos conceden préstamos de corto plazo a 
sus clientes más solventes, en Estados Unidos. LIBOR tasa interbancaria en Inglaterra. Fuente: Banco 
Central del Ecuador, INFORMACION ESTADISTICA MENSUAL, n- 1 .715, 3 1  enero de 1995, p. 55. 
2. Fuente: OECD ECONOMIC OUTLOOK. No. 56, December 1994, p. 54. 
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mercados financieros y en los mercados 
de di visas, muchos de ellos absolutamen­
te inesperados e indeseados. 

Desusada turbulencia financiera in­
ternacional 

Para los analistas de los mercados 
financieros, 1994 pasará a la his t >ria 
como un ax1o de una desusada turbulen­
cia financiera, aún en comparación con 
los inestables y volátiles mercados de la 
última década. 

Las pérdidas registradas por los ope­
radores en los mercados y la percepción 
del riesgo de nuevas crisis financieras, 
ha dado impulso a la ejecución de una 
serie de i1úciativas orientadas al diseño 
de nuevas regulaciones. Así, el Comité 
de Basilea sobre supervisión bancaria 
enútió en Julio de 1994 un reglmnento 
revisado para calcular el riesgo crediti­
cio de los instrumentos financieros deri­
vados. En el mismo mes, este Ccuité 
conjuntamente con la Orgmúzación In­
ternacional para la Conúsión de Valo­
res, emitieron una serie de nonnas com­
plementarias para el manejo del rü:sgo 
en los derivados. En septiembre, el Co­
mité de euromonedas del Gmpo <k los 
10 bancos centrales publicó un infonne 
sometido a discusión titulado " Una re­
velación pública del mercado y los ries­
gos crediticios de los intermediarios fi­
nancieros ". 3 

La discusión sobre la necesidad de 
una respuesta reguladora oficial a las 
operaciones en los mercados de valores, 
se lleva a cabo también en Estados Uni­
dos, aún cuando, a juicio de algunos ex­
pertos, las mayores pérdidas registradas 
en los mercados norteamericanos en 
1994 estarían asociadas más bien a las 
compras apalancadas, en las que los ge­
rentes de fondos utilizaron el crédí to para 
adquirir sus propios valores buscando 
aumentar los réditos, descubriendo fi­
nalmente que las compras apalancadas 
pueden elevar las ganancias pero tam­
bién las pérdidas . • 

La idea de que son necesarias regu­
laciones para prevenir nuevas y más pro­
fundas crisis financieras, después de las 
ya registradas desde fines de los ax1os 
ochenta, muestra el cambio radical que 
se está registrando, en la percepción vi­
gente durante los últimos veinte años, 
respecto a la supuesta capacidad de au­
torcgulación asignada a los mercados fi­
nancieros, en base a la cual se dio im­
pulso a la desregulación de dichos mer­
cados , lo cual garantizaría la eficiencia 
en su funcionamiento y la correcta asig­
nación de los recursos. 

Mejoran precios de materias primas 
no energéticas 

Al recuperarse la economía de los 
países industrializados, los precios de 

3. Ver: Bank for International Settlemcnts. INTERNATIONAL BANKING AND FINANCIAL MAR­
KET DEVELOPMENTS. Basle, November 1994, p. 23. 
4. Finantial Times, l unes 2 de enero de 1995, p. l .  
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las materias primas, excluyendo petró­
leo, experimentaron un importante in­
cremento en el transcurso de 1994 $. mo­
dificándose la tendencia a la baja que 
venían registrando desde 1982, que ten­
dió a profundizarse en el transcurso de 
la última recesión y/o lento crecimiento 
de la economía de los países industriali­
zados ( 1990- 1993). Los ingresos para 
los exportadores de estos productos, en­
tre los que se encuentran los países de 
América Latina. tendieron en consecuen­
cia a mejorar. 

La elevación de los precios fue par­
ticularmente notable para los siguientes 
productos: café, aluminio, cobre y plo­
mo. En el caso de los productos prima­
rios agrícolas, el aumento de los precios 
estuvo influenciado en parte por condi­
ciones climáticas adversas registradas en 
Brasil. importante productor mundial de 
esos productos. sobre todo de café. En 
el caso de los precios de los metales no 
ferrosos influyó la disminución de la 
oferta procedente de los países de Euro­
pa Oriental. 

Los mayores precios de los produc­
tos primarios aumentan los temores en 
los países industrializados sobre un re­
brote de la inflación, aún cuando el peso 
relativo de los productos primarios -ex­
cluido el petróleo- sobre su Producto In­
terno Bruto ha tendido a decrecer en for­
ma drástica en los últimos veinte años. 
Así. mientras en 1972. el consumo de 

un grupo seleccionado de productos pri­
marios (aluminio, cobre, estat1o, níquel, 
plomo, zinc, azúcar, café, cacao, té, al­
godón, caucho y madera). equivalió al 
1 .2% del PIB de los países de la OCDE, 
en 1992 su peso relativo descendió al 
0.4% del PIB de los mismos países, en 
términos nominales. 6 

El impacto directo de un aumento 
de los precios de los productos prima­
rios no petroleros será en consecuencia 
inferior que en el pasado. De acuerdo 
con el modelo de simulación interlink 
de la Secretaría de la OCDE. "un au­
mento estimado de 15% en el precio de 
los productos primarios no petroleros. 
en 1994, podrfa dar lugar a un aumen­
to de 0.1% en la tasa de injlaci6n en la 
OCDE, medida como el dejlactor del 
PIB, un año más tarde " 7• 

La violenta disminución del consu­
mo de productos primarios como por­
centaje del PIB en los países industriali­
zados , es el resultado tanto de la caída 
de los precios de estos productos que se 
profundizó desde la crisis de la deuda 
en 1982 y continuó hasta 1993, como 
de los cambios tecnológicos registrados 
que han dado lugar a su sustitución por 
otros productos sintéticos, o a los pro­
cesos de miniaturización de ciertos pro� 
duetos industrializados, que se traducen 
en una menor demanda de productos pri. 
marios por unidad de producto termina­
do. 

5. El índice REUTER ganó 30% en el transcun;o de los últimos doce meses. Ver: Direction de la 
Prévision, Ministére d I 'Economie. NOTE DE CONJONCTUREINTERNATIONALE, París, France, 
p. 13. 
6. Ver: OECD ECONOMIC OUTLOOK. n- 56, dec. 1994, box p. 6. 
7. Ver: OECD ECONOMIC OUTLOOK. n-56, Dec. 1994, p. 6 .

. 
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Cambios de direcci6n de las corrien­
tes de capital 

La elevación de las tasas de interés 
internacionales, que comenzó en febre­
ro en Estados Unidos, como lo mencio­
namos en párrafos anteriores, repercutió 
sobre la actividad de los mercados de 
capital que en general fue débil en el 
transcurso de 1994. La región más afec­
tada fue,-de acuerdo con la información 
del Banco de Pagos Internacionales-, 
América Latina, que registró una dismi­
nución significativa en el ingreso de ca­
pitales a partir del segundo trimestre de 
1994, e incluso una salida neta de capi­
tales por préstamos bancarios y por co­
locación de valores, en claro contraste 
con la mayor captación de ese tipo de 
financiamiento que registraron los paí­
ses en desarrollo de Asia. "El total de 
ingresos por créditos bancarios y por 
colocación de valores ascendió a 12.9 
mil millones de dólares en el caso de 
los pa(ses asidticos " , durante el segun­
do trimestre de 1994, "núentras que dis­
minuyó en 2.5 núl millones ele dólares 
en el caso de América Latina"8• 

Aún dentro de Asia, los créditos ban­
carios estuvieron fuertemente concentra­
dos en China, seguidos de Corea del Sur 
y Tailandia, atraídos en este último caso 
por las mayores facilidades offshore im­
plantadas, mientras que el atractivo de 

China y Corea constituyó el dinamismo 
de sus economías. China ha venido re­
gistrando las más altas tasas de creci­
miento económico de todo el mundo des­
de 1992. El creciiniento acumulado en­
tre 1992 y 1994 ascendió a 40.6%, fren­
te a un crecimiento acumulado de 5.3% 
en los países industrializados en con­
junto y de 8.9% en el caso de América 
Latina. 9 

La salida de capitales de América 
Latina, por concepto de créditos banca­
rios y operaciones con valores, iniciada 
en el segundo trimestre de 1994, ilustra 
el cambio registrado en la dirección de 
las corrientes de capital a nivel interna­
cional . En 1993, de acuerdo con la CE­
PAL, "el instrumento más dinámico" por 
el cual América Latina captó capitales 
"fue el constituido por emisiones de bo­
nos, públicas y privadas, que alcanza­
ron a 19.300 millones de dólares, con 
lo que casi duplicaron el ya elevado 
monto colocado el mio anterior " 10• El 
ingreso de capitales por colocación de 
bonos en 1993, equivalió al 35% del to­
tal de capitales ingresados en ese ruio. 
La salida de capi tales por créditos ban­
carios y operaciones con valores mues­
tra la elevada vulnerabilidad de la re­
gión frente a los cambios en las tasas de 
interés en los países industrializados y 
el carácter especulativo y de corto plazo 
de una parte importante de los flujos 

8. Bank for lnternational Settlements. INTERNATIONAL BANKING AND FINANCIAL MARKET 
DEVELOPMENTS. Basle, November 1994, p. 9. 
9. Fuente: IMF. WORLD ECONOMIC OUTLOOK, May 1994. 
1 0. CEPAL. BALANCE PRELIMINAR DE LA ECONOMIA DE AMERICA LATINA Y EL 
CARIBE 1993, Santiago de Chile, diciembre de 1993, p. 2. 
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financieros localizados en la región en 
los años noventa, así como el consecuen­
te riesgo que enfrenta de caer en una 
crisis más profunda que la crisis de los 
ochenta, como lo venimos señalando en 
los análisis de coyuntura anteriores. 11 

Una condición indispensable para 
que se mantenga el flujo de ingreso de 
capital especulativo, es que la tasa de 
retomo en dólares sea mayor en el país 
receptor de los capitales que en el país 
de origen, lo cual supone que se cum­
plan dos condiciones en el país recep­
tor: que las tasas de interés se manten­
gan elevadas y que la cotización del dó­
lar sea estable. Las tasas de interés ele­
vadas deprimen la inversión productiva, 
limitando la fonnación de capital de lar­
go plazo, esto es limitando las posibili­
dades de aumentar la capacidad produc­
tiva, lo cual constituye qui?.á uno de los 
mayores costos que paga el país recep­
tor de capitales de corto plazo. Mientras 
que la cotización estable del dólar, que 
es posible mantenerla mientras ingresen 
capitales o mientras los bancos centra­
les puedan intervenir en los mercados 
utilizando las reservas intemacionales 
acumuladas, tiende a dar lugar a la re­
valorización de la moneda local y a la 
consecuente pérdida de competitividad 
de las exportaciones, abaratamiento de 
las importaciones y al consecuente de­
terioro del saldo de la balanza comer­
cial. 

Estos efectos se registraron en Amé­
rica Latina durante el período transcu-

rrido de los noventa, dando como resul­
tado crecientes déficit en la cuenta co­
rriente de la balanza de pagos que fue­
ron financiados con el creciente ingreso 
de capitales, susceptible sin embargo, de 
un cambio violento de dirección, como 
el registrado desde el segundo trimestre 
de 1994, dado el carácter especulativo 
de la mayor parte de los recursos recibi­
dos. La inversión extranjera directa, de 
acuerdo con estimaciones de la CEPAL, 
apenas habría representado alrededor del 
30% del total de capitales ingresados, 
sin que por lo menos esos recursos se 
hayan destinado en su totalidad a au­
mentar la capacidad productiva de la re­
gión, en la medida en que una parte de 
ellos participaron en las privatizaciones 
de empresas públicas que dieron lugar a 
un cambio de propietario pero no nece­
sariamente a nuevas instalaciones. 

La nueva coyuntura Internacional y 
América Latina 

Mientras en el período transcurrido 
de los noventa, hasta 1993, los países 
industrializados mantuvieron bajas las 
tasas de interés, buscando estimular su 
actividad económica interna que se en­
contraba en recesión o con bajas tasas 
de crecimiento, a partir de 1994, una 
vez alcanzada la recuperación económi­
ca, los mismos países industrializados 
elevaron las tasas de interés para con­
trarrestar las temidas presiones inflacio­
mtria�. 

1 1 . Ver Equipo de Coyuntura CAAP. Coyuntura l ntenutclonal. GLOBALIZACION Y REGIONA· 
UZACION EN UN CONTEXTO DE RECESION. ECUADOR Debate N- 32, Quito, Ecuador, 
agosto de 1994, p. 34. 
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El mrutejo de la política de tasas de 
interés que responde a las necesidades 
intemas de los países industrializados, 
tiene un impacto automático sobre la si­
tuación del resto del mundo, en particu­
lar sobre la situación de América Latina 
por su fom1a particular de inserción en 
la economía mundial. 

Entre 1990 y 1993, mientras la rece­
sión o el crecimiento lento en los países 
industrializados tuvo un efecto negativo 
sobre los precios de los productos pri­
marios que continuaron deteriorándose, 
tendencia que se mantuvo desde 1982, 
las bajas tasas de interés vigentes en esos 
países combinadas con los procesos de 
privatización emprendidos en la región, 
en condiciones muy ventajosas para los 
compradores y las mayores tasas de in­
terés vigentes en los países de América 
Latina, dieron lugar a una masiva orien­
tación de flujos de capital hacia Améri­
ca Latina, cambiando el signo de las 
transferencias 12 que se babia mruttenido 
negativo durante todo el período com­
prendido entre 1981  y 1990, a positivo 
desde 199 1 .  

Las bajas tasas de interés intemacio­
nales vigentes en los países industriali­
zados hasta 1993 tuvieron un efecto po­
sitivo adicional sobre las cuentas exter­
nas de América Latina, al dar lugar a la 
disminución del monto del servicio de 
la deuda extema,- de 37.945 millones 

de dólares pagados por concepto de uti­
lidades e intereses en 1989, se pasó a 
28.900 núllones de dólares en 1993- 13• 

A la disnúnución del monto pagado por 
intereses contribuyeron también los pa­
gos reali1.ados del principal de la deuda, 
con los recursos de las privatizaciones 
de empresas públicas y en alguna medi­
da, los procesos de renegociación que 
tuvieron lugar desde 1990, en el marco 
del Plan Brady. El saldo de la deuda 
ex tema continuó sin embargo creciendo 
- de 422.749 millones de dólares de sal­
do a fines de 1989, se pasó a 486.965 a 
fines de 1993-. 

Entre 1991  y 1993, el ingreso de ca­
pitales sirvió además para aumentar el 
saldo de la Reserva Monetaria Intema­
cional, a pesar del notable crecinúento 
de las importaciones estimuladas por la 
apertura comercial y la revaluación re­
gistrada de las monedas locales frente 
al dólar. 

El fin de la recesión en Europa y en 
Japón en el transcurso de 1994 y el ro­
busto crecimiento de la economía de los 
países anglosajones, ha dado lugar en 
fonna simultánea al mejoramiento de los 
precios de las materias primas no ener­
géticas y a la elevación de las tasas de 
interés intemacionales. El resultado neto 
de mayores ingresos por exportaciones 
de productos primarios, menores ingre­
sos de capital y mayores pagos por inte-

12. Las transferencias son la diferencia entre los ingresos de divisas (por desembolsos de créditos 
externos e inversión extranjera) y los pagos por amortizaciones e intereses de deuda externa y por 
utilidades de la inversión extranjera. 
13. Ver CEPAL BALANCE PRELIMINAR DE LA ECONOI\1IA DE AMERICA LATINA Y EL 
CARIBE, Santiago de Chi le, 1991 y 1 993, Cuadros N- 15 y 16. 
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reses de la deuda externa en América 
Latina, será diferenciado por países, en 
función del tipo de producto primario 
que exporte el país en cuestión, así como 
del peso del servicio de la deuda y de la 
magnitud del déficit en cuenta corrien­
te. B proceso de profunda diferencia­
ción entre los países en desarrollo y den­
tro de los países de América Latina, con­
tinuará en consecuencia registrándose 
frente a las nuevas condiciones de la 
coyuntura internacional. 

Concentración de capitales ingresa­
dos en los noventa 

Si bien la afluencia neta de capitales 
hacia América Latina hasta 1993, fue 
generalizada a todos los países, estuvo 
repartida en forma muy desigual . La ma­
yor parte de los ingresos netos de capi­
tales registrados entre 1 99 1  y 1993, se 
dirigieron hacia México (71 .642 millo­
nes de dólares , equivalentes al 46% del 
total), seguido a mucha distancia por Ar­
gentina (recibió 28.343 millones, equi­
valentes al 18.2%), luego Brasil (reci­
bió 13.882 millones de dólares, e1 8.9% ); 
y, Perú (recibió 8.646 rnillones de dóla­
res, equivalentes al 5.5% del total). 14 

Los demás países recibieron montos in­
feriores, a pesar de lo cual un cambio 
en la dirección de esos flujos financie­
ros los puede afectar en fonna drástica, 
por su necesidad de contar con ingresos 
de capital para financiar el déficit en 

cuenta corriente de la balanza de pagos, 
esto es para cubrir las importaciones, in­
cluidos el

. 
transporte y el seguro; as{ 

como los pagos por utilidades e intere­
ses al capital extranjero, que no alcan­
zan a financiarse con los ingresos por 
exportaciones. Ver Cuadro N - 1 ,  anexo. 

Brasil, fue el único país de América 
Latina que tuvo un saldo positivo en la 
cuenta corriente de la balanza de pagos 
hasta mediados de 1994, -última üúor­
mación disponible de acuerdo con la 
CEPAL-, lo que significa que sus ingre­
sos por exportaciones le pennitieron cu­
brir sus necesidades de importación y 
sus obligaciones por intereses y otros 
pagos de servicios, sin necesidad de re­
currir al financiamiento externo. Colom­
bia tuvo un saldo positivo hasta 1992, 
el mismo que se tornó deficitario en 
1993. Todos los demás países de la re­
gión financiaron sus déficit con ingreso 
de capitales. 

El ingreso de capital extranjero, per­
mitió a Aniérica Latina financiar el cre­
ciente déficit de la balanza comercial. 
El crecimiento más que proporcional de 
las importaciones, respecto a las expor­
taciones afectadas por la caída de los 
precios de los productos primarios y la 
pérdida de competitividad por la revalo­
rización de las monedas locales frente 
al dólar, hizo que el superávit comercial 
que la región tenía hasta 1991  (de 9. 1 
miles de millones de dólares), se trans­
fonuara en un déficit de lO  mil millo-

14. Fuente: CEPAL. BALANCE PRELIMINAR DE LA ECONOMIA DE AMERICA LATINA Y EL 
CARIBE 1993, Cuadro N- 16, p. 46. 
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nes de dólares en 1992 y de 15 mil mi­
llones en 1993 . 1 5  Para 1994, según las 
estimaciones de la CEPA L. el déficit co­
mercial superaría los 2 1  mil millones de 
dólares. 16 

El deterioro del saldo en cuenta co­
rriente de la balanza de pagos de la re­
gión fue aún más espectacular, al pasar 
de un déficit de 4.078 millones de dóla­
res en 1 990 a 42.570 millones de dóla­
res en 1993, multiplicándose por más 
de diez veces en el transcurso de apenas 
tres mios. 

El crecimiento de las importaciones 
de América Latina significó mayores 
oportunidades de exportación sobre todo 
para Estados Unidos, a pesar de lo cual 
el saldo del déficit comercial norteáme­
ricano continuó creciendo, mostrando el 
deterioro de su posición comercial fren­
te a sus restantes socios comercial e�. ex­
cluida América Latina. 

El deterioro de la posición comer­
cial latinoamericana que fue particular­
mente importante frente a Estados Uni­
dos, muestra que la propensión a impor­
tar productos norteamericanos es mucho 
más elevada en esta región que en el 
resto del mundo. Mientras las exporta­
ciones de Estados U nidos a América La­
tina más que se duplicaron entre 1989 y 
1 992, las exportaciones de Estados Uni-

dos hacia Japón en el mismo período 
apenas crecieron en 6% y las exporta­
ciones norteamericanas hacia México se 
triplicaron 17• El 70% de las importacio­
nes mexicanas provinieron de Estados 
Unidos en 1992, mientras que también 
lo hicieron apenas el 22.6% de las im­
portaciones japonesas. 

En ausencia de los ingresos netos de 
capitales, que en 1993 ascendieron a al­
rededor de 55 mil millones de dólares, 
de acuerdo con las estimaciones de la 
CEPAL, los países de América Latina 
tendrían que aumentar sus ingresos por 
exportaciones (en 40% para compensar 
los menores ingresos, lo cual parece muy 
poco viable si se considera que en 1993 
los ingresos por exportaciones de bie­
nes de América Latina, de 132.9 miles 
de millones de dólares, apenas fueron 
superiores en 9% a los ingresos de 
1990}, o que ajustar sus pagos en divi­
sas a sus dispo1úbilidades. Para ello, la 
región tendría que disminuir sus impor­
taciones o suspender el servicio de la 
deuda externa o utilizar las Reservas 
Monetarias Internacionales acumuladas 
-mientras ello sea posible-, o una com­
binación de las tres opciones. Ello sin 
considerar aún, el efecto de la posible 
fuga de capitales procedentes de los paí­
ses en desarrollo a que suele dar lugar 

1 5. Fuente: salvo que se indique otra fuente, toda la información sobre comercio y balanza de pagos 
proviene de CEPAL: BALANCE PRELIMINAR DE LA ECONOMIA DE AMERICA LATINA Y EL 
CARIBE, varios ailos. 
16. CEPAL. Panorama econónúco de América Latina 1994, Santiago de Chile, Septiembre de 1994, 
Cuadro N- 3, p. 13. 
17. Fuente: lnternational Monetary Fund. Dlrectlon of Trade Statislks Yearbook 1993, Washington 
D.C. , p. 4<». 
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la elevación de las tasas de interés en 
los países industrializados, como fue el 
caso durante la crisis de la deuda. 

El impacto de la coyuntura inter­
nacional sobre México 

Dentro de América Latina, el país 
que mayor déficit presentó en el saldo 
de la cuenta corriente a fines de 1993, 
fue México (21 .010 miles de millones 
de dólares, equivalente al 49.4% del dé­
ficit total de la región) 18. El deterioro 
de la situación de la cuenta corriente 
fue drástica en este país , a partir de la 
apertura comercial (el déficit en cuenta 
corriente pasó de 4. 1 1 1  millones de dó­
lares en 1989, a 22.924 millones en 
1993, multiplicándose por 5.6 en4 años). 
El deterioro del saldo de la balanza co­
mercial fue aún más violento, multipli­
cándose por 10 en los mismos cuatro 
años (pasando de 2 . .506 a 20.676 millo­
nes de dólares) 19• Los éxitos atribuidos 
a la política económica en materia de 
inflación, eliminación del déficit fiscal 
y aumento de las Reservas Monetarias 
Internacionales, no se manifestaron en 
el crecimiento económico ni en la in­
versión productiva, peor aún en la sus­
tentabilidad de la balanza de pagos. Así, 
mientras el déficit comercial de los últi-

mos ruios es cinco veces superior al re­
gistrado en el peor momento de los años 
setenta, la tasa de formación de capital 
es inferior a la de entonces y el creci­
miento promedio del PIB en términos 
percápita es menos de la cuarta parte. 20 

El nuevo modelo de desarrollo, no 
eliminó la restricción externa y por tan­
to la vulnerabilidad de la economía 
mexicruta al ingreso de capitales, sino 
que la acentuó. 

Así, el crunbio de dirección de los 
flujos de capital registrado desde el se­
gundo trimestre de 1994, asociado a los 
cambios en las tasas de interés en los 
países industrializados, afectó en fonna 
particularmente dramática a México, el 
mayor receptor de capitales en la región 
entre 1990 y 1993. Las importaciones 
continuaron creciendo a mayor ritmo que 
las exportaciones, aumentrutdo el déficit 
comercial, mientras disminuírut los in­
gresos de capitales , lo cual dió lugar a 
una pérdida de reservas monetarias in­
terhacionales (RMI), que debieron ser 
utilizadas para cubrir el creciente défi­
cit. La RMI -pasó de 25.332 1nillones 
de dólares en marzo de 1994 a 17.242 
millones de dólares en Octubre, perdien­
do el 32% de las reservas acumuladas 
desde 1989, antes del cambio de gobier­
no. 

18. Fuente: CEPAL. BALANCE PRELIMINAR DE LA ECONOMIA DE AMERICA LATINA Y 
EL CARIBE, 1 993, cuadro N- 16, p. 1 6. 
19. Ver: Guillén R., Arturo. "El sistema financiero y la rl'cuperación de la econonúa mexicana". En 
Banco Nacional de Comercio Exterior. COMERCIO EXTEHIOR, Vol. 44, Núm. 12, México, Diciem­
bre de 1994, p. 1 078. 
20. Ver: Zepeda Martínez, Mario. "Modernismo neolib�ral nt<·xicano: lento e inequitativo (balance de 
un sexenio)". En Instituto de Investigaciones Económicas, Universidad Nacional Autónoma de México, 
MOMENTO ECONOMICO N- 76, México D.F., noviembre- diciembre de 1994, p. 8. 
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Las elecciones presidenciales en 
México tuvieron lugar en Agosto de 
1994, después de un período de inesta­
bilidad política interna que seguramente 
contribuyó también a la disminución de 
los ingresos de capitales hacia este país , 
aún cuando la principal explicación pa­
rece ser la elevación de las tasas de inte­
rés internacionales. Según los resultados 
de las investigaciones de una importante 
firma de valores norteamericana, Gold­
man Sachs, sobre la volatilidad de los 
mercados financieros de México en 1994, 
"el 80% de la turbulencia no fue causa­
da por eventos políticos o económicos 
del país, sino por una reducción de la 
liquidez mundial" 21 • Los aumentos de 
las tasas de interés en Nueva York, oca­
sionaron ventas generalizadas de valo­
res en México, pero también en otros 
distantes mercados emergentes, como 
Polonia, Marruecos e incluso Seúl, Hong 
Kong y Singapur. 

A medida que las tasas de interés en 
Estados Unidos aumentaban, disminuía 
el interés de Jos norteamericanos por rea­
lizar inversiones en mercados de valores 

y de deuda internacionales. "Durante el 
tercer trimestre de 1994, la información 
más reciente de la que se dispone, las 
compras estadounidenses combinadas de 
valores extranjeros cayeron un asombro­
so 89%, al nivel más bajo en cuatro 
años, en comparación con US$5.200 mi-

llones del año anterior. Lo que es más, 
la disminución fue progresiva: el total 
del tercer trimestre fue un 69% menor 
que el del segundo trimestre, que a su 
vez tuvo una baja del 43% sobre el pri­
mero " 22• 

La pérdida de reservas internaciona­
les de México se aceleró después del 
cambio de gobierno, que coincidió con 
la mayor elevación registrada en las ta­
sas de interés internacionales en el año 
1994. La tasa PRIME pasó de 7.75% en 
que se había mantenido entre Agosto y 
Octubre a 8.5% en noviembre (incre­
mento de 75 puntos, frente a alzas de 
máximo 50 puntos registradas en meses 
anteriores). 

El nivel de las Reservas pasó de 
17.242 millones de dólares registradas a 
fines de octubre de 1994, a 6,148 millo­
nes de dólares a fines de diciembre del 
mismo ru1o 23, esto es una pérdida acu­
mulada del 75% de las reservas entre 
marzo y diciembre de 1994 y del 64% 
respecto al nivel de Octubre. El 20 de 
diciembre de 1994, el gobierno mexica­

no se vió obligado a suspender su inter­
vención en el mercado de divisas y a 
eliminar la banda de flotación del peso 

frente al dólar, fijada por el Banco de 
México, que se venía aplicando desde 
noviembre de 199 1 .  El resultado fue una 
drástica devaluación del peso mexica­
no, de alrededor del 40% hasta fines de 

21 .  Ver: "Los flujos de capital extranjero: una peligrosa arma de doble filo". Wall Street Joumal. El 
Comercio, 30 de enero de 1995, p.b-5. 
22. Ver: "Los mercados internacionales pierden atractivo para EE. UU.", TI IE WALL STREET JOUR­
NAL AMERICAS, EL COMERCIO, Quito, Ecuador, Jueves 23 de febrero de 1995, p. B5. 
23. Fuente: Banco de México. 
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diciembre. Las reservas continuaron 
descendiendo hasta que a fines de enero 
de 1995 eran de 3.400 millones de dóla­
res, lo que equivale a una pérdida acu­
mulada de Reservas del 80% a partir 
del nivel en que se encontraba en octu­
bre de 1994. México perdió así el 80% 
de sus reservas monetarias acumuladas 
en cinco años (entre 1989 y 1994), en el 
transcurso de apenas 3 meses. 

La devaluación del peso continuó du­
rante enero de 1995, alcanzando un por­
centaje acumulado de alrededor del 70%, 
desde el 20 de diciembre (cotización de 
5.8 pesos por dólar, frente a 3.4 vigente 
en noviembre de 1994), e incluso en al­
gunos momentos ha superado la barrera 
de los 6 pesos. 

Derrumbe sorpresivo del modelo 

A pesar de que México empezó a 
perder las Reservas Monetarias Interna­
cionales desde Marzo de 1994, el diag­
nóstico sobre la situación de la econo­
mía mexicana que hicieron a fines de 
1994, los Organismos internacionales, 
las autoridades del gobierno mexicano 
y los corredores de los mercados de va­
lores, continuó siendo tan optimista 
como durante todo el período en que se 
implementaron las reformas estructura­
les que a juicio del Banco Mundial y 
del Fondo Monetario Intemacional "co-

/ocaron a México en el camino del de­
sarrollo sos tenido " 24. 

El Presidente Salinas de Gortari al 
entregar su mando, el 1 de noviembre 
de 1994, destacó los logros de su pro­
grama de gobiemo en materia económi­
ca, afirmando que México se encontra­

ba iniciando "una etapa de crecimiento 
económico gradual y sostenido, que pro­
mueve la creación de empleos perma­
nentes, el aumento de los salarios rea­
les y fortalece el combate contra la po­
breza extrema ( . . .  ) atrás quedaron los 
problemas de deuda, de déftcit, de in­
flación y de crisis " 25, concluyó los in­
versionistas de los mercados de valores 
que creyeron en las optimistas predic­
ciones de los corredores de bolsa, su­
frieron impresionantes pérdidas con la 
devaluación del peso mexicano y la caí­
da espectacular de la bolsa de valores 
mexicana, cuya veloz expansión en los 
últimos años había sido considerada un 
signo de la modemización del sistema 
financiero mexicano. 

Los supuestos éxitos que se les ha­
bían atribuidc a las políticas aplicadas y 
a las refonnas estructurales implantadas 
en México, -el control de la inflación, 

las elevadas reservas monetarias inter­
nacional, el superávit fiscal y la estabi­
lidad del peso frente al dólar-, se de­
rrumbaron. Los problemas que se creían 
desterrados, atribuidos a la errónea in-

24. Ver: "Podría recuperarse la estabilidad financiera de México a partir de la concertación, señalan en 
Estados Unidos". UNO MAS UNO. México D.F., 4 de enero de 1995, p.6. 
25. Ver: Salinas de Gortari, Carlos. "Aspectos del Sexto Informe de Gobierno". En Banco Nacional de 
Comercio Exterior. Revista COMERCIO EXTERIOR. Vol. 44, Núm. 1 1, México, noviembre de 
1 994, p. 1022. 
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tervención estatal: inflación y recesión, 
déficit, desempleo, restricción externa y 
crisis financiera vuelven a presentarse, 
a pesar del superávit fiscal de los últi­
mos años. 

El derrumbe de los nuevos paradig­
mas, puso en evidencia que los cambios 
registrados en los años noventa en los 
indicadores macroeconómicos: control 
de la inflación, eliminación del déficit 
fiscal, altas reservas monetarias interna­
cionales y cotización estable de la mo­
neda nacional, fueron factibles única­
mente mientras ingresaban capitales ex­
tranjeros para financiar el creciente dé­
ficit en cuenta corriente, resultante de 
las refonnas: apertura comercial unila­
teral -que favoreció a las importacio­
nes-, liberalización financiera y libre cir­
culación de capitales -que mantuvieron 
elevadas las tasas de interés locales, die­
ron lugar a la revaluación de la moneda 
nacional frente al dólar y favorecieron 
la especulación a nivel internacional- ;  
y, la privatización -favoreció la trasna­
cionalización para pagar la deuda exter­
na-, sin que con ello se haya contribui­
do a mejorar la capacidad productiva lo­
cal y peor aún a mejorar la asignación 
de los recursos, IÚ se haya consolidado 
la estabilidad macroeconómica, que se 
tomó mucho más frágil que durante la 
etapa denonúnada de sustitución de im­
portaciones. Todo ello con un enorme 

sacrificio de la mayoría de los mexica­
nos. Durante los últimos seis ru1os, de 
ajuste y reestructuración económica -
1988 a 1994- "los salarios reales expe­
rimentaron una baja cercana, en pro­
medio, a/ 40% "  26. 

Difícil recuperación inmediata de 
economía mexicana 

El crecimiento explosivo del crédito 
registrado en México en los últimos cin­
co ru1os , que acompañó a la liberaliza­
ción financiera, llevó a una situación de 
sobrendeudruniento de las empresas, lo 
cual introduce dudas sobre la posibili­
dad de que la economía mexicana reÍIÚ­
cie la recuperación a corto plazo, como 
sugiere el diagnóstico de las autorida­
des gubemrunentalcs actualmente. 

Las empresas privadas que se endeu­
daron en el exterior, estimuladas por las 
bajas tasas de interés internacionales y 
la estabilidad del peso, enfrentan el au­
mento de sus pasivos por la devalua­
ción mientras se restringe el finrulcia­
miento interno por la violenta elevación 
de las tasas de interés locales. "La deu­
da externa del sertor privado no finan­
ciero se increllk'lllá 314.3% de 1 989 a 
1 993, al pasar de 4.969 a 20.606 millo­
nes de dólares, nivel semejante al que 
existía en 1 982, cuando estalló la cru·is 
de la deuda externa ". 27 

26. Citado de OCDE. "Estudio de la OCDE sobre México", en lnst. de lnv. Econ. UNAM, MOMEN­
TO ECONOJ\UCO, n- 75, scp- octf94, p. 5. 
27. Ver: Guillén Romo, Arturo. "El sistema financiero y la recuperación de la economía mexicana", en 
Banco Nacional de Comercio Exterior, COMERCIO EXTERIOR, Vol 44, núm 12, México, Diciem­
bre de 1994, p. 1 077. 
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El sistema financiero que ya se en­
contraba con una elevada cartera vencida 
al segundo trimestre de 1994, corre el ries­
go de enfrentar una crisis financiera, con 
quiebras bancarias, por la elevación de 
las tasas de interés que se registró a par­
tir de la devaluación. Las tasas de interés 
se incrementaron sustancialmente ante el 
impacto de la devaluación del peso res­
pecto al dólar. En promedio en Enero se 
localizaron alrededor del 67%, más que 
duplicándose frente a las tasas del mes 
anterior. 

La primera crisis del siglo XXI 

El director gerente del Fondo Mone­
tario Internacional, calificó a la conmo­
ción económica por la que atravieza Méxi­
co como la "primera crisis del siglo XXI" 
y afirmó que el FMI necesita mayores 
facultades y mayores recursos para afron­
tar este tipo de problemas en el futuro. 

México fue el proyecto pi loto de la 
renegociación de la deuda externa del Ter­
cer Mundo, en el marco del Plan Brady 
en 1990, se constituyó en el país "mode­
lo" para América Latina, por el entusias­
mo con el que el gobierno mexicano apli­
có los nuevos paradigmas de las ciencias 
económicas: la apertura de sus mercados, 
la l iberalización y la desregulaci6n finan­
cieras, la privatización y la redefinición 
del papel del Estado en la economía. Esta 
estrategia, marcó el camino para consti­
tuir la zona de li bre comercio de Norte 
América -México, Estados Unidos y Ca-

nadá-, que entró en vigor el 1 de enero 
de 1994, un antecedente de la futura zona 
de l ibre comercio continental , proyecto 
impulsado por Washington; y, México fue 
el primer país en desarrol lo que ingresó, 
en mayo de 1994, a la Organización de 
Cooperación y Desarrollo Económico, 
"club de países ricos" que había perma­
necido cerrado por espacio de 2 1  años. 28 

México es ahora el primero en hun­
di rse en la "crisis del siglo XXI", la pri­
mera de la era de la globalización, la aper­
tura y la l iberalización, hecho histórico 
que introduce nuevos actores en el esce­
nario pol ítico interno e internacional, 
como lo evidencia el paquete de rescate 
diseñado por Washington por US$ 52.000 
millones de dólares ( 173 veces el fondo 
de inversiones de la Iniciativa de las Amé­
ricas). 

Nuevamente los mexicanos deben en­
frentar los remedios anticrisis. El objeti­
vo parece repetirse: atacar la inflación y 
recomponer deterioradas cuentas externas, 
las cuales cuenw�" con asfixiantes déficit 
comercial y de pagos. Los remedios tam­
bién los mism ls: restricciones salariales, 
reducción de los gastos del gobierno, 
continuar con la privatización de la infra­
estructura pública y extenderla a nuevos 
sectores, y aplicar mayores restricciones 
al crédito de los bancos de desarrollo. 

Los trabajadores mexicanos finnaron 
un nuevo pacto, a pesar de la evidencia 
de que éste como los anteriores, no será 
ni de bienestar, ni de estabilidad, ni 
de crecimiento. 

28. Ver: Chapoy Bonifaz, Alma. "La OCDE: Mecanismo de presión para una mayor apertura", en 
Instituto de Investigaciones Económicas, UNAM, MOMENTO ECONOMICO, N- 75, México D.F., 
septiembre- octubre de 1994, p. 5. 
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CUI'LJIO No. l 
NGJCA LATINA Y EL CAilJII(: EW.IW:E EN CU(NTA C!Jli!IENTE Y ruJIMJENTO hETO IX CI'PITI\l[S 
Ml llOhES OC OllARES 

BALAN:E EN Ci.(HTA CUlRJENTE 
1990 1991 1992 1993 1990 

!TOTAL --- -4078 -20 160 -3ó931 --12570 18-132 
EXP. IX PETin.EO -333 - 12725 -28823 -281li5 7 153 
80l.JUIA -339 --122 -75-1 -700 352 
COI.I)t!IA 406 2363 925 - 1610 206 
EtUf'WI 1 -236 -577 -35 1 -310 61B 
II:XJCO -65l1 - 13890 -2292-1 -21010 9820 

! PEIIJ - 1630 - c96B -2363 -2365 1776 
U[NEZI.ru\ 79e3 1769 -3356 -2060 -+619 

11) EXP. IX PETin.EO -37-15 -7-135 -81(11 -14515 1 1279 
AI!GENTINII 1799 -21Kl+ -8361 -8200 l5B8 
BRASIL -2201 - t443 6266 1200 3-15-1 
CHILE -97( - l57  -940 -2310 3301 
PA!WiUAY 1 6 1  -519 -en -745 171 
URI.QJAY 1 216 2 -236 -490 66 

CI:NTI!. Y EL CARiar ! -26-10 -2514 -3965 -397( 2699 
COSTA RJCA ¡ -679 - 167 -4+6 -&:15 +n 1 1 
EL SALUAOOll -364 -369 -423 -345 481 
SUATEMALA -371 - 186 -758 - HXXl 302 
HAITI - 158 - 176 - 125 - 1 10 lBS 
II)POJ!AS -400 -334 -379 -370 506 

NJ CNW;UA -572 -8+9 -1074 -955 353 
PAIW!<I 19 -318 -292 -305 278 �P.[X)IJNJCANA - 1 14 - 1 15 --178 -J!Kl 122 

tiOOI "· hETO IX CAPITALES 
1991 1992 

3930ó 6 1973 
2585 1  3 l789 

H4 780 

-527 167 
741 9 15 

21982 2+670 
2B55 293 1 

456 2326 

13-155 3019-1 
5433 12910 
16-10 ' 9802 
1404 3487 
8 18 515 
IH 238 

4016 4232 
5 15 587 
299 -182 
7-10 738 
l54 76 
400 371 

935 1076 
516 399 
457 50-1 

FUENTE :  CI:PfL BIII.AI«:E PRELIMJIIM IX LA EC[H)IJA OE AI'{QJCA LATINA V El CARJ9[, 1991 V 1993. 
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1320 
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795 
720 

43-15 
695 
495 

1020 
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775 
-195 
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sando el desarrollo: Hacia una 
concepción alternativa para los Países 
Andinos 1 Autor: Jürgen Schuldt 1 
CAAP. 

Estudios y A11álisis 

REPENSANDO 
EL DESARROLLO: 

HACIA UNA 
CONCEPCION 

ALTERNATIVA 

Jilrgen Sehuldt 

caap 

El desarrollo autocentrado es un 

proceso geográfica y política­

mente descentralizado de acu­

mulación que, partiendo de 

decisiones participativas a escala 

local-regional, establece con­

diciones para una dinámica de 

producción basada en la inte­

racción de actividades dirigidas 

desde y para el mercado interno. 

Desde un proyecto poi ítico 

nacional - popular de base regio­

nal , generaría un contrapoder que 

establezca la Nación Democrática. 



De la violencia urbana a la convivencia ciudadana 
Fernando Carrión M. 1 

La importancia creciente de la violencia en las ciudades de América Latina no ha 
logrado sin embargo provocar una discusión sobre sus relaciones con los proble­
mas del desarrollo y de las formas de vida urbana. 

La novedad del tema y su impor- Por ello quizás sería mejor recono-
tancia cer a la ciudad como un escenario de 

No se puede desconocer que 
el problema de la violen­
cia delictual , como fenó-

meno social que tiene expresión en las 
ciudades, existe desde tiempos inmemo­
riales y qne, por tanto, no es nuevo, al 
grado que se podría decir, es consus­
tancial a la ciudad. Tal afirmación nos 
debe llevar a replantear la tradicional 
aproximación que se ha hecho al tema 
de la violencia -pero también a lo urba­
no- desde aquellas metodologías que lo 
interpretan como resultado de un con­
junto de patologías. 

relaciones sociales. Así la violencia ur­
bana aparecería menos como un proble­
ma y más como un producto de "una 
relación social particular de conflicto, 
que involucra, por lo menos, a dos po­
los con intereses contrarios, actores in­
dividuales o colectivos, pasivos o acti­
vos en la relación ". (Guzmán, 4 ). 

Si bien la violencia urbana ha existi­
do desde que existe la ciudad, es difícil 
desconocer que durante estos últimos 
años se ha convertido en uno de los te­
mas más importantes de la ciudad lati­
noamericana contemporánea, debido en­
tre otras cosas, a las nuevas formas que 

l .  Profesor de la Facultad de Arquitectura de la Universidad Central del Ecuador y miembro del equipo 
del Programa de Gesti6n Urbana de las Naciones Unidas (PGU-LAC). Los conceptos vertidos en el 
presente documento son de responsabilidad exclusiva del autor y en nada comprometen a las institucio­
nes. Sin embargo, debe quedar constancia del agradecimiento del autor a Pablo Trivelli y Jorg Haas por 
los valiosos comentarios realizados. 
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ha asumido y al incremento alannante 
de su magnitud 2 •  Las violencias se han 
extendido en todos los países y ciuda­
des de la región, pero con peculiarida­
des y ritmos de intensidad propios a cada 
ciudad y a cada cultura 3 • 

La importancia creciente que ha ido 
adquiriendo la delincuencia común en 
las ciudades de América Latina y El Ca­
ribe, aún no tiene un correlato respecto 
de su conocimiento. Pero tampoco se le 
ha concedido la importancia necesaria, 
ni ha sido incorporada en la discusión 
de los problemas del desarrollo y de las 
formas de vida urbana, con la urgencia 
y la prioridad que se merece. 

Sin embargo, no se puede descono­
cer que recientemente se han hecho pro­
puestas innovativas en materia de con­
trol y prevención de la violencia urbana 
que superan aquellas concepciones que 
postulan su tratamiento con una acción 
sobre los síntomas mediante la acción 
policial , la privatización de la seguridad 
y el incremento de penas. En tal senti­
do, algunos gobiernos nacionales y lo­
cales, instituciones policiales, ONG's y 
organismos académicos han iniciado in­
vestigaciones y tomado medidas especí­
ficas para controlar la violencia que, por 
el poco intercambio que existe en la re­
gión, sus posibilidades de dilucidarlo y 
de enfrentarlo se han reducido. 

Las propuestas que van surgiendo 
son mucho más abarcativas e iimovati­
vas, pero revelan la necesidad de cono­
cer y diagnosticar la violencia, más pro­
fundamente y con mayor sentido prácti­
co. Existe un grupo importante de in­
vestigadores qlie está desentratiando el 
fenómeno de la violencia en ciudades 
como Río de Janeiro, San Pablo, Méxi­
co, Guayaquil, Lima, Santiago, San Sal­
vador, Cali, Medellín, entre otras, que 
requieren profundizar los mecanismos de 
intercambio, colaboración y compara­
ción de las experiencias que vienen em­
prendiendo. 

El poco intercambio de experiencias 
sobre estas actividades en la región, ha 
reducido las posibilidades de dilucidar 
y enfrentar los problemas urbrutos. De 
allí que con este artículo se busque en­
frentar y estimular un proceso de inter­
cambio entre personas e instituciones 
que trabajan sobre la delincuencia co­
mún urbana. Pero también se intenta pa­
sar revista al estado en que se encuen­
tra, como aporte para el debate de las 
ciudades latinoamericanas, desde una re­
flexión que incorpora las detenninacio­
nes de esta problemática y sus posibles 
soluciones. 

El trabajo se ubica dentro de un mar­
co explicativo con un contetúdo más po­
lítico-social que biológico, psicológico 

2. "La violencia no sólo es ubicua y elusiva, sino que parece cr<,ccr y multiplicarse rápidamente en todo 
el planeta, amenazando en convertirse en uno de los problemas más intratables de la especie humana. Su 
veloz crecimiento, es probable que la convierta en el problema más Importante del ser humano para el  
Siglo XXI". (F-eheverri, 2). 
3. "No existe ni una expresión uniforme ni unívoca de la violencia en su conjunto, sino que la misma se 
caracteriza por la diversidad de sus formas y por sus ambigüedades" (Villavicencio, 3). 

60 



o legal-criminalista. Ello significa que 
la interpretación se enmarca dentro de 
una concepción de la violencia urbana 
como un hecho social. Sin embargo, en 
la literatura actual se evidenciarán mati­
ces, por ejemplo, entre autores que en­
cuentran explicaciones del fenómeno re­
ciente de la violencia en aspectos co­
yunturales, generales 4 o particulares 5, 

y otros que lo hacen a partir de la agu­
dización de ciertas situaciones estmctu­
rales 6• 

Ciudad y Violencia: una detennina­
ción no resuelta 

El predominio de la población urba­
na, el incremento del número de ciuda­
des y la generalización de la urbaniza­

ción en la región, llevan a concluir que 
Iatinoamérica se ha transformado en un 
continente de ciudades. 

Desde no hace mucho tiempo y en 
todos los países de América Latina se 
observa un rápido crecimiento de la po­
blación urbana y del número de ciuda­
des 7, al grado de que se ha convertido 
en una región predmninantemente urba­
na: más de 300 millones de personas 

viven en ciudades y la región tiene un 
grado de urbanización de 72%. Para el 
ruio 2000 será el continente con mayor 
población urbruta del mundo, gracias a 
una urbrulización tardía pero más rápida 
que la dada en otras latitudes. 

Como contrapartida y a un ritmo aún 
mayor que el de la urbanización, la vio­
lencia delincuencial urhmta ha crecido 
sig1lificativamente en este tiempo. Así 
por ejemplo, se tiene que en Colombia 
las tasas de homicidio se tliplicaron en 
el período 1983-92, que en el Perú se 
quintuplicaron entre 1986-91 y que en 
Panamá se duplicaron entre 1988-90. De 
igual manera, en 1 982 en México los 
ruios de vida potencialmente perdidos re­
presentaron el 8% y en El Salvador en 
1 984  el 2 1 %  8• 

Si bien el crecimiento de la violen­
cia en América Latina es drmnático, no 
deja de ser llantativo que, comparativa­
mente con otras regiones del Mundo, sea 
el continente más peligroso para vivir. 
Según la tasa de homicidios , Colombia 
tiene el nada honroso primer lugar por 
países del mundo, siguiéndole Brasil, 
Panruná y México, tal como se detalla 
en el siguiente cuadro: 

4. "La violencia es uno de los renejos más dramáticos de los procesos de globalización mundial". 

(Castillo, 2). 
5. "El fenómeno de la delincuencia urbana a finales de siglo tiene en el caso del Arca Metropolitana de 
San Salvador un contexto especial que le otorga características particulares: la delincuencia urbana se 
desarrolla luego de más de una década de guerra y de un inédito acuerdo de paci ficación t¡ue, en un 
tiempo relativamente corto, desmoviliza y desarma completamente a las fuerzas guerrilleras de izquier­
da y reduce sustancialmente el tamaí\o y atribuciones de las fuerzas armadas gubernamentales". (Lungo 
y Baires, 1 ). 
6. Ver el trabajo de Sader. 
7. En 1 950 el 4 1 %  de la población vivía en ciudades y en 1990 subi.S al 72%. Al año 2.000 se estima 
que lo harán el 76.8%. (Lates, 1989). 
8. OPS: V iolencia y Salud, mi meo, CD37/ 19, Washington. 1 993. 
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OJADRO N" 1 

Nivel de urbanización de las principales regiones del mundo 
en años seleccionados, 1 92Q-2000 

PORCENTAJE DE POBI..ACION URBANA EN AÑOS SELECCIONADOS 
REGIONES 1 920 1 930 1 940 1 950 1 960 1 970 

Total mundial 1 9,4 2 1 ,8 24,8 29,2 34,2 3 7, 1  
Regiones más desarrolladas 38,7 4 1 ,6 46,9 53,8 60,5 66,6 
Regiones menos desarrollada5 8,4 1 0,3 1 2,6 1 7,3 22,2 25,4 
A frica 7,0 9,2 1 0,4 1 5,7 1 8,8 22,5 
América Latina 22,4 27,9 30,8 4 1 ,0 49,2 57,4 
América del Norte 5 1 ,9 55,9 58,9 63,9 69,9 73,8 
Asia 8,8 1 0,3 1 2,9 1 6,4 2 1 ,5 23,9 
Europa 46,2 49,5 52,8 56,3 60,9 66,7 
Oceanía 47, 1 50,0 54,6 61 ,3 66,3 70,8 
Unión Soviética 1 6, 1  1 9,6 30,8 39,3 48,8 56,7 

Fuente: Años 1 920, 1 930 y 1 940, Hauser y Gardner ( 1 982), Tabla 1 .3, pág. 1 1 . 
Años 1 950 a 2000, Naciones Unidas ( 1 988), pág. 1 0- 1 6-30-42-44-58-68-384. 

1 980 

39,6 
70,2 
29,2 
27,0 
65,3 
73,9 
26,6 
70,2 
7 1 ,4 
63,1  

1 990 2000 

42,6 46,6 
72,5 74,4 
33,6 39,3 
32,7 39,1 
72,0 76,8 
74,3 74,9 
29,9 3 5,0 
72,8 75,1  
70,9 71 ,4 
67,5 70,7 



OJADRO N" 2 

Tasa de homicidios en algunos pafses (*) 

Departamento Nacional de planeaci6n 

PAIS HOMICIDIOS POBLAC. 
Millones 

Colombia (**) 2 5.030 3 2, 3  

Srilank 2.069 1 7,0 

Singapur 7 1  2,6 

Bangladesh 2.847 1 1 0,0 

Malasia 386 1 7,0 

Malawi 1 53 7,9 

Jordania 66 4,0 

Egipto 775 51 ,o 
Corea del Sur 565 43,0 

Hong Kong 7 1  5,7 

Kuwaít 20 1 ,9 

China 1 1 .5 1  o � . 1  05,0 

Indonesia 1 .369 1 75,0 

Subtotal 1 9.902 � .504, 1 

Estados Unidos 1 8.600 245,0 

Dinamarca 291 5,1  

Francia 2.576 56,0 

Italia 2.451 57,0 

Alemania 2 . 3 1 8  61 ,0 

Canadá 675 26,0 

Suiza 1 63 6,5 

Austria 1 82 7,5 

63 

TASA POR 
CIEN MIL 

77,5 

1 2,2 

2,7 

2,6 

2 , 3  

1 ,9 

1 , 7 

1 , S  

1 ,3 

1 ,2 

1 ,4 

1 ,0 

0,8 

1 ,3 

8,0 

5,7 

4,6 

4,3 

3 ,8 

2,6 

2,5 

2,4 



Continuación del Cuadro N° 2 
-

I'AIS HOMICIDI OS POBLAC. TASA POR 
Millones CIEN MIL 

Australia 282 1 6,0 1 ,8 
Inglaterra 9 1 2 57,0 1 ,6 
Suecia 1 25 8 , 3  1 , S  
Israel 66 4,4 1 ,S 
Jsapón 1 .830 1 2 2,0 1 ,S 
Noruega 3 8  4 ,2  0,9 
Sub total 3 1 .509 676,0 4 , 5  
URSS 1 4.848 284,0 5 ,2  
Suigaria 3 1 3 9,0 3 , 5  
Polonia 722 38,0 1 ,9 
Checoslovaquia 1 76 6,0 1 ' 1  
Subtotal 1 6.059 34 7,0 4 ,6  
Brasil 37. 279 1 5 1 , 6 2 4 , 5  
Panamá 573 2 , 5  22,9 
México 1 7.804 8 6 , 3  20,6 
Nicaragua 6 3 6  3 ,8 1 6,7 
Venezuela 3.245 1 9,8 1 6,4 
Argentina 4.066 3 2 , 7  1 2 ,4 
Perú 2 . 5 2 4  22,0 1 1  ,S  
Ecuador 1 . 1 8 7 1 0,8 1 1 ,0 
Honduras 346 4 ,8  7 ,2  
Costa Rica 1 92 3 , 1  6,2 
Paraguay 2 3 6  4,4 5 ,4  
Uruguay 1 3 7 3 , 1  4,4 
Subtotal 58.226 344,9 1 9,8 

(*) 1 98 6- 1 989 
(**) Promedio 1 987- 1 992 
Fuente: Policía Nacional. Organización Panamericana 

de la  Salud. Naciones Unidas 



Pero no sólo que la violencia ha cre­
cido, también se ha diversificado. Es 

así que de un tiempo a esta parte han 
aparecido nuevas violencias antes des­
conocidas, inéditas manifestaciones de 
las antiguas 9 y el incremento notable 
de todas ellas. Allí tenemos las denomi­
nadas pandillas juveniles en casi todas 
nuestras ciudades, el narcotráfico y sus 
secuelas, los "caracazos" con sus distin­
tas versiones, así como también el desa­
rrollo tecnológico y la nueva organiza­
ción del delito. 

Los nuevos tipos de violencias han 
acarreado al nacimiento de nuevos acto­
res o la transformación de los anterio­
res. A manera de ilustración se puede 
señalar el aparecimiento en Colombia 
del sicariato o de las milicias populares 
urbanas; en El Salvador de los "marras"; 
y en Brasil del ·�ogo do bicho" 10• 

El crecimiento y transformación de 
la violencia urbana la han convertido en 
una de las preocupaciones ciudadanas 
prioritarias, en un factor de la calidad 
de vida de todos los sectores sociales 

que habitan las ciudades y en una de las 
expresiones más claras del nivel al que 
ha llegado la crisis urbana en nuestras 
ciudades 1 1 •  

Conforme el fenómeno delictual au­
menta, es la población -como víctima 
colectiva- que lo reconoce como uno de 
sus problemas centrales. Tanto así que 
las encuestas de opinión aplicadas por 
empresas especializadas penniten com­
probar que la población urbana empieza 
a plantear y percibir de forma creciente 
a la inseguridad y a la violencia como 
uno de los problemas centrales de nues­
tras ciudades 12 • Estos datos revelan las 
demandas prioritarias de la sociedad y 
el desmoronamiento paulatino de los mi­
tos o ilusiones de que las ciudades son 
lugares para vivir, por lo riesgosa que 
se ha ido convirtiendo la vida urbana. 

En otras palabras, a los problemas 
del transporte, de los servicios, del me­
dio ambiente, de la pobreza, de los equi­
pamientos, de la vivienda, de la gober­
nabilidad urba11 .. , etc., se debe incorpo­
rar el de las violencias 13• Tal hecho 

9. '"Un segmento de la actividad delictiva se ha modernizado en el país y supone la conformación de 
organizaciones más complejas, con mayores recursos económicos, un arsenal sofisticado, contactos y 
relaciones con el sistema social establecido". (Del Mastro, 1) .  
10. Los marras son un t ipo de delincuencia juvenil de los estudiantes secundarios y los jogos do bicho, 

formas clandestinas de juego de azar. 

1 1. "En Medellín, además de los problemas físicos y de infraestructura, el factor que más ha deteriorado 
la calidad de vida es la violencia -en la última década han muerto 40.000 personas asesinadas-. Esta 
realidad refleja problemas de desintegración social y dificultades en la relación del Estado con la 
sociedad, y limita el uso lúdico del espacio público y la integración de los grupos sociales; adicional­
mente desestimula la inversión econónúca". (Corporación Región-Medellín). 
12. Quito, considerada una ciudad Franciscana (y el Ecuador una isla de paz), según una encuesta de 
Informe Confidencial realizada en Marzo de 1993, estableció que el 20,7% de la población de la ciudad 
ve a la inseguridad como su principal problema. Luego con 20,6% aparece el agua potable y en tercer 
lugar, con el 16,9% el costo de vida. 
13. "En la ciudad de Santiago, a los problemas de tamaño excesivo, a la alta concentración de población, 
a los problemas económicos y ambientales, actualmente se suman los que tienen que ver con su organi­
zación y la seguridad de sus habitantes. Dentro de éstos destaca la violencia delictual". (0viedo .. .  5) 
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comporta el requerimiento imprescindi­
ble de que se diseñen nuevos mecanis­
mos de política social y urbana. Porque 
no sólo se ha convertido en un proble­
ma adicional, sino que ahora lo es en sí 
mismo. 

Sin embargo tenemos poco conoci­
miento sobre el tema, al grado de que la 
relación ciudad-violencia se nos presen­
ta de manera difusa y poco clara. Ello 
no significa que no existan aproxima­
ciones analíticas, porque intentando una 
sistematización de los estudios por en­
foques predominantes, se pueden encon­
trar dos perspectivas principales que se 
han preocupado por comprender la rela­
ción ante dicha. 

Una primera, que tiene una visión 
que ignora lo urbano y la ciudad respec­
to de la violencia. Existe cierta literatu­
ra sobre criminología y estadísticas a ni­

vel nacional, con pocos esfuerzos siste­
máticos que hagan referencia explícita 
al problema urbano de la violencia de­
lincuencial. Ello ha llevado al descono­
cimiento de como pueden estar influ­
yendo en las tendencias de la violencia 
común los factores típicamente urbanos 
como la segregación, la alta densidad 
residencial, la carencia de espacios cívi­
cos, la escasez de bienes y servicios pú­
blicos, etc. 

Una segunda, donde predoillinan los 
enfoques que phmtean una detennina­
ción de lo urbm10 a la violencia, pro-

dueto de las características de una urba­
nización acelerada que se expresa en la 
falta de servicios y equipamientos, el in­
cremento del desempleo, una alta mi­
gración, la crisis y anarquía urbanas y 
la pérdida de los valores tradicionales. 

Sin embargo, no se han encontrado 
evidencias que muestren una correlación 
directa entre el tamalio de una aglome­
ración, la calidad y cobertura de los ser­
vicios, con respecto a los niveles de vio­
lencia 14; tampoco hay explicaciones con­
vincentes que lleven a concluir que el 
migrante sea violento en cuanto tal o 
que el cambio de los valores tradiciona­
les conduzca a una mayor criminalidad. 

Quizás lo que si se puede percibir es 
que la sociedad urbana en su conjunto 
aún no ha procesado los conflictos de 
su crecimiento, de la crisis, de la falta 
de cobertura de los servicios, equipa­
mientos, transporte, de la presencia de 
nuevos actores emergentes, de las nue­
vas fonnas de relación entre el campo y 
la ciudad o del fenómeno de la infomla­
lización y la marginalidad en tanto ex­
clusión de decisiones e inclusión dife­
renciada a la justicia. Pero también por­
que la ciudad, en la mutación que está 
viviendo como ámbito pri vilegiado de 
lo público, está produciendo nuevas for­
mas de sociabilidad que no logran ci­
mentarse. 

Y parecería no haber esta detenni­
nación, incluso por la evidencia empíri-

14. "El incremento de la v iolencia en los últimos aílos no parece estar asociado a la distribución del 
ingreso. ni a la carencia de servicios básicos (patrimonio social). Agreguemos un dato, Medellín, la 
ciudad más violenta de Colombia, quizás del mundo, tiene un cubrimient� cercano al 100% de los 
servicios básicos. Quibdó, la ciudad menos violenta de Colombia, es ¡., peor dotada de servicios" 
(Gaitán, 14). 
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ca de que la violencia ha crecido aún 
más que la urbanización, lo cual demues­
tra que no hay una relación mecánica 
entre las dos variables "· Oviedo nos 
indica que "la violencia delictiva es un 
problema social, con expresión urbana 
y que no se debe partir a priori con el 
supuesto de que toda ciudad intrfnseca­
mente comporta los mayores grados de 
violencia". 

Por lo tanto, la violencia así como 
no sería un problema exclusivo de las 
ciudades, tampoco la magmtud de la vio­
lencia urbana estaría en relación al ta­
maño de la ciudad. Lo que si se puede 
señalar, siguiendo a Oviedo, es que hay 
una diferenciación del tipo de delitos en­
tre el campo y la ciudad: que en la pri­
mera primarían los delitos contra las per­
sonas, la familia y la moral , y en la se­
gunda los delitos contra la propiedad. 

Es necesario tener en cuenta una 
constatación real, que desgraciadamen­
te, nunca es bien aclarada: conflicto y 
violencia no son sinórumos, como tam­
poco se expresan a través de una deter­
minación lineal. Las ciudades no solo 
que son el lugar fundamental de la con­
centración de la población, sino que tam­
bién lo son de la diversidad y de la he­
terogeneidad en toda su expresión: so­
cial, cultural, económica, política. Por 
ello es el espacio privilegiado donde se 
potencian los conflictos 16, lo cual no 

sigrufica, bajo ningún punto de vista, que 
sea la causa central de la violencia 17• 

La conflictividad urbana es una sín­
tesis multicausal que provoca varios 
efectos, algunos de los cuales pueden 
asumir formas violentas ante la ausen­
cia de canales de desfogue. Por lo tanto, 
una buena parte del problema radica no 
en la conflictividad y sí en la inexisten­
cia de canales institucionales para su pro­
cesamiento por vías pacíficas. 

La violencia es producto de una re­
lación social conflictiva que surge de 
intereses y poderes que no encuentran 
soluciones distintas a los que consiguen 
el uso de la fuerza. Es un nivel de con­
flicto que no puede procesarse dentro 
de la institucionalidad vigente porque, 
por ejemplo, el sistema político está 
construido sobre la base de una repre­
sentación social que tiene muchos vi­
cios: la legitimidad de los gobernantes 
se erosiona rápidamente, el clientelismo 
-como expresión de la privatización de 
la política- ticm. �us límites y las rela­
ciones de poder se fundan en la exclu­
sión del oponente antes que en la inclu­
sión, el consenso, la concertación o el 
acuerdo. 

Si bien no es fácil encontrar causali­
dades o detemlinaciones de la ciudad a 
la violencia, sí se puede afirmar categó­
ricamente que la violencia no es exclu­
siva de la ciudad y que ésta se comporta 

15. "La violencia social ha venido extendiéndose en las ciudades de América Latina a un ritmo que 
sobrepasa su propio crecimiento". (De Roux, 3). 
16. La conflictividad no debe ser vista en términos morales de si es mala o buena, mucho menos si se 
constata que esta cualidad de la ciudad, ha producido los mayores desarrollos sociales, económicos y 
tecnológicos de la historia de la humanidad. 
17. "En Colombia, ni el nivel ni la tasa de urbanización son una fuente de v iolencia". (Gaitán 16). 
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más bien como un escenario social más 
de aquella. Esto significa que la ciudad 
como tal no puede verse como determi­
nante de la violencia. 

Por ello quizás sería preferible plan­
tearse una entrada metodológica distin­
ta -más útil y real- que parta más bien 
de la percepción de los efectos de las 
violencias sobre la ciudad, que de ésta a 
las anteriores. Y ello por una doble con­
sideración que conduce a una misma 
conclusión: por un lado, no se puede 
desconocer que el incremento significa­
tivo de pérdidas de vidas humanas y de 
bienes materiales, así como también los 
problemas subjetivos de inseguridad que 
estos hechos han producido, conducen a 
que la violencia sea siñ duda, "uno de 
los problemas que más deteriora la cali­
dad de vida de una nación" (Echeverri, 
14) y, por otro, porque tiende a erosio­
nar la instancia de lo público 18 y la con­
dición de ciudadanía 19• 

La restricción del origen y fuente de 
la ciudadanía, y la merma de las condi­
ciones de vida son, a su vez, causa y 
efecto de la violencia urbana. Por ello 
el incremento de la violencia urbana y, 
por esta vía también, el crecimiento de 
la inseguridad ciudadana y la reducción 
de la calidad de vida de la población 20, 

tienden a afectar la esencia misma de la 
ciudad: sus posibilidades de socializa­
ción. 

Es que si partimos del hecho de que 
la ciudad es el espacio principal para la 
construcción social, para la constitución 
de la ciudadanía, para la formación de 
una identidad colectiva, convendremos 
que las violencias generan sentimientos 
contrarios a los anotados. 

Pero tampoco se debe dejar pasar por 
alto los efectos indirectos que la violen­
cia y su combate generan a nivel de la 
población. Se observa una erosión de la 
ciudadanía, por cuanto los habitantes, 
primeras víctimas del fenómeno, empie­
zan a asumir mecruúsmos de autodefen­
sa que llevan a modificar su conducta 
cotidiana: cambios en los horarios habi­
tuales; trru1sfonnación de los senderos y 
espacios transitados; restricción de las 
relaciones sociales, por que todo desco­
nocido es sospechoso; reducción de la 
vulnerabilidad personal adquiriendo ar­
mas, pciTos, alannas -que ya son parte 
del paisaje urbano- o aprendiendo de­
fensa personal . 

Sin embargo, cada una de estas ac­
ciones de autodcfensa de la población 
son a su vez, causa y efecto de un nue­
vo comportamiento social: individualis-

18. Lo público, lo colectivo y la socialización tienden a disolverse como ámbitos de mediación a lo 

privado y a lo individual. 

19. "La violencia afecta cada vez más ámbitos de la v ida social: el trabajo, la familia, la escuela; y por 

esta razón se ha convertido en uno de los helores que más deterioran la habilidad y la calidad de vida 

de la ciudad. La convivencia social es uno de los asuntos que más preocupan a los ciudadanos". 

(Corporación Región-Medellín). 

20. A ello debe sumarse que la crisis económica y las políticas de ajuste implantadas, no sólo han 

generalizado la inseguridad social y económica, sino que han contribuido a reducir los mecanismos de 
representación, a restringir los espacios de solución de los conflictos, a mercantilizar las relaciones 

sociales, a restringir las manifestaciones culturales, propios de la condición de ciudadanía. 
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mo,angustia,inseguridad, marginamien­
to, desamparo, aislamiento, desconfian­
za, agresividad. Y, por si fuera poco, la 
ciudad en construcción va perdiendo es­
pacios públicos y cívicos, y generalizan­
do la urbanización privada amurallada 
que segrega aún más lo social, espacial 
y temporal ; con lo cual, a la par que la 
población pierde la condición de ciuda­
danía, la ciudad relega sus característi­
cas socializadoras y su posibilidad de 
civitas , polis, foro y tianguez. 

La ciudad latinoamericana continúa 
fragmentándose, con lo cual se crean 
nuevas formas de sociabilidad y se res­
tringe su condición de ámbito privile­
giado de lo público. 

El rostro de la vioencia 

Las violencias que se desarrollan en 
las ciudades tienen actores, formas y 
móviles variados y multicausales. Cada 
una de ellas se construyen en escenarios 
sociales particulares (escuela, familia, 
barrio, etc.), que dan lugar a expresio­
nes que tienen un rostro común caracte­
rístico. Así, se tienen violencias de dis­
tinto orden 21, tales como: 

l .  Las violencias políticas que pro­
vienen, por ejemplo, de agentes organi­
zados que buscan modificar, sustituir o 
desestabilizar la institucionalidad esta­
tal vigente (la guerrilla), o de aquellas 
situaciones que restringen lalegitimidad, 
la representación y la participación de 
la población (paros cívicos). Puede ser 
desde el Estado principalmente en regí­
menes autoritarios o militares, o desde 
segmentos de la población. 

2. Las hay violencias económicas 
que surgen, por ejemplo, de los merca­
dos ilegales como escenario social don­
de se comercian armas, drogas ilícitas, 
sexo, artículos robados o se generalizan 
la industria del secuestro o del sicariato 
22·• Pero también producto de la polari­
zación socio-económica. 

Por esta vía mercantil se puede ase­
verar que se han formado verdaderas 
empresas transnacionales del delito, 
siendo las que más peso tienen las refe­
ridas al narcotráfico. Pero tampoco se 
pueden descartar las que tienen que ver 
con asaltos de bancos, robos de carros, 
depredación del patrimonio cultural . 

3. Las hay violencias intra familia­
res que se manifiestan por las condicio-

2 1 .  Hay varias propuestas de clasificación de las violencias. Pueden ser, por ejemplo, tipologías según 
la relación con la víctima (primaria/secundaria o colectivalindividual), los actores involucrados (juvenil, 
de género, infantil), el lugar en que se desarrolle (callejera, barras bravas) o el ámbito a que se refiere 
(público, privado), entre otras más. 
22. "Ellos usualmente a) recurren a la violencia (extorsión, sometimiento, silenciamiento, asesinato) 
para ser exitosos; b) reemplazar los símbolos de estatus social por valores materiales que eventualmente 
son fuentes de disputas y violencia; e) éste nuevo clima de disputas y violencia conduce a establecer 
"reglas de juego" que desarticulan la sociedad y la transforman en paradigmas de violencia; d) como 
alternativa, la "otra sociedad" no envuelta en mercados ilegales recurre a las armas para defensa propia, 
incrementando los riesgos de eventos violentos". (Echeverri 9). 
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nes culturales, las relaciones asimétri­
cas, la composición demográfica, entre 
otras cuestiones, al interior de un nú­
cleo familiar que tiene un cambio y di­
námicas aceleradas. 

4. Las violencias comunes que lle­
van a erosionar la ciudadanía, se carac­
terizan por ser difusas y por preverur de 
múltiples causas. 

Sin duda que este conjunto de vio­
lencias actúan interrelacionadamente 
sin que se exprese alguna de ellas de 
manera pura, lo cual hace que sea más 
complicado conocer y entenderlas. Así 
y todo, se podría decir, gracias a la evi­
dencia empírica recogida por algunos 
trabajos (Guzmán, Oviedo, Del Mastro), 
que tienen como denominador común a 
un rostro dominante. 

La violencia urbana, por su hondo 
conterudo social, se expresa diferencial­
mente dentro de la ciudad, al extremo 
de que se puede plantear la existencia 
de una geografía delictiva, en la que se 
deben diferenciar los lugares de residen­
cia de la víctima y del victimario 23, con 
el lugar de ocurrencia del delito. Pero 
en muchos casos también se diferencian 
el lugar donde se produce el homicidio, 
por ejemplo, con el lugar donde se en­
cuentra el cuerpo del delito 24• 

Se puede percibir claramente que la 
violencia delictual urbana de la centrali­
dad es distinta a la de la periferia o que 
"ciertos espacios públicos o de interac­
ción social como determinadas calles, 
pasajes, sitios eriazos, centros de diver­
sión, botiller(as, entre otros, pueden pre­
sentarse como zonas de socialización de­
lictual. El acceso que los individuos ten­
gan a estos lugares estará condiciona­
do por la forma de ocupar o de vivir la 
ciudad". (Oviedo, 17) 2'. 

Pero así como tiene una forma de 
expresión territorial, también existe una 
cronología delictiva diferenciada por 
meses, días y horas. En esto indudable­
mente que tiene mucho que ver el ca­
lendario cultural de cada país y ciudad 
en particular. Es una constante que en 
la noche haya más actos delictivos que 
durante el día; que los fines de semana 
(viernes y sábados) concentren los he­
chos de violencia; que el fin de año, 
navidad o carnaval produzcan más si­
tuaciones de violencia que otras épocas. 

Si bien la violencia urbana tiene ti­
pos y grados en los que se expresa, no 
se puede negar que afecta a la sociedad 
en su conjunto, aunque algunos segmen­
tos de ella se encuentran más proclives 
al riesgo y a la vulnerabilidad. Es decir, 

23. "Los individuos CC'Indenados por acciones delictuales provienen mayoritariamente de las comunas 
que reunen población de menores ingresos y que presentan mayores problemas ambientales". (Oviedo, 
17). 
24. Indudablemente que esta situación añade factores de dificultad a la construcción de una base 
estadística o de información confiable, porque institucionalmente la responsabilidad queda repartida • 

incluso- por los diversos lugares donde ocurre el proceso del delito. 
25. "De acuerdo a los resultados de la encuesta, las áreas centrales son consideradas, en relación a las 
barriadas, como las más peligrosas de la ciudad; y, entre las barriadas, las más antiguas en relación a las 
recientes y las más cercanas si las comparamos con las periféricas. Los tugurios, por supuesto son 
considerados mucho má.� peligrosos que las edificaciones barriales". (Del Mastro 20). 
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que hay una sociedad delictiva que 
afecta de manera distinta a los grupos 
sociales según clase, género y edad. 

Los más afectados en tanto víctimas 
y victimarios de la violencia son el gru­
po poblacional masculino ubicado entre 
15 y 25 años. & decir que la juventud 
es . el principal actor, en cuanto agentes 
de las violencias y víctimas principales. 
En la mitad de los países de la región, 
para este grupo, el homicidio es la se­
gunda causade muerte (OPS, 1990). Ello 
significa que nuestra juventud se está 
mermando moral y físicamente, lo cual 
evidentemente repercutirá en el futuro 
de la región. 

En la violencia se hace presente la 
utilización de medios o instrumentos di­
versos para perpetrar las fechorías, más 
sin embargo priman las armas de fuego 
26• Hay una fonna cultural lúdica en la 
que el alcohol y las drogas juegan un 
papel central dentro de motivaciones de 
la más variada índole. 

Así como tiene su rostro, también 
hay factores desencadenantes de la vio­
lencia urbana. Merecen especial aten­
ción los medios de comunicación y la 
impunidad. En el primer caso, no solo 

porque producen conductas violentas 
sino que también aparecen como gene­
rador de modelos, valores y técnicas a 
seguirse 27• 

Y el segundo, por la libertad que im­
plica el tomar una decisión de ese tipo. 
La impunidad, abierta o diferenciada, es 
la fonna más clara de la caducidad de 
los mecruúsmos de procesamiento de 
conflictos, que conduce al descrédito de 
la policía, de la justicia, y de toda la 
institucionalidad 28• Pero también y por 
sobre todo, porque conduce a nuevas 
modalidades de privatización de lo ju­
risdiccional , ya que se va lcgitimru1do la 
justicia por sus propias mru1os bajo for­
mas encubiertas como los llrunados "Es­
cuadrones de limpieza antidelictiva" y 
la "autodefensa social" que se han atri­
buido varios asesinatos de supuestos de­
lincuentes o de modalidades abiertas ta­
les como los linchanúentos periódicos 
que se observan en algunas de nuestras 
ciudades. 

Lo cierto es que el dcsemnascara­
miento de este rostro de la violencia y 
de sus factores desencadenruttes, pueden 
ser una ayuda para conocer y diseñar 
políticas tendientes a mitigar la violen-

26. "En MedelUn en 1980, aproximadamente el 60% de loa homicidios se cometían con arma de fuego, 
y en 1990 la cifra se incrementó a1 90%". (Corporación Región-Medellín, 42). 
27. "En los Estados Unidos, al finalizar el bachillerato, un joven promedio habrá e.�tado frente al 
televisor el doble de horas que en el salón de clases y habrá presenciado alrededor de 16.000 homicidios 
e infinidad de agresiones en sus expresiones más horripilantes. Tres estudios nacionales en los Estados 
Unidos por diferentes instituciones llegaron a la misma conclusión: ver violencia en la televisión estimu­
la el desarrol lo de comportamientos agresivos, incrementa la violencia e insensibiliza hacia ella". (De 
Roux, 1 0). 
28. "Por cada cien delitos que se cometen en Colombia, sólo 21 son denunciados a las autoridades. De 
éstos, 14 procesos prescriben por diferentes causas y únicamente tres (3) terminan con sentencia. Esto 
quiere decir que la probabilidad de que un delincuente no reciba castigo es del 97%". (El Tiempo, 22 de 
abril- 1994, entrevista a Armando Montenegro, Director Nacional de Planeación). 
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cia y a reconstruir la ciudadanía. Eso no 
significa que actuando exclusivamente 
sobre ellas se pueda resolver la proble­
mática. 

El enfrentamiento al hecho delicti­
vo: Consideraciones generales 

La violencia común es una de las 
expresiones más claras de la inseguri­
dad ciudadana. Sin embargo, los gobier­
nos locales y nacionales de la región y 
la propia sociedad aún no la han asumi­
do con la debida propiedad, al extremo 
de que el enfrentamiento al hecho delic­
tivo arroja resultados más bien preocu­
pantes. Instituciones fundamentales 
como la policía y la justicia se desacre­
ditan a pasos agigantados y los habi tan­
tes se recluyen en un mundo privado 
cada vez más complejo 29• 

Intentando sistematizar las principa­
les concepciones que rigen en el enfren­
tamiento de la violencia urbana, se pue­
den encontrar dos vertientes fundamen­
tales: la una, inscrita en una política es­
tatal -hoy dominante- que propugna el 
control de la violencia vía represión y 
privatización y, la otra, como seguridad 
ciudadana que se inscribe en una rela­
ción sociedad-estado que, a la par que 
enfrenta al hecho delictivo busca cons­
truir ciudadanía e instituciones que pro­
cesen los conflictos democráticamente. 

La primera, asume el control de la 
violencia desde una óptica inscrita en 
los marcos de la seguridad nacional y 
del Estado. En este caso no hay una di­
ferenciación, por ejemplo, entre el acto 
de violencia política con el de violencia 
común o de narcotráfico, porque indis­
tintamente todas las violencias socavan 
las bases de la convivencia de la socie­
dad y del Estado, en tanto afectan la 
propiedad privada, rompen las reglas del 
mercado y deslegitiman la acción esta­
tal. 

En una constatación todavía por me­
dirse estadísticamente, se puede señalar 
que la mayoría de las violencias se diri­
gen hacia la población y una minoría de 
ellas hacia el Estado. Pero es el caso 
que la acción del Estado es más bien 
inversamente proporcional , a pesar de 
que en la actualidad las violencias afec­
tan más a los ciudadanos y a sus institu­
ciones, que al Estado y sus órganos. En 
general los estados latinoamericanos 
prestan mayor atención a las violencias 
-llamadas macro- relacionadas con el 
narcotráfico y la guerrilla, que a las co­
munes, siendo paradójicamente que la 
mayor cantidad de víctimas provienen 
de esta última. 

El Estado en este contexto se con­
vierte en un depositario de la seguridad 
demandada por las clases propietarias 
contra las clases peligrosas . Estos sec-

29. "El Estado no tiene legitimidad porque ha dado un trato represivo a conflictos y porque sus agentes 
han incorporado la lógica privada (limpieza social, violación de derechos humanos, corrupción) a la 
función pública más esencial a la sociedad: la seguridad ciudadana y la justicia. Esta realidad da lugar a 
que se multipliquen diversas formas de "justicia privada" y a que se generalice una mentalidad autode­
fensiva de la población". Corporación Región-Medellín). 
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tores conciben al Estado (policía, ejér­
cito, justicia) como el garante de la pro­
tección colectiva de la población y exi­
gen mano dura a la fuerza pública y al 
conjunto de los aparatos estatales para 
que se protejan sus bienes y vidas. 

En este caso las acciones fundamen­
tales se dirigen hacia el control de la 
violencia bajo una óptica represiva, que 
se caracteriza entre otras cosas por: 

a) Ante el desbordamiento de los sis­
temas judiciales y penitenciarios, por la 
magnitud de la violencia y sus nuevas 
formas, se plantea una reforma a los có­
digos penales dirigida a modificar la ti­
pificación del delito y a incrementar las 
penas. Es interesante ver como el con­
cepto de delito y por tanto de delincuente 
van cambiando en la visión estatal; quien 
es, en última instancia, el que crea y 
define la figura del delito y las penas 
correspondientes. Se aumentan las pe­

nas a cierto tipo de delitos como la trai­
ción a la patria (ésta misma adquiere 
otra comtotación en este contexto), el 
terrorismo, y el narcotráfico, y tmnbién 
a los nuevos tipos de delincuentes (los 
nifios y los jóvenes). Pero lo más grave 
es el avance de la impunidad y la satu­
ración de las cárceles, en muchos casos, 
con personas sin sentencia. 

b) El enfrentamiento al hecho delic­
tivo mediante el uso de la fuerza. Allí 
se inscriben, por ejemplo, los operati­

vos que periódicamente realizan el ejér­
cito y la policía para controlar la delin-

cuencia común en las poblaciones de ba­
jos ingresos. En general se caracterizan 
por ser parte de una estrategia de repre­
sión, amedrentamiento y seguridad ins­
critas en una concepción antisubversi­
va. Son operaciones tipo rastrillo que se 
desarrollan con gran despliegue infor­
mativo y de fuerzas. 

Pero la delincuencia ha servido tam­
bién para justificar el fortalecimiento de 
los llamados gendarmes del orden, para 
lo cual no se escatima el menor esfuer­
zo en la utilización de ciertos medios de 
comunicación, profundizando las llama­
das páginas rojas o difundiendo progra­
mas violentos. De esta manera, se va 
creando aquella visión mruúquea y mo­
ralista que encierra la necesidad de crear 
a la vez al héroe y al villano 30• 

e) la privatización de ciertos seg­
mentos de la actividad, sobre la base de 
empresas de seguridad que contratan po­

licías jubilados y personal con poca for­
mación. Pero también con la venta de 
servicios y mercaderías que paralela­
mente se van desarrollrutdo: armas, alar­
mas, seguridades, clases de defensa per­
sonal, etc. 

En contrapartida a esta concepción 
dominrutte, no se puede negar que poco 
a poco va tomando existencia una vi­
sión minoritaria y altemativa a la attte­
rior, que ve con preocupación la renun­

cia del Estado a su rol de corrector de 
las desigualdades, a su condición de ár­
bitro en la resolución de los conflictos y 

30. En todas nuestras sociedades se crean los mitos del "delincuente del siglo" o del "delincuente más 
buscado", con el fin de crear a su vez, el éxito más importante para la Policía. 

73 



a su cualidad de garante del interés co­
lectivo. 

Este retirarse de lo estatal , produci­
ría un proceso contradictorio de com­
portamiento de ciertos segmentos del 
control de la violencia por parte de la 
sociedad civil, a través, por ejemplo, del 
peligroso camino sin retomo de la justi­
cia por sus propios medios o de la pri­
vatización de la seguridad. Pero también, 
de la búsqueda del justo empate de la 
sociedad civil y del Estado en la cons­
trucción de ciudadanía. En este contex­
to, la seguridad ciudadana se desarrolla­
ría en un espacio social en construcción, 
donde la participación permitiría enfren­
tar todos los eventos sociales y natura­
les que tiendan a socavar lo social, lo 
público, las bases materiales de la con­
vi vencía, las instituciones de interme­
diación social , etc. 

Es una concepción que tiende a ar­
marse sobre la base de dos puntas : una 
que busca estructurar una propuesta de 
carácter general y otra, más heterogé­
nea, que tiende a desarrollarse desde la 
particularidad de ciertos gobiernos lo­
cales, siendo quizás donde se están ha­
ciendo las propuestas más innovativas y 
abarcati vas en materia de control y pre­
vención de la violencia urbana. 

Los postulados que van tomando un 
mayor peso en el enfrentamiento del he­
cho delictivo provienen principalmente 
de la vertiente epidemiológica, que tie­
nen en la Oficina Panamericana de la 
Salud y en la Alcaldía de Cali a sus dos 
más importantes impulsores. 

La Dí visión de Promoción y Protec­
ción de la Salud de la OPS ha formula-

74 

do el Plan• denominado "Salud y Vio­
lencia: Plan de Acción Regional", que 
tiene algunas ixmovacíones que merecen 
resal tarse: 

La primera, es su contenido regional 
y la forma metodológica de combinar 
experiencias novedosas de distintos lu­
gares con criterios de expertos prove­
nientes de disímiles procedencias. La se­
gunda, dejar de lado el tradicional enfo­
que del control de la violencia por vías 
represivas, y asumir una visión de tipo 
preventiva. La tercera, intenta enfrentar 
la problemática desde una perspectiva 
descentralizada, donde lo muxúcipal tie­
ne un peso importante. La cuarta, asu­
mirla dentro de una concepción de pla­
nificación, justo en un momento en la 
que se encuentra más desacreditada. La 
quinta, su pretensión de ser una propues­
ta interdisciplinaria e integral . 

El caso colombiano 

El escenario más interesante y de 
mayor aliento en el enfrentamiento a la 
violencia es sin duda el ámbito colom­
biano, donde se vienen aplicando un con­
junto de acciones de xúvel local y nacio­
nal con resultados interesru1tes. Colom­
bia representa el caso más interesante 
de América Latina por cuanto se encuen­
tra en una fase de búsquedas de alterna­
tivas multivariadas y diversas, inmersas 
en una acción de ensayo y error. 

Tal como lo señala el Alcalde de 
Cali, Dr. Rodrigo Guerrero, la cacería 
de tigres solo es posible hacerla donde 
hay tigres. 8 hecho de que Colombia 
tenga el nivel más alto de violencia del 



mundo, la convierte también en el lugar 
de mayor atracción en cuanto es el país 
donde se está tratando de enfrentarla ha jo 
múltiples y variadas fonnas. Este con­
texto deviene en el mejor escenario o 
laboratorio de estudio y de experimen­
tación de la región. 

En Colombia, desde 199 1  cuando se 
aprueba su nueva Constitución, se parte 
con un orden jurídico constitucional que 
consagra, entre otros aspectos que tie­
nen que ver con el tema, la democrati­
zación, la descentralización y la partici­
pación ciudadana. Pero también es uno 
de los pocos países latinoamericanos que 
cuenta con una política nacional explí­
cita contra la violencia, como marco ge­
neral de expresión de la voluntad políti­
ca nacional. 

En 1991 se formula la Primera Es­
trategia Nacional contra la Violencia y 
en 1993 la Segunda, en donde se reco­
noce la existencia de varias violencias a 
las cuales les corresponderían unas po­
líticas específicas. Si bien fueron estra­
tegias destinadas a e1úrentar prioritaria­
mente el tema de la seguridad del Esta­
do y a consolidar el orden público, no 

es menos cierto, que algunos puntos lú­
cieron referencia a la seguridad ciuda­
dana. 

Por ejemplo, se pueden mencionar 
el fortalecimiento de las iniciativas de 

las autoridades regionales y locales, y 
su coordinación interinstitucional a tra­
vés de los Consejos Seccionales de Se­
guridad. Pero tan1bién la modernización 
de la justicia y el impulso a nuevos pro­
cedimientos institucionales no judicia­
les para dirimir querellas entre ciudada­
nos: los Conciliadores en Equidad, la 
ampliación del Código del Menor, los 
Jueces de Paz, las Comisarías de la Fa­
milia, la reducción de la impmúdad, la 
protección y promoción de los Derechos 
Humanos, entre otros 31 • 

En general dentro del territorio Co­
lombiano se han creado múltiples pro­
yectos e instituciones que trabajan so­
bre el tema: se tienen estrategias nacio­
nales, planes regionales y planes loca­
les. Hay un marco institucional al lamente 
diversificado por sector (Familia, escue­

la, juventud, mujer) y ámbito (comunal , 
local, regional, nacional) 32• Existen óp­
ticas preventivas (educación, empleo, 
participación), coercitivas (policía, ejér­
cito, justicia). Así mismo, en Colombia 
se percibe una nueva actitud por parte 
de los partidos políticos, organizaciones 
populares y medios de comunicación 

frente al tema. 

Si a nivel nacional se ha desplegado 
una propuesta tan amplia, no es menos 
cierto que a nivel local se tienen tam­
bién experiencias puntuales bastante in-

3 1 .  Se recomienda revisar el trabajo de Camacho. Alvaro "¿Seguridad para la gente, o seguridad para el 
EstadoT, Universidad Nacional de Colombia, 1994. 
32. Se han creado, entre olros, a los siguientes organismos: Consejerías Presidenciales, Centros de 
Conciliación Ciudadana, Conciliadores en Equidad, Comisiones Especiales de Quejas, Casas de la 
Juventud, Centros locales de Amor a Buenaventura, Juntas de Participación, Comisarías de Familia, 
Consejos de Seguridad, Comisión de Paz, Oficinas de Derechos Humanos, Núcleos de Vida Ciudadana. 
A estos deben sumarse los organismos tradicionales de la policía, justicia, municipios, gobierno nacio­
nal, etc. 
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teresantes. Quizás las más acabadas pue­
dan ser las que se vienen impulsando en 
las ciudades de Cali y Medellín, a tra­
vés de estrategias explícitas para enfren­
tar la problemática, mediante la formu­
lación de sendos planes integrales, de­
nominados: Desarrollo Seguridad y Paz 
(DESEPAZ) y Plan Estratégico de Se­
guridad para Medellín y el Arca Metro­
politana, respectivamente. 

En el primer caso, el de la ciudad de 
Cali, tiene como referente y actor insti­
tucional principal a la Alcaldía de la Ciu­
dad, que ha emprendido un programa 
que cuenta con cinco proyectos: 1 - .  Co­
nocer el problema desde la perspectiva 
de la epidemiología de la violencia. 2.­
Fortalecer el orden institucional ciuda­
dano a través de un Consejo de Seguri­
dad 31, mejora de la Policía y el apoyo a 
la Personería. 3.- Educación para la Paz 
y la Convivencia a través del uso de los 
medios de comunicación, apoyo al sis­
tema escolar y el fortalecimiento de la 
estructura familiar. 4.- Participación y 
solidaridad comunitarias con la creación 
de los Consejos de Gobierno Comunita­
rio 3\ Consejos de Seguridad Comunita­
rios, las Juntas Administradoras Loca­
les, los Comités Intersectoriales y la 
Educación para la Participación y la 
Con vi venciaComuni taria. 5.-Promoción 
del desarrollo Social de sectores críticos 
y en alto riesgo. 

En la ciuad de Medellín, el Gobier­
no Nacional ante la gravedad de la vio­
lencia del narcotráfico y el narcoterro­
rismo, decide crear una Consejería Pre­
sidencial, con el fin de coordinar la ac­
ción de los organismos nacionales hacia 
la ciudad y de sus municipios conexos, 
y propiciar la concertación de autorida­
des nacionales, locales y la ciudadanía. 
Se diseña el programa "Promoción de 
la Convivencia Pacífica en Medellín y 
su Arca Metropolitmm" que busca pro­
mocionar una cultura de la convivencia 
y civilidad, contraria a los métodos vio­
lentos de resolución de conflictos, que 
propenda al desarme de la población, 
deslegitime la retaliación y las respues­
tas violentas , y promueva la defensa de 
los ciudadanos. 

Conclusiones 

El tema de la delincuencia urbana y 
por oposición el de la seguridad ciuda­
dmla, sin ser homogéneo en el conjunto 
de las ciudades de la región, amerita ser 
asumido de manera inmediata. Sin lu­
gar a dudas es un problema nacional de 
interés colectivo y público, que compro­
mete al conjunto de la sociedad y sus 
instituciones. Así como no es un pro­
blema de exclusiva responsabilidad de 
la policía y la justicia, ni tampoco es 
solo del gobierno, la población no pue-

33. Es una reunión semanal presidida por el Alcalde y con la participación de representantes de la 
policía, fiscal seccional, funcionarios municipales, tránsito, etc. con el fin de analizar y tomar decisiones 
respecto del problema. 
34. Son reuniones semanales que sostiene el Alcalde y su equipo de gobierno, en cada una de las 
comunas, con las Juntas Administradoras Locales (JAL), con el fin de definir las necesidades comuna­
les, el cumplimiento de las obras y el seguimiento presupuestario. 
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de excluirse y quedar pasiva 35, porque 
el patemalismo estatal no conduce a la 
fonnación de ciudadanía 36• 

Sin embargo, siendo la ciudadanía 
la fuente y fin de la violencia urbana se 
requiere su participación en la solución 
del problema (por ejemplo, en vez de 
privatizar la policía, dotarla de ciudada­
nía). Pero también una nueva institucio­
nalidad que la asuma, en la que bien 
podría participar la Municipalidad por 
ser el órgano estatal más cercano a la 
sociedad civil y a la vida cotidiana. En 
esta perspectiva, puede ser interesante 
que las municipalidades sigan el ejem­
plo de Cali creando comisiones especia­
les de seguridad ciudadruta en las que 
participen concejales, policía, intenden­
cia, justicia, comisiones de derechos hu­
manos, etc. 

Pero no será suficiente si no se hace 
control de la apología de la violencia 
que realizan algunos medios de comu­
nicación y en especial la televisión, si 
no se modifican los factores de la cultu­
ra lúdica basada en el alcohol, el con­
trol de las armas de fuego, el desarme 
de la población y su monopolio por el 
ejército y la policía, la iluminación y 
transporte barrial , el desarrollo de cam­
pañas de seguridad ciudadanas y defen­
sa civil. 

En el campo penal se debe avanzar 
más en la búsqueda de una racionalidad 
jurídica fundada en el derecho ciudada-

no, en la desburocratización y agilidad 
de la justicia que en el incremento de 
las penas. Hay que diseñar mecanismos 
que tiendan a resol ver pacíficamente los 
conflictos y espacios donde la ciudada­
nía pueda conciliar y hacer justicia. En 
suma, se requiere de Ulla institucionali­
dad que procese los conflictos, sobre la 
base de una pedagogía de la conviven­
cia ciudadana inscrita en una estrategia 
de orden público democrático. 

No se debe dejar de lado la impor­
tancia de la investigación social, articu­
lada al diseño de políticas y programas 
públicos, tal como lo ha sido evidencia­
da en Cali, donde la Alcaldía y la Uni­
versidad del V al le mantiene estrechos 
lazos de colaboración. Pero debe ser una 
investigación que combine aspectos teó­
ricos - analíticos y descriptivos. Este es 
un campo que requiere por igual un de­
sarrollo teórico y una producción de in­
fonnación confiable. La dispersión de 
fuentes, la disparidad de datos, los pro­
blemas de definir y clasificar la violen­
cia, los problemas culturales de los de­
nunciantes , las características del hecho 
delictivo, etc. , hacen del problema de la 
infonnación un aspecto medular. 

Al respecto se pueden sefialar dos 
experiencias interesantes: la del Distrito 
Federal de México, donde se ha cotúor­
mado una red de infonnación en mate­
rial de prevención del delito y justicia 
penal Castillo y, el de Cali, donde se 

35. "¿Cómo se puede pedir a las autoridades efectividad en la l ucha contra la delincuencia si !os 
ciudadanos no están dispuestos a ayudar a ser protegidos?" (Castillo, 8). 
36. "La seguridad ciudadana, más allá de su carácter de tema ideologizado, es ante todo un de.recho al 
que le corresponde un deber". (Camacho, A. 1, 1994). 
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busca unificar los registros de informa­
ción mediante el establecimiento de un 
Consejo de Seguridad coordinado por la 
Alcaldía, que permite, entre otros aspec­
tos, afinar la obtención, procesamiento 
y análisis de la información 37· 

El debilitamiento de lo público, como 
instancia de socialización y de media­
ción de lo individual-privado con el co­
lectivo, se encuentra en franco proceso 
de deterioro. Por ello, los problemas de 
las identidades, como base de la articu­
lación social y del sentido de pertenen­
cia, tiende a redefinirse en ciertos gru­
pos de la sociedad (como la juventud) o 
en algunos de los ámbitos sociales más 
tradicionales como la escuela, la fami­
lia, el trabajo, la ciudad 38• 

Hace mucho tiempo que la escuela 
dejó de generar expectativas de movili­
dad social y, más bien, así como actúa 
el mercado laboral, no solo que ya no 
recepta personas sino que al10ra incluso 
las expulsa. La redefinición e inestabili­
dad de la sociedad familiar ha motivado 
su reemplazo por ciertos lugares como 
la calle, para los niños (los gamines o 
los minino de rua) y nuevas fonuas de 
expresión social como la pandilla, para 
los jóvenes 39• 

Es necesario repensar, redefinir y for­
talecer los espacios de socialización fun­
damentales de la sociedad urbana lati-

37. Ver nota 32. 

noamericana: la familia, la escuela, los 
medios de comunicación, la ciudad, etc.,  
así como la creación de nuevos "luga­
res" y mecanismos institucionales para 
la solución de los conflictos, de pedago­
gía para la convivencia, la comunica­
ción y la expresión de sentimiento. 

El control bajo ningt1n punto de vis­
ta puede eliminarse, pero si debe trans­
formarse. Hay que confonnar una estra­
tegia de orden público democrático don­
de la policía, la justicia y los derechos 
hwnanos jueguen otro papel .  

Hasta altora se  ha enfrentado el pro­
blema de mrutera policial y con resulta­
dos no muy positivos. Se trata de un 
problema nacional de interés colectivo 
y público, que compromete al conjunto 
de la sociedad y sus insti tuciones (no 
sólo a la policía). 

Sin embargo, siendo la ciudadanía 
la fuente y fin de la violencia urbana se 
requiere su participación en la solución 
del problema. Pero también se deberá 
crear una nueva institucionalidad que la 
asuma, en la que bien podría participar 
la Municipalidad por ser el órgruto esta­
tal más cercano a la sociedad civil y a la 
vida cotidiana. 

Esta lnstitucionalidad debería elabo­
rar un plan de acción y una propuesta 
de concertación con distintas entidades 
pt1blicas, privadas y comunitarias. 

38. "Con la moderni1.ación y la secularización, las instituciones tradicionales (Iglesia, familia, escuela) 
por diversas razones han perdido eficacia como cohesionadores de las comunidades y como instancias 
claves en el proceso de inserción de los individuos en un orden simbólico y normativo". (Corporación­
Región Mcdellfn, 29). 
39. "En los grupos de jóvenes, la violencia se ha convertido en un medio para lograr una figuración 
social. Tras el pandillero se encuentra una generaci<Sn que no ha encontrado los espacios de participa­
ción y reconocimiento social que lo afinncen como sujeto y proyc.cción". 
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Crisis económica y violencia social 
Mil ton Maya Dfaz 

Ciertamente que a todos nos preocupa la proliferación de la violencia en sus 
diversas modalidades. No obstante, en rigor no es un problema coyuntural,· se 
agrava cuando la calda de las remuneraciones reales, el aumento del desempleo y 
la pobreza se convierten cada vez mds en un problema estructural, profundizado 
por la falta de polfticas sociales y redistributivas orientadas al beneficio público y 
al bienestar común. 

La dimensión analítica que pre­
sentamos, corresponde a una 
lectura estructural del fenó-

meno en cuestión; sin querer decir que 
las políticas económicas puedan expli­
carlo todo en el país. Sin embargo, se 
constituye en una entrada válida para 
comprender un aspecto muy específico 
de la violencia en el país, tema que abar­
ca muy complejas relaciones con la eco­
nomía. 

El r¡orprendente incremento de la de­
lincuencia exige un análisis profundo -
desde diferentes ópticas- de los rasgos y 
tendencias principales a fin de identifi­
car los elementos que le configuran y 
originan; pues, la violencia social tiene 
que ser vista como Wl fenómeno multl· 
dimensional que involucra un cúmulo 
de factores, muchos de los cuales son 
interdepcndientes y/o se refuerzan entre 
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sí como son: las condiciones socio-eco­
nómicas y políticas, la organización del 
Estado, el entorno socio-cultural del in­
dividuo, el nivel de educación, la explo­
sión demográfica unida a la urbaniza­
ción y la marginalidad subsiguiente, los 
medios de comunicación que pueden 
convertirse en elementos que condicio­
nan y convocan al uso de conductas vio­
lentas, el uso de drogas y de alcohol, así 
como los sistemas obsoletos de control, 
justicia y rehabilitación social. 

No se puede dejar de reconocer tam­
bién, que la delincuencia es un fenóme­
no que crece y se multiplica en todo el 
mundo. Sin embargo, es un mal que se 
expresa con mayor envergadura en los 
países pobres del Tercer Mundo como 
es el caso del Ecuador, donde los pro­
blemas estructurales se convierten en 
factores primordiales para exacerbar la 



violencia social. Esta afinnación encuen­
tra su confinnación en el análisis de las 
estadísticas penitenciarias, que demues­
tran que más del 80% de la población 
encarcelada responsable de los "delitos 
comunes" (robos, asaltos, hurtos, agre­
siones físicas, secuestros y homicidios) 
provienen de las capas económicas po­
bres. 

El presente ensayo tiene el propósi­
to de aproximarse al tema, tratando de 
explorar cómo los actos violentos y de­
lictivos, están conectados de algWla ma­
nera con la situación económica. Un he­
cho es evidente: los mayores estallidos 
de violencia social se han dado durante 
los procesos de estabilización y ajuste 
neoliberal que van desde 198 1 ,  fase en 
que se inician con fuerza, tales políti­
cas, hasta inicios de la presente década, 
período durante el cual la sociedad ecua­
toriana ha sido sumergida en un paulati­
no deterioro económico, político, social 
y moral que aún no parece tocar fondo. 
Frente a esta situación proponemos al­
gWlas iniciativas de políticas y acciones 
dirigidas a contrarrestar la violencia so­
cial en virtud no sólo de alentar el desa­
rrollo y crecimiento de la economía, sino 
fortaleciendo la precaria institucionali­
dad democrática del país. 

Hemos considerado como base de 
nuestro análisis la'l estadísticas de de­
nuncias delincuenciales y de la po­
blaci6n penitenciaria; así como la ten-

dencia de los salarios reales, la distribu­
ción del ingreso y el empleo, entre otros. 
Esta infonnación refleja bastante bien 
la profundidad y prolongación de una 
crisis y la zozobra social que la acom­
pal1a. 

Debemos señalar que los actos de­
lictivos no son de exclusividad de los 
sectores populares, sino que involucran 
también a segmentos de la clase media, 
incluso de los sectores altos donde una 
de las fonnas más nocivas y generaliza­
das de delinquir se dan a través del so­
borno y la corrupción; sin embargo, és­
tos delitos casi no constan en las esta­
dísticas delincuenciales 1 •  

Por otra parte, existe un grrut por­
centaje de los delitos cometidos que son 
denunciados o que quedrut ocultos y que 
se los denomina "cifra negra" o "de­
lincuencia oculta" 2 , lo que no nos per­
mite arribar a conclusiones definitivas, 
pese a lo cual , a base de la infonnación 
disponible, es posible diagnosticar este 
fenómeno y predecir molestas conse­
cuencias futuras, de no tomar acciones 
inmediatas encantinndas a contrarrestar 
este grave problema. 

El ciclo econ6mlco y los niveles de­
lincuenciales 

Una visión prutorámica de todo el 
período para el que disponemos de da­
tos ( 1974- 1994), nos muestra que la de-

l .  Véase: los informes de Coyuntura sobre corrupción pública y privada, en la Revista Ecuador Debate 
Nos. 3 1  y 32. 
2. Los delitos denunciados de acuerdo a la autorizada opinión de expertos en el tema, cubrirían apenas 
un 30.35% de los delitos realmente realizados. En este estudio ccluimos del análisis las estadlstica.q 
sobre delincuencia juvenil, que en estos últimos años ha crecido significativame.nte. 

80 



lincuencia se ha expandido a una tasa 

promedio anual del 5,2%, ritmo marca­

damente superior al crecimiento de la 
población que llega al 2,4%. En tanto 
que la población penitenciaria, lo ha he­
cho a1 3,7% anual, a pesar de lo cual, se 

observa una relativa sobrepoblación in­

terna respecto a la capacidad carcelaria 
disponible sobrepasando en el 37,3% la 
capacidad máxima instalada a 1994. Por 
otra parte, los salarios reales han sufri­

do en este período una disminución del 
1 ,3% 3• (Ver Cuadro No. l) .  

Sin embargo, las  variaciones que ha 
experimentado la delincuencia en estas 

dos décadas, tienen que ser analizadas 
en dos contextos económicos diferen­

tes: en el auge económico, y en espe­
cial , en la crisis económica, aspectos 
éstos, que veremos seguidamente. 

Auge del ciclo económico y decre­
mento delincuencial ( 1 974- 198 1 ). 

El Ecuador enfrentó cambios impor­

tantes en su economía a raíz de su in­
corporación como exportador de petró­

leo. El inicio de la producción coincidió 
prácticamente con la primera crisis pe­

trolera, con lo cual tuvo un impacto fa­

vorable sobre todo, en los ténninos de 
intcrc<mlhio. Como resultado, el PIB cre­
ció aceleradamente manteniendo una 

tasa de crecimiento promedio superior 
al 6% durante esta década. Concomi­
tmltcmcnte con ese auge, el  salario real 

se incrementó en el 85% y las remune­

raciones totales -en sucres constantes­
lo hicieron en 2 1 ,6%. 

En ese período, el crecimiento de­
l incucncial fue bastante moderado (pa­

sando de algo más de 15.000 casos anua­
les a 16.000). En ténninos relativos, sig­

túficó un aumento de apenas el 0,5%, 
porcentaje inferior al crecimiento de las 
variables económicas anotadas y al de 
la población que llegó al 2,8%. En pro­
medio el número de delitos por día lle­
gó a 44. 

Esa escasa presencia delictiva se de­
bió a una aparente estabilidad económi­

ca derivada del boom petrolero y del 
agresivo endeudamiento externo, facto­
res que penniticron al gobiemo incre­
mentar sus gastos y destinar importan­
tes recursos a diferentes actividades eco­
nómicas, así como dotar de mayores ser­

vicios y obras de inversión orientadas al 
aumento de la capacidad productiva y 
de beneficio social como es la construc­
ción de redes vi.ucs y de transporte, pro­

visión de viviendas, cambios en los es­
tilos de gestión y control de la fuerza de 

trabajo y, por impl icación en el nivel de 
salarios y la extensión del mercado do­

méstico y una vmiedad de instituciones 

de apoyo dentro de la estructura social 

de acumulación. Es válido señalar por 
tanto, que la evidente recuperación del 

salario real , las remuneraciones, el in­
cremento de la inversión en las diferen­
tes actividades econónúcas, contribuye-

3. Conforman el SMV más todas sus bonificaciones y compensaciones cuyo valor total nominal se ha 

denacionado para el IPC, (Base: 1979=100). 
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ron a crear un clima intemo satisfacto­

rio, que se reflejó en los niveles de esta­
bilidad social y capacidad para suavizar 
los conflictos sociales en el país. (Ver 
gráfico). 

A pesar de ello, la estrategia econó­
mica adoptada no pudo mantenerse du­
rante la  década de los ochenta, debido a 
cambios desfavorables en el entomo ex­
terno y, a la existencia de problemas es­
tructurales que se fueron acumuhmdo 
desde años atrás y que se harán visibles 
a medida de que se va acentuando la 
crisis económica, política y social a ni­
vel del país. Esta situación que va a es­
tar presente a lo largo de toda la década 
pasada y presente, traerá como resulta­
do un awnento vertiginoso de la con­
flictividad y violencia social en sus di­
ferentes manifestaciones. 

Crisis del ciclo económico y auge de 
la violencia social (1982- 1 994) 

La situación cambió radicalmente a 
partir de 198 1  y, sobre todo, durante el 
bienio 1982-83, época en que se inicia 
los severos procesos de estabilización y 
ajuste estructural . Dichas políticas, hru1 
estado guiadas por la lógica de buscar 
solución al problema de la deuda exter­
na y de corregir los altos déficit fiscal 
que -hasta el día de hoy-, viene desesta­
bilizando crccientcmente las condicio-

nes de vida de la grru1 mayoría de la 

población 4 •  

En la práctica se constata que el mer­
cado interior se reduce al ser deprimido 
los salarios reales en una búsqueda vruta 
por pagar la deuda ex tema (Véase: 
Maya, 1993:85). La remuneración del 
trabajador ha ido declinando paulatina­

mente desde 1 980 en la que alcrutzó su 
punto más alto (S/. 5.3 1 1  mensuales), 
hasta l legar a un múlimo en 1992 (de Sl 
1 .6.54), es decir, se redujo en casi el 70%. 
Además, se observa una brecha crecien­
te entre los costos de los satisfactores 
básicos para la subsistencia de una fa­
milia de cinco nlÍembros con los ingre­
sos mensuales del trabajador: en 1980 
existía un superávit de ingreso del 8%, 
en 1982 el déficit era de 49% y en 1993 
llega al 206% 5• 

En este período, se desaceleró mar­
cadrunente el PII3, alcrutzrutdo un creci­
miento de apenas el 2% anual como re­
sultado del surgimiento de los proble­
mas acarreados tras la peculiar modali­
dad de acumulación y distribución del 
poder que caracterizó la década de los 
setenta, así como por las especificida­
des que adoptó el proceso de estabiliza­
ción y ajuste neolil.lcJ·al aplicado de altí 
en adclrutte 6, todo esto, en el marco de 
una sociedad que se había acostumbra­

do a ver crecer sus ingresos reales a lo 
largo de toda una década. 

4. A las políticas neoliberalc,;, hay que incorporar otros factores cxógcnos que puedt>n afectar el orden 

de una sociedad como son los con nietos fronterizos, los desastres naturales, cte. 
5. Corresponde a la canasta básica de febrero de 1 993 ; IIE- U C. 

6. Estas políticas, han estado destinadas únicamente a intentar resol ver los problemas de corto p lazo, 
agravando los de largo alcance. 
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Dichas tendencias más la creciente 
desalarización de la fuerza de trabajo, 
contribuyen a explicar la drástica redis­
tribución regresiva del Ingreso Nacio­
nal en contra de los asalariados. En efec­
to, la participación de las remuneracio­
nes en el PIB ha ido declinando paulati­
na y sistemáticamente desde 1 980, en 
que alcanzó un 3 1 ,9%, hasta llegar al 
1 1 ,7% en 1992. 

Las diferencias entre ricos y po­
bres, en el caso del país, son extremas, 
mucho más significativas que las que 
en promedio existen en América Latina 
y peores a las que se dan en otras regio­
nes del mundo. Alrededor del 63,5% de 
la población (7 millones) son pobres y 
más de el 42% de este grupo viven en la 
indigencia. La pobreza se agrava en el 
Ecuador por la extrema concentración 
de la riqueza: la mitad de la PEA reci­
be apenas el 10% del ingreso nacional, 
mientras que menos del 3% de los gru­
pos más altos recibe un altísimo 45% de 
dicho ingreso 7• 

Es evidente que la caída de los sala­
rios reales, la reducción en la demanda 
de fuerza de trabajo y la drástica redis­
tribución regresiva del Ingreso, son ele­
mentos que han afectado en mayor me­

dida a las capas populares y en cierta 
medida a las medias , sectores crecien­
tes, cada vez más deprimidos económi­
camente y sujetos a una severa exclu­
sión cultural y política. 

Todos estos fenómenos de (-"delin­
cuencia legalizada"-) tiene una conexión 
clara con el problema de la deuda ex-

7. Véase la Revista Ecuador Debate No.33; p:90. 
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tema, situación que dio lugar a una se­
vera crisis fiscal y agudizó el conflicto 
distributivo, fenómenos que están en la 
base de la estancflación que se sigue 
experimentando hoy en día y que ha 
dado lugar a un marcado proceso de de­
sestructuración social que viene blo­
queando creciente y sistemáticamente la 
reproducción socio-econónúca del país 
(Schuldt: 94). 

Deterioro social y propagación de la 
delincuencia 

El fin del boom permitió que las con­
tradicciones del crecimiento salieran a 
la superficie en fonna de deterioro de 
las condiciones sociales y acrecenta­
miento de conflictos más intensos y más 
politizados sobre todo cuando se trata 
de demandas de recursos econótnicos, 
donde el Estado puede tener el papel 
protagónico como asignador de recur­
sos, o como mediador de los conflictos 
ocurridos entre 4.!1 capital y el trabajo. 

Durante este período, es evidente el 
bajo y decreciente nivel y calidad de 
vida de la mayoría de la población que 
no puede cubrir sus satisfactores bási­
cos, muchos de los cuales se encuentran 
por debajo de los promedios mínimos 
requeridos: reducidos niveles de nutri­
ción, el 20% de los túños nacen con un 
peso muy bajo; bajos stándarcs de sa­
lud, a tal punto que la mortalidad in­
fantil es de 5,5%, existiendo apenas un 
médico por cada 2.900 habitantes; pre­
caria y declinante cantidad y calidad de 



servicios educativos; escasez de vivien­

das (habría un déficit de un millón -que 
cada ru1o se incrementa en 50 núl- para 
1995 solo se tiene previsto contruir 6 
mil viviendas) 8, que propicia el hacina­
miento, la tugurización y la promiscui­
dad; Jos de por sí elevados niveles de 
subempleo (46%) y desempleo (8%), de 
una PEA de 3,4 millones de personas 
( 1 990); los bajos IÚveles de ingreso y 
de acumulación de activos de esa po­
blación; y, falta de infraestructura y 
serviciospúblicos (agua, desagüe, trmls­
porte, electricidad). 

Naturalmente, en fonna paralela a 
ese deterioro del nivel y calidad de vida, 
el rubro que aumenta aceleradamente es 
el desorden generalizado, la mag1ú tud 
del conflicto y su difusión a la mayor 
parte del territorio nacional ; aunque no 
con la misma frecuencia e intensidad que 
se presenta en las principales ciudades, 
las formas de acción empleadas, y el 
número y tipos de delitos que hm1 ido 
experimentando diferentes comporta­
mientos en este período. 

Si mirmuos las estadísticas delin­

cuenciales, el país ha entrado en una 

espiral ascendente de violencia de dra­
máticas consecuencias. Entre 1 98 1  y 
1 993 el número de casos ha crecido en 
1 92,5% (de 1 6.0CJ6 a 47.000) y, según 
tipo de delitos, de la siguiente manera: 

8. Véase, Periódico "Hoy"; enero, 7 de 1993; p:3A 

9. Ecuador Debate No. 28, p. 60; y Anexo 1-13. 

contra las personas , en 1 92,8%; contra 
la propiedad, 8 1 9,7%; por estupefacien­
tes , 4 18,3%; y los sexuales, 55,4% 9, 

registrándose un aumento impresionan­
te de 1 29 casos delictivos por día ( 1 93% 
más que en el  período ru 1terior ). (Ver 
Cuadro No.2). 

Pero no sólo la cmllidad de delitos 
tendió a acelerarse, sino que tanto las 
técnicas para cometer Jos delitos, como 
el grado de violencia que tal actividad 
implicó se hm1 ido agravm1do y sofisti­

cando preocupantcmcnte 10• Por ejem­
plo, llama la atención el crecimiento de 
Jos homicidios (efectivos e intentos) den­
tro de los delitos contra las personas, 
que -por senuma- se elevaron de 9 (en 

1 987) a 17 (en 1992) y, a 3 1  (en 1 993); 
diariamente se cometen más de dos ase­
sinatos, la mitad de ellos en la provincia 
del Guayas 1 1 , de los que hm1 podido ser 
investigados. Las "investigaciones por 
muerte" ascienden, en 1 994, al escalo­

fri<mte número de 136 casos. Un pro­
medio mensual de 743 asaltos y 92 agre­
siones sexuales se registraron en 1 994. 
La mayoría de ellos ocurridos en las pro­

vincias del Guayas (59,5%), Pichincha 
( 19,6), El Oro (3,2%), Azuay (3%). El 
número de vehículos robados por sema­
na asciende a 1 0  múdades. Los secues­

tros se han convertido en la especiali­
dad más lucrat iva y fácil de la dclin-

10. El análisis cuantitativo, por otra parte, no está en condiciones de averiguar la gravedad y las causas 

de las diversas denuncias, lo que por tanto, sólo da una imagen muy gruesa de las tendencias dclincucn­

ciales en el país. 
1 1 . Véase la Revista Ecuador Debate No.3 1 ;  p:36 
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cuencia organizada que ha comenzado 
ha sembrar raíces en el Ecuador (las ga­
nancias pueden superar los 100 millo­
nes de sucres). Según fuentes oficiales 
en los últimos doce meses se han regis­
trado por lo menos 1 10 secuestros de 
personas en diferentes regiones del país, 
principalmentcenSucumbíos, Pichincha, 
Tungurahua y Guayas 12• Esto sin duda 
refleja el grado de violencia y agresivi­
dad a la que está expuesta hoy la socie­
dad ecuatoriana. 

Por otra parte, la ya prolongada es­
trategia de ajuste económico ha ido de­
sarticulando y debilitando la capacidad 
de respuesta de las fuerzas sociales en 
la lucha contra la violencia por lo me­
nos en las principales ciudades, donde 
la delincuencia está ganando la partida 
en las calles a la fuerza pública; es de­
cir, la delincuencia ha an1pliado sus ám­
bitos de acción hasta el extremo de con­
vertir a varias ciudades especialmente 
Guayaquil, Quito, Machala, Ambato y 
Cuenca en zonas rojas (-el 72% de las 
denuncias dclincuenciales se concentran 
en éstas cinco ciudades-). Así, en cual­
quier lugar, el habitante puede encon­
trarse frente al delito, y sin que el delin­
cuente corra el riesgo de ser sorprendi­
do y mucho menos aprehendido, justa­
mente por la falta de una fuerza social 
orgmúzada que actúe activmnente en vis­
ta de la poca efectividad demostrada por 
parte de los encargados de controlar el 
orden. 

1 2. Véase, el periódico "lloy" de enero, 5 de 1 995. 
13. Revista Ecuador Debate No.3 1 ;  p: 1 1 .  
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V ale señalar, que los mios en los cua­
les se profundizaron los programas de 
ajuste económico, fueron años de ma­
yor estallido y violencia social. Entre 
1982 y 1 983 en que se aplicaron los 
primeros y más variados ajustes , la de­
lincuencia creció en el 33,3%, el punto 
más alto de todo el período; desde 1987 
su ascenso fue vertiginoso e incontrola­
ble, convirtiéndose hoy en día al igual 
que la corrupción, en un elemento noci­
vo para el desarrollo y la institucionali­
dad de la democracia. 

A partir de 1993, el salario real se 
ha ido recuperando después de seis años 
de deterioro continuo. No obstante, los 
actos delictivos ya casi fuera de control, 
han continuado su espiral ascendente. 
Esto llevaría a pensar que el deterioro 
económico relativamente prolongado 
durante todos estos últimos tres lustros, 
ha condicionado la descomposición po­
l ítica y el deterioro social, pero a me­
dida que aquel se prolonga, son estas 
dos últimas las que se convierten en los 
principales obstáculos para el restable­
cimiento de los equilibrios económicos 
(Equipo de Coyuntura: 1994) 13• (Ver grá­
fico). 

Es en ésta difícil situación de transi­
ción que nos encontramos hoy en día, 
en que se refuerzm1 y retroalimentm1 en­
tre sí las recesiones productivas, la ano­
mía social, la descomposición de las ins­
tituciones y la violencia a todo tú vcl. 
Todo esto en el contexto de un Estado 



débil, cuya principal preocupación está 
orientada a buscar los equilibrios ma­
croeconómicos y la privatización de sus 
instituciones, redudendo los problemas 
sociales a una práctica asistencialista, 
ante los efectos perversos del ajuste. 
Pero siempre estas acciones compensa­
torias están completamente separadas de 
las políticas económicas. El gobiemo si­
gue fortaleciendo el presupuesto de la 
deuda externa y de la defensa nacio-­
nal al punto de que actualmente se co­
locan muy por encima y en detrimento 
de los gastos sociales, lo cual conduce 
a mayores niveles de empobrecimiento 
y, por supuesto, menores posibilidades 
de crear fuentes de empleo. 

Según varios expertos, la proporción 
entre el aumento de la desocupaci6n y 
el aumento de la delincuencia es de 1 a 
20, es decir, que si la desocupación au­
menta en 1 % ,  la delincuencia tiende a 
aumentar en un 20%, ya que la desocu­
pación individual irradia sus efectos ne­
gativos hacia la familia (no menos de 
cinco personas) que, a su vez, inciden 
en otras. La desocupación, además, pro­
voca el surgimiento de sub-empleados 
que, en muchas ocasiones son la semilla 
generadora de conductas delictiva<; ;  se 
detiene muy poco �n las dimensiones 
de la violencia que más afectan a los 
ciudadanos ajenos a los confli ctos polí­
ticos o a la criminalidad organizada del 
narcotráfico y lavado de dólares.  

A estos factores, debe ruiadirsc, el 
crecimiento demográfico -especial -

mente urbru1o-, el mismo que ha resul­
tado más grave aún por el hecho de que 
el crecimiento de la PEA en el Ecuador 
es explosivo (4,6% anual), habiendo au­
mentado de 2,4 a 3,4 millones de perso­
nas entre 1 982 y 1 990, equivalente a un 
promedio anual de 1 26.000 "nuevos" tra­
bajadores por año. Expandiéndose espe­
cialmente el de las mujeres (del 23 ,9% 
al 30,6%) y el de los niños y jóvenes 
(entre 12 y 1 9  años) del 1 8 ,6% al 20,9%. 
Como consecuencia de ello, la descom­
posición de la familia nuclear ha ido ace­
lerándose durante los ochenta por la ne­
cesidad de incorporarse temprru1amente 
a la fuerza de trabajo para contribuir con 
el sustento de la frunilia, quedando al 
margen de las oportmúdadcs de educa­
ción y cultura, afectuosidad, recreación, 
etc. 

Este factor trunbién está causru1do 
proliferación de la delincuencia, espe­
cialmente a túvcl de las pandillas juve· 
niles que han crecido en fom1a acelera­
da en los últimos cuatro ru1os 14, el nar­
cotráfico y otras formas de violencia so­
cial. Curiosamente en términos de edad, 
se observa que son cada vez más los 
niños (entre 1 0  y 14 años) y jóvenes 
(hasta 1 9  años) que se involucran al trá­
fico de drogas especialmente cumplien­
do la función de "mulas" o "correos" 
encargados para el efecto de trasladar la 
droga desde Colombia utilizando una 
variedad de procedimientos para ocul tar 
las drogas en sus cuerpos. Sin embargo, 
la represión se dirige exclusivamente 

14. Entre 1992 y 1993, las estadísticas de la Brigada de Menores de Pichincha señala que en Quito se 

registró la aparición de 23 pandillas juveniles. "El Comercio"; en«.'ro,9 de 1 995; p:A6. 
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contra los consumidores, enfern10s ne­
cesitados de tratamiento médico; en 
cambio, no parecería perseguirse con la 
misma energía necesaria a los grandes 
traficantes. 

Por otra parte, son los flujos migra· 
torios, especialmente de los países ve­
cinos -Colombia y Perú-, que han ido 
creando verdaderas "escuelas" especia­
lizadas del delito que han "exportado 
violencia" (guerrilla, narcotráfico, se­
cuestros); pues son sociedades que his­
tóricamente han sido de alguna manera 
más violentas que la nuestra. 

Aún más, los instrumentos con que 
la sociedad cuenta para su defensa son: 
la ley penal (sanciona}, la acción poli­
cial (aprehende}, la función judicial 
(aplica la ley e impone la pena) y el 
sistema pe1útenciario (rehabilita al con­
denado). Sin embargo, en la realidad es 
decepcionante tener que señalar que di­
chos instrumentos sociales de defensa 
se encuentran por el momento cruzados 
por una grave crisis. Muchas de estas 
instituciones no se ajustan al desarrollo 
de la sociedad y ocasiomm por tanto, 
nuevos conflictos sociales. Según han 
revelado encuestas privadas, varias de 
estas instituciones no tienen ninguna 
credibilidad en la ciudadanía. ¿Qué es­
perar, entonces, en ruta sociedad acosa­
da por la pobreza, y sin instituciones de 
justicia y seguridad confiables?. 

Como contrapartida a lo anterior, lo 
que ha existido en estos últimos ruios es 
una proliferación de los servicios priva­
dos de seguridad, los mismos que ope­
ran y que están a la disposición de las 
áreas residenciales de clase media y alta; 
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sin embargo varios de estos equipos de 
seguridad confonnados por hombres ar­
mados, no disponen de los respectivos 
pernúsos de operación y su personal no 
está preparado técnican1ente. Es eviden­
te que, por más que crezcan los "barrios 
protegidos" no pasarán de ser pequeñas 
áreas de privilegio en medio de una geo­
grafía de pobreza y miseria. 

Delincuencia y población penitencia· 
ria 

Más preocuprulte aún resulta el he­
cho que, al expandirse la delincuencia, 
el creciJniento de la población peniten­
ciaria no se haya expandido al mismo 
ritmo que la delincuencia. A pesar de 
esto, buena parte de los Centros de Re­
habilitación Social (CRS), se encuentran 
cada vez más sobrepoblados en propor­
ción a su capacidad, desbordru1do cre­
cientemente sus posibilidades de absor­
ción adecuada. Mientras para 1 978 el 
promedio de internos en los CRS repre­
sentaba el 32,9% del total de la pobla­
ción delincuencial, para 1 985 esta rela­
ción decrece al 23,8% y en 1 993 los 
internos del los CRS sólo representan el 
1 9% (por cada 1 00  denuncias apenas 19 
son resueltos con la prisión de los he­
chores apresados) 

Es de resaltar además, que tnientras 
la población pe1útenciaria entre 1974-
1994 ha pasado de 4.392 a 9.064 reclu­
sos (ha aumentado en 1 O 1 ,6% ), los re­
cursos humru1os, materiales y finm1ck· 
ros necesarios para una adecuada rehá­
bílitación de los internos no hru1 sufrido 
crunbios de importru1cia. Para 1 994,el 



promedio de internos por médico es de 

193, por odontólogo es de 412, por tra­

bajador social es de 193 y por psicólogo 

es de 1 62. Asimismo, la ración diaria 

para comida ha ido descendiendo paula­
tinamente, a pesar de su irrisorio nivel 
absoluto, mostrando una caída real del 
35% entre 1980 y 1994 1s. 

Las condiciones de hacinamiento en 
los CRS son calamitosas. En el año 
1994, la capacidad máxima instalada es 
de 6.601 internos; en tanto que la po­

blación de internos la supera en el 

37 ,3%. Los centros más caóticos se pre­
sentrut en: El CRS Quito #2 (varones) 

que debería estar ocupado por 428 reos 
actualmente alberga a 855, con lo que 
cada preso dispone de apenas 3,3 M2, 
mientras que lo ideal sería 16,8 M2 por 
interno; la cárcel de Guayaquil (varo­

nes) que fue construida para 1 .290 per­
sonas actualmente alberga a 2.558 pre­
sos; el Centro de Detención Provisional 

de Quito está sobreocupado en un 70%; 
la cárcel de Esmeraldas (varones) y Por­

toviejo en 45%; Ibarra en el 44%. 
Dentro de los CRS se puede consta­

tar, por lo demás, el irrespeto de los más 
elementales derechos. Más aún, el por­

centaje de sentenciados sobre la pobla­
ción penal es mínimo: para todo el pe­

ríodo es del 30% en promedio, situa­

ción que se viene manteniendo estable 
en los fíl ¡jmos años. Para 1 .994 el nú­
mero de sentenciados fue de 2.9 1 8  

(32,2% del total); J o  que significa que 

aproximadamente por año se dicta sen­

tencias a 243 personas. Obvirunente, las 

personas de escasos recursos son las que 

no reciben sentencia alguna, ya que no 
cuentan con los medios necesarios para 
contratar un abogado defensor y los que 

son de "oficio" no muestran ningún in­
terés por su si tuación. 

El nivel de educación de los inter­
nos es muy bajo. El 50,6% apenas tiene 
primaria, el 29,4% secundaria y el 6,2% 

instrucción superior, sin embargo, ape­

nas un 42,5% de Jos reos, realiza alguna 

actividad laboral en Jos CRS. Este as­

pecto unido a otros factores les merma 

posibilidades de encontrar en el futuro 

empleos con remuneraciones decorosas. 
Esta es una situación que no hace 

más que reflejar, en ese espacio, el ni­

vel de injusticia económica y social que 
enfrentan los segmentos más desposeí­
dos de la sociedad y, más específica­

mente, la casi imposibilidad de la reha­
bili tación en esas condiciones. A todo 

ello, podemos sumar una poca clara po­
lítica carcelaria, el tortuguismo burocrá­

tico de las entidades encargadas de ad­

ministrar justicia y los consabidos me­

crutismos de com1pción (coimas, propi­
nas) presentes en el desempeño de la 

función judicial sin Jos cuales no cami­

nan los papeles, ni se resuelven los trá­

mites oficiales y problemas administra­
tivos. 

15. Fuente: Información estadística proporcionada por el Departamento de Planificación de la Dirección 

Nacional d� Rehabil itación Social, varios ailos. 
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Conclusiones y reflexiones finales 

En los últimos tres lustros de débil 
democracia y, después de prácticamente 
doce años de programas de ajustes, nos 
encontramos en un punto parecido o peor 
al del comienzo de la crisis donde el 
atraso, la pobreza, la marginalidad, la 
falta de empleos adecuados, el derrum­
be de los ingresos reales de la mayoría 
de la población, son testigos de una dra­
mática situación. El Ecuador es uno de 
los países latinoamericanos con más ine­
quitativa distribuci6n de la riqueza. 
Toda esta situación tiende a generar no 
sólo anomía, sino la búsqueda de solu­
ciones individuales desesperadas, ofre­
ciéndose la delincuencia y el narcotráfi­
co como alternativas extremas para en­
frentar los problemas de sobrevivencia, 
sobre todo cuando la sociedad y sus ór­
ganos gubernamentales no ofrecen me­
dios de vida más fonnalizados y menos 
extremos. De ahí que el rastro de las 
tendencias delincuenciales es uno de los 
más reveladores índices para graficar las 
condiciones de vida y marcha de un país. 

El fenómeno delincuencia) en el 
Ecuador de ninguna manera puede tener 
una existencia coyuntural. La raíz de este 
fenómeno debería ser buscada tanto en 
la crisis económica cuanto en las políti­
cas con las que el Estado viene reaccio­
nando a la crisis y las respuestas de los 

distintos sectores sociales. Nos referi­
mos a las acciones que realizan los sec­
tores populares para su sobrevivencia en 
una economía que se reduce en su ta­
maño, en sus oportunidades de empleo 
y donde el Estado ha abandonado las 
políticas redistributivas; por lo tanto, este 
fenómeno, tenderá a agudizarse cada vez 
más a medida que se vayan profundi­
zando las diferencias entre ricos y po­
bres que en el caso del país soq extre­
mas. De ahí que la delincuencia no se la 

debe encontrar exclusivamente en la ca­
beza de los pobres, de los desempleados 
y subempleados, de los marginados, sino 
en los que por no aceptar mejores con­
diciones de igualdad social, no han que­
rido llevar a cabo políticas redistribu­
tivas del ingreso 16• 

Hasta altora los distintos gobiernos 
han dedicado la mayor parte de sus es­
fuerzos a la seguridad del Estado. Esto 
ha implicado menor inversión en mate­
ria social. No es verdad que "la lucha 
contra la pobreza" es la más importante 
labor que tiene el país. La prioridad con­
cedida al tema de la pobreza por parte 
de los distintos gmpos políticos antes 
de llegar al gobierno o del gobierno en 
plenas funciones, ha sido un mero re­
curso retórico. De hecho, actualmente 
se pretende reformular los contenidos de 
acción y control de la Ley de Seguridad 
Nacional. No obstante, las prioridades 
han sido básicamente de orden econó-

16. Sin embargo, esta situación no puede generalizarse a nivel de todos los países en vista de que en 
Colombia un interesante estudio demuestra que no hay una relación directa entre v iolencia y acceso a 
servicios básicos en los conglomerados urbanos. Medellín es la ciudad más violenta del mundo, y tiene 
una cobertura de servicios básicos de casi el 100%. Quibdó, la ciudad menos violenta de Colombia, es la 
peor dotada de servicios. 
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mico: asegurar el pago de la deuda ex­
terna y la defensa nacional, lo social ocu­
pa un 1 ugar secundario dentro de las 
asignaciones presupuestarias. 

De todo lo expuesto, no se puede 
llegar a concluir que el factor económi­
co es la única causa para que se expan­
da y se desarrolle la violencia en el país. 
Sería equivocado pensar que únicamen­
te la pobreza, el desempleo y la desi­
gual distribución de los ingresos por sí, 
expliquen la conducta delincuencial, 
aunque es evidente que éstos constitu­
yen elementos preponderantes para de­
sencadenar la conducta delictuosa de 
adultos y menores. 

Finalmente, la violencia afecta las 
instituciones políticas como a los ciu­
dadanos en sus vidas cotidianas. No po­
demos darnos el lujo de tener gobiernos 
negligentes sobre el tema; sin embargo, 
el país, sí se ha dado ese lujo, y el Esta­
do en su conjunto ha sido históricamen­
te negligente en la toma de medidas ten­
dientes a garantizar a los ciudadanos la 
paz y el disfrute de sus derechos. 

De ahí que es necesario plantear po­
líticas de contenido social orientadas a 
contrarrestar la pobreza y a disminuir 
las desigualdades socio-económicas. En 
este aspecto, el Estado debe tener un 
papel importante, aunque distinto del que 
tuvo en el pasado. Es necesario revalo­
rizar el papel social que cumple la polí­
tica fiscal , en la medida que permite ex­
traer riqueza de los sectores altos para 
transferirla a los pobres a través de los 
servicios que el Estado presta y de los 
subsidios que concede. Por ello, deben 
merecer una alta prioridad los progra-

mas de alfabetización, educación esco­
lar, vivienda, atención de la salud, nu­
trición irúantil, mejoramiento del em­
pleo, seguridad social. 

La nueva política deberá profundi­
zar un enfoque preventivo frente al de­
lito mediante dos líneas de acción: una, 
de carácter económico, social y político 
a través de la lucha contra la desigual­
dad y una segunda, apoyando la lucha 
contra la impunidad y la violencia .. Ac­
tualmente el afán que mueve a las auto­
ridades del gobierno está guiada única­
mente a resaltar las leyes que protegen 
y garantizan los beneficios privados y 
de apurar la retirada del Estado de la 
escena, olvidándose de algunos de sus 
roles más elementales como es el de en­
contrar soluciones a los problemas polí­
ticos y sociales subyacentes que están 
en el origen de la crisis. 

La sociedad civil, debe en momen­
tos de emergencia, fortalecer al máximo 
sus fuerzas defensivas para derrotar la 
delincuencia. Pero este fortalecimiento 
no se podrá realizar sin el concurso del 
Gobierno y de los organismos secciona­
les, así como sin la cooperación de to­
dos los ciudadanos. 

La ley penal , debe modemizarse to­
mando en consideración la realidad so­
bre la que debe imperar -que es una rea­
lidad muy distinta a la de hace más de 
sesenta años-, para que no se produzcan 
vías "legales" de escape. 

Se necesita un nuevo sistema judi­
cial no comtpto, independiente, que per­
mita el imperio de la ley penal sobre 
cualquier ilúluencia política, económica 
o personal. Sin embargo, no se obser-
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van cambios notorios para señalar que 
hay rectificaciones o ratificaciones de 
tácticas y estrategias. Aunque se está 
pensando en proyectos de ley, por los 
cuales, se buscan normas para ampliar 
las condenas. Esto no quiere decir que 
se trate de una decidida contribución a 
la pacificación nacional. 

Es necesario modernizar el sistema 
penitenciario a fin de que Jos derechos 
humanos de Jos reclusos se traduzcan en 
trabajos eficientes y productivos, en edu­
cación integral , en capacitación, control 
de la salud, alimentación y recreación. 

Este crítico problema exige una re­
flexión muy profunda que debería dejar 
de lado todo gasto superfluo a fin de 
que los pocos recursos existentes en pre­
supuesto del Estado, sean orientados a 
lo que actualmente se ha dado en deno­
minar "el pago de la deuda social". A 
este esfuerzo debe sumarse fundamen­
talmente todas las instituciones del sis­
tema educativo y social, así como los 
medios de comunicación a fin de que 
los recursos sean dirigidos a los secto­
res necesitados y no se pierdan en gas­
tos burocráticos innecesarios. 

Se debe configurar una conciencia 
pacifista para superar los problemas so­
ciales que aún persisten en el país. Es 
decir, recuperar la seguridad ciudadana 
y la convivencia pacífica. 

Finalmente, conviene preguntarse 
quien causa mayor daño, si el desdicha-
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do delincuente que comete pequeños ro­
bos, explicables en la mayoría de veces 
por la miseria en que vive, o las gran­
des corporaciones transnacionales que 
frente a la complacencia y entreguismo 
de los gobiernos y fracciones del capital 
nacional venden productos tóxicos y 
contaminados, o que especulan con el 
hambre del pueblo, que prefieren tirar 
millones de toneladas de alimentos de 
primera necesidad, en un mundo en el 
cual cerca del 80% de sus habitantes 
tiene hambre y carece de los más ele­
mentales servicios. No se trata en este 
caso de una macro delincuencia encu­
bierta con matices de honradez y legali­
dad en la figura de un buen negocio, 
como lo señalan los pragmáticos em­
presarios que actúan bajo el lema "ne­
gocios son negocios". 

Esta orgía de recursos dedicados a 
la muerte, puede ser contrastada con la 
forma como los países desarrollados 
"contribuyen" para superar la miseria del 
niundo. 

Según la opinión de expertos en el 
tema, por cada dólar que los países de­
sarrollados canalizan a programas de co­
operación venden a los países en de­
sarrollo diez dólares de "violencia" a 
través de armamento los mismos que se 
hacen siempre por razones económicas 
o estratégicas y nunca por razones de 
solaridad ni defensa de la dignidad hu­
mana. 
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Cuadro No 1 

D::UAOOR: INDICES DE SALARIO REAL. POIILACION TOTAL OCLI!ICU�NCIA. POBLACION PENITENCIARIA 

PERIODO: 1 97 4 - 1 99 3  
1.!10 BAS E:  1 974 � 1 0 0  

SALARIO REAL 

AA os VALOR 

( l a) 
1974 2 .  872 
1 9 75 3. 005 
1976 3 . 1 7 4  
1977 2.  8 1 0  
1 978 2 .  595 
1 979 2 .  962 
1 9 80 5, 3 1 1  
1 9 8 1 •. 1 19 
1 982 4. 1 4 B  
11183 3,  472 
11184 3, 72 1 
1985 3,  624 
1986 3,  730 
1 987 3 ,  407 
1 98B 2.  832 
1 989 2 320.  
1990 2. 16B 
1 9 9 1  2 .  OBO 
1 99 2 ¡ 1. 654 
1 9 9 3  t .  9 1 3  

1 )  
IN DICE 

( l b) 
1 0 0 .0 0  
1 0 4.63 
1 10.52 

97.84 
9 0  36 

1 0 3 1 2  
1 8 4.94 
1 43 . 4 1  
1 44 45 
1 2 0  9 1  
1211 .58 
1 2 6 . 1 9  
1211 .811 
1 18.62 

118.62 
80 79 
75.49 
71 '1'3 
57 59 
86.61  

POBLACION TOTAL 

(2) -� --- -

HUllERO INDJCE 

_i2a) (2b) 
6. 52 1 , 7 1 0 1 0 0 0 0  
6,  704, 826 102 .8 ! 
6. 893. 083 105 6 9  
7, 086, 627 1 0 8 6 6  
7. 285, 6 0 4  1 1 1 .7 1 
7. 490. 1 6 9  1 1 4 8 5  
7, 700, 47? 1 1 8 07 
7. 9 1 6, 690 ! 2 1 39 
6.  1 38 ,  1174 124 60 
B. 3 13 . 888 1 2 7  48 
B. •92. 56 1 1 3 0  2 2  
8.  675, 075 1 3 3  0 2  
B. 86 1 . 5 1 0  1 3 5 8 B  
9 ,  0 5 1 .  9 5 2  1 38 BO 
9 ,  248,  4B7 1 4 1 78 
9. 445. 203 1 4 4.B3 
9, 64B, 169 147 94 
9.  855, 538 1 5 1  12 

10, 067. 342 154 37 
10. 283, 6 9 9  1 57 6 8  

Fuenta &neo d e  O..too -CAAP-

OCLINCUENCIA 

___ _ 
(3.l_ ____ 

NUIIERO l!IDICE 

(3a) (3� 
1 5. 487 100 .0 0  
1 5 .  2 2 4  118.30 
15. 237 98.39 
1 ?, 593 1 13 60 
13. 908 89 8 0  
1 6, 3 3 0  l 05.H 
1B. 751 1 2 1 .08 
16.  066 1 0 3  7 4  
20. 555 1 3 2  72 
27, 344 178 .56 
27.  3B2 1 76.B 1 
28. 947 1B6 9 1  
25. 6B7 165 86 
28. 320 1 B2 86 
32.  350 20B BB 
36, 1 6 6  2 3 3  52 
37.  43 1 24 1 .6 9  
3 6 .  0 2 1  232 5ÍI 
42, 178 272 3 4  
48 .  9 8 7  3 0 3  40 

DEUNC./ 

POB. TOTAL 

(4) 
-�=(3a/2a) 

24 
23 
2� 
25 
19 
22 
24 
2 0  
2 5  
33 
32 
33 
29 
3 1  
35 
38 
39 
37 
42 
46 

P PENITENCIARIA 

___ _ j�- --

HUllERO INDICE 

--� _i5b) 
4. 392 1 00 0 0  
4, 447 1 0 1 .25 
4, 677 106 49 
4, 9 2 1  1 12.04 
4. 57B 1 04 23 
4. 797 1 0 9 22 
4. 773 1 08.67 
5. 550 126 37 
6. 62B 128. 1 4  
7. 0 9 4  1 6 1 .52 
7, 1 18 1 6 2  0 2  
6. 862 1 56.69 
6,  560 1 49 36 
B. 233 1 4 1 92 
6 ,  293 1 43 2B 

1 6. 978 158 8B 
7 .  659 1 ? 4 .39 
7, BB4 1 7 9 5 1  
7 .  956 1 8 1  1 5  
B. !!56 20 1 .64 

P Pt:NIT / 1 
IJELINC 1 (6 ) 

f!.:(5a/'Ja¡ 
0 .284 
o 2112 
o 307 
0.280 
o 3�9 
o 2114 
0 .255 
0.345 
o 274 
0.2511 
o 260 
o 23B 
o 255 
o 220 
o 1 115 
o 193 
o 205 
o 2 1 9 
o I B9 
O 188 



Cuadro No 2 

E1•uador: Denunciu por tipo de: delilo. 1974 - l8Q3 

------
- -

TIPO DE DEU'!O 11175 11180 - -- --- --

#.e CONTRA LAS PERSONAS 
-- -- � -- 1138 ------------

1 �lado re�� 11111 4 1 0  
2 Ac,rs66n rtmca 1111 1118 
3 Sexual" 1 04 1111 
' Homicidioe lOO 133 
5 Seeueet.roo 80 38 
8 PandtJiera�� -- ----� o ----

B CONTRA LA PROPIEDAD 3. 386 8. 2 17 
1 Robo• en Gdne:nU 326 748 
2 Robo• EapecialimdOI' 2. 488 4. 784 

4 Robo Vehlculo• 206 428 

5 Ablpo/t:ual.rero 348 281 
8 De.t.rucción de Bienea o o 
7. ln•uione• - ---� _ _ _ _ _  o_ 
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Hemos hecho el relato del espectáculo, 
ahora lo encamamos 
Javier Ponce 

Debo confesar que muchas noches, al filo de la madrugada, he logrado salvar 
innumerables primeras páginas de periódicos gracias a las tragedias humanas. 
Era el perverso beneficio de la especulación. 

Una especulación que, hasta 
hace un par de décadas, no 
necesitaba más que de un 

dato de la realidad, para reconstruir un 
drama. Porque entonces los medios de 
comunicación escritos relataban la vio­
lencia. Hoy, la narración y la noticia ocu­
rren simultáneamente, en el mismo ins­
tmtte, lo que ha cmnbiado radicalmente 
la condición de la infonnación. De tes­
timonio, ha pasado a ser protagmústa de 
la violencia. De ser reporteros de un es­
pectáculo hemos pasado a ser promoto­
res del espectáculo. 

En efecto, a partir de allí, el análisis 
que he intentado hacer en diversas oca­
siones, ha deslindado espacios entre lo 
que podría ser una programación carga­
da de violencia -que se ha mtalizado 
hasta la saciedad en cuanto a la televi­
sión- y una infonnación que, por sus 
características , se vuelve no una trans-
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misión de conte1údos violentos sino un 
gesto violento en sí mismo. 

En las primeras semanas del mio se 
hizo pública una denuncia de 13 orgmú­
zaciones privadas, que responsabiliza­
ban a dos periódicos -La hora y El Ex­
tra- de haber difundido una infonna­
ción con nombres y referencias del acu­
sado y de las víctimas, provocmtdo, 
como efecto de la iiúonnación, un in­
tento de suicidio de una de las víctimas. 

En su afán por ganar públicos, los 
medios de commúcación están hacien­
do más profundos los abismos que se­
parml a los ciudadm1os integrados de los 
excluidos. 

Están profundizmtdo la exclusión, al 
condenar a un sector de la sociedad a la 
condición de marginados públicos, para 
de ese modo alimentar en la sociedad 
que vive bajo el orden, el sentinúento 
de diferencia. 



Es la insólita y violenta fonna de 
participación en la información que ca­
racteriza a los protagonistas de la exclu­
sión. Es la única y violenta forma de 
participación a la que acceden los pobre s 
en buena parte de nuestros medios de 
comunicación grandes. 

En ocasiones anteriores, he confron­
tado una descripción del poder engen­
drando violencia, con la comunicación 
engendrando violencia. En efecto, un 
condenado por párricidio en el siglo 
XVIII, por ejemplo, debía ser paseado 
por la ciudad en una carreta -cuenta Mi­
chel Foucault-, llevando en "su mano 
derecha, asido· en ésta el cuchillo" con 
que cometió el parricidio, "quemada con 
fuego de azufre". 

La comunicación, en este caso, se 
ha servido del espectáculo. Un modo de 
comunicación que se corresponde con 
la época. Allí donde las bondades de la 
moral y la religión eran exaltadas por 
los autosacramentales, y el delito y la 
pobreza eran anatemizados por las eje­
cuciones públicas. Dos formas del dra­
ma, dos delitos del espectáculo que te­
nían un último fin: salvaguardar el or­
den, asegurar las estructuras sociales y 
políticas dominantes, amedrentar al vul­
go, atemorizar al pueblo. Estamos fren­
te a la expiación colectiva por vía del 
ritual . 

Hoy, se han purificado los métodos . 
Y a no es necesario el drama tan extre­
mo, el castigo límite. Los protagonistas 
que encarnan la marginalidad ya no ne­
cesitan ser los sujetos de castigos tan 
bestiales. Sin embargo, abstracto y so­
fisticado, el principio de educar infor-
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mémdo sigue regido por el lema de "ojo 
por ojo, diente por diente". 

En efecto, si miramos una secuencia 
de televisión o una imagen de prensa de 
la llamada crónica roja -por lo demás, 
único espacio de participación real que 
los medios de comunicación conceden a 
gran parte· de los pobres-, encontrare­
mos que los comunicadores sociales, al 
igual que los verdugos del siglo XVIII, 
le retratarán al reo con el objeto con el 
que violó la ley. Si es presunto asesino, 
con el arma entre las manos; si es co­
rreo de alguna red invisible de trafican­
tes de droga, con el paquete de cocaína 
entre sus brazos. 

Y la cámara, como en el ritual de la 
tortura pública del siglo XVIII, recorre­
rá el rostro demacrado del acusado, el 
pelo revuelto y sucio, los brazos desnu­
dos y marcados por tatuajes, los pies tal 
vez descalzos. Para que todos aprenda­
mos a diferenciarnos de él y así, otra 
vez como en la escena evocada por 
Foucault, todos qjrendamos a través del 
bochorno y el dolor público que acarrea 
el delito. Homogeneizados por esos me­
dios de commúcación, ellos, paradóji­
camente, marcarán en la homogeneidad, 
no las diversidades sociales o culturales 
sino las diferencias que establecen la po­
breza y el delito. 

Estamos, entonces, frente a un nue­
vo lenguaje para la educación selecti­
va, aquella que margina y que se con­
vierte en una forma espectacular de par­
ticipación popular en una comunicación 
"democrática y libre", una commúcación 
que no respeta el derecho a la inocencia 
de los acusados, que viola su intimidad, 



que piensa que, porque los dramas po­
bres ocurren en la calle, no pertenecen 
a nadie, carecen de intimidad, son es­
pectáculo público. 

Recuerdo con rabia aquella secuen­
cia de televisión que un canal ecuatoria­
no difundió sin pudor hace unos meses. 
Había caído en un operativo policial, uno 
de los delincuentes más connotados del 
país: el Rana. A él le sobrevivió una 
amiga suya que fue encerrada en una 
prisión para mujeres. Extrañamente, el 
reportero de sucesos del canal pudo lle­
gar hasta la celda de la mujer y, en un 
gesto de violencia insólito, introdujo la 
cámara por la rejilla de la celda, mien­
tras la mujer se cubría con sábanas o 
toallas y lanzaba agua sobre la cámara 
para defender su intimidad y su derecho 
al anonimato. Ese reportero de sucesos 
debería ser condenado por los gremios 
de periodistas ecuatorianos, pero muy 
al contrario, fue premiado con la corres­
ponsalía de un programa internacional 
que recoge todos los absurdos de la exis­
tencia humana. 

Una segunda forma de participación, 
es aquella que sirve, otra vez, a los re­
porteros de televisión, para descuartizar 
al cuerpo social , para caotizar la reali­
dad y convertirla en noticia. Ocurre en 
la calle, escenario de la vida de los po­
bres y de los pequeños burgueses urba­
nos. Allíla violencia actúa de otro modo. 
No violenta el derecho al anonimato de 
los supuestos delincuentes, sino que tras­
lada al conjunto de la sociedad, a partir 
del anonimato de los entrevistados en la 
calle, el modo caótico con que los po­
bres viven su drama cotidiano. Extra-
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pola ese drama de su contexto y lo pro­
yecta al conjunto de la sociedad. Los 
pobres son sorprendidos por las cáma­
ras en sus conflictos cotidianos, donde 
sus reflexiones tienen la emergencia y 
la rabia propias de esos conflictos. Pero 
no para que los pobres y los menos po­
bres protagonicen la crítica de sus dra­
mas más profundos. No. Unicamente 
para que se quejen, con frecuencia, de 
las actitudes de otros pobres. Ocurre en 
el Ecuador y me imagino que a lo largo 
de toda América Latina. ¿Cómo contra­
rrestar el poder, en complicidad con los 
medios de comunicación, una huelga de 
enfermeras o de trabajadores de la sa­
lud? Entrevistando a madres desespera­
das, con sus hijos enfermos entre los 
brazos, impotentes frente a las puertas 
cerradas de un hospital. Allí le entrevis­
ta el reportero, allí le hace partícipe de 
un medio de comunicación democráti­
co. 

¿Cómo combate un levantanliento 
indígena el poder y su cómplice, el pe­
riodista? Entrevistando a los pobres en 
los mercados en medio de la especula­
ción y la carestía provocados por la ac­
ción indígena. Solo allí, e1úrentados a 
otros pobres, los pobres de las urbes par­
ticipan en la construcción de una üúor­
mación "democrática". Solo allí son algo 
ciudadanos. 

Pero en su ingenuidad, o en su apu­
ro por conseguir la primicia, los comu­
nicadores están sustentando otras formas 
de expresión de la violencia social en 
las ciudades. Ocurrió en Quito hace po­
cos meses. Un condenado por delitos de 
violación y asesinato, fue victimado por 



un compañero de celda. Un titular, la­
mentablemente de lU1 periódico serio, 
titulaba la noticia: "el que a hierro 
mata . . .  " Y a poco, la figura del victi­
mario comenzaba a tomar los perfiles 
del gran vengador de lUla sociedad que 
se siente impotente frente a la violen­
cia cotidiana. Y ello, en el marco de la 
discusión en el Parlamento, de dos le­
yes que intentaban colarse -lUla de ellas 
lo consiguió- con el argumento de mo­
ralizar y devolver a la sociedad los prin­
cipios de la ética y la bondad. La una 
ley pretendía establecer en el Ecuador 
la pena a cadena perpetua. Y la otra 
buscaba en la enseñanza religiosa el ve­
hículo para corregir desviaciones. 

Es difícil, confieso, desde el inte­
rior de los medios de comunicación, 
medir la trascendencia de cada infor­
mación. Es difícil reflexionar, cuando 
se está sujeto al tráfico infonnativo dia­
rio. Es difícil asumir con sentido auto­
crítico W1 oficio que se autoproclama 
como "la opinión pública", como la voz 
de la crítica pública. Pero al mismo 
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tiempo, las estructuras de la informa­
ción son aún en nuestro país, muy per­
meables, hasta contradictorias. El mis­
mo canal que difWldió la información 
en tomo a la conviviente de el Rana, 
hace pocos días veló la imagen de una 
mujer que denlUlciaba ser víctima de la 
violencia doméstica y lo veló para pro­
teger su identidad y para -lo dijo la con­
ductora del noticiero- evitar que la ima­
gen pasara de ser, de tm modo de de­
nWlcia, a lU1 motivo de morbosa curio­
sidad frente a lU1 cuerpo de mujer bár­
baramente golpeado. 

Síntomas en los dos sentidos, que 
nos hablan de una sociedad incoheren­
te pero permeable a la vez, confusa, 
pero aún sensible. 

La muerte seduce. La violencia se­
duce. La simultaneidad de la imagen 
de la muerte con la muerte real , sedu­
ce. Una violencia que fascina. "Nada 
de lo que se inscribe en las pantallas­
afirma Jean Bauorillard-está hecho para 
ser descifrado en profundidad sino para 
ser explorado instantáneamente . . .  " 



Seguridad para la gente, o seguridad para el Estado? 
Alvaro Camacho Guizado <-J 

El tema de la seguridad ciudadana suscita profundas controversias. Forma parte 
del repertorio ideológico favorito de políticos típicamente conservadores, tema de 
las clases propietarias que reclaman mayor protección de la fuerza pública y de 
ciudadanos asustados que claman por una mano dura que les proteja en sus vidas 
y bienes; espacio de construcción social de clases peligrosas y elementos 
amenazantes e indeseables para el buen rostro de una sociedad. De otra parte, 
miradas alternativas que reconocen no sólo las situaciones objetivas de mala 
distribución de los recursos y la riqueza, las dificultades de acceso a bienes y 
servicios por parte de vastos sectores sociales, sino la abdicación del Estado en su 
papel de corrector de las inequidades, de árbitro superior de conflictos y garante 
de transformaciones sociales en un clima de paz. 

EL PROBLEMA CENTRAL DE UNA 
POLITICA DE SEGURIDAD CIU· 
DAD ANA 

Es claro, por lo demás, que la 

seguridad ciudadana, más 
allá de su carácter de tema 

ideologizado, es ante todo un derecho al 
que le corresponde un deber. Junto con 
la defensa de las amenazas extemas y 
las garantías de mante1úmiento de la paz 
y orden, la seguridad material constitu­
ye uno de los pilares sobre los cuales se 

asientan las relaciones entre los gober­
nantes y los gobemados. Forma parte, 
por lo mismo, del repertorio de obliga­
ciones de los gobiemos con sus asocia­
dos, y de éstos con aquéllos, y es a la 

vez una de las fuentes prioritarias de la 

legitimidad requerida por un sistema po­
lítico que pretenda concitar la aquies­
cencia necesaria para su desempeño. 

La noción de seguridad vista así su­
pera la estrecha concepción de la pro­
tección contra las clases peligrosas, y 
tendría que volcarse a la estructura de 
las relaciones sociales tanto en el ámbi-

(*) Investigador del Instituto de Estudios Políticos y Relaciones Internacionales de la Universidad 
Nacional de Colombia. Consejero de Seguridad del Alcalde de Bogotá. 
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to privado como en el público y el esta­
tal. Vendría a ser, como lo expresa Ba­
rrington Moore, la contribución que se 
espera del gobernante, y que se concre­
ta en la seguridad contra la depredación 
foránea o interna, contra las amenazas 
sobrenaturales , naturales y humanas a 
la provisión de alimentos y otros sopor­
tes materiales de la vida diaria 1• 

Incluye así mismo las garantías de 
que sean realizables las expectativas de 
bienestar que el mismo sistema promete 
a sus asociados como parte de sus de­
mandas de adhesión. Y también exige a 
los asociados el cumplimiento de sus 
obligaciones con un orden en el que la 
justicia y equidad de los beneficios pro­
metidos, el pago de impuestos, el res­
peto a disposiciones que tienden a ex­
tender derechos a la mayoría de la po­
blación, la obediencia a la normatividad 
democráticamente ganada, el acatamien­
to del monopolio estatal sobre la justi­
cia, la fuerza y la fiscalidad, son debe­
res sociales que se corresponden con las 
exigencias elevadas al Estado y al or­
den social en su conjunto. 

Paralelamente con lo anterior está la 
frecuente dicotomía entre las responsa­
bilidades del Estado consigo mismo, 
como supuesta expresión de una volun­
tad colectiva, y la protección de los ciu­
dadanos que depositan en él la autori­
dad para su seguridad. Si bien es obli­
gación del Estado la protección del te­
rritorio y la soberanía nacional, también 

lo es que tal responsabilidad no puede 
suplantar la exigencia de protección de 
la reproducción de la vida colectiva de 
los ciudadanos. Los extremos de esta di­
cotomía pueden conducir, si no hay un 
claro balance, a ideologías absolutistas 
o extremo-liberales. El tema, pues, in­
cluye fuertes cargas emocionales, y su 
examen por tanto no está exento de li­
neamientos ideológicos. 

Este tipo de debates ha sido lamen­
tablemente precario en el acaecer políti­
co colombiano. A título de constatación, 
el presidente Gaviria fue el primero que 
buscó plantearse el tema de una manera 
explícita. Por ello, en este artículo pre­
tendo hacer una somera revisión de los 
principales documentos en los que el go­
bierno aludido planteó sus políticas de 
seguridad. Como tesis central sostendré 
que si bien el intento es valioso, se en­
cuentra a medio camino entre la pre­
ocupación central de garantizar la segu­
ridad del Estado y la de propiciar la co­
rrespondiente a los ciudadanos. Espero 
mostrar que este medio camino, y sus 
correspondientes carencias y contradic­
ciones, se suscitan principalmente a par­
tir del establecimiento de una ecuación 
entre Estado y sociedad, que en el con­
texto de un clima de violencia polimór­
fica, la seguridad del Estado ha venido 
ocupando un lugar prioritruio, y que solo 
como subproducto de la misma se con­
frontrul, con grru1des vacíos, los temas 
de la seguridad de los ciudadru10s. 

1 . Barrington Moore, Jr., Injustlce. The Social Bases of Obedleuce aud Revolt., White Plains, New 
York, M. E. S harpe, 1978, pp. 
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EL ITINERARIO DE LAS POLITICAS 

El problema de la seguridad del Es­
tado, o seguridad nacional en Colom­
bia, aunque no ha sido suficientemente 
estudiado, sí ha recibido alguna aten­
ción. Los varios analistas han coincidi­
do en que ha sido justamente el gobier­
no actual el que más énfasis ha puesto 
en elaborar un cuerpo de doctrina y un 
conjunto de medidas destinadas a confi­
gurar una política que escape de los li­
neamientos militares tradicionales y 
ponga más acento en la capacidad glo­
bal del Estado para confrontar las múl­
tiples amenazas a su estabilidad 1. 

Sin embargo, como se deduce de la 
lectura de la documentación, la preocu­
pación central de tal política se concreta 
en un conjunto de medidas para defen­
der a ciudadanos "de bien" de las ame­
nazas planteadas por la existencia de cla­
ses peligrosas. 

Tales amenazas se localizan en la 
presencia de formas variadas de delin­
cuencia que incluyen tanto la rebeldía 
política como la delincuencia común. De 
esta manera el tema de seguridad se tra­
duce en una preocupación sistemática 
por su c.omponente delincuencial , con 
lo que ello significa en términos de for­
talecimiento de los cuerpos armados del 
Estado. 

En lo que sigue se examinará con al­
gún detalle el desarrollo de las políticas. 

La primera Estrategia contra la 
violencia 

En mayo de 1 99 1  el gobierno co­
lombiano publicó masivamente su Es­
trategia Nacional contra la Violencia, 
destinada a organizar itmovación en el 
manejo del conflicto social y político 
imperante en el país. Allí el gobierno 
reconoció que en Colombia coexisten 
múltiples formas de violencia que se ex­
presan con diversas lógicas e intensida­
des, y que contribuyen a dificultar la 
realización de algunas de las obligacio­
nes ordinarias del Estado, como la pro­
visión de servicios públicos en vastas 
áreas de nuestra geografía y la tarea es­
pecífica de afianzar la democracia y acli­
matar definitivamente la paz en el terri­
torio nacional. En concreto el gobierno 
.lo resaltó cómo: 

"La amplia gama de violencias pre­
sente en el país incluye la violencia po­
lftíca producida por las organizaciones 
guerrilleras en acciones contra el Esta­
do y la población civil,· la violencia li­
gada a conflictos de naturaleza social; 
la violencia e intimidación contra gru­
pos o personas en razón a su pertenen­
cia a determinadas corrientes políticas 

2 . Entre los trabajos más recientes merecen destacarse el de Francisco Lean Buitrago, "Surgimiento, 
auge y crisis de la doctrina de seguridad nacional en América Latina y Colombia:, en AnáiL�Is Político, 
N" 15, enero a abril de 1 992; Eduardo Piz.arro, "La reforma de las FF. AA. en un contexto de negociación 
de paz", inédito. Ver también Alvaro Camacho y María Enma Wills Obregón, "Cesar Gaviria con el sol 
a las espaldas: "nubes en el futuro incierto", Análisis Político, N" 1 5, enero a abril de 1992; Alejandro 
Reyes Posada, "La coyuntura de las guerras y la nueva estrategia de seguridad", Análl�ls Político, N" 
\8, enero a abril de t993. 
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ejercida por grupos de justicia privada 
o llamados paramilitares,· la de carác­
ter sociocultural ejercida contra mino­
r{as étnicas,· la delincuencia común y 
formas de criminalidad individual y di­
fusa: la delincuencia organizada y el 
sicariato, que cobija la violencia perpe­
trada por las redes criminales propul­
soras del narcoterrorismo y la violen­
cia propia del negocio del narcotráfico, 
la cual es ejercida para efectos de inti­
midar a /ajusticia, el Estado y la socie­
dad, eliminar rivales, dirimir asuntos re­
lativos a los dividendos del negocio, 
apuntalar actividades delictivas y ejer­
cer hegemontas territoriales y, final­
mente, la violencia relacionada con la 
violación de los Derechos Humanos por 
parte de miembros de organismos del 
Estado que por decisión individual, en 
casos foca/izados y en contra de las nor­
mas institucionales vigentes, se extrali­
mitan en el ejercicio de la guarda del 
orden público " 3• 
A semejante diagnóstico correspondie­
ron cinco grandes políticas: 

"La primera ... está dirigida a for­
talecer la iniciativa de las autoridades 
del nivel regional y local -gobernado­
res, intendentes, comisarios, alcaldes-, 
y a reforzar la coordinación interinsti­
tucional a través de los Consejos Sec­
ciona/es de Seguridad, los cuales deben 
elaborar planes regionales de seguri­
dad, de acuerdo con las caractertsticas 
de la violencia que predominen en cada 
jurisdicción y hacer el seguimiento res­
pectivo. Dentro de un contexto de de-

mocracia participativa, se busca abrir 
nuevos espacios para que las organiza­
ciones ctvicas, y la comunidad en gene­
ral, contribuyan en el desarrollo de es­
tos planes y en la programación y pues­
ta en práctica de la rehabilitación eco­
nómica y social en sus respectivas re­
giones. 

En el marco de un proceso integral 
dirigido a reducir los niveles de violen­
cia que hoy tenemos, la segunda po/{ti­
ca busca solucionar el problema de la 
impunidad, para lo cual se requiere for­
talecer o modernizar la Justicia, su ad­
ministración, promover el sometimiento 
a la ley e impulsar los nuevos procedi­
mientos institucionales -no judiciales­
para dirimir querellas entre ciudada­
nos. En tercer lugar, se exponen los 
principios y criterios que orientan la 
poUtica de paz y los procedimientos 
de negociación con la guerrilla que 
conduzcan a poner fin a su alzamiento 
armado. La cuarta poUtica contempla 
los planes y acciones concretos tendien­
tes al robu,stecimiento del Estado en su 
capacidad para afrontar con eficacia los 
diversos agentes de la violencia -gue­
rrilla, narcotráfico, delincuencia, terro­
rismo- y fenómenos delincuencia/es 
como el secuestro y la extorsión. Final­
mellte, se otorga una especial atención 
a las medidas especificas para la pro­
tección y promoción de los Derechos 
Humanos en el pa{s "  (p.6). 

Las políticas se inspiraban en dos 
grandes consideraciones: de una parte, 
en la necesidad de robustecer el Estado 

3 . Presidencia de la República, Estrate111a Nacional Contra la VIolencia, Mayo de 1991, p. 8. 
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a través de la reducción de las amena­

zas contra su estabilidad; de otra, los 
parámetros ideológicos y políticos de­
sarrollados en tomo de la nueva Consti­
tución, cuya vigencia se inició en julio 
del mismo año y que hacían énfasis en 
postulados de democracia y participa­
ción. Lo primero se concretó en los prin­
cipios de justicia e investigación crimi­
nal, negociación con los grupos insur­
gentes y defensa de los Derechos Hu­
manos ; lo segundo en el fortalecimiento 
del sentido de la civilización y el énfa­
sis en la participación ciudadana. 

La Directiva Presidencial N° 05 

En diciembre de 1991 se expidió la 
Directiva Presidencial N° 05, destinada 
a precisar las responsabilidades de las 
entidades del Estado en el desarrollo de 
la Estrategia Nacional , contra la Vio­
lencia. Dado que para la fecha de expe­
dición de esta Directiva ya estaba en 
vigencia la nueva Constitución, el do­
cumento se apoyó en sus preceptos para 
dar más énfasis a los componentes de 
participación y democratización. En ella 

el Ejecutivo resaltó las tareas concretas 
que deberían realizar las diferentes de­
pendencias del Estado. Es notorio como 
en esta Directiva se dieron plazos cortos 
y perentorios para que las diversas de­
pendencias del Estado formularan planes 
y programas concretos de acción en sus 
respectivas áreas. Se evidenciaba así una 
clara decisión política de hacer efectivas 
las polfticas trazadas en la Estrategia. 

El Plan Quinquenal para la Fuerza 
Pública 

Tanto la Estrategia como el Plan 
Quinquenal, de diciembre de 199 1 ,  como 
lo ha señalado Juan Tokatlian, compar­
tían ciertos supuestos que signaban su 
naturaleza: primero, la inexistencia de 
un referente externo significativo en tér­
minos de "amenaza" o "hipótesis de con­
flicto", segundo, una percepción positi­
va de la capacidad y eficiencia de la 
Policía; tercero, tm marcado acento en 
la eficacia de las instancias e instrumen­
tos para derrotar la violencia; cuatro, la 
valoración de lo civil en el manejo del 
orden público �. Tokatlian, sin embargo, 

4. Juan Gabriel Tokatlian, "La política gubernamental contra la violencia: ¿continuidad o cambio?, El 
Tiempo. Al hacer una rápida evaluación de la Estrategia, el autor señala, entre los avances, la labor de la 
Fiscalía, el establecimiento de algunos Consejos Regionales de Seguridad, al mejoramiento de las tareas 
de inteligencia, la continuidad y rigor del combate a los diversos eslabones del narcotráfico, la creación 
de brigada.� móviles, el aumento en la financiación de las FF.AA., y el aumento de la remuneración y la 
reestructuración de las áreas de salud y seguridad social de los miembros de la Fuerza Pública. Y entre 
los fiascos y equivocaciones estarían la falta de control de operativos militares que se traducen en 
deterioro de la situación de Jos derechos humanos, las dificultades en las relaciones internacionales 
especialmente luego de los dos intentos de golpe en Venezuela y las tablas en la delimitación d� 
fronteras con Costa Rica y Nicaragua, la nueva política de reducción de arsenales y de defensa de Jos 
derechos humanos del gobierno de Clinton, la transformación del principio de soberanía clásica y las 
nuevas olas de intervencionismo, la reaparición del narcoterrorismo, la exacerbación de Jos homicidios, 
el potenciamiento de la guerrilla y las dificultades de mantener los esfuerzos financieros respecto de Jos 
presupuestos militares. 

104 



encuentra serias diferencias entre los dos 
documentos. En primer lugar, "mientras 
la E.N.V. tiene como horizonte 'teóri­
co ' la consecución de la paz mediante 
el diálogo -con ingredientes políticos 
y sociales- en la superación de la vio­
lencia (sin descuidar el robustecimiento 
de la capacidad operativa de las fuer­
zas armadas) el P.Q.F.P, se inserta, de 
manera tentativa, en la lógica de un con­
flicto armado prolongado en lo inter­
no " En segundo lugar, "mientras la 
E.N. V. define unos objetivos que impli­
can el fortalecimiento de la fuerza aé­
rea y de la armada nacional, el P.Q.F.P. 
se11ala la necesidad de reducir los con­
tingentes de estas fuerzas ". Tercero, 
"mientras la E.N. V. denota un sesgo 
optimista en cuanto a la solución de 
las distintas problemáticas de violen­
cia, el P.Q.F.P. se inscribe en una óp­
tica pesimista en relación a ellas " 5• 

De esta evaluación, Tokatlian con­
cluye: 

Las condiciones internas y externas 
han cambiado notoriamente. La Admi­
nistración tiene una oportunidad irre-

petible: asf como avaló y propició la 
Asamblea Constituyente y la Constitu­
ción de 1991, puede hoy dise11ar una 
política de Estado de largo plazo -y 
no meramellte de gobierno y coyuntu­
ral- para hacer frente creativa y au­
dazmente a los desafíos de seguridad 
interna y externa del país y a los requi­
sitos de defensa democrática que tiene 
Colombia. Aunque parezca utópico o 
exagerado se necesita una estrategia co­
lombiana por la paz que cuente con un 
respaldo civil y militar y el concurso de 
la derecha, el centro y la izquierda le­
gales. En este terreno, el mandato del 
Presidente Gaviria todavía tiene el sol 
de frente y no a sus espaldas 6• 

LAS POLITICAS DE SEGURIDAD 
CIUDADANA 

La seguridad ciudadana en la Pri­
mera Estrategia 

A pesar de 'iue se trató, como es 
claro, de una estrategia destinada a con­
frontar prioritariamente las amenazas a 

5 .  Tokatlian sostiene que la Estrategia quedó, para los fines prácticos, en un olvido transitorio, y que, en 
cambio, en el Plan Quinquenal, el gobierno asumió una l ínea de mano dura. En su sentir, se han 
cometido errores, entre los cuales destaca el desconocimiento de la orientación del Estado social de 
derecho de la nueva Constitución, el que se violente la legitimidad constitucional al incorporar a la 
legislación ordinaria, los decretos de conmoción interior, el incremento de funciones a la Policía Nacional 
sin haber repensado sus problemas internos y operativos, la ausencia de un amplio debate ciudadano 
sobre los temas de la seguridad y la defensa, el excesivo optimismo sobre el papel del Plan nacional de 
Rehabilitación en el proceso de acercamiento Estado-Sociedad en el contexto de la paz y la seguridad, 
las deficiencias en los planes de erradicación de la impunidad y la corrupción y el predominio de una 
visión "cuantitativa" de la acumulación de poder militar y policivo, en detrimento de una perspectiva 
más política, la persistencia de las disputas burocráticas intra-fuerzas en la orientación presupuesta( en el 
seno de la Fuera Pública, y el retorno al esquema defensivo-correctivo respecto de los derechos humanos. 
Loe- ciL 
6 .  !bid. 
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la estabilidad del Estado y a restablecer 
y consolidar el orden público, algunos 
puntos hicieron referencia explícita a te­
mas de seguridad ciudadana. Entre ellos 
está el tratamiento a la juventud, al que 
se dedicó una sección especial , a partir 
de su vulnerabilidad como sector vícti­
ma y victimaria. Tal tratamiento se basa 
en el estímulo a espacios de diálogo, la 
ampliación del Código del Menor, la 
creación de centros de recepción, de ob­
servación y de reeducación; la orgmú­
zación de comisarías de familia; mayor 
capacitación de orgaiÚsmos judiciales en 
el tratamiento de asuntos de la juven­
tud, y programas de recreación, deporte 
y cultura. Otros campos de la seguridad 
ciudadana fueron la política de descon­
gestión de la justicia a través del forta­
lecinúento de las inspecciones de poli­
cía, el estímulo a prácticas de concilia­
ción y arbitramento y la creación de los 
Conciliadores en Equidad. En el terreno 
del control de la delincuencia, las políti­
cas principales consistían en 1) fortale­
cer la familia a través de la acción del 
InstitutoColombiano BienestarFamiliar, 
y en el fomento a programas de recrea­
ción fmniliar; 2) propiciar un replantea­
miento del sistema carcelario, para pro­
pender por una resocialización de los 
reclusos ; 3) estudiar mecaiÚsmos para 
reducir el porte de armas, y 4) mayor 
servicio a la commúdad, en particular 
en lo que respeta a la gestión de la Poli­
cía Nacional. 

Finalmente, la política de defensa y 
protección de los Derechos Humm1os re­
cibió un fuerte apoyo, mediante los com­
promisos de combatir la impunidad, or-

gaiÚzar una política de prevención, fa­
cilitar la denuncia y seguimiento de ca­
sos, establecer procedimientos para 
afrontar los casos de desaparición, pres­
tar atención hummútaria a los desplaza­
dos por la violencia, elaborar un infor­
me anual sobre la situación de los Dere­
chos Humanos en el país, realizar cam­
pañas educativas y pernlitir a la Cruz 
Roja visitar los centros de detención. 

La Segunda Estrategia de Seguridad 

En mayo de 1993 el Presidente Ga­
viria anunció una nueva estrategia de 
seguridad, esta vez dirigida a la protec­
ción del ciudadano. Después de que se 
tomaron medidas como la refonna de la 
Policía nacional, la expedición de la po­
lítica de control de tenencia y porte de 
annas y la creación de la Superinten­
dencia de Seguridad, entidad encargada 
de vigilar las agencias privadas que pres­
tan ese servicio, el gobierno dio a la 
luz, en octubre de 1993 su Seguridad 
para la Gente. Segunda Fase de la Es­
trategia Nacional Contra la Violencia. 
En este documento, profusamente anun­
ciado y publicado como separata en los 
principales diarios del país,  el Gobierno 
plasmó las nuevas direcciones que de­
bería asumir una política de esta natura­
leza. 

El principio central que explícita­
mente inspira la nueva Estrategia se pos­
tula así: 

"Esta nueva fase de la Estrategia 
Nacional contra la Violencia se perfila 
a partir de los grandes propósitos que 
han orientado la acción del Gobierno 
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de garantizar el monopolio del uso de 
la fuerza, recuperar la capacidad de la 
justicia para combatir la impunidad y 
ampliar el cubrimiento institucional del 
Estado. De igual forma, mantiene el en­
foque general sobre el liderazgo civil, 
planeamiento integral, mayor interac­
ción entre ciudadan(a y autoridades y 
robustecimiento de /ajusticia, lafuerza 
pública y la inteligencia. El respeto y 
promoción de los Derechos Humanos 
permanece como una de las orientacio­
nes centrales de los objetivos y medidas 
que se desarrollarán dentro de esta po­
Utica" 7• 

Y en efecto, el programa básico de 
la política consiste en que: 

"El Gobierno avanzará en una se­
gunda etapa de la Estrategia Nacional 
contra la Violencia, en la cual se esta­
blece una poUtica que busca trabajar 
por la seguridad ciudadana y la convi­
vencia pacífica. Esta poUtica se funda­
menta en la aplicación armónica de dos 
criterios: Primero, la consolidación de 
los esfuerzos de robustecimiento de la 
justicia y la fuerza pública; y segundo, 
la profundización en el enfoque preven­
tivo y de planeamiento de la seguridad 
con el liderazgo del Gobierno Nacio­
nal, los gobernadores y los alcaldes" 
(p. 23). 

A partir de estas intenciones las po­
l íticas centrales de seguridad ciudadana 
se concretan en el robustecimiento de la 
justicia y la fuerza pública, un enfoque 

preventivo de la delincuencia, integrali­
dad de la planeación de la seguridad bajo 
la dirección de las autoridades civiles, 
énfasis en la participación ciudadana y 
respeto por los derechos humanos. 

En lo anterior se destaca un hecho 
central: la Segunda &trategia es sin duda 
una reiteración de los enunciados de la 
primera, y en consecuencia los temas 
específicos de la seguridad ciudadana 
quedan relegados a un plano secunda­
rio. En efecto, el cambio principal con­
siste en que lo que en la Primera Estra­
tegia es la cuarta política ( "los planes y 
acciones concretos tendientes al robus­
tecimiento del Estado en su capacidad 
para afrontar con eficacia los diversos 
agentes de la violencia -guerrilla, nar­
cotráfico, delincuencia, terrorismo- y fe­
nómenos delincuencia/es como el se­
cuestro y la extorsión "), "se convierte en 
prioritaria eQ la segunda. 

El problema conceptual 

Parecería que una de las bases de 
esta reiteración responde a la heteroge­
neidad conceptual que maneja el Go­
biemo respecto de la noción de seguri­
dad. De hecho, mientras en un pasaje, 
la Segunda Estrategia define la seguri­
dad ciudadana como " ... un ámbito de 
bienestar donde priman la resolución 
pacífica de conflictos y una amplia in­
teracción entre las autoridades y la co­
munidad" (p. l l .), en otro sostiene que: 

7. Presidencia de la República, Seguridad para la Gente. Segunda Fase de la Estrategia Nacional 
Contra la VIolencia, octubre de 1993, p. 1 1 . En adelante será citada como 11 Estrategia. 
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"Actualmente el narcotráfico, lague­
rrilla y las distintas formas de justicia 
privada constituyen retos para la segu­
ridad nacional debido no tanto a su ca­
pacidad desestabilizadora. sino a la 
amenaza que representan contra la vida, 
el trabajo, la familia y el porvenir del 
ciudadano común 8• 

El problema radica en que la prime­
ra noción define la seguridad como la 

capacidad de solución pacífica de con­
flictos en un ámbito de bienestar, lo que 

implica involucrar a los ciudadanos en 
ella mientras que la segunda la localiza 
en enemigos concretos cuya acción ame­
naza prioritariamente al Estado y a sus 
instituciones, y sólo en segundo térmi­

no al ciudadano común. Es decir, jue­
gan en el documento dos nociones de 
seguridad cuyas implicaciones para la 
construcción de políticas son bien dife­
rentes. En el primer caso el problema es 
el orden público propiamente militar, 
entendido a partir de la función que la 
Constitución le asigna a las Fuerzas Mi­
litares, cuya finalidad primordial es "la 
defensa de la soberanía, la independen­
cia, la integridad del territorio nacio­
nal y del orden constitucional" (Art. 

217). En el segundo se trata del llamado 

orden público policial, y que correspon-

da más a la función asignada a la Poli­

cía, o sea el "mantemiento de las condi­
ciones necesarias para el ejercicio de 
los derechos y libertades públicas, y 
para asegurar que los habitantes de 
Colombia vivan en paz " (Art. 218). 

Quizás la confusión conceptual ema­
na de un principio teórico más global , 
cual es la identificación del Estado y la 
sociedad, de modo que los enemigos del 

primero también lo son de la segunda. 

En efecto, el primer capítulo revelado­
ramente se titula "La seguridad del Es­
tado es también la seguridad de la gen­
te". De allí se infiere que los principales 
enemigos de la ciudadanía sean la gue­
rrilla, el narcotráfico y la justicia priva­

da. 

El documento, más aún, establece 
unos límites en los cuales la sociedad se 

confunde, más que con el Estado, con el 
régimen político. Pretender el cambio de 
éste es colocarse por fuera de aquella 
-la sociedad es lo político, y lo políti­
co es lo definido por el régimen - .  Es 
preferible pensar que se trata de un in­
fortunado lapsus calami, porque de otra 
mru1era el sentido totalitario de la frase 

quita esperru1zas a los procesos de de­

mocratización y pacifi cación enunciados 

por el mismo gobiemo 9• 

8. A su turno la Comisión Consultiva para la Reforma de la Policía Nacional definió la Seguridad 
Pública (sic) como "aquella situación de hecho en la cual todas las manifestaciones legítimas de la 
vida social transcurren exentas de daño y amparadas contra los riesgos previsibles". Revista J<'uerzas 

ArmadW�, Año XXXI N" 406, mayo-junio de 1993, separata especial "Reorganización, modernización 
y actualización de la Policía Nacional". p.4. 
9. Una i lustración de este problema se encuentra en la p. 3 1 ,  en la cual. al enunciar la reforma del 
Código Nacional de Policía. se adjudica a las autoridades de policía "la tarea de educación, conducción 
y desarrollo de la comunidad". Es decir, ya no son los filósofos de Platón, ni los legisladores - de santo 
Tomás, ni los científicos de Comte, quienes asumen las tareas de educación y conducción de la comunidad. 
Ahora son, para el gobierno colombiano, las autoridades de policía. Es· de desear que se trate de otro 
lapsus calami 

108 



Problemas de situación, problemas de 
teoría? 

El contexto político en el que surge 
la Segunda Estrategia puede explicar 
parcialmente el excesivo énfasis antisub­
versivo del documento. Las escaladas 
guerrilleras y el proceso de penetración 
y control sobre aparatos estatales loca­
les y la relativa eficiencia de su estrate­
gia político-militar, han ido conducien­
do al gobierno a un cambio consistente 
en buscar la degradación y derrota polí­
tica del enemigo. Es decir, el gobierno 
también combina todas las formas de 
lucha. 

Y respecto del narcotráfico, el giro 
que parte de este asumió, una vez que 
se transformó en narcoterrorismo, y que 
se centró en el combate contra institu­
ciones estatales, lo ''politizó" de modo 
tal que el combatirlo se convirtió en una 
verdadera razón de supervivencia del 
Estado, más que en una fuente de ame­
naza ciudadana. En este sentido el énfa­
sis en esta dimensión de la violencia e 
inseguridad es justificado. Sin embargo, 
ya en la Primera Estrategia se habían 
diseñado las políticas respectivas, y re­
cibían toda la importancia que merecen. 
El problema nuevo, y que la Segunda 
Estrategia no resuelve, realmente, es pa­
sar de una estrategia de defensa de las 
instituciones a otra de defensa de los 
ciudadanos. 

Por ello, a lo largo del documento se 
observa una tensión permanente entre 
los diagnósticos y políticas relativos a 
la seguridad estatal y los relacionados 
con la seguridad ciudadana: 

"El panorama de la violencia y cri­
minalidad en Colombia en los años 90 
es bien distinto del que se vivió en la 
década pasada. Hoy la situación ha 
cambiado con respecto de lo que existfa 
cuando se inició el Gobierno del Presi­
dente César Gaviria. Lo que antes eran 
grandes organizaciones criminales o 
subversivas, que orientaban principal­
mente su acción contra las instituciones 
y el orden establecido, hoy se han con­
vertido en un problema de seguridad 
para · los colombianos, para sus fami­
lias, su trabajo y su bienestar " (p. 13). 

Pero más adelante: 
"Es claro que una parte del elevado 

nivel de homicidios es responsabilidad 
de las acciones de la guerrilla, el nar­
cotrdftco, los llamados grupos de justi­
cia privada y otras formas delincuen­
cia/es. Sin embargo, cuando se analiza 
el problema, se encuentra que la mayo­
rfa de los homicidios (cerca del 80%) 
hacen parte de una violencia cotidiana 
entre ciudadanos, no directameme rela­
cionada con organizaciones criminales " 
(p. 15) 10• 

Como si el segundo texto descono­
ciera al primero, en el rubro de robuste­
cimiento de la fuerza pública se asignan 

10. Valdría la pena recordar que este diagnóstico sobre la violencia que se asocia directamente con la 
seguridad ciudadana había sido recalcado por la Comisión de Estudios de la Violencia en 1987. Cfr. 
Colombia: violencia y democracia, Bogotá, Universidad Nacional, 1987. De hecho, algunas de las 
recomendaciones de ese informe se retoman en la I1 Estrategia. 
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prioridades a las Fuenas Militares , en 
consonancia con el P.Q.F.P., a pesar de 
que uno de los mayores esfuerzos esta­
tales respecto de la protección y defen­
sa del ciudadano recaen sobre el forta­
lecinúento de la Policía Nacional : 

" ... el gasto en fuerza pública debe­
rá incrementarse del 2,8% del P/8 en 
1993 al4% para los próximos diez aJ1os. 
En este incremento, el mayor impacto 
lo tendrá la nivelación salarial. En el 
futuro, en la medida en que se disminu­
yan los problemas con organizaciones 
guerrilleras, el volumen del gasto debe­
rá cambiar su composición concentrán­
dose en forma progresiva en la ?olida, 
instituciones más directamente relacio­
nada con la guarda de la seguridad ciu­
dadana" (p.30). 

La seguridad para la gente 

Si bien la noción de seguridad ciu­
dadana se asocia más directamente con 
el tema del llamado orden público poli­
cial que con el militar, y a pesar de que 
las condiciones de la acción annada in­
surgente imponen papeles militares a la 
policía, en particular en algunas regio­
nes del país, también es cierto que una 
política de seguridad no puede agotarse 
en el tema policial. 

Una perspectiva más global tendría 
que dar prioridad, más que a las relacio­
nes del ciudadano con las amenazas po­
tenciales de la insurgencia armada y con 
la delincuencia llamada común, a los tra­
tamientos a las fuentes de inseguridad 

localizadas en las condiciones de la re­
producción social, o sea el conjunto de 
medidas destinadas a proteger a la po­
blación más vulnerable de las amenazas 
planteadas por las ausencias o malas con­
diciones de equidad, justicia, libertad, 
democracia, tolerancia y habitabilidad 
(vivienda, transporte, recreación y cul­
tura, empleo). Es decir, a la preocupa­
ción por la construcción de un orden 
social en el que los parámetros del bie­
nestar y por ende de seguridad, y los 
espacios sociales de garantía al acceso 
del bienestar prometido por el sistema, 
sean los criterios rectores de la activi­
dad del Estado. Y esto porque en algu­
nos espectros de las relaciones sociales 
de los ciudadanos, y de éstos con el Es­
tado y el · régimen político se anidan 
fuentes de conflictos ciudadanos que, 
justamente por carencias de éste en sus 
responsabilidades, con la garantía de la 
reproducción de la vida colectiva, deri­
van en situaciones de violencia. Así lo 
reconoció la Comisión de Estudios de 
la violencia cuando afinnó que "mucho 
más que las del monte, las violencias 

,I ( 
que nos están matando son las de la 
calle" 1 1 •  

Es claro que por tratarse de una es­
trategia de políticas, no se puede espe­
rar que el documento se detenga en aná­
lisis y planteamientos teóricos destina­
dos a fundamentar la tesis de la amena­
za de las clases peligrosas, más allá de 
la constatación empírica de cifras relati­
vas a la magnitud de la delincuencia y 
su distribución en el terri torio nacional 

1 1 .  Colmnhla: violencia y democracia . . . , op. cit., p. l B. 
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(pp. 13.,  ss). Sin embargo, llama la aten­
ción el no reconocimiento de que en la 
base de esas amenazas se incuben pro­
blemas reales de las calidades de las re­
laciones sociales. De hecho, en la base 
de delincuencia presumiblemente hay 
fuertes componentes de desafección con 
un orden social que no ha logrado crear 
las condiciones para que una mayoría 
de la ciudadanía acceda satisfactoria­
mente a las promesas del sistema. Y res­
pecto de la rebeldía política es un truís­
mo decir que los insurgentes encuentran 
claramente insuficientes las promesas y 
ofertas de democratización, apertura 
política y refonnas sociales que se les 
presentan como alternativas a la lucha 
armada. 

Los niveles generalizados de insatis­
facción y desafección social y/o política 
revelan la profunda fragmentación que 
caracteriza a nuestra estructura social. 
En el contexto de un acelerado proceso 
de cambio social, a las disparidades de 
la distribución de bienes, servicios y 
oportunidades se agrega el creciente pro­
ceso de atomización de comunidades y 
fonnas de asociación tradicionales, sin 
que aparezcan, por parte del Estado, las 
políticas explícitas destinadas a cerrar 
las brechas así abiertas. Aunque cierta­
mente no se trata de Wl retomo a un 
supuestamente idílico pasado agropas­
toril, sí se echa de menos en la gestión 
estatal la ausencia de propuestas desti­
nadas a superar la fragmentación y a 
construir nuevos espacios de relaciones 
sociales en los que la población pueda 
encontrar fuentes de seguridad. 

Algún reconocimiento merecen es­
tas dimensiones en la segunda Estrate­
gia, especialmente respecto de la nece­
sidad de incrementar la participación 
ciudadana: 

"Dentro del espfritu de democracia 
participativa que garantiza la Constitu­
ción, la comunidad estd llamada a ju­
gar un papel activo como componellte 
indispensable de esa polftica. La convi­
vencia pacifica sólo es posible en la me­
dida en que haya voluntad y responsa­
bilidad de cada ciudadano frente a la 
seguridad de la misma comunidad. Para 
ello se desarrollardn e impulsardn tan­
to mecanismos que permitan una mayor 
participación, cooperación y organiza­
ción de la comunidad en torno a los 
problemas que afectan su seguridad, 
como iniciativas para estrechar las re­
laciones con las autoridades y planes 
concretos de prevención y educación cf­
vica" (p.23). 

Las políticas prioritarias en este cam­
po son dos: el planeamiento preventivo 
de la seguridad, y una mayor capacidad 
del Estado para prevenir y sancionar el 
delito, que incluye la lucha contra la im­
punidad y el sometimiento a la justicia, 
una administración de justicia más efi­
caz, una nueva política y profesionali­
zación de las Fuerzas Militares, la mo­
dernización y tecnificación de la inteli­
gencia, el mejoramiento de la ilúornta­
ción y estadística criminal, un sistema 
de tratamiento de contravenciones y con­
ciliación y una reiteración de la oferta 
de diálogo con los grupos insurrectos. 
Sin embargo, estas fonnulaciones se 
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contrastan con otras en las que, de nue­
vo, el tema de la fuerza pública y su 
fortalecimiento ocupa un lugar priorita­
rio: 

"Esta polttica (de seguridad ciuda­
dana y convivencia pac(fica) se funda­
menta en la aplicación armónica de dos 
criterios: primero, la consolidación de 
los esfuerzos de robustecimiento de la 
justicia y la fuerza pública: segundo, 
la profundización en el enfoque preven­
tivo y de planeamiento de la seguridad 
con el liderazgo del Gobierno nacional, 
los gobernadores y los alcaldes" (p.23). 

En síntesis, ante el reconocinúento 
de exigencias de gestiones más decidi­
das en el ámbito de lo social, se recae 
continuamente en la idea de que las au­
toridades armadas del Estado deben 
ejercer una tutoría permanente sobre los 
ciudadanos y que ellas constituyen el 
pivote a partir del cual se provee a éstos 
de seguridad. 

El conjunto de este tipo de orienta­
ción se revela además en las diferencias 
en los niveles de detalle con que se for­
mulan políticas, planes y programas para 
la fuerza pública y la vaguedad de las 
contrapartes en las gestiones sociales. Al 
lado de la precisión con que se precisan 
y cuantifican los rubros de fortalecimien­
to de la fuerza pública, aparecen a lo 
largo de las propuestas de acción en lo 
social frases como "se promoverán pla­
nes y programas, se buscará el decidido 
apoyo del sector privado", "se fortale­
cerá el derecho de familia" . . .  Los planes 
y programas concretos , y las respecti­
vas responsabilidades quedan en un in­
quietante nivel de vaguedad. En este 

sentido poco se avanzó en relación con 
,la Primera Estrategia. 

La política de paz 

El principio teórico que iguala Esta­
do y sociedad se traduce también en el 
esfuerzo sistemático de combinar la 
oferta de reinserción y garantías a las 
guerrillas con la reducción de estas a la 
condición de delincuentes comunes.Y 
ello por qué: 

"Los lfmites entre el narcotráfico, 
la guerrilla y la delincuencia común se 
han ido desdibujando. Estos grupos 
comparten cada vez más procedimien­
tos de acción y actúan de manera man­
comunada en ciertas zonas del territo­
rio nacional. Hoy las organizaciones del 
narcotráfico no cuentan con el mismo 
grado de articulación. La guerrilla a su 
turno, ha venido experimentando un pro­
ceso de degradación, desarticulación y 
de pérdida de espacios políticos y res­
paldo popular " (pp. 9- 10). 

La actitud frente a ella se repite sis­
temáticamente a lo largo del texto: 

"Los resultados de esta política, 
complementada y reforzada con los de­
cretos de Conmoción Interior encami­
nados a dotar a la justicia y a la FP de 
mejores herramientas para combatir las 
organizaciones criminales, muestran 
avances evidentes frente a los grandes 
factores perturbadores de la paz nacio­
nal y la tranquilidad ciudadana ";  p.9 
.. .la guerrilla amenaza la vida, el traba­
jo, la frunilia y el porvenir del ciudada­
no común; p. IO " . . . las FARC no sólo 
incentivan cultivos ilícitos, sino ade-
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mds promueven, protegen o controlan 
el procesamiento de sustancias psico­
trópicas ... El actual auge en el cultivo 
de amapola y el reciente resurgimiento 
de la marihuana son, en parte, el resul­
tado de las formas de financiamiento 
adoptados por los frentes guerrille­
ros ... " ;  (p.20) " ... debido a la mala ima­
gen que causa la práctica del secuestro, 
algunos frentes guerrilleros han optado 
por subcontratar la primera fase de los 
plagios .. .  " "La subversión también ha 
adquirido procedimientos tfpicos de la 
delincuencia común ... ": (p.21). "La 
meta del Gobierno es neutralizar la ame­
naza armada que las organizaciones 
guerrilleras constituyen para la pobla­
ción ";  ( 35 ). "Frente a las campm1as de 
desinformación e intimidación de la 
guerrilla, r1l Gobierno difundirá ele­
mentos veraces que permitan la apre­
ciación objeiiva de la realidad nacional 
y de los fundamentos de la poUtica del 
Estado "; (p. 36). 

Se trata así de una reiteración de la 
actitud gubernamental de buscar argu­
mentos tendientes a degradar a las orga­
nizaciones guerrilleras y a negarles su 

carácter de rebeldes políticos. Sin duda, 

alguna de las aseveraciones del docu­
mento son ciertas, y en su actividad bé­
lica estas organizaciones han cometido 
con insólita frecuencia violaciones del 
Derecho Internacional Humanitario, y 
han actuado desconociendo elementa­
les principios democráticos. Más aún, el 
carácter prolongado de la lucha armada 
guerrillera crea un conjunto de condi­
ciones que permite que en tomo de la 

actividad proselitista armada se come-

tan tropelías con la población civil, pero 
ello no le quita el carácter político de la 
lucha, y de los métodos utilizados por 

la guerrilla no se puede deducir su trans­
.formación en delincuencia común. 

De otra parte, el esfuerzo de presen­
tar a la subversión como un enemigo de 
la sociedad no sólo desplaza el proble­
ma político real, sino que hace innece­
sariamente más difíciles eventuales pro­
cesos de negociación. Una continuación 
de esta pretensión de convertir a las or­
ganizaciones guerrilleras en delincuen­
tes comunes, puede construir una situa­
ción en la que sea un imposible no sólo 
político, sino moral, cualquier entendi­
miento. 

De hecho, la política de paz contem­
plada en el documentos es congruente 
con lo expuesto arriba: 

"En cuanto a la solución po/(tica del 
problema guerrillero, el Gobierno man­
tiene abierta las puertas de la negocia­
ción para aquellos grupos que demues­
tren, en /os heó vS, voluntad sincera de 
paz y reincorporación a la vida civil. 
Pero de ninguna manera, el Gobierno 
permitirá que, como ha sucedido tantas 
veces en el pasado, que la guerrilla uti­
lice este procedimiento para otros pro­
pósitos. De manera complementaria, se 
ampliarán y diset1arán nuevos mecanis­
mos para facilitar la desvinculación de 
estas organizaciones, de manera que 
quienes deseen dejar la lucha armada 
cuentan con garant(as suficientes para 
reintegrarse a la vida civil" (p. l 2). 

"En Colombia, la guerrilla que de­
muestra con hechos su voluntad de paz. 
a partir de lo cual llegue a acuerdos 
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que conduzcan a la dejaci6n de las ar­
mas, serd beneficiada con planes de 
reinserci6n que contemplen garantías 
jurídicas, sociales y políticas, así como 
de seguridad, para facilitar su incor­
poraci6n a la sociedad" (p.33). 

Es decir, los temas propios de la ne­
gociación serían limitados a los proce­
sos de reinserción y garantías, porque la 
guerrilla está por fuera no sólo de la 
vida civil, sino de la sociedad misma. 

Como ejemplo habría que comprar 
estos principios con lo expuesto al res­
pecto en la Primera Estrategia: 

" Una verdadera política de paz in­
corpora en su definici6n, ademds del 
didlogo con la guerrilla como recurso 
para la terminaci6n definitiva de la 
conjrontaci6n armada, acciones espe­
cíficas y permanentes en los campos 
social, econ6mico, político, jurídico y 
por supuesto militar, lideradas por el 
Gobierno en su cardcter de represen­
tante genuino de los colombianos, pero 
en cuya ejecuci6n deben comprometer­
se todos los sectores sociales, como 
prenda de garantía para obtener resul­
tados tangibles que beneficien al con­
junto de la sociedad" (p.25). 

Los derechos humanos 

Mientras en la Primera Estrategia el 
tema aparece como una prioridad del 
gobierno, en la segunda, la importancia 
del tema es evidentemente menor, y el 
documento se limita a ratificar algunos 
de los puntos de la anterior. Se desta­
can la participación ciudadana en asun­
tos de policía, principio ya establecido 

previamente en la ley de reforma a la 
Policía Nacional ; la creación de comi­
tés de coordinación entre las Conseje­
rías de Derechos Humanos y Seguridad 
y las instituciones de control del Esta­
do (Fiscalía, Procuraduría y Defensoría 
del Pueblo); el estímulo a programas do­
centes; la creación de mecanismos de 
identificación de víctimas de honúcidios, 
de apoyo a víctimas de la violencia. 
Nada se dice sobre la intención guber­
namental de presentar al parlamento el 
Protocolo II de Ginebra o un proyecto 
sobre el delito de desaparición forzosa 
para su conversión en leyes; el impulso 
a reformas en la legislación relativa al 
enjuiciamiento de militares por parte de 
tribunales civiles; la necesaria elimina­
ción que extiende el fuero de las Fuer­
zas Militares a la Policía Nacional o la 
lucha sistemática contra la impunidad. 
Medidas de esta naturaleza atestigua­
rían sobre una decisión verdaderamente 
radical de respetar y hacer respetar los 
derechos humanos . 

SINTESIS Y CONCLUSIONES 

De lo expuesto se pueden inferir cier­
tos puntos claves en un debate de esta 
naturaleza y unas líneas que insinúan 
una posible política de seguridad ciuda­
dana. En primer lugar, es claro que el 
gobierno de César Gaviria realizó un no­
table esfuerzo para diseñar una política 
de seguridad ciudadana, y de que algu­
nas de sus líneas apuntaron en tal direc­
ción. Sin embargo, también lo es que 
esos propósitos se quedaron cortos en 
lo que respecta a la protección de los 
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ciudadanos, no sólo por la precariedad 
de las medidas propuestas, sino porque 
éstas se encontraban claramente subor­
dinadas a los requisitos de defensa del 
Estado y el orden público en su versión 
militar. Cuando el gobierno plantea que 
'1a seguridad del Estado es la seguridad 
de la gente", está subsumiendo la de­
fensa de los ciudadanos a la del anda­
miaje del primero. De allí que las prin­
cipales políticas vayan dirigidas a dar 
prioridad a esta dimensión. 

Es claro también que para el gobier­
no el problema de la seguridad se con­
centra en la protección de ciudadanos 
indefensos contra las amenazas de las 
"clases peligrosas": la delincuencia, la 
subversión y los grupos de justicia pri­
vada. Las propuestas dirigidas a crear 
mecanismos para confrontar tales ame­
nazas hacen un excesivo énfasis en el 
fortalecimiento de la fuerza pública y, 
dentro de ella, las Fuerzas Militares re­
ciben la mayor atención. 

Los mecanismos destinados a inci­
dir sobre el conjunto de conflictos so­
ciales que no involucran a clases peli­
grosas y que se incuban en la calidad de 

las relaciones sociales, en particular en 
lo que respecta a la precariedad de la 
democracia, la equidad, la justicia, la li­
bertad, la tolerancia y las condiciones 
de habitabilidad (vivienda, transporte, 
recreación, cultura y empleo), y que 
constituyen las claves de una política 
integral de seguridad ciudadana, no sólo 
no merece la debida atención, sino que 
cuando se mencionan, son dejados en 
un limbo de imprecisiones respecto de 
los planes, programas e instituciones res­
ponsables de activarlos. No parece aven­
turado pe"'sar que el tema de la seguri­
dad ciudadana va a adquirir una creciente 
importancia y que se va a colocar en un 
importante lugar en la agenda de la po­
l ítica y las preocupaciones sociales en 
esta década. En este sentido el avance 
realizado hasta al1ora puede ser un buen 
pWlto de partida, aWlque si el tema no se 
confronta con una política más integral, 
que contemple las condiciones concretas 
de reproducción de la vida social, los co­
lombianos corremos el riesgo de temu­
nar por convencemos de los problemas 
de seguridad ciudadana se arreglan dan­
do cuenta de las clases peligrosas. 
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Violencia y sociabilidad: 
Tendencias de la actual coyuntura urbana en el Brasil 
Luis Antonio Machado da Silva<·> 

"La violencia se liberó de 

cualquier fundamento ideológico" 
Hans Enzensberger (Jornal do Brasil, 9/ 10/93). 

En la última década, las más variadas manifestaciones de violencia fisica con 
creciente intensidad se han colocado en la percepción social como uno de los 
principales problemas de la vida en las grandes ciudades. Muchas explicaciones 
han sido presentadas, tanto en el plano de resistencia cotidiana de los individuos y 
grupos, cuanto en /a interpretación sociológica. Vistas globalmente ellas presentan 
una notable homogeneidad, no obstante como sería de esperar, hay una amplia 
diversidad de énfasis temáticos, grados de sofisticación analítica y base empírica. 
De una manera general, ese variado conjunto de explicaciones construye una 
compleja representación de la violencia urbana en el Brasil, que se irradia a partir 
de un núcleo consensual básico: la amenaza a la propiedad privada y la integridad 
física, representada por el crecimiento de la delincuencia común y del tráfico de 
drogas, visto como una actividad concreta, que directa o indirectamente es 
responsable por la creciente organización de la criminalidad urbana. 

PRESENTACION 

Desde hace bastante :icmpo la 

unidad construida por esta 

triada: violencia, crimina-

lidad, narcotráfico, es intensmuente vi­

vida como un problema cotidiano, res­

ponsable por gran parte de la orienta-

ción de las conductas mtinarias de las 

poblaciones urbana'> en el Brasil .  Pero 

ella aparecía, en la percepción social, 

como un problema funcional de control 
social y administración de justicia que, 

fuera de lo que se dice respecto a los 

procedimientos mtinarios de varios ór­

ganos gubermuuentales involucrados, no 

(*) Dr. en Antropología, Profesor del Instituto Universitario de Investigaciones de Río de Janeiro. 
Profesor del Programa de Post Grado del Instituto de Filosofía y Ciencias de la Universidad Federal de 
Río de Janeiro. 
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se llegaba a constituir en un problema 
político. Tal enfoque es claramente vi­
sible, por ejemplo, en la amplia cober­
tura que la criminalidad común violenta 
venía recibiendo de los medios de co­
municación la cual casi nunca la rela­
cionaba con los problemas tratados como 
parte de una coyuntura política. Por otro 
lado, cuando esta dimensión era consi­
derada -casi siempre a partir de trabajos 
que ocupaban la frontera entre la activi­
dad académica y la militancia- la re­
flexión se basaba en el supuesto carác­
ter de clase de los aparatos del Estado. 
Por consiguiente, esta perspectiva, 
que nadaba en contra corriente de la óp­
tica dominante 1, mantenía la atención 
dirigida por las difusiones del aparato 
represivo, reinterpretadas como conse­
cuencias ilegítimas (más previsibles y 

en última instancia insuperables), de la 
natural violencia estatal. 

En los últimos años, el problema de 
la violenta criminalidad parece ve1úrse 
poco a poco politizándose, probablemen­
te sobre la influencia de los aspectos 
policiales de control social de la crisis 
que desembocó en el proceso de impea­
chment. De cualquier forma, es cierto 
que la dimensión política de esta cues­
tión asombra a la percepción social con 
una incuestionable intensidad en los úl-

timos meses, como consecuencia de una 
serie de dramáticos incidentes, todos con 
muchas víctimas fatales, que envolvie­
ron con una visibilidad evidente a los 
policías, organizados en grupos parami­
litares de exterminio, con el tráfico de 
drogas (la "masacre de Candelaria" la 
"chacina de Vigário Geral", etc.), y la 
crueldad de los métodos oficiales de ac­
tuación, llevando al cuestionamicnto de 
la violencia en la cultura organizacional 
de los órganos de represión (la "masacre 
de Carandirú" por ejemplo). Estos epi­
sodios traen, con fuerza inusitada, un 
patrón de relación entre la policía y el 
crimen que es percibido como típico en 
la actualidad y contrapuesto al pasado 
reciente. Pero la matriz básica de cons­
trucción social del problema y de su ex­
plicación dominante permanece, hasta 
donde puedo percibir, inalterada y se 
toma tal vez todavía más clara al incor­
porar de una manera explícita las consi­
deraciones sobre la coyuntura política. 

El presente trabajo establece un diá­
logo con esa matriz explicativa� Mi ob­
jetivo va más allá de ofrecer conclusio­
nes acabadas y argumentar a favor de 
la plausibilidad y relevancia de un pun­
to de vista sobre la organización social 
sobre la violencia contemporánea en las 
grandes ciudades brasileras. Pienso que 

1 . Que éste no era el punto de vista dominante queda claro; por ejemplo, la falta de éxito de las 
tentativas de introducir la cuestión de la ciudadanía en el tratamiento de los problemas de rutina del 
sistema penitenciario es una manera de conducir la actividad represiva contra la criminalidad común, 
durante uno de los gobiernos de Brizola, para aceptar como ejemplo a Río de Janeiro. Este corto período 
puede ser visto, también, como un indicador de rechazo -en este caso activa y no meramente implícita-, 
de politización de este problema. (De pasada cabe mencionar que Río de Janeiro puede ser considerada 
un caso típicamente ejemplar de los fenómenos tratados en el presente trabajo, que está marcado por el 
conocimiento de esta ciudad; entre tanto creo que las reflexiones aquí desarrolladas pueden ser 
generalizadas por el conjunto de las grandes ciudades brasilcras). 
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él es capaz de revelar (y por tanto poner 
en discusión) una tendencia que la pers­
pectiva dominante no tiene condiciones 
de percibir: la transformación de la vio­
lencia como medio para la obtención de 
intereses, en una nueva fonna de socia­
bilidad. Dada la relevancia del proble­
ma, considero urgente que su obscure­
cimiento da lugar a un debate abierto y 
directo, pues se trata justamente de aque­
llo que confiere especificidad histórica 
a la violencia contemporánea en las gran­
des ciudades, tomándolo en un objeto 
sociológico singular, distinto de otras 
formas de manifestación de la violencia 
y un problema social mucho más com­
pleto y profundo de lo que su aprensión 
actual hace creer. 

Es necesario enfatizar que este texto 
está concebido como una reflexión pre­
liminar e incompleta sobre un aspecto 
particular de la organización de la vio­
lencia en la actual coyuntura urbana bra­
silera. Incompleta, porque no tengo con­
diciones personales de resolver todos los 
problemas teóricos que apunto adelan­
te. Y preliminar, pues si el conocimien­
to empírico de la criminalidad violenta 
producido desde la perspectiva dominan­
te es reconocidamente superficial y frag­
mentaria, él es todavía más incipiente 
desde el punto de vista aquí propuesto, 
situación que, sin duda, sólo puede ser 
alterada por su explicación y eventual 
incorporación a la investigación socio­
lógica. 

Antes de dar por cerrada esta intro­
ducción, es conveniente dejar claro el 
sentido que atribuyo a lo que vengo de­
nominando "perspectiva donúnante", ya 

que su tratamiento detallado es imposi­
ble en el espacio de éste artículo. La 
veo como una constmcción colectiva de 
un problema que se erige paralelamente 
a un esquema explicativo básico. Este 
par (el problema y su explicación) que 
es indisociable, está ampliamente difun­
dido, con pequeñas adaptaciones , en la 
orientación de la conducta cotidiana de 
la población urbana, en los discursos de 
los medios de comunicación, en el aná­
lisis político y en los trabajos académi­
cos. Una de las maneras de entender esta 
interpretación es, que ella corresponde 
a una tentativa colectiva de dar fomta 
racional a un difuso sentimiento previo 
de extrema disconfonnidad con la ac­
tual organización social de la vida coti­
diana en las ciudades Brasileras. Se pue­
de, por tanto, discutirla en cuanto racio­
nalización intelectual , aceptando al mis­
mo tiempo el fundrunento objetivo de 
las percepciones que la origina. En otras 
palabras, criticar la consistencia de la 
explicación en cuestión no implica ne­
gar que efectivamente ocurren cambios 
en los aspectos por ellas considerados. 
Al contrario, sigtúfica reforzar la impor­
tancia de estos aspectos en la conforma­
ción del cuadro de la vida cotidiana en 
las grandes ciudades. 

LA EXPLICACION DOMINANTE: 
UNA CRITICA 

La cuestión de la violencia en las 
grandes ciudades , es uno de los ejes cen­
trales de un cuadro de referencia que 
opone a la coyuntura actual el pasado 
reciente (en una periodización cuyo mar-
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co es casi siempre en la última década 
de los ru1os 70) y tiene como referente 
empírico concreto especificar el creci­
miento cuantitativo y cualitativo de la 
criminalidad común. En la percepción 
social la relación entre cantidad y cuali­
dad ya implica un primer nivel de inter­
pretación: conductas que siempre exis­
tieron como actividades aisladas de in­
dividuos o pequeños bandos contingen­
cialmente reunidos, pasan a articularse 
en prácticas concentradas colectivamen­
te, en un proceso de organización que 
es visto como uno de los principales res­
ponsables por su crecimiento cuantitati­
vo; concretamente por tanto, el núcleo 
del problema de la violencia actual y el 
crimen organizado. En otras palabras, 
estos dos ténninos son inseparables 
puesto que se definen recíprocamente 
en una construcción que se constituye 
en uno de los pilares de la representa­
ción de la actual coyuntura. 

El desarrollo del crimen organizado 
pone en cuestión en el plano más inme­
diato, la relación entre dos agentes: de 
un lado los propios criminales, y de otro 
a los policías en cuanto encargados de 
la actividad institucional del control y 
represión. Entre tanto, no es una exage­
ración sugerir que ya en este nivel más 
concreto, prácticamente todo el peso de 
la lógica explicativa que intenta captar 
esta relación recae sobre las condicio­
nes y el modo de funcionruniento del 
aparato represivo. Comenzando con el 
análisis de la policía, la explicación en­
fatiza la crisis moral y de autoridad de 
las instituciones responsables por el con­
trol social y admilústración de justicia, 

causa de .una incapacidad radical de 
cumplimiento de sus atribuciones, la cual 
se mruúfiesta a través de las más varia­
das formas de impunidad y corrupción. 
El resultado final es la "criminalización" 
de la propia policía y el desarrollo del 
crimen organizado. 

Se debe notar que este es el nivel 
más concreto y típico de una explica­
ción cuyo sentido profundo es extraído 
del reconocimiento de que ella trata de 
la expresión localizada de una crisis ins­
titucional global. La característica más 
amplia de ella -que puede perfectamen­
te pasar como descripción de la "estruc­
tura de la coyuntura actual"- es la capa­
cidad generalizada de la abstracción del 
conjunto de las agencias del Estado: la 
ineficiencia y la desmoralización inter­
na del aparato policial son parte de una 
crisis política que afecta toda la estruc­
tura del estado y su relación con la so­
ciedad. De hecho, fuera de ser recurren­
te la mención a la penuria de los medios 
de las agencias gubemamen�es, en una 
lútea de pensruniento cada vez más ge­
neralizadora que le remite a la crisis fis­
cal y a la recesión, estas causas de natu­
raleza económico financiero tienen an­
tes el estatuto de variables intervelúen­
tes en la explicación. Dicho de otra ma­
nera, la interacción entre economía y po­
lítica es expl(citamente admitida, pero 
la primera es analizada en ténninos de 
sus efectos sobre la segunda. 

Esta descripción, obvirunente muy 
esquemática y superficial , no pretende 
captar la riqueza y variedad de las e}(­
plicaciones corrientes sobre la actual co­
yuntura, más apenas exponer su centro 

1 19 



neurálgico en lo que dice respecto a la 
concepción dominante sobre la violen­
cia en las grandes ciudades 2• Si ella 
fuera adecuada, es posible percibir, en 
primer lugar, que ella se fundamenta en 
el reconocimiento de un cambio en re­
lación al pasado reciente, fundamento 
de su centralidad como problema social , 
así como la politización de este. Se trata 
del hecho de que un amplio conjunto de 
conductas, antes aisladas, por tratarse de 
acciones individuales discretas (o sea, 
"encapsuladas" en los intersticios del or­
den institucional legal), pasan a ser or­
ganizadas como prácticas colectivas. En 
segundo lugar, es bien posible identifi­
car el nexo causal básico de interpreta­
ción de la violencia en la actualidad: de 
un lado como variable independiente, 
una profunda crisis de autoridad, provo­
cando la ineficiencia de las agencias es­
tatales y la reducción del estado; de 
otro, la variable dependiente a ser expli­
cada: el crecimiento del crimen organi­
zado en los espacios que la actividad 
regulatoria y las políticas sustantivas del 
estado, no consiguen controlar 3• 

Consecuentemente, se toma casi im­
posible no asociar el fundamento y el 

sentido de la explicación donúnante a 
un modelo general de inspiración dur­
kheniana, una vez que el conocido pa­
trón orden-desvío corresponde al cua­
dro de referencia de todo el raciocinio. 
No es preciso decir, que subyacente a 
él, está una concepción unitaria de la 
vida social, cuya lógica y dinámica son 
dadas por la primera; luego, la conducta 
desviante siendo referida al orden insti­
tucional, no puede tener cualquier auto­
nomía. Por eso Durkheim no veía el des­
vío en sí mismo, como patológico, sugi­
riendo definir estados anonnales apenas 
en ténninos de sus cantidades relativas. 
También es central en el pensamiento 
de este autor una concepción metodoló­
gica unificada de relación causa-efecto: 
definida las características de uno de los 
elementos de este par, el "indica" el "es­
tado" necesario del otro. Todo lleva a 
creer que es exactamente éste el modelo 
implícito en la explicación dominante: 
el nuevo "estado" de violencia -esto es 
la "organización del desvío", o del "de­
sorden"- indica problemas del funciona­
miento del orden y viceversa al asumir 
el punto de vista del orden, es obvio 
que el crimen organizado se tome efec-

2 . En el espacio de éste artlculo, no es posible demostrar la validez empírica de la descripción arriba 
presentada ni la i mportancia a ella atribuida. Creo, que ella es fácilmente aceptable por su gran visibilidad, 
de modo que esta se torna en un problema menor en el texto. 
3 . Dentro de la mirada de posibles i lustraciones concretas de esta lógica explicativa. destaco la materia 
recientemente publicada en la revista Veja del 08/09/93, a propósito del episodio conocido como la 
"chacina de V igário Geral", que me parece paradigmática, por su cualidad, extensión -trece páginas, 
varios autores- y la proximidad de los análisis académicos. Llena de referencias a "falencia del E.<�tado" 
"Ausencia del estado", "podredumbre de la policía", etc, conclusiones sobre la ineficiencia de los 
órganos públicos ( inclusive, más no s61o de la policía. y su referencia con las regiones de vivienda de 
pobreza urbana, la mencionada relación causal aparece de forma sintética y explfcita: "el orden desertó 
de la favela ( ... ) La desbandada de los servicios básicos rindió a Vigario Geral a los traficantes" (Pág. 
29). 
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to. (Es necesario decir que estoy llaman­
do la atención para el modelo explicati­
vo, no para el contenido de interpreta­
ción. &ta opera ideas y nociones que, 
en última instancia, discuten las relacio­
nes entre legitimidad del estado y el mo­
nopolio de la violencia, temas muy dis­
tantes del pensamiento Durkheniano ) .  

Así , en la medida en que es conoci­
do como mero efecto de la crisis institu­
cional, en esta explicación el desarrollo 
del crimen organizado se torna una cues­
tión secundaria: se trata de una expre­
sión de crisis institucional que, justamen­
te por ser muy incómoda, se transfonna 
en uno de sus indicadores privilegiados ; 
o sea, el empleo creciente de los méto­
dos violentos en las conductas crimina­
les es tomado como síntoma de incapa­
cidad del estado de cohibirlos, contrafa­
se de su debilitamiento y de la reduc­
ción de la esfera pública (en el sentido 
de aquella que está jurídicmnente orde­
nada, regulada y activamente implemen­
ta� por el estado) 4• Esta fonna especí­
fica de orgmlizaciones de la criminali­
dad se torna simplemente el "modo de 

ser" del desorden, inevitable en cuanto 
consecuencia de un momento determi­
nado del funcionamiento del orden ins­
titucional. En resumen, a pesar del pro­
blema enfocado a la criminalidad vio­
lenta, la tención regresa en una especie 
de "efecto boomermtg" a concentrarse 
no tanto en los intereses, orientaciones 
y prácticas de los criminales o en las 
características de la criminalidad, más 
antes en la disolución del orden a mane­
ra de coyuntura actual , de la cual ella 
sería en un tiempo resultado necesario 
y evidencia mayor. 

En el plano del análisis sustantivo -
esto es de los contenidos concretos de 
la explicación dominante- se produce 
una cierta circularidad en el raciocinio. 
De un lado, la función entre crimen or­
ganizado y violencia, es vista como una 
característica del momento actual, sólo 
parece tener sentido en la conclusión 
de un análisis que apunta para una pro­
funda crisis institucional. Esto porque 
ni en la lógica 11. ;listóricmnente se sus­
tenta la hipótesis de que la "organiza­
ción del desorden" se produce como una 

4 . Incidentalmente, se puede notar importantes transformaciones en las imágenes de pobreza derivadas 
en esta explicación. Los pobres se trasforman en víctimas, desheredados de los beneficios materiales de 
la ciudadanía y miembros periféricos de una sociedad que el estado no abarca enteramente. Ni "clase 
peligrosa" (papel que es asumido por el crimen organizado), ni "sujeto" de su propia historia: simplemente 
víctimas pasivas. Estas cuestiones no pueden ser tratadas en el presente texto, más vale anotar que ellas 
apuntan para la "espacialidad" de la explicación mencionada: la ineficiencia del estado es percibida 
como "selectiva" social y territorialmente -con estas dos dimensiones fundidas en una única-, afectando 
de manera más intensa las áreas pobres de las ciudades, lugares privilegiados del crimen organizado. Es 
claro que no se alteran las tradicionales evaluaciones sobre la forma urbana, ahora sustentadas en 
nuevas bases: las favelas, que tipifican las áreas degradadas, continúan tan peligrosas como antes. Pero 
turban las fronteras de clases de esta percepción, pues ahora ellas son peligrosas también para los 
pobres - insinuando implícitamente una característica esencial del problema, tal como el está construido 
en la actualidad: más de una expresión de los conflictos de clase, se trata de una cuestión sistémica 
general cuyo sentido no se agota en ellos. 
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tendencia natural o necesaria de agluti­
nación del crimen violento, como hace 
creer esta interpretación. De otro lado, 
prácticamente todos los elementos en 
que se basan las consideraciones sobre 
la crisis institucional del momento pre­
sente corresponden antes a las caracte­
rísticas permanentes, seculares o "estruc­
turales" que probablemente no se res­
tringen al estado brasilero, sólo pudien­
do servir para especificar la actual co­
ywttura acompañados de las referencias 
de criminalidad violenta como su "efec­
to". Para mencionar apenas el brasil, es 
difícil no conocer que el estado fue ine­
ficiente e incapaz de extender los bene­
ficios materiales de ciudadanía a toda la 
población, mismo si fuera considerada 
apenas en las grandes ciudades . 

En resumen, estos comentarios su­
gieren que, en sus aspectos más esen­
ciales, la explicación revela las siguien­
tes características: 

l .  Una concepción por así decir "mo­
nista" de los procesos sociales; 

2. Esto produce un cuadro de refe­
renciaque privilegia casi exclusivamente 
al análisis del funcionamiento del orden 
institucional, a partir del cual se esta­
blece toda la lógica del desarrollo de la 
vida social ; 

3. Las nociones e ideas a través de 
las cuales el análisis se realiza, se con­
centran en la esfera políúca, probable­
mente como base en el presupuesto de 
que la organización del uso privado de 
métodos violentos corresponden a una 
situación extrema de disolución del or­
den social ; 

4. La relación entre crisis institucio­
nal y crimen organizado es establecida 
según un modelo unidireccional de cau­
salidad, tomando inviable tratar separa­
damente o que está predefinido (ver ítem 
2) como variable independiente y varia­
ble dependiente; 

5. La consecuencia es que la consis­
tencia de la explicación pasa a depender 
de los presupuestos que son justamente 
los aspectos de la realidad que ella pro­
cura entender, "neutralizándolos". 

Entre tanto, sería absurdo negar que 
la coyuntura actual de las ciudades bra­
sileras se distingue por una profunda cri­
sis institucional y por una organización 
de la violencia privada (no estatal) que 
tienen en los criminales comunes sus 
agentes principales. En esta sección, su­
giero que la explicación dominante, por 
elaboradas que sean algunas de sus mu­
chas versiones concretas, reconoce es­
tos aspectos de momento presente, más 
no es capaz de producir una compren­
sión intelectualmente adecuada de los 
nusmos. 

Recordando las anotaciones hechas 
en la introducción, con la cual procuro 
evitar una apmiencia pretenciosa que no 
corresponde a la intención con que este 
trabajo fu e elaborado, procuro tomar más 
explícito un punto de vista más altema­
tivo. Básicamente, insisto en la necesi­
dad de una perspectiva que, separando 
analíúcamente la crisis institucional de 
la organización de la criminalidad tome 
perceptible la singularidad de la actual 
configuración de ésta última y su im­
portancia fundamental en el cuadro de 

122 



la vida urbana contemporánea. Antes, 
creo útil un comentario muy breve y su­
perficial respecto al sentido de que se 
puede revestir la idea de crisis institu­
cional cuando aquella separación es ef ec­
tuada (o, alternativa, de que queda obs­
curecido cuando la criminalidad violen­
ta entra como presupuesto de especifici­
dad de la crisis institucional). &ta di­
gresión posiblemente tomará más claro 
el cuadro de referencia adoptada en este 
trabajo, evitando que él sea confundido 
con una propuesta particularista o dua­
lista. 

En la interpretación dominante, la 
violencia es entendida como resultados 
de los diversos problemas de control y 
regulación que, conjugados, llevan a su 
"desconcentración"; como problema so­
cial, ella es el recíproco inverso de su 
uso, legal y culturalmente sancionado, 
por las agencias estatales (cuya actua­
ción, por su vez, necesita del aval legiti­
mador de los diferentes segmentos de la 
sociedad). Accionando el crimen orga­
nizado como un presupuesto de enten­
dimiento de la especificidad de la crisis 
institucional la explicación patina, pues 
define la crisis por sujeto. Al revés de 
esclarecer, ella tennina obscureciendo 
buena parte de lo que se quiere com­
prender. 

Parece haber una f onna de controlar 
esta dificultad, sin negar la desconcen­
tración de la violencia ni los términos 
de su presión social lo que, en un sen­
tido muy literal, significaría tirar para 
afuera a un niño junto con el agua de 
baño. El punto de partida es reconocer 
que, en principio, la desconcentración 

puede realizarse a tmvés de procesos de 
deslegitimación ola retirada, raramente 
completa, del "aval" al que me refería 
anteriormente; de procesos de legitima­
ción del ejercicio privado de la violen­
cia; o de ambos, cada uno de ellos con 
un desarrollo que no es obligatoriamen­
te inducido, o compatible con (en cual­
quiera de varios sentidos de este térmi­
no: "adecuación" sincrónica, "sustitu­
ción" progresiva o "superación") u otro. 

Establecida esta diferenciación, se 
puede producir otro entendimiento de la 
especificidad de la actual crisis institu­
cional que, de una cierta manera, "ex­
plica la explicación" dominante. Reite­
rando que no es objetivo del presente 
trabajo desarrollar este análisis, creo es 
posible sugerir brevemente que, de he­
cho hay una crisis institucional que 
singulariza la actual coyuntura (aceptan­
do inclusive que ella comienza a esbo­
zarse a finales de los ru1os 70), relacio­
nada a lo que llamé procesos de desle­
gitimación. Hasta los años 60, los pro­
blemas de legitimidad del estado pare­
cen haber sido contornados por la cono­
cida lógica de incorporación selectiva 
de los contingentes que no tenían acce­
so a la ciudadru1ía, y dejar de lado la 
negociación de las demandas sociales ; 
esta lógica se sustentaba en las altas ta­
sas de crecimiento y en las funciones 
integradoras de las ideologías de movi­
lidad social que la expansión económi­
ca estimulaba. Todavía precariamente, 
esto pennitió la universalización de un 
patrón de sociabilidad fundado en las 
reglas de reciprocidad que el estado es­
taba en condiciones de controlar, absor-
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viendo y regulando los conflictos socia­
les. A partir de los mios 70, hay una 
profunda alteración de este cuadro. Por 
un lado, la paralización del crecimiento 
y la recesión económica llevan a la de­
cadencia de las biologías de la movi­
lidad, que dejan de ser subjetivamente 
incorporadas por las poblaciones urba­
nas. Por otro, el estado no tiene capaci­
dad de desarrollar políticas que atienda 
las demrutdas sociales crecientes, cada 
vez más fragmentadas y mucho menos 
sustentar la integración (por lo menos 
ideológica, ya que las oportunidades rea­
les de incorporación siempre fueron res­
tringidas) de los sectores excluidos. 

Visto en conjunto, estas trrutsfonua­
ciones revelan, en primer lugar, una in­
mensa ruubiguedad de las característi­
cas estructurales o permrutentes del es­
tado brasilero: los mismos aspectos que 
un momento representaban su fortaleci­
miento como legítimo centro de un pro­
ceso de modernización político-institu­
cional, en el momento siguiente aparece 
en la percepción social como mrulifesta­
ciones de ilegitimidad del estado y di­
solución del orden que el debería sus­
tentar. Ellas demuestran también, en se­
gundo lugar, que parece sensato prestar 
más atención a las intenelaciones entre 

la esfera política y la económica, de la 
conferida por la explicación dominante. 
Y finalmente, la consideración de los 
cambios aniba rutotadas en lo mí1limo 
insinúa que esta interpretación de la co­
yuntura actual -en la medida en que 

ésta reitera la ilegitimidad del estado 
brasilero- se construye ella misma, como 
un elemento más de lo que llruué arri­
ba como procesos de deslegitimación. 
Por otro lado, que ella sea una produc­
ción de uno o más segmentos específi­
cos de la sociedad brasilera, como pro­
bablemente es el caso, a la facilidad 
con la que ella se disemina sin un clima 
significativo de debate , parece indicar 
que se trata más de una simple opÍllión 
vaceada en intereses particulares. Ce­
nando este comentario con una especu­
lación que reconozco es difícil de fun­
drunentar sistemáticamente (o que, de 
cualquier forma, huye a los objetivos de 
este texto): tal vez su fuerza de propa­
gación pretenda ser el hecho de que ella 
capta también, como una imagen inver­
tida de la negación activa, un punto de 
vista de conte1lido semejrutte más ex­
preso de una forma pasiva, de retrai­
miento, de los segmentos recientes o tra­
dicionalmente alejados de los beneficios 
de la ciudadanía �. 

5 . Es nuevo el recurso a las ideas y conceptos extraídos del pensamiento de Weber en la formulación 
de estos comentarios. Debo evidenciar por esto mismo, que reconozco haber sido muy poco fiel al 
"espíritu" de lo que entiendo es la teoría de este autor. Creo que en el centro de este "desvío" está la 
hipótesis aquí propuesta del desarrollo independiente y divergente de dos ordenamientos políticos y dos 
formas de sociabilidad en el núsmo espacio. Como es obvio, esto es enteramente inadecuado desde el 
punto de vista de la política weberiana la cual, creo, puede ser clasificada en el rol de las que adoptan el 
presupuesto de la compatibilidad "por sustitución" arriba mencionado. No cabe en el presente trabajo 
una discusión más elaborada de estas cuestiones. 
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UNA NUEVA FOR MA DE SOCIA­
BILIDAD 

La organización social de la violen­
cia en las ciudades brasileras parece ser 
la expresión local de la profunda crisis 
interna de un patrón largamente madu­
rado de las relaciones entre sociedad y 
estado. Al final de la sección anterior 
fueron hechas algunas referencias a los 
procesos de deslegitimación que, debili­
tando al estado, en última instancia im­
plican por lo menos la posibilidad de 
"desconcentración" de la violencia. De 
acuerdo con la inmensa mayoría de los 
estudios teóricos e históricos respecto a 
los estados nacionales, situaciones de 
esta naturaleza provocan varias formas 
de organización de violencia ilegítima y 
llegan a conflictos que en el límite van 
desde su uso institucionalizado por el 
propio estado hasta la guerra civil, re­
vuelta de grupos o categorías sociales 
específicas, territorios específicos de 
resistencia. 

Lo mismo considerando las conoci­
das referencias al "poder paralelo" o al 
"estado dentro del estado" que sería el 
narcotráfico (imágenes que tienen antes 
el sentido de una metáfora para signifi­
car la gravedad del problema de la con­
ceptualización del tráfico de drogas) se 
puede decir que este no es el caso de las 
ciudades brasileras. Y, no en tanto, pa­
rece indudable, primero, que se vive en 
la actualidad un momento de descon­
centración de la violencia; segundo, que 
la violencia ilegítima no está simple­
mente pulverizada como medio de con­
ducta de individuos aislados que, en sus 

acciones, continúan referidos al orden 
estatal; tercero, que no son movimien­
tos políticos (ni tampoco "pre-políticos") 
que organizan el uso privado de la vio­
lencia como medio de acción. 

Esas características no solamente 
singularizan a la actual coyuntura urba­
na, más la toman un caso atípico. Fuera 
de que las dificultades teóricas sean 
grandes y la¡¡ evidencias disponibles muy 
precarias , deseo sugerir al menos como 
posibilidad, que la organización priva­
da de la violencia en las ciudades bra­
sileras actuales no es ni desviante, como 
piensa la explicación dominante, ni se 
constituye en un conflicto de legitimi­
dad -sea directo, sea a través de alguna 
mediación- entre grupos o categorías 
políticamente orientadas; ella se cons­
tituye como un proceso de legitimación 
de nuevas reglas de convivencia aso­
ciadas a contenidos de relaciones socia­
les también originales, instituyendo un 
nuevo patrón de sociabilidad. 

Veamos de forma muy breve, lo que 
quiero decir con las expresiones "crisis 
interna de legitimidad" y "nuevo patrón 
de sociabilidad". Creo que es posible 
afirmar que, prácticamente la línea de 
estudios que mencioné en el inicio de 
esta sección, por mayores que sean las 
transfonnaciones decurrentes de los con­
flictos de legitimidad, no hay solución 
de continuidad en el flujo de conviven­
cia social, pues son justamente derechos 
y deberes recíprocos que están en jue­
go; nuevos valores y 1 o nuevos intere­
ses materiales pueden surgir y legitimar 
un nuevo ordenamiento político, pero a 
largo plazo implican la desaparición del 
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anterior. A partir de este entendimiento, 
cualquier ·crisis de legitimidad es siem­
pre "interna" aún en los casos más ex­
tremos. La explicación discutida en la 
sección anterior puede ser vista como 
un ejemplo de aplicación de esta línea 
de análisis al caso brasilero, que restrin­
ge a la crisis como característica de la 
coyuntura actual, en la medida en que 
nuevas formas de organización de inte­
reses (el crimen organizado) son vistos 
como amenazas a la legitimidad del or­
denamiento institucional-legal que, en­
tre tanto, no ponen en cuestión sus fun­
damentos más profundos y mucho me­
nos dan origen a la constitución de otros. 
Deseo por �!SO, proponer para la discu­
sión una hipótesis que lleva a la inter­
pretación de la coyuntura por un cami­
no significativamente distinto de éste. 

De hecho, en el contexto de un pro­
ceso de legitimación, el cual reduce a la 
ya secularmente débil capacidad opera­

cional del estado, se organiza el ejerci­
cio privado de la violencia. Pero en el 
brasil urbano, gran parte de la violencia 

ilegítima es patrocinada por los crimi­
nales comunes que adoptan como regla 
básica su actuación rutinaria. Esto sig­
nifica decir que es necesario entender el 
proceso de organi1.ación de la criminali­

dad como parte de la organización so­

cial de la violencia posibilitada por la 

pérdida de su monopolio en el estado. 
Al mismo tiempo, es necesario tener en 

mente que, reconocer esta condición de 
posibilidad es diferente de incorporar a 
la criminalidad los conflictos de legiti­
midad de la esfera política, pues nada 
obliga a que ella se organice "contra" el 
orden estatal. Por lo menos en principio 
es necesario admitir que, siendo produ­

cido en un contexto (limitado como re­
salté anteriormente) de crisis "interna", 

el proceso de organización de Los cri­
minales comunes puede crear una lógi­
ca propia y originar efectos divergentes 
en relación a los conflictos que fueron 
su condición de posibilidad. Por todo 
esto insistí en la sección anterior, por la 
necesidad de distinguir (de manera com­
pleta: en el tiempo y en el espacio) ana­
líticamente, entre procesos de deslegiti­

mación y procesos de legitimación. 
Observado desde ese punto de vista, 

a pesar de que las informaciones son 
muy dispersas y de calidad dudosa, creo 

posible sugerir como hipótesis que la 
criminalidad común en las áreas urba­
nas parece que ha pasado a orgrulizarse 
de una forma diferente de la que carac­

terizaba hasta el final de los años 60 6• 
Hasta este momento, el ejemplo más 

típico de organización de las conductas 
ilegales era el juego ilegal de la lotería 
(jogo do bicho) en relación al cual la 
cuestión de la violencia se colocaba 
mal, pues todo indica que durante su 
proceso de consolidación ella recorría de 
forma muy selectiva a los medios violen-

6 .  La génesis de esta ruptura me parece uno de los puntos más nebulosos -lo que es lamentable, pues se 
trata también de uno de los más importantes- dentro de las cuestiones aquí tratadas. En la medida en que 
el crimen viene siendo valorizado en el brasil como tema académico, comien7.an a aparecer tentativas de 
estudiarlo; creo, que ellas están, de una manera general muy marcadas por el punto de vista que vengo 
criticando. 
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tos, generalmente en relación a disputas 
internas entre varias organizaciones que 
lo componían. Es hasta posible discutir 
la medida en que "ilegalidad" e "ilegiti­
midad" se superponen en este caso, una 
vez que ella cristaliza como empresas 
con intereses políticos y una actividad 
"criminalizada" desde 1946, pero ya en­
raizados en los comportamientos coti­
dianos de la población urbana. A más 
de eso, hay claros indicios de que el 
fortalecimiento de estas empresas como 
agentes económicos y políticos siempre 
dependió de un proceso de negociación 
pacífica con los diferentes agentes del 
ordenanliento legal. Finalmente, cúm­
pleme notar que ·�ogo do bicho" desen­
volvió una cultura organizacional pater­
nalista y asistencialista, con jerarquías 
basadas en lazos de lealtad de tipo fa­
miliar, y que orientaciones de esta mis­
ma naturaleza cimentaron la fonnación 
de clientelas externas, cuyo tamaño y 
concesión se basaba en la capacidad de 
negociación en el juego político. 

A partir de los años 70, criminales 
comunes pasaron a organizarse colecti­
vamente hasta que se consolidaron con 
un fonnato y contenido marcadamente 
diferentes 7• Su distintivo más básico y 
rutinario es el recurso universal a la vio­
lencia. No me refiero aquí a los aspec­
tos más obvios de la militarización del 
crimen organizado, pues esta analogía 

sólo se mantiene cuando hay un em­
pleo generalizado de armas y el domi­
nio del oponente por la fuerza; hablo 
antes de los dos propios modos de inte­
racción entre los miembros. Las organi­
zaciones criminales actuales, fuera de 
que sean iniciativas econótnicas alta­
mente lucrativas -en el momento priori­
tariamente organizados en torno al tráfi­
co de drogas, que no es una actividad 
ex elusiva ni parece haber estado presente 
en los momentos iniciales-, no son em­
presas, en el sentido de componerse de 
una jerarquía orientada para fines colec­
tivos . Ellas también están basadas inter­
nantente en los mismos principios de 
subyugación por la fuerza constituyén­
dose en una especie de amalgama de 
intereses estrictamente individuales, con 
Wt sistema jerárqvico y códigos de con­
ducta que pueden ser sintetizados por la 
metáfora de pQ armada: todos obede­
cen porque saben ser más débiles a la 
desobediencia que implica necesaria­
mente retaliación física. 

La experiencia demuestra que, a pe­
sar de toda su inestabilidad, este modo 
de organización puede ser pennaneute y 
racionalizado, tanto en ténninos de cál­
culo económico cuanto político. Poco se 
sabe sobre la naturaleza de este proce­
so, pero tal vez no sea absurdo pensarlo 
como asunlido a la fonna de algo pare­
cido a una "estrategia tnilitar personali-

7 . Es claro que esto no significó el fin del ·�ogo do bicho" corno actividad. En que medida ella fue 
"contaminada" o está siendo absorvido por la criminalidad violenta organizada, es algo imposible de 
determinar (ver nota 6). Sólo es posible decir que hay informaciones sobre varios conflictos (algunos 
armados, otros negociados), probablemente en torno de control de espacios (clientelas y territorios), 
envolviendo organizaciones del jogo do bicho y del crimen violento. 
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zada". V ale notar que, siendo esta espe­
culación aceptable, se toma difícil sepa­
rar los aspectos económicos de los polí­
ticos: los cálculos de mercado dependen 
siempre de su oligopolización por me­
dios políticos ; los cálculos políticos de­
penden, por su vez, de la posesión rela­
tiva en un mercado distorsionado. De 
esta manera el crimen violento no pue­
de prescindir de una posición de autori­
dad en un sistema de dominación que 
institucionalice aquella estrategia. Esto 
ha sido conseguido sea por el uso direc­
to de la fuerza armada ("demostrando" 
como orden empírico, por el ejemplo 
de hecho), sea desarrollando mecruús­
mos internos de legitimación, tanto dis­
cursivos cuanto prácticos; los cuales se 
han mostrado eficaces o suficientes para 
consolidar la donúnación y atraer nue­
vos grupos de subordinados. Se confi­
gura, en este sentido un orden político 
que sorprendentemente, no genera de­
beres y obligaciones, pero así mismo tie­
ne su estructura y su lógica subjetiva­
mente incorporadas 8. 

Fuera de una forma inusi tada, luego 
por lo tanto difícil de describir y con­
ceptualizar, y no obstante la casi abso­
luta privatización de los intereses que él 
produce se trata de un patrón institu­
cionalmente garantizado y subjetiva­
mente compartido de orientación de las 
conductas.  Estoy personalmente con­
vencido de que sus implicaciones éticas 
y políticas son más alannantes de lo 

que comúnmente se piensa. Justamente 
por eso, si esta hipótesis tuviera un mí­
nimo de plausibilidad, conviene tra­
tarla directamente y sin subterfugios. 

COMENTARIOS FINALES 

De mru1era más concisa y directa a 
mi alcance, procuré destacar una ten­
dencia presente en la coyuntura actual, 
tomru1do como punto de partida el cua­
dro general de referencia a la fonna por 
la cual ella está constituida en la per­
cepción social: nú intención era doble: 
de un lado, evitar un abordaje apenas 
abstracto ("teórico", en el mejor sentido 
del ténnino) de las cuestiones tratadas; 
de otro, no descalificar como simple­
mente inadecuada la representación co­
rriente de la realidad, considerándola 
como mero objeto. No me cabe juzgar 
en qué medida esta intención fue alc�m­
zada, más la actitud fue clara: critican­
do, no sus propios ténninos, una posi­
ción cualquiera, o el campo de debate 
en que se reafinna, la discusión se "in­
temaliza" y -allí está el sentido de esta 
postura- el problema que estuviera en 
cuestión es tratarlo directrunente. 

Esto no es la misma cosa que insi­
nuar que, en ctumto al problema consi­
derado, solo existen dos posiciones: la 
que denominé de "explicación dominan­
te", por los motivos señalados y la mía. 
Identifico otras diversas, provenientes 
principalmente del área académica con 

8. Tengo conciencia de estar implícitamente formulando un inmenso problema teórico que no estoy en 
condiciones de resolver: mis comentarios adjuntan para la disolución de la premisa, constitutiva de 
prácticamente toda la ciencia social, de que cualquier forma de convivencia organi7.ada supone algún 
tipo de reciprocidad. 
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las cuales no quise dialogar. Por tanto, 
no viene al caso intentar exponerlas , más 
estoy en la obligación de justificar por­
que las excluí del trabajo. De manera 
resumida es dicha de una forma un tan­
to bmtal , y la razón es simple: cuando 
se esclarecen diversos aspectos de las 
cuestiones aquí anali1.adas, la inmensa 
mayoría de ellas -en especial los estu­
dios del ángulo de ética de las relacio­
nes sociales, que yo considero portado­
res de un marcado etnocentrismo- no va 
en contra el hecho para mi central, de 
que, a través de la criminalidad organi­
zada la violencia privada ya se consoli­
dó institucional y culturalmente como 
una forma autónoma de sociabilidad do­
tada de una dinámica independiente. 

Justamente para enfatizar este pun­
to, procuré tan solamente presentarlo, 
evitando tratar sus muchos desdobla­
mientos e implicaciones. Para concluir 
creo oportuno una palabra sobre dos de 
ellas. 

Para las fuerzas sociales envueltas 
con el proceso de democratización, creo 
que la institucionalización de la violen­
cia privada es un problema político adi­
cional y paralelo al de la crisis "interna" 
de legitimidad del estado brasilero, pues 
no la desase, altera o supera. Con rela­
ción al enfrentamiento de esta última se 
dispone del recurso de un basto stock 
de conocimiento acumulado. Con rela­
ción a la forma actual de organización 
de la violencia privada, la tarea es mu­
cho más complicada, pues se trata antes 
de nada de (re)conocerla, admitiendo en 

primer lugar que ella no es el resultado 
de una acción política internacional , o, 
en otras palabras, que no se trata de un 
"compru1ero" en una lucha cuyos térmi­
nos están incorporados por ambos de los 
contendores. 

La segunda implicación, que tienen 
claras afinidades con la anterior, es la 
siguiente. Si el argumento desarrollado 
en ese trabajo es plausible, él indica una 

configuración singular y extrema de un 
largo proceso de individualización que 
ha sido reconocido como una de las mar­
cas del desarrollo de la cultura occiden­
tal. Vista desde el ángulo de sus mejo­
res ideas, en ella se cristaliza y adquiere 
densidad material todas las consecuen­
cias negativas de la secularización de 
los valores que se desenvuelve paralela­
mente y sustenta aquel proceso. Indivi­
dualización, privatización de los intere­
ses, egoísmo, así como todo lo demás 
qué, hasta que, no constituye otra cosa 
que el lado obscuro más nunca concen­
trado de nosotrc� :nismos, se funde y es 
expedido como forma material. No se 

trata más del Bien o del Mal como an­
tes, fases de una misma moneda. "La 
lucha continúa" porque el nuevo Mal 

no acaba con el antiguo Bien, pero es 
necesario un esfuerzo hercúleo para con­
servar el ejercicio de la alteridad que no 
es característico apenas del trabajo so­
ciológico, más de cualquier evaluación 
racional de las circunstru1cias. 

Si fuera el caso, sérune perdonado 
este desvarío final -delcual entre tanto 
no me arrepiento-. 
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La guerra interminable: 
Fundamentos de la idea de seguridad nacional 
Adrián Bonilla<*> 

Los discursos sobre los "objetos ", antes que basarse en ellos, en realidad los 
construyen. Las prácticas sociales, las políticas de seguridad también pueden ser 
concebidas en esta dimensión discursiva: no son meras respuestas a desafíos de 
una exterioridad dada, sino que edifican también la imagen de la realidad en su 
diagnóstico, postulación, creación y consecuencias. 

RELACIONES INTERNACIONALES 
Y PERSPECTIVAS CRITICAS 

Este proceso, que puede apare­
cer como el resultado de una 
aproximación racional , se 

encuentra como las demás imágenes de 
la vida social , determinado también por 
valores, provenientes del largo plazo de 
la cultura y por la acumulación de prác­
ticas de aquellos valores, que los redefi­
nen y alimentan; se puede encontrar ac­
cesos válidos para el análisis e interpre­
tación de hechos políticos que, como la 
guerra contra las drogas , se encuentran 
atravesados por dimensiones axiológi-

cas y percepciones morales que legiti­
man prácticas específicas. 

El pensamiento post estructuralista 
se basa en raíces intelectuales de distin­
tas vertientes provenientes de la lingüís­
tica tardía, pasando por reapropiaciones 
de la filosofía de Neitzche, de ciertos 
elementos de la sociología weberia.na así 
como de reflexiones provenientes de la 
Escuela de Fra.nkfurt y la Teoría Críti­
ca, hasta llegar a los "Nuevos Filóso­
fos", Foucault, Derrida y Habennas 
(George y Campbell, 1 990:272-275) 
(Rosenau, 1 993: 12- 14). 

Una extensa literatura ilustra lo que 
se ha llrunado el "tercer debate" en la 

(*) Ph. D. Relaciones Internacionales. Profesor-Investigador de FLACSO-Ecuador. 
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Teoría de Relaciones Internacionales 1 ,  
que de la discusión epistemológica ha 
pasado a cuestionar las formas de cons­
titución discursiva de identidades en los 
más diversos niveles 2: política, institu­
ciones, cultura, fundamentando de esa 
manera las prácticas y políticas especí­
ficas de los Estados, organismos de se­
guridad y los diversos actores relevan­
tes en la arena internacional. 

En el campo de las Relaciones Inter­
nacionales estas aproximaciones impli­
can la posibilidad de leer y concebir 
como discurso al conjunto de perspecti­
vas teóricas que hacen la disciplina. De 
hecho la literatura contemporánea en este 
terreno da cuenta desde el cuestiona­
miento de algunos supuestos básicos so­
bre los que se han fundamentado escue­
las como el Realismo de Poder, hasta el 

análisis de las formas de construcción 
de especialidades y periodizaciones, así 
como de las complementariedades entre 
las teorías y los intereses estatales del 
contexto en donde fueron producidas. 

La particularidad del discurso políti­
co se encuentra situada en la intersec­
ción de distintos elementos, que son he­
terogéneos y aluden al proceso históri­
co: aspectos estructurales-económicos, 
necesidades de los emisores, valores de 
los receptores, campos semánticos com­
partidos; su función analítica por ello 
no se limita a dar a conocer una signifi­
cación determinada, sino que da cuenta 
del contexto en donde se producen ac­
ciones concretas y decisiones 3• 

Esta argumentación propone enton­
ces ,que el proceso de la competencia 
narrativa en la lectura del discurso de la 

l .  El primer debate se dió en los momentos fundacionales de la disciplina, entre Realismo e Idealismo; 
el segundo debate ronda cuestiones metodológicas, mientras que el "tercer debate" se remite a la 
irrupción del post-positivismo, post-estructuralismo y post-modernismo, y a profundas críticas a los 
supuestos epistemológicos en que se asienta la disciplina (Lapid, 1989: 236-237). 

2. La Teoría Crítica cuestiona al realismo en tanto este último supone al mundo (u Orden Mundial) 
como un hecho dado, por su parte, la Teoría Crítica anota las funciones de legitimación (funciones 
ideológicas) donde ciertos intereses son realizados mediante discursos concretos (Hoffman, 1 989:72), lo 
cual implica también retos en miras a la integración de las Relaciones Internacionales con la Teoría 
Social y Política contemporáneas (lbid: 78-79). Por lo demás, desde los enfoques "perspectivistas" 
(Lapid, 1989:242-243) se entiende la necesidad de nuevos accesos para real izar relecturas de algunos 
textos clásicos, como los modelos de torna de decisión de Allison, que podrían ser fundamentados mejor 
desde una perspectiva hermenéutica y buscar maneras de evitar la anarquía epistemológica (lbid: 249), 
ya que el problema de la inconmensurabilidad de paradigmas no es el de equiparar todos los discursos -o 
paradigmas- sino buscar y establecer parámetros y campos que permitan la comparación relativa a través 
del tiempo y los espacios sociales. Pero desde la tradición realista no hay posibilidad de comparación 
crítica dadas sus posiciones ··objetivistas neutrales, ateóricas y (supuestamente) no-normativas (George 
y Campbell, 1990; 275). 

3. La circulación de sentido se remite a los modelos de emisión y reconocimiento (aprehensión o 
consumo) de significados y no meramente a la producción y recepción del mensaje, ya que el discurso 
político no es un hecho puramente comunicacional, sino que también se constituye como un dispositivo 
destinado a operar sobre la realidad y transformarla en uno u otro sentido, de acuerdo a las necesidades, 
intereses, demandas y percepciones del emisor (Veron y Sigal, 1985; 1 1  y ss). 

1 3 1  



seguridad, tanto de aquel emitido en el 
norte, como del ejecutado por parte de 
los estados latinoamericanos, es un pro­
ceso político. Ha implicado la produc­
ción de una práctica significante cuyo 

sentido se ha concretado en instrumen­
tos de poder que han subsumido la so­
ciedad civil dentro de los aparatos del 
Estado. El caso del narcotráfico, por 
ejemplo, da cuenta de cómo ese instru­
mental ha funcionado violentamente. 

LA NOCION DE SEGURIDAD NA­
CIONAL 

El proceso de competencia narrati­
va como política 

Una de las premisas que sustentan la 
metodología del análisis discursivo es 

que los signos en sí mismos no produ­
cen sentido. Es su funcionamiento tex­
tual, su lectura, su contexto, la confron­
tación entre el mundo del emisor y el 
del receptor lo que les otorgan "signifi­
cación" 4• La idea de seguridad ha teni­
do tradicionalmente múltiples interpre­
taciones. Es básicamentepolisémica. Sus 
múltiples sentidos, pueden ser usados 
para describir una sensación personal, 
un conjunto de recursos de la sociedad 
destinados al bienestar: la seguridad so­
cial ; o para referirse a la calidad de un 
Estado dentro del orden intemacional. 

Pero incluso dentro de esta última 
lectura, la idea de la seguridad es filtra­
da por distinto tipo de argumentos (u 
órdenes discursivos) que al mismo tiem­
po originan la identidad en referencias 
distintas, tradiciones de pensamiento o 
académicas diversas,inclusotemas, cuya 
priorización depende del contexto en que 
fueron enunciadas y recibidas. 

De hecho, la imagen de la seguridad 
estatal de la guerra fría ha sido comple­
mentada y sustituida, en la misma tradi­
ción académica anglosajona de las rela­
ciones intemacionales, una vez que el 
contexto cambió luego de 1 989 por dis­
tintas imágenes que reemplazan la 
aproximación militar a la seguridad por 
un énfasis en la dimensión económica, 
personal democrática o humana (Bagley 
y Aguayo, 1 990: Introducción; Ficth, 
1 992: 1 89- 1 94; 1 992: Nef, 1 994). 

La construcción de la idea de la se­
guridad, como la del saber, puede ser 
concebida como la construcción de W1 
relato en donde las normas de esa prác­
tica, la discursiva, son ubicuas del mis­
mo modo que el sujeto, dependiendo del 
sentido que el narrador otorgue. El esta­
tuto que da la condición de verdadero a 
uno de estos relatos no siempre depen­
de de la capacidad de éste de repl icar la 

realidad, (porque todos, de acuerdo a sus 
propias normas tienen esa posibilidad), 
sino de las condiciones que rigen y mm 

4. Esta premisa se encuentra insinuada a lo largo del pensamiento de Foucault. Es parte de un debate 
antiguo de la l ingüística, prácticamente desde la exposición de la teoría sobre la econorrúa política de las 
significaciones de Saussure. y forma parte constituyente de la obra de Roland Bartres. Resúmenes 
generales de la historia de la formulación de esta premisa pueden encontrarse en los trabajos de Pauline 
Rossenau ( 1 990, Cap. Il); y Madan Sarup ( 1 993; Caps. 2; 3 y 7). 
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sentido a la aparición de los enunciados 
en un momento dado y en una cultura 
detcmtinada (Foucault, 1983: 1 00). 

La multiplicidad de sentidos que la 
seguridad tiene no ofrece estándares cla­
ros que puedan dar cuenta de un proce­
so ideal de reflejo especular de la reali­
dad, uno de los propósitos de la racio­
nalidad instrumental-fonnal , hegemóni­
ca en occidente. Las políticas que se 
emanan en nombre de la seguridad de 
los Estados, en una primera hipótesis, 
responden a un proceso de interpreta· 
ción, de otorgamiento de sentido al có­
digo 1ingilístico que se construye alre­
dedor del témlino seguridad, antes que 
a un proceso de verificación 5• 

Este tema plantea dos discusiones. 
La primera tiene que ver con aquello 
que puede concebirse como "interpreta­
ción". y esto supone varias considera­
ciones: la primera, el texto siempre está 
incompleto mientras no sea descifrado 
por su operador, quien para ello usa su 
propio "diccionario". Esto sugiere que 
siempre el texto es contingente al lector 
y a los postulados de sigtúficación que 
él lleva consigo (Eco, 1986:73-74 ). 

Una segunda consecuencia devinien­
te del problema de la interpretación im­
plica que para efectos de un análisis del 
discurso de la seguridad en relaciones 
internacionales, su deconstrucción nece­
sariamente implicará la contextualiza­
ción no solamente del texto, de los con-

ceptos en juego, sino también de los lec­
tores y reproductores de esas nociones 
mediadas por sus propias razones utili­
tarias. Por ejemplo, el caso del narco­
tráfico plantea varias etapas de construc­
ción de significaciones, sucesivamente 
leídas por decisores e impregnadas en 
políticas concretas. El concepto conven­
cional de seguridad nacional , que se re­
fiere al conjunto de materias que tratan 
de la sobrevivencia, bienestar y protec­
ción de un Estado (Viotti y kauppi, 
1987:598), ha sido interpretado por 
ejemplo en la Guerra de las Drogas de 
un modo que le hace extensivo al fuero 
privado de los consumidores y que no 
se remite en forma directa a la sobrevi­
vencia del Estado, por lo menos en el 
caso de los países que constituyen la 
demanda. 

Las prácticas políticas se pueden en­
tender no sólo como el resultado de la 
interaccióti de intereses racionales, sino 
también como la producción de sentido, 
posición, valores e identidades en el pla­
no simbólico. Esta producción de senti­
do no está desligada de la competencia 
por la locación de recursos y la conse­
cución de objetivos, por el contrario, es 
su base fundante, donde es posible ob­
servar y analizar los intereses como 
construcciones simbólicas lústórica y es­
tructuralmente situadas, y no como "in­
tereses" abstractos, penuanentes y alús­
tóricos. 

5. La idea de contraponer las nociones de verificación e interpretación es de James Der Derian, quien 
deconstruye los temas del espionaje, el terror, la velocidad en la decisión, como relatos paralelos a la 
diplomacia. Ver Der Derian, 1992, Cap. l. 
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La imagen realista de la seguridad 
nacional 

Una primera aproximación al proble­
ma de la seguridad, en la argumenta­
ción contemporánea -de la fuente hobb­
sessiana-, busca despojar de un origen 
puramente valorativo-moral a las deci­
siones y a las normas jurídicas, y se fun­
damenta en varios supuestos alternati­
vos. La política, al igual que la socie­
dad, es gobernada por leyes objetivas: 
hay una distinción entre las opiniones y 
los razonamientos fundamentados en he­
chos; si bien hay una tensión entre la 
significación moral y la ejecución de un 
acto político, no hay valores morales uni­
versales que informen por igual la con­
ducta de los Estados, ni hay tampoco un 
Estado en particular que los represente 
(fucker, 1977: Cap. 1). El interés estatal 
se define entonces, como poder y se 
construye en un código de valores, per­
cepciones y creencias dominante: su dis­
curso legitimador. 

Las relaciones de poder abarcarían 
prácticamente todo el universo de las 
i nteracciones entre los hombres, e im­
plicarían el control de las acciones de 
unos hombres o actores por otros (Mor­
genthau, 1 960: 1 0-35). 

El realismo considerado como para­
digma se fundamenta en tres premisas: 
a) Los Estados-nación o sus decisores 
políticos son los actores más importan­
tes en sistema internacional; b) Hay una 
clara distinción entre política doméstica 

y política exterior; e) Las relaciones in­
ternacionales se definen en la lucha por 
la paz y por la guerra (V ásquez, 
1979:21 1) .  Si se lo considera como el 
conjunto de supuestos de un programa 
de investigación científica al estilo de 
Lakatos el realismo es: 1 )  Estadocéntri­
co, 2) Los Estados son racionales y uni­
tarios; 3) Los Estados tienen como ob­
jetivo la búsqueda del poder (keohane, 
1986: 164-165). EJ. ambiente internacio­
nal así concebido imagina una situación 
anárquica, similar al estado de naturale­
za original que tenía Tomás Hobbes, en 
que la seguridad de un Estado depende 
de su autosuficiencia de medios milita­
res. 

La seguridad radica en el poder como 
posibilidad que un Estado tiene de im­
poner a sus ciudadanos y a otros esta­
dos sus propias políticas (valores y 
creencias) y objetivos a través del uso 
potencial de la fuerza. En otras pala­
bras, de la capacidad de ser hegemónico 
6. En este tipo de razonamiento, los Es­
tados nación se ven reducidos a sus pro­
pias capacidades, a la "auto-ayuda" o 
auto-suficiencia para conseguir la pro­
secución de sus intereses, y el primero 
de ellos es la autoprescrvación. En tal 
virtud los Estados no son iguales entre 
sí y, puesto que son los usos del poder 
los que detenninan la normatividad, de 
ello se desprende que la paz dependerá 
de la estabilidad que se logre a partir de 
la producción de hegemonías (fucker, 
1 977: 19-72). 

6. El concepto de hegemonía para el realismo es distinto del de Grarnsci y supone la capacidad de un 
Estado para hacer prevalecer sus intereses. Esta noción está directamente ligada al concepto de balance 
de poder (Hume, 1990:279). 
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La funcionalidad del Estado es la de 
proveer seguridad a sus ciudadanos, para 
el realismo, pero esa seguridad implica, 
como en la versión original del contrato 
hobbessiano, no sólo la cesión de varias 
dimensiones de la libertad individual, 
sino también la admisión por parte de la 
colectividad de las imágenes que legiti­
man o construyen el consenso sobre el 
que se erigen las reglas estatales, la nor­
matividad pública 7• 

Dentro de la peculiar lógica que ro­
dea a los conceptos de seguridad nacio­
nal, se plantea que la interacción entre 
los valores de la sociedad con el am­
biente doméstico e intemacional define 
los intereses de la nación. En el caso de 
los Estados Unidos, y de muchos países 
latinoantericanos estos se han reswnido 
en libertad, sobrevivencia y prosperidad, 
pero la interpretación de su significado 
es una atribución de carácter político y 
reside en el Estado. La seguridad nacio­
nal cumpliría el papel de proteger y ex­
tender dichos valores en contra de po­
tenciales adversarios 8• 

Desde un punto de vista complemen­
tario, la seguridad nacional descansaría 
en la invulnerabilidad territorial de la 
nación, en el bienestar económico, en la 
promoción de un orden mundial favora­
ble básicamente pacífico, y en sus valo­
res. A partir de estos objetivos se defi­
niría la intensidad de los intereses, su 

permanencia o transitoriedad, para con­
cluir que ellos son de sobrevivencia, 
cuando hay la amenaza de destrucción 
de la nación o de su territorio; vitales, si 
la amenaza a la sobrevi vencia puede ges­
tarse o ser respondida dentro de cierto 
período de tiempo; mayores, cuando son 
importantes pero no cruciales y pueden 
ser negociados, dependiendo del grado 
de tolerancia que el reto implique, y pe­
riféricos cuando no afectan el bienestar 
nacional, aunque sí el de intereses pri­
vados (Nuechterlein, 8- 15). 

LA IDEA DE LA SEGURIDAD NA­
CIONAL EN EL ECUADOR 

La visión del orden intcmacional que 
privilegia el tema de la seguridad, parte 
del supuesto de la inexistencia de una 
autoridad política superior que regule la 
conducta de los Estados nación. El de­
recho intemacional es la institucionali­
zación de relaciones de poder previas, 
que fueron establecidas mediante el uso 
de la fuerza o la amenaza de hacerlo. La 
percepción de la seguridad nacional ins­
crita en la idea del orden mundial pre­
eminente en los países industrializados 
de occidente, es distinta en la socializa­
ción de los agentes de la seguridad lati­
noamericanos. Sobre todo en Sudaméri­
ca, la idea de la seguridad tiene al me­
nos una doble dimensión, por una parte, 

7. La idea de "orden de las cosas" expresada aquí se remite a una forma de percibir el mundo y lo que es 
normal. También a una forma de entender lo que es conocimiento, y a los valores que en la sociedad 
contemporánea forman las ideas del bien y del mal, que siempre son relativas al contexto histórico en 
que han sido producidas y por lo tanto arbitrarias (Four.ault, 1 9ff7, Cap. 1). 
8. Daniel Kaufman, Jeffrey Mckitrick y Leney Thomas ( 1985:5-13). 
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la imagen se construye en la perspecti­
va de la ubicación internacional de los 
Estados, que en el caso ecuatoriano aña­
de una tercera implicación: la de fronte­
ras, a la que se suma la visión del orden 
internacional, y una perspectiva hacia 
adentro: la seguridad interna, que parte 
de la percepción de la amenaza locali­
zada dentro de la misma sociedad a la 
que se pertenecen los actores de la diná­
mica estatal de la seguridad 9• 

En estos ténninos convencionales, 
por ejemplo, la seguridad de Sudaméri­
ca ha sido concebida, desde decisores 
de seguridad nacional, como vulnerable 
a presiones internacionales que vienen 
del norte, en dos sentidos: por una parte 
como apéndice de un sistema global que 
la ubica en el Tercer Mundo, y por otra 
parte como sujeto de una hegemonía ra­
dicada en los Estados Unidos avalado 
por su pertenencia al sistema interame­
ricano. A estas presiones dotninantes se 
le ha añadido una interna que deviene 
de la falta histórica de medios por parte 
del Estado para controlar los procesos 
políticos y sociales que se desarrollan 
en sus naciones, y que crean fenómenos 
como la subversión (Mercado Jarrú1, 
1989: Capítulos 1 y V). 

La imagen periférica que las nacio­
nes latinoamericanas tienen de sí mis­
mas respecto de la jerarquización de las 
naciones en el orden mundial, ha invo­
lucrado en sus doctrinas de la seguridad 
nacional un intenso énfasis en los asun­
tos atinentes al espacio doméstico de sus 

sociedades nacionales. La idea de desa­
rrollo, entendida como crecimiento eco­
nómico y bienestar general de la pobla­
ción, se ha vuelto sustantiva en las ver­
siones creadas en Latinoamérica, en tan­
to se asume que el poder nacional es la 
integración de todos los medios (públi­
cos y privados) de que dispone un Esta­
do para el logro de sus objetivos nacio­
nales (IAEN, 1990:2 1 ). En tal virtud, la 
estabilidad interna y la dinámica del or­
den político doméstico, así como su afi­
nidad a los objetivos nacionales previa­
mente definidos por la misma doctrina, 
adquieren una relevancia fundamental, 
que no tienen las versiones de la seguri­
dad producidas en el norte. 

La imagen de la seguridad nacional 
ecuatoriana, desde la perspectiva de sus 
instituciones, se basa en tres fuentes se­
gún los textos de enscñm1za militar (lbid: 
2), la Constitución de la República del 
F..cuador, la Ley de Seguridad Nacional 
y la doctrina de seguridad nacional . En 
cuanto a la Constitución, que se supone 
es la ley máxima del Estado, desde la 
perspectiva de los decisores en seguri­
dad nacional, este instrumento provee, 
en su declaración de principios, los ob­
jetivos nacionales penmmentes. Para los 
decisores en materia de seguridad la 
Constintción es la fuente que inspira 
dichos objetivos, sin embargo la enu­
meración de los mismos es una tarea 
específica que corresponde al presiden­
te de la república y deben ser cotúinna­
dos por el Consejo de Seguridad Nacio-

9. Esta argumentación es una síntesis de las premisas fundamentales del realismo (Ver por ejemplo: 
Morgenthm• 1960; Keohane, 1986; Tucker, 1 977). 
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nal. De hecho, la Constitución ecuato­
riana es un instnunento que puede ser 
interpretado en muchas más posibilida­
des que los siete objetivos vigentes en 
el gobierno de Durán Ballén, los mis­
mos que recogen una tradición de pen­
samiento militar anterior, incluso a la 
expedición de la Constitución ecuato­
riana que data de 1977 10• 

Una comparación de dos lecturas sis­
temáticas de los modelos de la seguri­
dad nacional en una versión estadouni­
dense (Kaufmann et. al. 1986) y en la 
imagen oficial ecuatoriana (IAEN, 1990; 
Consejo de Seguridad Nacional: 1994) 
revela las diferencias enunciadas. Mien­
tras para los norteamericanos los valo­
res de la sociedad o de la nación infor­
man y atraviesan al sistema, pero se en­
cuentran fuera de él (en calidad de me­
tanormas), para los planificadores de se­
guridad ecuatoriana, el sistema empieza 
con las instituciones que definen los ob­
jetivos nacionales permanentes. Otra di­
ferencia se establece cuando el sistema 
norteamericano de Kaufmann está divi­
dido en dos ámbitos: ambiente domésti­
co y ambiente internacional, y el ecua­
toriano no tiene el componente interna­
cional, sino que se divide entre los ám­
bitos institucionales de los órganos de 
la seguridad y los órganos del desarro­
llo. 

Siguiendo con la comparación, mien­
tras los valores sociales construyen el 
interés nacional en la visión estadouni­
dense, en la ecuatoriana son las institu­
ciones del poder político. Ambos siste­
mas coinciden al plantear que son los 
intereses u objetivos nacionales los que 
desembocan en la estrategia de seguri­
dad nacional. Ambas interpretaciones 
aluden a los actores domésticos de la 
seguridad nacional concebidos como las 
instituciones del Estado, pero mientras 
para la percepción estadounidense esas 
instituciones son aquellas que se rela­
cionan con el proceso de toma de deci­
siones de política exterior y de seguri­
dad exterior también, para la ecuatoria­
na son absolutamente todas las institu­
ciones hasta los niveles más minúsculos 
del Estado. 

CONCLUSIONES 

Los orígenes legitimadores del dis­
curso de la sef;llridad nacional en el 
Ecuador, son el resultado de la proposi­
ción previa de una serie de imágenes de 
un orden deseado sobre los que se le­
vanta la finalidad de la construcción y 
preservación del Estado; a diferencia de 
los Estados Unidos, que ha sido el caso 
usado en este texto para comparar la idea 
de la seguridad nacional ecuatoriana, en 

1 0. Dos altos oficiales entrevistados plantearon que la agenda de lru¡ fuerzas armadas para definir tanto 
los fines de la nación, cuanto los posibles riesgos a la seguridad, no son elaboración propia, sino una 
simple sistematización de elementos contenidos en la propia Constitución. (Cfr. Entrevistas. Amb<ll! 
realizadas en enero de 1 994). 
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donde los valores dominantes de la so­
ciedad aparecen como pre-existentes a 
la noción de Estado nacional -que los 
protege-, y no este como la meta por 
construir. 

El Estado aparece también como la 
sublimación de la nación y de la socie­
dad: su expresión orgánica. De ahí que 
la doctrina de la seguridad nacional, así 
concebida, entienda los objetivos del Es­
tado, que en última instancia son los ob­
jetivos de una de sus instituciones: la 
militar, como los de la sociedad, y en­
cuentre legítimo imponerlos al conjunto 
de la sociedad como requisitos de todas 
las demás dimensiones de la vida so­
cial, abarcando -desapareciendo-, en caso 
de emergencia a la sociedad civil dentro 
de la sociedad política, que es el mode­
lo in extremis que permiten las leyes 
de la seguridad en el Ecuador 1 1 •  

Otro elemento que diferencia a la 
idea de la seguridad nacional ecuatoria­
na de las del norte industrializado es la 
percepción del orden mundial . Mientras 
para las doctrinas del norte, la ubica­
ción de la jerarquía de las naciones vis­
ta a nivel mundial , define las amenazas 
y los riesgos, y por lo tanto los bienes a 
proteger, para el Ecuador este tipo de 
análisis es periférico. Su visión estraté­
gica si bien se encuadra en el orden in­
ternacional , mira fundamentalmente ha­
cia sus fronteras y hacia adentro de su 
propia sociedad. En rigor, toda relación 

de poder es supuesta como intimidato­
ria o compulsiva, en la imagen realista, 
que es un paradigma que informa la no­
ción de seguridad nacional . Si bien la 
seguridad nacional, en el norte indus­
trializado tiene una imagen volcada ha­
cia el sistema internacional, mientras que 
en el Sur la percepción de la amenaza 
mira hacia adentro de sus propias socie­
dades; ambas en esencia suponen la se­
guridad como un acto compulsivo desti­
nado a limitar conductas amenazantes 
naturales en los actores del sistema. 

La doctrina de la seguridad nacional 
en el Ecuador comienza con la creación 
o postulación de los valores de la nacio­
nalidad buscada, entendida como un sis­
tema coherente de representación iden­
titaria referido a la idea de un territorio 
e historia comunes, que involucra a to­
dos los ciudadanos. La consolidación e 
imposición de los valores, símbolos, 
creencias y prácticas que se desprenden 
de la lectura del imaginario nacional , en 
sus interpretaciones dominantes, en sí 
mismas son el fundamento de la doctri­
na. El análisis discursivo aporta elemen­
tos para concluir que las visiones ecua­
torianas de la seguridad nacional defi­
nen esta noción solamente en relación 
con los objetivos del Estado, y esa defi­
nición no deja resquicio para relacionar 
la idea de la seguridad con intereses al­
ternos de las orgrulizaciones de la socie­
dad civil. 

1 1 . Las ideas totalizantes de la seguridad nacional para el Ecuador se encuentran prácticamente en toda 

la literatura de texto para los cursos de instrucci6n de estas materias, en las instituciones militares 

especializadas. Un ejemplo de estas aproximaciones puede encontrarse en Lituma, sf., capítulo 1, cuyo 
texto, aparentemente escrito a finales de los ochenta es una referencia obligatoria en varios cursos de 

seguridad nacional en el Ecuador, y fue escrito por un oficial de esa nacionalidad mientras cumplfa 
misiones militares en Venezuela. 
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ediciones 

Investigación y Propagación de 
Especies Nativas en los Andes 
Fernando Borja, Patricia Ramos, 
Abel Tobar 1 CAAP 
Es urgente la producción de nuestra 
propia reserva tecnológica que invo­
lucre los recursos productivos y vitales 
de las tradiciones y ecosistemas nacio­
nales. 
Las acciones de forestación, como 
respuesta tecnológica concreta a las 
necesidades de preservación de recur­
sos, deben incorporar decididamente 
nuestras especies nativas, sus usos y 
bondades. 

caap 
EL COLERA: 

Una respuesta desde la Comuni­
dad Andina 1 Mauro Cifuent.es, 
José H. Sola 1 CAAP - CELCO 

Uno de los más importantes logros del 
Programa de lucha contra el Cólera se 
debe a su capacidad de organizar y 
potenciar todas las formas de respuesta 
y combate al Cólera presentes en las 
regiones de su acción, así como coad­
yuvar a una mejor participación de las 
diversas instancias estatales de salud. 
La lectura y discusión de este espectro 
de reacciones y comportamientos ali­
mentan nuestra visión favorable a una 
urgentedescentralización (yno solodes­
congestión) de las poi íticas y de la ad­
ministración en salud. 



Cuestiones distributivas en la economía ecológica 
Joan Mattínez Alier (*) 
Jeannette Sánchez (**) 

Desde la economía ecológica vemos la economía de mercado como si estuviera 
inmersa en WJ sistema físico-químico-biológico mucho más amplio. Por tanto, sur­
ge la cuestión del valor de los recursos naturales y los servicios ambientales para 
la economía. ¿Es posible traducir tales valores ambientales en valores moneta-

. ? nos . .  

Hay algunas diferencias en 
cómo considenm los pro-

. blcmas distributivos,la eco-
nomía convencional y la economía eco­
lógica. En la economía ecológica jue­
gan un rol las generaciones humanas fu­
turas, y la existencia de otras especies, 
precisamente porque el horizonte tem­
poral de la economía ecológica es mu­
cho mayor, al tomar en cuenta los len­
tos ciclos bio-geo-químicos, y la irre­
versibilidad termodinámica. Además, 
muchos recursos naturales y servicios 

ambientales no están en el mercado, por­
que no tienen propietario. La atiibu­
ción de "derechos de propiedad" y la 
inclusión de dichos bienes y servicios 
en el mercado, cambiaría la distribución 
del ingreso, y por tanto el patrón de pre­
cios en la economía de mercado que está 
inmersa en ese sistema físico-químico­
biológico más an1plio. 

En este artículo se quiere discutir, a 
nivel analítico y práctico, el lugar que 
los problemas distributivos tienen en la 
economía ecológica. Por "economía 

(*) Universidad Autónoma de Barcelona y FLACSO-Ecuador. 
(**) Investigadora del CAAP 
La primera versión de este artículo fue presentada en el congreso mundial de la ISEE. en Costa Rica, 
24-28 oct. 1994. 
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ecológica" nos referimos al estudio de 
la compatibilidad entre la economía hu­
mana y el ambiente, en el largo plazo. 
Muchos autores coinciden en que esta 
compatibilidad no está asegurada por la 
valoración de los recursos y servicios 
ambientales en mercados reales o ficti­
cios. Podemos complementar los mer­
cados reales con mercados ficticios, don­
de preguntemos por la disposición a pa­
gar por bienes ambientales extra-mer­
cantiles o por la disposición a aceptar 
i ndemnizaciones por extemalidades ne­
gativas. Pero los mercados, ni los reales 
ni los simulados, pueden realmente su­
perar algunas de sus "fallas" -la ausen­
cia en ellos de las generaciones futuras, 
y de miembros de otras especies-, no 
son realmente fallas, sino características 
propias de lo que entendemos por "mer­
cados" (reales o ficticios). Pero, más 
allá de eso, un punto teórico fundamen­
tal es que los precios de los recursos y 
servicios ambientales fonnados por tran­
sacciones entre humanos que viven en 
el presente, dependerán de la existencia 
(o ausencia), y de la dotación o asigna­
ción concreta de los derechos de pro­
piedad sobre el así llamado "capital na­
tural", y dependerán también de la dis­
tribución del ingreso al interior de la 
presente generación humana. Por ejem­
plo, ¿hay propietarios de la capacidad 
de la Tierra para reciclar una buena par­
te del C02 emitido por los humanos a 
la atmósfera? ¿Hay propietarios de la 

capacidad de evaporar agua y hacer que 
caiga en los lugares donde el agua es 
escasa? ¿Hay propietarios de la biodi­
versidad silvestre y agrícola (todavía no 
catalogada)? ¿Hay mercados u otras for­
mas de valoración de tales propiedades? 
¿Serán los bosques tropicales húmedos 
procesados por la prospección de biodi­
versidad y transfonnados en objetos de 
comercio en los supennercados, o serán 
el equivalente tropical (de igual valor) a 
las catedrales urbanas en Europa? ¿Son 
ambas escalas de valores comnensura­
bles?1. 

ALGUNOS EJEMPLOS DESDE ECUA· 
DOR: Texaco 1 Bananos 1 Manglares 

La explotación de la naturaleza en el 
Ecuador hoy en día, como en muchos 
otros lugares del mundo, hace surgir un 
nuevo tema que lo proponemos de esta 
fonna: In lnternacionalización de In in­
ternnliznción de las externnlidndes. El 
valor de tales extemalidades está clara­
mente relacionado con los resultados que 
tengan algunos conflictos distributivos. 

¿Cuál es el verdadero valor de un 
barril de petróleo de la Texaco, de una 
caja de bananas, o de una caja de cama­
rón de Ecuador?. Depende del valor de 
los daños causados. No hay tal valor 
"verdadero". No hay precios "ecológi­
camente correctos", aunque quizá pue­
da haber precios "ecológicamcnte corre-

l .  La analogía entre los bosques tropicales y las catedrales europeas fue introducida por el Dr Rodrigo 
Gámez de INBIO, en una sesión plenaria del congreso de la Sociedad Internacional de Econonúa 
Ecológica en Costa Rica, en octubre de 1994. 
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gidos". El valor atribuido a las extema­
lidades negativas es un producto de las 
instituciones sociales y los conflictos dis­
tributivos. En principio, si las personas 
perjudicadas son pobres (o de futuras 
generaciones), entonces las extemalida­
des serán más baratas, pero la intema­
cionalización de los conflictos ambien­
tales proporciona interesantes contra­
ejemplos. 

Texaco estuvo involucrado en la ex­
tracción del petróleo de la parte norte 
del territorio amazónico del Ecuador des­
de inicios de los 70's hasta 1990. Han 
sido reclamados daños por 1 .500 millo­
nes de dólares, por derramamiento de 
petróleo, deforestación, y molestias di­
versas a la vida comunitaria de los indí­
genas y colonos locales 2• El caso está 
ahora bajo consideración en una corte 
federal de Nueva York, donde hay tam­
bién (a partir de diciembre de 1994) re­
clamaciones de indígenas del Pen1, aguas 
abajo del Napa. Texaco extrajo cerca de 
1 .000 millones de barriles de petróleo 
en el Ecuador durante este período, así 
los daños reclamados representan cerca 
de 1 .5 dólares por barril ,  lo cual sería 
alrededor del 10% del valor bruto de las 
ventas. El estado ecuatoriano (quien 
hizo el acuerdo original con Texaco), 
no es un actor en el litigio en la corte de 
Nueva York. Al contrario, el gobierno 

de Ecuador está tratando de llegar a un 
acuerdo separado con T exaco por el cual 
Texaco pagaría por la restauración de 
algunos dat1os reversibles y algunas in­
denmizaciones (en la forma de puestos 
de salud, etc.) para las comunidades per­
judicadas. Algunos de los indígenas in­
volucrados no tienen mucha experien­
cia ni con la economía de mercado ge­
neralizado ni con el sistema legal de los 
Estados Unidos. El acuerdo discutido 
justamente ahora (por el cual el gobier­
no del Ecuador tratará de parar el caso 
en la corte), parece implicar un pago 
por Texaco de unos 15 millones de dó­
lares, cien veces menos que los dat1os 
pedidos en la corte por los demandantes 
ecuatorianos. Si el caso es juzgado en la 
corte de Nueva York, la corte estará en 
posición de decidir si la distribución del 
ingreso debería o no influir en el precio 
de la extemalidad (como habría sucedi­
do con el caso de Bhopal). Texaco es 
una compaJ1ía norteamericana, ¿debería 
pagar de acuerdo a los valores de Esta­
dos Unidos o a los de Ecuador?. Pero si 
hay un acuerdo fuera de corte y en Ecua­
dor (como sucedió en la causa civil res­
pecto a Bophal), esto sería también in­
teresante. Quizá los daiios serán sólo 
un centavo de dólar por barril extraído. 
¿Por qué un precio tan barato? Ello 
sería una aplicación del principio de "los 

2. Véase por ejemplo HOY, suplemento "Blanco y Negro", Quito, 23 Oct. 1994. Este periódico compa­
ra esos dailos con la indemnización que ya se ha pagado por el derrame de petróleo del Exxon Valdez, 
de más de 7 mil millones de dólares. Otra comparación podría ser hecha con los dailos en Tabasco y 
Campeche, en México, donde la compaflfa de petróleo es nacional, no extranjera, aunque los consumido­
res del petróleo mexicano, como del ecuatoriano, son en buena parte extranjeros. En el caso de Texaco, 
una de las abogadas involucradas ha sido Judith Kemerling, la autora del informe Crudo Amazónico, 

Abya Y ala, Quito, 1933. 
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pobres venden barato", de Lawrence 
Sununers. 

Hay otro caso judicial (de menor vo­
lumen), presentado por sindicatos de 
Ecuador y otros países, en una corte de 
Texas, contra la Standard Fruit, la Shell 

la Dow Chemical y otras empresas, 
por el uso de un pesticida aplicado a las 
plantaciones de banano (DBCP) el cual 
ha causado esterilidad masculina. Este 
caso surgió en Costa Rica en primera 
instancia 3• En Ecuador, las plantacio­
nes bananeras son propiedad de ecuato­
rianos, pero producen bajo contrato, y 
fueron inducidos a usar estos químicos 
por las empresas comercializadoras. 
¿Cuánto vale la esterilidad masculina? 
¿Debería ser pagada a precios de Esta­
dos Unidos o a precios de los trabajado­
res bananeros ecuatorianos? 

La existencia de extemalidades de­
pende de si los derechos de propiedad 
(reconocidos o meramente reclamados) 
han sido perjudicados; en este caso, no 
hay duda que los trabajadores son pro­
pietarios de su propia salud, pero el va­
lor de la extemalidad depende de la dis­
tribución del ingreso. Tal como lo ex-

presó hace Wl par de ru1os Lawrence 
Summers (que era entonces economista 
principal del Banco Mundial): "La me­
dida de los costos de una contamina­
ción que dmia la salud depende de los 
ingresos que se pierden a causa de la 
mayor morbilidad y mortalidad. Desde 
este punto de vista fes decir, desde el 
punto de vista de ld eficiencia asignati­
va, y 110 desde el punto de vista de la 
equidad, JMA y JS], una determinada 
cantidad de contaminación da�1ina para 
la salud debería ser colocada en el país 
de salarios más bajos " 4• La corte de 
Texas podría decidir contra la lógica del 
mercado, quizá fijrutdo los perjuicios a 
"precios" de Estados Unidos , dado que 
los dru1os hrut sido causados por empre­
sas norterunericanas. Tales casos inter­
nacionales son ejemplos estupendos de 
las arbitrariedades (o más bien, de las 
in..tluencias sociales, institucionales, no 
mercantiles) en la valoración de las ex­
lcmalidades .  Probablemente, en Ecua­
dor (como en Colombia), podríru1 exis­
tir casos similares por daños a la salud 
en la producción de flores para exporta­
ción. 

3. Puede consultarse la siguiente información periodística sobre Ecuador, Honduras y Costa Rica: The 

Tico Túnes, 26 junio 1992, para Hondura�; artículo de Anamaría Varea en El Comercio, Quito, 8 

mayo 1993, informaciones en El Comen·io, Quito, 2 1  abril 1 994 y t•n El Unh•erso, Guayaquil, 22 abril 
1 994, asegurando que unos 400 trabaJadores ecuatorianos identificados padecen esterilidad a causa de 
aplicaciones de DUCP entre 1 965 y 1985, y que hay varios miles de afectados en Honduras, Ecuador y 
Costa Rica. La firma de abogados que lleva el caso se l lama l lendler. Sobre las indemnizaciones ya 
pagadas en Costa Rica por esterilidad causada por DUCP, véase Lupita González, artículos en La 
República, Costa Rica, 2 y 3 abril 199 1. El caso inicial de Costa Rica fue considerado un gran éxito 
por los demandantes. Véase también los trabajos de L. A. Thrupp sobre pesticidas en América Central; 
por ejemplo "Sterilization of Workers from Pesticide Exposure: the Causes and Consequences of 
DUCP-induced Darnage in Costa Rica and Beyond", l nL Jour. or l lealth SeJ•vlces, 2 1(4), 1 99 1, pp. 
73 1-757. 

4. "Let them eat polllution", The Economlst, 8 Febr. 1992. 
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El caso de los trabajadores banane­
ros es una extemalidad "fácil" de valo­
rar porque los daños son sólo sobre los 
humanos, y sólo sobre la actual genera­
ción. En el caso de la Texaco, al contra­
rio, los daños irreversibles a la biodi­
versidad (valorados como valores de uso 
y opción, así como valores de existen­
cia) son relevantes; y quizá también el 
aporte de la Texaco al incremento futu­
ro de la temperatura global (por su deci­
sión de quemar el gas de los pozos pe­
troleros). En el caso de la Texaco los 
"derechos de propiedad" sobre los bie­
nes ambientales druiados no están tan 
claros como en el caso de la salud de 
los trabajadores bananeros, y hay segu­
ramente además druios a las generacio­
nes futuras y a otras especies. 

Tercer caso: camarones contra man­
glares en la costa ecuatoriana del Pací­
fico. Aquí no hay aún reclamación judi­
cial . Los demandantes podrían ser gru­
pos de personas que usan los manglares 
de una fonna sustentable, y que están 
siendo afectados por su destrucción por 
la industria camaronera. Los derechos 
de propiedad sobre el manglar no están 
siempre muy claros. Aunque la deman� 
da de camarones es internacional, la in­
dustria en sí misma es de propiedad de 
nacionales. ¿Cuánto valen las extemali­
dades, en valor actualizado? Factores a 
tener en cuenta son el período de rege­
neración del manglar después de ser des­
truido por la industria camaronera, y la 
tasa de descuento o actualización que se 

aplique a los beneficios (producción de 
camarones) y a los costos (pérdida de 
los beneficios que daba el manglar). Po­
dría intentarse una valoración en merca­
dos ficticios (en ténnino de "disposición 
a aceptar compensación" por la pérdida 
del manglar), pero los valores obtenidos 
dependerían de la distribución del in­
greso. Ha habido intentos de dar medi­
das biofísicas de los beneficios y los da­
ños , independientes de la asignación de 
los derechos de propiedad sobre los man­
glares e independientes de la distribu­
ción del ingreso. ' 

Un cuarto caso interesante en Ecua­
dor, como en muchos otros países del 
Sur, es un bien an1biental positivo pro­
porcionado por gente pobre: los recur­
sos genéticos agrícolas. Cuánto valen? 
Aquí los pobres no sólo venden barato 
sino que han regalado tales recursos ge­
néticos gratis 1 Y lo mismo se aplica al 
conocimiento indígena sobre los recur­
sos genéticos silvestres. Regular el ac­
ceso a los recursos genéticos, y ofrecer 
una remuneración por ese acceso, lleva­
ría a la preservación de la biodiversi­
dad? Cuál debería ser el túvel de esa 
compensación para lograr que la agri­
cultura "orgátúca" tradicional pueda 
competir con la agricultura "modema"? 
Qué compensación puede conseguir que 
la preservación de la biodivcrsidad sil­
vestre compita con otros usos más ren­
tables del bosque tropical , como la ex­
tracción de madera? Los supuestos efec­
tos beneficiosos del mercadeo de la hic-

S. Cf. Howard T, Odum y Jan E. Arding, Emergy anulysls or shrlmp lllllrlcultun: In Ecuudor, 
Working Paper, Univ. of Florida, Gainsville, Marzo 1991. 

149 



diversidad dependerían, entre otros fac­
tores, de la asignación de derechos de 
propiedad y de la distribución del ingre­
so 6. 

La biodiversidadagrícola in si tu, que 
todavía no ha sido investigada totalmen­
te, perderá su potencial evolutivo si la 
agricultura tradicional desaparece. La 
Convención de Biodiversidad de 1992 
abolió la idea que los recursos genéti­
cos son el patrimonio comt'ln de la hu­
manidad, y dio a los Estados soberanía 
sobre esos recursos (tanto agrícolas 
como silvestres), dejando la cuestión de 
su propiedad a las legislaciones nacio­
nales. ¿Quiénes son los propietarios de 
los recursos genéticos? Las actuales pro­
puestas sobre implementación de "De­
rechos de los Agricultores"le quitan toda 
significación social a esa cuestión, tan 
relevante para los Andes . Parece que la 
implementación de los Derechos de los 
Agricultores consistirá en Ull pequeño 
fondo de dinero dirigido a conservar 
unos pocos "museos" in situ de agricul­
tura tradicional. Las propuestas actuales 
no consisten en una defensa general de 
la agroecología, sino que se reducen a 
financiar unas pocas reservas de campe­
sinos tradicionales (aplicando de mane­
ra inapropiado la teoría del portafolio 
óptimo de activos a la conservación y 
coevolución de la biodiversidad). Así, 
en el sur de México, si el NAFTA real­
mente se convierte en realidad, el culti-

vo tradicional agroecológico del maiz 
en la agricultura de milpa va a desapa­
recer sumergido en la ola de importa­
ción de maiz de Estados Unidos (produ­
cido con recursos genéticos mexicanos 
baratos y con petróleo mexicano bara­
to). Tal vez habrá algt'ln dinero disponi­
ble, del Fondo de Derechos de los Agri­
cultores, para conservar algunas mues­
tras de agricultura de milpa cerca de 
San Cristóbal de las Casas, para que los 
ecoturistas las vayan a ver. 

ANALISIS ECONOMICO Y DISTRI· 
BUCION 

Que los precios dependen de la dis­
tribución del ingreso es un principio que 
comparten la economía neoclásica con­
vencional y la economía sraffiana, aun­
que por distintas razones. En la econo­
mía neoclásica, la distribución del in­
greso es resultado de la fonnación de 
los precios de los servicios de los facto­
res de producción. Si la distribución 
del ingreso es cambiada (por ejemplo, 
por redistribución fiscal), entonces el pa­
trón de demanda y, por trutto, el patrón 
de precios, crunbiarírut. Para la econo­
mía política sraffiana, la distribución (en­
tre salarios y grutancias de las empre­
sas) detenuina, desde el lado de la ofer­
ta, los "precios de producción", junto 
con las especificidades técnicas de la 
producción. 

6. Cf. J. Martfnez Alier, "The Merchandising of Biodiversity", Etnoecolo¡¡lca, Mexico, 3, 1 994. Sobre 
la erosión genética en la agricultura y de la implementación de los llamados "Derechos de los Agriculto­
res" reconocidos por la FAO sin efectos prácticos, véase la propuesta más reciente en Commission on 
Plant Genetic Resources, First. Extr. Session, Roma 7- 1 1  nov. 1 994 (Revisión del Compromiso Interna­
cional sobre Derechos de los Agricultores). CPGR.Exl /94/5 Supp. Sept. 1994. 
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La economía neoclásica estudia es­
pecialmente la eficiencia de la asigna­
ción de los recursos escasos para fines 
alternativos presentes y futuros a través 
del sistema de precios. Una diferente 
distribución del ingreso influiría en los 
precios, desde el lado de la demanda. 
La demanda de diferentes bienes y ser­
vicios ambientales varía de acuerdo al 
nivel de ingreso. Por ejemplo, en Ecua­
dor, una distribución más equitativa del 
ingreso haría posible expresar preferen­
cias por algunos bienes ambientales 
(agua potable), pero quizá decrecería la 
demanda de otros bienes ambientales 
(viajes a las Islas Galápagos, los cuales 
son caros). Esto es obvio, aunque re­
quiere un mayor análisis 7• El punto im­
portante aquí es que los bienes y servi­
cios ambientales pertenecen a catego­
rías muy distintas: hay bienes ambienta­
les "recreacionales" y hay necesidades 
ecológicas imprescindibles (o "condicio­
nes de supervivencia"). 

La economía política sraffiana (la 
cual e1ú oca la economía desde un punto 
de vista "reproductivo", y no "asignati­
vo"), estudia la fonnación de "precios 
de producción" desde el lado de la ofer­
ta, y muestra que depende de la distri­
bución. Un sistema sraffiano es un sis­
tema de "producción de mercancías por 
medio de mercancías'', o un sistema in­
sumo-producto, cuyo objetivo analítico 
es averiguar el costo de producir los di­
ferentes bienes (el "precio de produc­
ción"), y cuyo objetivo político es pre-

cisamente mostrar que tales precios de­
penden de la distribución del ingreso (en­
tre salarios y ganancias). Por tanto, el 
valor del stock de capital depende de la 
"lucha de clases", por así decir. 

La remuneración de los propietarios 
del capital no tiene que ver con la pro­
ductividad marginal del capital (como 
en la economía neoclásica elemental), 
porque el "capital" es una colección de 
rubros heterogéneos de medios de pro­
ducción producidos, cuyo valor depen­
de del resultado de los conflictos distri­
butivos entre trabajadores asalariados y 
propietarios del capital. Esta idea del 
"capital" como una colección heterogé­
nea de medios de producción produci­
dos, la valoración agregada de la cual 
presenta algunas dificultades , fue un in­
grediente principal en los debates de los 
años 1960s y 1970s sobre la teoría del 
capital y la distribución del ingreso. En 
el caso del así llamado "capital natu­
ral", la heterogeneidad es mucho ma­
yor. 

En una economía sraffiana, debemos 
notar la ausencia del así llamado capital 
natural (sea en acceso abierto y por tan­
to no valorado; o en propiedad comunal 
y consecuentemente quizá admhústrado 
fuera del mercado; o ya privadamente 
apropiado y por tanto dentro del merca­
do). La economía política de Sraffa tie­
ne un e1úoque "reproductivo" (en tér­
minos sociales), pero no un enfoque 
"biofísico" o ecologicamente reproduc­
tivo (como Paul Christenscn señaló al-

7. Cf. los trabajos de KrisWm y Riera en curso de publicación sobre la elasticidad-i ngrfso (menor que 
uno) en experimentos de "Disposición a Pagar". 
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gún tiempo atrás). 8 ¿Podemos "eeolo­
gizar" a Sraffa? Esto es lo que ha inten­
tado hacer Martin O'Connor 9• En la 
economía sraffiana, mostrrunos que el 
valor del capital hecho por los humanos 
depende de la distribución del ingreso. 
En la economía ecológica sraffiana, ne­
cesitarírunos primero decidir qué mbros 
corresponden a "capital natural" (es de­
cir, cuáles son propiedad capitalista), y 
entonces mostrarírunos cómo su valora­
ción depende de la distribución del in­
greso. La economía sraffiana (incluso si 
es "ecologizada") es economía, y por 
tanto intenta explicar los valores econó­
micos. No trata los problemas más run­
plios de la "distribución ecológica". 

LA DISTRIBUCION ECOLOGICA 

Economía Política fue el nombre his­
tórico para la Economía, pero hoy en 
día es más usado para las rrunas de la 
Economía que estudian los coiúlictos 
distributivos. Las partes o ramas de la 
Economía Ecológica (o Ecología Huma­
na) que prestan atención especial a la 
distribución ecológica quizá podrían lla­
marse Ecología Política. 

La economía snúfiana es Economía 
Política. Hay otros enfoques (más em­
píricamente aplicados) que también per­
tenecen a la Economía Política. Así, el 
funeionruniento armonioso del circuito 
de movimiento perpetuo de la econo­
mía neoclásica puede ser i nterrumpido 
no sólo porque le falte energía o por las 
cargas excesivas de contruuinación que 
arroja sobre el sistema bioffsico circun­
dante, sino también por los cotúlictos 
distributivos internos. Este es el crunpo 
de estudio de la Economía Pol ítica. 

Por ejemplo, las empresas están in­
di vi dual mente inclinadas a no pagar sa­
larios altos, y por tanto quizá habrá una 
falta de demrutda efectiva agregada para 
comprar todos los bienes y servicios que 
estarían disponibles con el aparato pro­
ductivo funcionrutdo a pleno uso de toda 
su capacidad instalada. Esta es una muy 
conocida contradicción interna del capi­
talismo. La regulación "fordista" de la 
economía (producción en masa, y con­
sumo masivo de bienes) podría eliminar 
o aplazar por un tiempo este cmúlicto. 
Pero, por ejemplo, en un período de ple­
no empleo, los salarios quizá subrut más 
que la productividad, y si hay lucha com-

8. Paul Christensen, "Historical Roots for Ecological Economics: Biophysical versus Allocative Appro­
aches", Ecologlcal Economlcs, 1 ,  1989. 
9. Martín O'Connor, "Value system contests and the appropriation of ecological capital", Tbe Mancbe­
ster School 6 1 ,  Dic. 1!.193. A pesar de ese intento, Martín O'Connor ha sido un crítico destacado de la 
idea de "capital natural" que para él significa "la naturaleza como capital". Hay dos objeciones contra la 
"operación semiótica" de convertir la Naturaleza en Capital Natural. En primer lugar, hay muchos 
aspectos de la Naturaleza que no pueden sc.r capital porque no pueden ser apropiados; por ejemplo, la 
biodiversidad desconocida, o el ciclo del agua. En segundo lugar, el valor monetario del "capital 
natural" va a depender de la concreta asignación de derechos de propiedad sobre él, de la distribución 
del ingreso (al modo sraffiano), y de la distribución de poder. Así, las virtudes asignativas de poner la 
Naturaleza en el mecado son dudosas, y los resultados sociales son sospechosos. Cf. Martín O'Connor, 
"El mercadeo de la naturaleza: sobre los infortunios de la naturaleza capitalista", l�cologíll Política n.7, 
1 994. 
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petitiva interna o internacional entre las 
empresas, sería difícil traducir tal pre­
sión salarial en precios más altos, y qui­
zá ocurra una crisis de las ganancias em­
presariales, desde el "lado de la oferta". 

De modo similar si los recursos na­
turales y servicios ambientales se vol­
viesen más escasos , y si tal escasez se 
reflejase en costos (hay que subrrayar 
ese "si"), entonces también ocurriría una 
crisis de ganancias. James O'Connor 
llama a eso la "segunda contradicción" 
del capitalismo. En térnúnos sociales, 
es equivalente a preguntar (como Enri­
que Leff preguntó ya a mediados de los 
1980s), ¿cuál es el papel de los movi­
mientos ambientales, actuando fuera del 
mercado, al presionar hacia arriba los 
precios que las empresas (o gobiernos) 
tienen que pagar por el uso de los bie­
nes y servicios ambientales?. O, en otros 
términos, los movimientos ambientales 
pueden ser vistos como la expresión de 
(algunas) externalidades no internaliza­
das 10• 

La Economía Política estudia los 
conflictos distributivos económicos. La 
Ecología Política estudiaría los conflic­
tos de la distribución ecológica. Pue­
den coincidir pero en general cubren dis­
tintos territorios, precisamente porque la 
mayor parte de la ecología no está en 
mercados reales ni ficticios. Por ejem­
plo, los ecólogos humanos y los econo­
mistas ecológicos estarían interesados en 
la relación entre la distribución ecológi-

ca y la presión humana en el medio am­
biente. Los humanos no tenemos ins­
trucciones genéticas sobre el consumo 
exosomático de energía y materiales; 
nuestra demografía sigue la curva logís­
tica de poblaciones de otras especies, 
pero ella es más "auto-consciente", y de­
pende de las cambiantes instituciones 
sociales; nuestra territorialidad está po­
lítica y socialmente construida, y no pue­
de ser explicada por analogías etológi­
cas. Hay entonces claros lazos entre el 
estudio de la distribución ecológica y el 
estudio de la "capacidad de carga" de 
los humanos sobre la Tierra. Pero esto 
no será más desarrollado aquí. 

¿Qué significa la distribución eco­
lógica? &to se refiere (siguiendo las su­
gerencias de Frank Beckenbach y Mar­
tín O'Connor) a las asimetrías o desi­
gualdades sociales, espaciales y tempo­
rales en el uso humano de los recursos 
y servicios ambientales, es decir en el 
agotamiento de los recursos naturales 
(incluyendo la degradación de la tierra, 
y la pérdida de biodiversidad), y en la 

carga de contaminación. 

Como ejemplos mencionamos: 

- Las desigualdades en el consumo de 
energía exosomática per cápita sería un 
ejemplo de distribución ecológica social ; 

- Las asimetrías territoriales entre 
emisiones de S02 y las cargas de lluvia 
ácida (como se muestra en los modelos 

10. James O'Connor, "Introduction", Capltallsm, Nature, Soclallsm, n. 1 ,  1988 (en castellano, en Eco­
logía Política, n. 1 , 1991). Enrique Leff, Ecología y Capital UNAM, México, 1986, segunda ed., Siglo 
XXI, Mexico, 1994, cap. 10, "Del análisis rnarginalista de las externalidades a la acción de los grupos 
ecologistas marginados". 
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europeos RAINS), de la distribución 
ecológica espacial ; 

- Las desigualdades intergeneracio­
nales entre el disfrute de la energía nu­
clear (o las emisiones de C02), y las 
cargas de desperdicios radioactivos (o 
el calentamiento global), de la distribu­
ción ecológica temporal. 

Algunas de esas asimetrías es tan em­
pezando a tener nombres, pero aún na­
die sabe cómo ponerles precios. 

Otros ejemplos: 

- El "racismo an1biental" en los Es­
tados Unidos significa localizar las in­
dustrias contaminantes o desperdicios 
tóxicos en áreas de negros, hispanos o 
población indígena; 

- Hay discusión creciente sobre "in­
tercambios ecológicamete desiguales" y 
sobre "deuda ecológica" (con aspectos 
tanto espaciales como temporales)1 1 ; 

- Se han hecho trabajos sobre el "es­
pacio ambiental" realmente ocupado por 
la economía holandesa (tanto por el abas­
tecimiento de recursos como para eva­
cuar las emisiones); 

- Los europeos no pagamos nada por 

el espacio ambiental que estamos us¡m­
do al evacuar nuestras emisiones de 
C02. Como Bromley explicó tiempo 
atrás, la valoración de las externalida­
des depende de la dotación o asignación 

de derechos de propiedad. En este caso, 
los europeos actuamos como si tuviéra­
mos la propiedad de una cantidad con­
siderable del planeta fuera de Europa, 
pero (casi) nadie todavía está quejándo­
se o tratando de imponernos una tarifa 
por ese uso. 

LA TASA DE DESCUENTO Y LA 
DISTRIBUCION 

Una conexión entre tasa de descuen­
to y distribución es la clarmnente de­
mostrada por Norgaard y 1-Iowarth 12• 

Hay otra conexión. Una explicación 
para una tasa de descuento positiva que 
es m1alíticamente muy débil y que algu­
nos economistas ortodoxos (desde Ra­
msey, 1928) han desechado, es la pura 
preferencia temporal . Otra explicación 
para que la tasa de descuento sea positi­
va es la utilidad marginal decreciente 
que obtendrán nuestros descendientes 
por su consumo más abundante, en el 
supuesto que ellos serán más ricos que 
lo que nosotros somos. Pero desde el 
punto de vista de la economía ecológi­
ca, nosotros no tenemos razones para 
creer que ellos vaym1 a ser más ricos, 

incluso dejando a un lado el incremento 
poblacional . Como es sabido, una tasa 
de descuento positiva basada en tal pw1to 
de vista optimista dará lugar a la para­
doja de que el consumo futuro será sub-

1 1 . Sobre la "deuda ecológica'', Azar y llolmbcrg, en "Simposio de París sobre Modelos de Desarrol lo 
Sustentable", París, Marzo 1994; José M. Borrero, La deuda ecológica. Testimonio de una rel1exlón 

FIPMA, Cali, 1994; Robleto, María Luisa & Wilfredo Marcelo, Deuda Ecológica, Instituto de Ecologf� 
Política, Santiago de Chile, 1 992. 

12. R. B. Norgaard y R. B. Howarth, "Sustainability and Discounting thc Future", en R. Costanza, ed. 
&ologlcal economics, Columbia U.P., N. York, 1 991 .  
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valorado y por tanto la generación ac­
tual conswnirá más recursos y servicios 
ambientales agotables que la parte que 
se consumiría de otra manera, empobre­
ciendo así más a las generaciones futu­
ras. 

¿Qué razón queda para una tasa de 
descuento positiva? La productividad 
del capital, o los costos de oportunidad 
de la inversión. Y ,  ciertamente, concor­
damos con este argumento, y por tanto 
no somos partidarios de una tasa de des­
cuento fundamentalista de cero, porque 
la inversión, algunas veces , incrementa 
la capacidad productiva. Por ejemplo, 
cuando en los Andes, el consumo y/o 
el ocio fueron sacrificados para cons­
truir terrazas y sistemas de irrigación, 
esto incrementó la capacidad de usar 
energía solar para la fotosíntesis, y las 
cosechas crecieron. Una inversión ge­
nuina bajo el Imperio Inca. Sin una tasa 
de descuento, es decir, con igual valora­
ción de unidades de consumo actual (sa­
crificado) y unidades de consumo futu­
ro (incrementado), habría una tendencia 
irrefrenable a incrementar la inversión 
de hoy, bajando al mítúmo el consumo 
de la presente generación y también de 
las generaciones futuras (excepto las "úl­
timas"). Pero, cuando la "inversión" 
consiste, como es a menudo el caso, no 
en un incremento genuino de capacidad 
productiva sino en una mezcla de pro­
ducción y destrucción, entonces la tasa 
apropiada de descuento está en duda. 

La Economía Ecológica es la cien­
cia y la gestión de la sustentabilidad. 
Entonces deberíamos definir la tasa apro­
piada de descuento, para una economía 
ecológica, como la tasa a la cual la in­
versión incrementa la capacidad de pro­
ducción sustentable. Ahora bien, defi­
nir qué parte del incremento en capital 
producirá un incremento en producción 
sustentable y qué parte producirá un in­
cremento en destrucción de la naturale­
za, es un problema distributivo. 

Este punto está ligado estrechamen­
te a las críticas que han sido planteadas 
contra los resultados empíricos sobre la 
"sustentabilidad débil" propuestos por 
David Pearce y colegas 13• ¿Cómo me­
dir la así llamada "depreciación del ca­
pital natural"? Si el "capital natural" no 
está ni tan siquiera inventariado (como 
por ejemplo, la pérdida de biodiversi­
dad por la extracción de madera en la 
Amazonía, o en Esmeraldas, Ecuador), 
o si el "capital natural" tiene un precio 
bajo (porque no pertenece a nadie, o per­
tenece a gente pobre y de menor poder, 
quienes lo venden barato), entonces la 
destrucción de la naturaleza está subva­
lorada. Por lo tanto, los problemas dis­
tributivos influyen en la tasa de descuen­
to también en este sentido, es decir, a 
través de la medida económica de la sus­
tentabilidad. 

La valoración monetaria del capital 
hecho por los humm1os depende de la 
distribución del ingreso. La valoración 

13. David Pearce y Giles Atkinson, "Capital the01y and the measurement of sustainble development: an 
indicator of "weak" sustainability", Ecologkal Economks, 8, 1 993. Véase una crítica en J. Martínez 
Alier, "The environment as a luxury good or "too poor. to be greenr', Ecologlcal Economlcs, 1995. 
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monetaria del "capital natural" depende 
no sólo de la distribución del ingreso 
sino de la decisión previa acerca de que 
se incluye en el capital natural y que se 
excluye de él, y depende también de la 
asignación concreta de los derechos de 
propiedad sobre el capital natural inclui­
do. Por eso son tan arbitrarias las medi­
das monetarias de la "sustentabilidad dé­
bil" y también las de la "sustentabilidad 
fuerte". 

El estado de sustentabilidad de una 
economía debe ser estimado más bien a 
través de indicadores biofísicos, que in­
corporen consideraciones acerca de la 
distribución ecológica. Por ejemplo, la 
Huella Ecológica o Capacidad de Sus­
tentación Absorbida o el &pacio Eco­
lógico (que pennite juzgar hasta qué 
punto una ciudad o región depende del 
resto del mundo) 14• O por ejemplo, la 
Apropiación Humana de la Producción 
Primaria Neta de Biomasa 15 que, si fue­
ra calculada para las distintas regiones 
y países del mundo, mostraría como al­
gunos de ellos viven muy por encima 
de su propia producción de biomasa, 
mientras algunos están todavía muy por 
debajo. Esas disparidades ayudru1 a ex­
plicar la insistencia de algunos ecólogos 
latinoamericanos (como Gallopin) en la 
gran productividad ecológica del conti-

nente. Hay países superpoblados en 
América (Haití, El Salvador, Barbados), 
pero en conjunto la apropiación humana 
de los productos (actuales y potencia­
les) de la fotosíntesis en la América del 
Sur es muy inferior a la de Europa, o el 
Japón, o Asia de este y sudeste. Los 
datos concretos al respecto algo nos in­
dicarían sobre la sustentabilidad. Pero 
no existe, creemos, un único indicador 
físico del estado de sustentabilidad de 
una economía, que haga superfluos to­
dos los demás. Pensar que un indicador 
monetario puede cumplir esa función, 
es aún más equivocado. 

LA EXTRACCION DE R ECURSOS 
AGOT ABU:S COMO DESCAPIT ALI· 

ZACION 

El Serafy 16 plantea, al igual que H.  
Daly y otros, la  idea de entender el  me­
dio ambiente como un "capital natural" 
que necesit:"l ser amortizado, siendo que 
su uso implica un costo por su "desgas­
te". El autor admite que la nan1raleza 
tiene propiedades específicas, pero por 
razones más bien prácticas, asimila a la 
naturaleza como pru·te del factor capital 
y construye una propuesta de contabili­
zación que pcnnita vislumbrar un bene­
ficio intcrgcneracional . 

1 4. William Rees y Mathis Wackernagel. "Ecological Footprints and Appropriated Carrying Capacity", 

en A.M.Jansson et al., eds. lnvesting In Natural Capital: the Ecological Economlcs AJlpronch to 
Sustalnability, Island Press, Covelo, Ca., 1 992. Maria Buitcnkamp el al. cds. Ac:tion l'htn Sustainable 
Nether1auds, Dutch Fricnds of the Earth, AIIISterdam, 1 993. 
1 5. Peter M. V itousek et al., "Human Appropriation of the Products of Photosynthesis", Bioscieuce, 
34(6), 1 986, pp. 368-373. 
16. EL SERAFY, Salab; 'The Proper Calculation of lncome from Depclctable Natural Resources", en 

Environmental Accountlng for Sustal.nable Developmenl, p. 1 0- 1 8, ed. Y usuf Ahmadi; Salab El 

Serafy, y Emest Lutz, Washington D.C.; World Bank, 1 989. 
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Este planteamiento incorpora la ne­
cesidad de amortizar el capital ambien­
tal renovable, como lo haría un empre­
sario con sus maquinarias, dando otro 
tratanúento a la explotación de los re­
cursos no renovables cuya pérdida es 
irreversible. 

De este modo, El Serafy adopta el 
concepto de depreciación para el caso 
de los recursos renovables, sin cambios 
en el cálculo del PIB (Producto Intento 
Bruto) pero sí en el del PIN (Producto 
Intento Neto). En lo concemiente a los 
recursos no renovables habría mayores 
problemas, pues, según él, su explota­
ción tú siquiera debería ser contabiliza­
da en el PIB, pues la venta o agota­
miento de un activo es como la venta de 
una heredad, es una descapitalización 
que no debe ser reconocida como un 
ingreso, no es una "producción" y no 
genera valor agregado: debería ser con­
tabilizada en una cuenta de disminución 
de patrim01úo dentro de lo que se ha 
reconocido como "Cuentas Satélite". 

La explotación de recursos agotables, 
en realidad genera fondos líquidos que 
pueden ser usados de distintas maneras 
(consumo o inversión}, pero no son pro­
piamente un ingreso en los términos re­
conocidos por la contabilidad nacional . 
Considerar como ingresos todo lo obte­
túdo por la venta del recurso explotado 
plantea una falsa ilusión que sobredi­
mensiona el auge y que a mediano pla­
zo será contraproducente, pues al des­
pilfarrarse estos llamados ingresos y al 
agotarse el recurso habrá una contrac­
ción irremediable, como en cualquier 

otro caso de un activo agotado que no 
ha sido amortizado. 

Lo que se puede contabilizar como 
ingreso es el rendimiento del activo. Pero 
el activo no renovable no genera per se 
un rendimiento, es necesario un cambio 
de fonna a otro activo renovable como 
activo financiero. Es decir, se trataría 
de convertir el activo agotable explota­
do en un flujo de ingresos perpetuo, para 
asegurar los ingresos a futuro. Es decir 
se trata de sustituir el "capital natural" 
por capital hecho por los humanos, o en 
los ténninos conocidos desde hace tiem­
po en América Latina, se trata de "sem­
brar el petróleo". 

Una serie finita de ingresos por la 
venta del recurso (a un ritmo detenni­
nado de extracción) debe ser convertida 
en una serie infitúta de ingresos reales, 
tal que el valor capitalizado de ambas 
series sea igual . Para ello, El Serafy 
empieza por separar la parte de la venta 
del recurso que se debe considerar ver­
daderamente como ingreso, y la parte 
que sería la descapitalización o agota­
miento del recurso, que debe amortizar­
se. 

La parte que se considera capital, 
debe ser separada del consumo para in­
vertirla y crear un flujo perpetuo de in­
gresos, que proveería el mismo nivel de 
ingreso real, tanto durante la vida del 
recurso como después. 

Ahora bien, es necesario defiiúr las 
dos porciones aludidas, la parte del in­
greso y la parte del capital, para ello el 
autor plantea la siguiente relación ení.re 
el ingreso real y el ingreso total (neto 
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de los costos de e)l.tracción) en función 
de la tasa de descuento: 

XIR= 1 -_ _..._ __ 

( 1 + r)n•1 

donde: 
X= ingreso real 
R= ingreso total por ventas menos los 
costos de extracción 
r= tasa de descuento (o interés) 
n= m\mero de períodos hasta que se ago­
te el recurso 

R-X en realidad sería el costo de uso 
o factor de agotamiento que se debería 
dejar aparte como una inversión de ca­
pital y totalmente excluido del PIB. El 
agotamiento de recursos representa una 
desinversión, que debería invertirse en 
otros activos. 

La contabilidad nacional convencio­
nal implícitamente está asumiendo una 
tasa de descuento infinita o bastante alta, 
tanto que la fracción iguale 

( 1  + r)n•1 

a "O", con lo que X/R sería igual a l .  
Ello plantea una altísima preferencia 

temporal por el presente. Es decir, la 
parte de ingreso total que no es verda­
dero ingreso sino descapitalización de­
pende, por un lado, de la razón entre 
extracción y reservas, y, de otro lado, 
de la tasa de interés (o de descuento). 

Considerru1do la última cifra oficial 
17 de reservas petroleras probadas y pro­
bables en el Ecuador para 1 994, 3.686 
millones de barriles, suponiendo que no 
se descubrieran nuevas reservas y se 
mru1tuviera el volumen de extracción 
petrolera de 1994 (casi 142 millones de 
barriles al año 18} y una tasa de interés 
intemacional del orden del 7. 1 %  19, la 
proporción de ingresos petroleros tota­
les (excluido el costo de extracción), que 
debería "invertirse" para asegurar otro 
activo alternativo que penuita mru1tener 
un ingreso real perpetuo como el de 
1994, sería al menos del 15  por ciento. 
Pero naturalmente, esa tasa del 7. 1 %  es 
una tasa altísima, es improbable que la 
economía mundinl o la ecuatoriana pue­
dan crecer a ese ritmo, en términos rea­
les, de manera sostenible que no impli­
que destmcción de recursos. 

1 7. Banco Central del Ecuador-Dirección General de Estudios: "Consideraciones sobre c.l futuro petr()o 
!ero del Ecuador", ed. BCE, diciembre de 1 994. 
1 8. Proyección hecha por DNH y Pctroprcxlucción, lhid. 
1 9. Tasa de interés internacional Prime (Nueva York) promedio en 1 994 (enero-noviembre); Banco 
Central. "Información Estadística Mensual No. 17 14", (Juíto-dícicmbrc 1 99-1. 
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CONTENIDO DE CAI,ITAL (OfrCOSTO DE USO") 
DE LAS VENTAS DEL CAPITAL NATURAL 

Expectativa de 
Vida de los 

recursos o 
(Años) 

o 100 
10 100 
20 100 
30 100 
40 100 
60 100 
80 100 
100 100 

Fuente: El Serary, 1989 

En general , como se observa en el 
cuadro anterior, bajo una proporción 
dada de extracción/reservas, el costo de 
uso, o la parte que se debe destinar a la 
inversión cambia, de acuerdo a la tasa 
de interés o de descuento, tendiendo a 
ser mucho menor confonne mayor es la 
tasa de interés. Esto revela, de hecho, 
algunas dificultades: 

- Se considera a la tasa de interés 
como dada. Habría que comprender por 
una parte las causalidades de los movi­
mientos en las tasas de interés, hasta que 
punto dependen de la distribución del 
ingreso y de la asignación (y destruc­
ción) de recursos naturales y creados por 
la hunumidad; 

- Conocer adecuadamente los esce­
narios de la tecnología fun1ra que afec­
taría las reservas de los recursos anali-

Tasa de descuento (r) 

5 10 

95 91 
58 35 
36 14 
?.2 5 
14 2 
5 o 
2 o 
1 o 

zados o plantearía susti tutos a su uso, lo 
cual no es fácil ;  

- Finalmente habría que considerar 
que llamar "capital natural" a todos los 
recursos naturales sería un reduccionis­
mo que conlleva una noción de merca­
deo generalizado de la naturaleza. 

En definitiva la propuesta de El Se­
rafy, es decir, considerar el costo de uso 
o la desinversión que la explotación del 
recurso agotable implica, es una reco­
mendación muy pertinente para la ex­
plotación petrolera. Pero su plantemien­
to no rompe las categorías y conceptos 
económicos habitunles. Su lógica, den­
tro de este esquema, es completrunente 
coherente. La corrección propuesta im­
plica cambios del sistema de contabili­
dad nacional en el nivel del PIB. Dada 
la expectativa de un Ecuador sin petró-
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leo resulta una propuesta alternativa in­
teresante, pero, de hecho, no representa 
ninguna solución "técnica" a la correc­
ción de las Cuentas Nacionales porque 
el valor de esa corrección va a depender 
la estimación de las reservas (sujetas a 
dudas) y de expectativas acerca de las 
futuras tecnologías, y va a depender de 
la tasa de interés o de descuento que se 
decida aplicar. Corregir la Contabilidad 
Nacional segtín el criterio de El Serafy 
aplicando una alta tasa de interés que 
sólo puede existir a costa del despilfa­
rro de recursos naturales en sacrificio 
de las generaciones futuras, sería muy 
incoherente. 

DISTRIBUCION E INCONMENSURA­
BILIDAD 

Como hemos visto, los precios de­
penden (desde la demanda y desde la 
oferta) de la distribución del ingreso y 
qe la problemática asignación de dere­
chos de propiedad sobre rubros del "ca­
pital natural". Pero la Economía Ecoló­
gica va más allá de esto, y ubica en pri­
mer plano el problema de la incomne­
surabilidad, el cual debe ser enfrentado 
20 

El caso de la Texaco da ejemplos de 
intentos de poner valores monetarios pre­
sentes sobre pérdidas desconocidas de 
biodiversidad y otros da11os derivados 
del desarrollo petrolero en la Amazo­
nía. Otro caso sería tratar de medir el 

valor monetario de los manglares (per­
didos) de Ecuador, descontado a alguna 
tasa apropiada, e intentar un análisis cos­
to-beneficio retrospectivo de la indus­
tria camaronera. Veamos otro ejemplo 
menos tropical: un kwh de energía fósil 
no es comnensurable en términos mo­
netarios con un kwh de energía nuclear, 
una vez que las externalidades son in­
ternalizadas, porque no conocemos qué 
valor monetario dar a tales extemalida­
des. Mucho dependerá del horizonte 
temporal y la tasa de descuento, de la 
incertidumbre del cambio tecnológico 
futuro, y también de la distribución del 
ingreso pues la gente pobre acepta más 
barato propuestas riesgosas, aunque no 
le gusten. Otra gente más rica aceptaría 
esos riesgos o incertidumbres sólo si se 
le ofrecieran grandes cantidades de di­
nero. 

En cuanto a la energía nuclear, en 
los at1os venideros el costo de poner fue­
ra de servicio plantas nucleares lucirá 
cada vez más grande. Por supuesto, pos­
poner la decisión hace aparecer a la ener­
gía nuclear como si fuera más barata, 
simplemente en virtud de la tasa de des­
cuento. Pero estamos comprometiendo 
entonces la capacidad de las generacio­
nes futuras para satisfacer sus propias 
necesidades. Los valores monetarios da­
dos para las externalidades aparecen por 
tru1to como consecuencia de decisiones 
políticas (las cuales están basadas en ar­
gumentos económicos espúreos) 21 •  

20. John O'Neill, Ecology, Pollcy and l'olltlcs, Routledgc, London, 1 993, 
2 1 .  Stephen Thomas, Gordon MacKerron y John Surrey, "Sustainability and Nuclear Planl Dccommis­
sionina", en Simposio de París sobre Modelos de Desarrollo Sustcntahle, 16- 18 Marzo 1 994. 
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Inconmensurabilidad significa que 
no hay una unidad común de medida, 
pero no significa que no podamos 
comparar decisiones alternativas sobre 
una base racional , sobre diferentes es­
calas de valores, como se hace en la 

evaluación multicriterial. Por ejemplo, 
en el caso de energía de combustibles 
fósiles vs .  energía nuclear, nosotros 
podemos ordenar (en España, por 
ejemplo) ambas fuentes bajo diferen­
tes criterios. 

COMPARACION ENTRE ENERGIA NUCLEAR Y ENERGIA PETROLERA 

Energía Nuclear Energía de Combustibles 
fósiles 

Producción de C02 - X 
Producción de NOx - X 
Producción de S02 - X 
Costo crematístico $/kwh $/kwh 
Desperdicios radioactivos 
Problemas de desmantelar 
Peligro para la vida humana 
Temor de la población 
Facilidades de cogencración 
Control tecnocrático 
Independencia nacional 
Lazos militares 

Más que reducir tales y otros facto­
res a una unidad común expresada en 
valor actualizado, trataríamos de alcml­
zar una decisión racional a través de una 
discusión verbal (o quizá a través de nú­
meros fuzzy), dm1do pesos implícitos a 

X 
XX 
XX 
X 

-

XX 
X? 
X 

-

X 
X 
-

X 
X 
-

-

tales criterios 22• La evaluación multi­
criterial es Ecología Política aplicada, 
es decir, el estudio de lo que hemos lla­
mado "distribución ecológica". No es 
reducible a la Economía o incluso a la 
Economía Política. 

22. G. Munda, Fuzzy Inrormation In M ultlcrlterla Envlronmental Evaluation Models, Ph. D. tesis, 
Universidad de Amsterdam, 1993. También G. Munda, P. Nijkamp, P. Rietveld, "Qualitative multicrite­
ria evaluation for environmental management", Ecologlcal Economics, 10, 1 994, pp. 97- 1 12. 
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La inconmensurabilidad está en la 
tradición de la economía ecológica des­
de Otto Neurath y William Kapp. En 
1970 Kapp escribió: 

"Dar valores monetarios y aplicar 
una tasa de descuento (cuál?) a las uti­
lidades o desutilidades futuras para ex­
presar su valor actual capitalizado, pue­
de darnos un cálculo monetario preci­
so, pero ello no nos sacará del dilema 
de la eleción y del hecho que nosotros 
tomamos riesgos con la salud y super­
vivencia humanas. Por esta razón, es­
toy inclinado a considerar que el inten­
to de medir los costos y beneficios so­
ciales simplemente en términos de valo­
res monetarios o de mercado está con­
denado al fracaso. Los costos y benefi­
cios sociales tienen que ser considera­
dos como un fenómeno extra-mercado; 
ellos son sufridos o se acreditan a la 
sociedad como un todo; son heterogé­
neos y no pueden ser comparados cuan­
titativamente entre ellos mismos y con 
otros, ni siquiera en principio "23• 

Otto Neurath había escrito en 1 919: 

"La cuestión surgiría, ¿debería uno 
proteger las minas de carbón o hacer 
trabajar más a los hombres? La res­
puesta depende por ejemplo de si uno 
piensa que la fuerza hidráulica puede 
ser suficientemente desarrollada o de si 
el calor solar quizá sea mejor usado, 

etc. Si uno cree en lo últinw, uno puede 
"gastar" ahora carbón de manera más 
libre y 110 desperdiciar esfuerzo humano 
si el carbón puede ser usado. Si, al con­
trario, uno teme que si esta generación 
usa demasiado carbón, miles morirán de 
frío en el futuro, entonces podríamos usar 
ahora más fuerza humana y ahorrar car­
bón. Estas y muchas otras cuestiones no 
técnicas determinan la selección de un 
plan calculable técnicamente ... podemos 
ver que 110 hay posibilidad de reducir el 
plan de producción a alguna clase de 
unidad de un único tipo para entonces 
comparar los varios planes en términos 
de tal unidad" 24• 

En 1919, Ncurath podía haber ya in­

cluido en su discusión el creciente efec­

to invemadero, y la energía nuclear. Su 
ejemplo muestra que la comparabilidad 

no nccesarirunente presupone la con­
mensurabilidad. Podemos racionalmente 
discutir fuentes de energía, sistemas de 
transporte, política agrícola, patrones 
de industrialización, y la preservación 
de bosques húmedos tropicales, toman­
do en cuenta tanto costos (y beneficios) 
monetarios como "costos" (y "benefi­

cios") socio-ambientales (presentes y 
futuros), según cll u•; impactan sobre di­
ferentes gmpos de gente, hoy y en el 

futuro, sin apelar a una unidad crema­
tística de medida común. 

La economía, desde el punto de vis­
ta ecológico, no tiene pues una medida 

23. Kapp, K. W. ,  ( 1 970), Social Coslo;, Economic Development, and En•·inmmental Disruption, J. E. 

Ullmann (ed.), University Press of A merica, Lanham, Md (re.pr. 1983). 

24. Neurath, 0., Empiricism and Sociology, Reidei, Dordrecht, 1 973, p. 263. Neurath fue un filósofo 
analítico co-fundador del "Círculo de V iena". 
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común, porque no sabemos cómo dar 
valores actuales a las incertidumbres y 

a las contingencias irreversibles , y tam­
bién porque tales valores dependerían 
(ya hoy) de la asignación de los dere­
chos de propiedad y de la distribución 

del ingreso. Por ejemplo, supongamos, 
siguiendo el ejemplo de Neurath, que la 
energía solar se vuelve fácilmente dis­

ponible en la forma de lúdrógeno del 
agua separada por fotolisis. ¿Tales téc­

nicas serán libremente disponibles don­
de quiera y en pequeña escala, o algu­
nas empresas serán capaces de apropiar­
se de las técnicas y cargar altos precios? 
25 

CONCLUSION 

Hemos visto que la valoración eco­

nómica de los bienes y servicios am­
bientales y de las externalidades negati­
vas (comercializados o no) depende (en 
diferentes formas) de la dotación de de­
rechos de propiedad y de la distribución 
del ingreso. La elasticidad-ingreso (en 
mercados reales o ficticios) quizá sea 

mayor para las "amenidades" ambienta­
les con valor meramente recreativo que 
para "necesidades" ambientales o "con­

diciones ecológicas de la vida y la pro­
ducción". Por tanto, una redistribución 
del ingreso tendría efectos en la deman­

da de bienes y servicios ambientales. 
Pero ésta no es la línea principal de este 

artículo, el cual ha considerado la eco­
nomía más bien desde el "lado de la 

oferta". 

Desde el "lado de la oferta", la dis­
tribución del ingreso (y de los derechos 
de propiedad) determinará (a la manera 

sraffiana) el valor (o mejor dicho, los 
"precios de producción") de los bienes 
que incorporen "capital natural" comer­
cializado y determinará asimismo el va­
lor del stock de ese "capital natural" co­

mercializado. Sin embargo, la mayoría 
de bienes y servicios ambientales no es­
tán en el mercado. Al respecto, este 
artículo ha introducido el concepto de 

"distribución ecológica" , es decir,las asi­
metrías o desigualdades sociales, espa­

ciales y temporales en el acceso a los 
recursos naturales o en las cargas de la 
contaminación (sean comercializadas o 

no). Hemos considerado las relaciones 
entre distribución económica y distribu­
ción ecológica; en otras palabras, discu­
timos las relaciones entre Economía Po­
l ítica y Ecología 1-'olítica. 

Tantbién incluimos una sección so­
bre la tasa de descuento apropiada que 
sería aquella determinada por la produc­
tividad "sustentable" del capital; pero la 
medida de la sustentabilidad depende de 

la medida de depreciación del "capital 
natural", y la medida del "capital natu­
ral" depende de la asignación de dere­

chos de propiedad y de la distribución 
del ingreso. 

25. ¿llydro-Quebec será capaz de vender hidrógeno a Europa. separado no por energía solar directa sino 
por hidroelectricidad, a un costo alto en tierras perdidas "pertenecientes" a los indios Kree? Aparte de 
los problemas de derechos de propiedad, ¿serian los Kree capaces de exigir altos precios por sus tierras, 
en los mercados reales o ficticios?. Cf. el artículo de Clara Valverde y Enrique Tello sobre esta cuestión, 
en Ecología Política, n. 8, 1 994. 
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En la sección final hemos discutido 
la vinculación entre cuestiones distribu­
tivas y la inconmensurabilidad econó­
mica, que es el principal desafío de la 
Economía Ecológica a la economía con­
vencional. 

Las valoraciones de extemalidades 
diacr6nicas y también las valoraciones 
de extemalidades sincr6nicas (y de bie­
nes y servicios ambientales) depende­
rán de la distribución, no solo de los 
derechos de propiedad, sino también del 
ingreso. La ausencia de generaciones 
futuras y de otras especies en los mer­
cados ha sido a menudo señalada. En 
este artículo se ha insistido sobre el con­
texto institucional y social de la valora­
ción de extemalidades sincrótúcas ne­
gativas y de bienes y servicios ambien­
tales. l.awrence Summers tuvo razón 
(como una proposición de la economía 
positiva) al afinnar que el precio (pre­
cio de mercado o precio sombra) del 
perjuicio causado por la contaminación 
era inferior cuando los perjudicados eran 
pobres que cuando eran ricos. De todas 
maneras, aceptar dichos precios bajos de 
las extemalidades es una decisión polí­
tica precisamente porque las extemali­
dades negativas (y también muchos bie­
nes ambientales) son por defilúción no 

valorados en el mercado (y, si usamos 
técnicas de mercados ficticios, no todos 
creerírut en los resultados). Por ejem­
plo, quizá encontremos -siguiendo la in­
terpretación de Sagoff 26-, mucho recha­
zo a poner un precio en témúnos de 
"Disposición a Pagar" o incluso de "Dis­
posición a Aceptar Compensación" en­
tre la gente pobre, cuya mejor posibili­
dad de influir en los eventos no está 
como consumidores en el mercado, o 
consumidores ficticios en el mercado fic­
ticio, sino como ciudadanos actuando en 
política, a través del voto o la acción 
directa 27• 

La ausencia de valoración económi­
ca convincente de extemalidades nega­
tivas o bienes runbientales en mercados 
reales o ficticios (es decir, la inconmen­
surabilidad económica), conduce a una 
discusión sobre criterios de asignación 
de bienes escasos que fue anticipada por 
Neurath y Kapp. Hay racionalidad más 
allá de la racionalidad crematística. Este 
artículo es una contribución modesta al 
estudio de cómo la valoración económi­
ca depende de la distribución del ingre­
so (y también de los derechos de pro­
piedad), como un paso en la discusión 
más fundamental sobre inconmensura­
bilidad. 

26. Sagoff, The Economy of the Earth, Cambridge U.P.,  1 988. 
27. Ramachandra Guha, "El ecologismo de los pobres", Ecología l'olítka, n.8, 1 994. 
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La economía política de la gestión ambiental 
en América Latina 
David Kai mowi tz <*> 

El patrón actual de desarrollo de América Latina es insostenible. Está asociado 
con el uso y degradación de los recursos naturales renovables y no renovables más 
rápido que lo que estos pueden ser producidos o sustituidos. 

e ada año hay menos bosques, 
minerales y petróleo, recur­

sos genéticos y suelos férti-
les. Hay problemas con la disponibili­
dad del agua y la vulnerabilidad de los 
monocultivos agrícolas a las plagas. La 
industria, agricultura, sistema de trans­
porte y estilo predominante de asenta­
miento humano contaminan el aire y el 
agua, lo cual destruye el ambiente y per­
judica la salud humana. En el corto pla­
zo eso reduce el bienestar social ; a más 
largo plazo, amenaza con crear una cri­
sis en la acumulación de capital. 

Para resolver los problemas de la so­
bre explotación de los recursos natura­
les y la contaminación del ambiente se 
requiere, entre otras cosas , la interven­
ción del Estado. Dicha intervención in­
cluye la definición de un marco legal y 
macroeconómico y un sistema de im­
puestos y subsidios que reducen los in­
centivos privados a sobreexplotar los re­
cursos naturales y contaminar, inversio­
nes en iiúraestructura, ciencia y educa­
ción y la creación de espacios que per­
miten la resolución de cmúlictos y dife­
rencias entre los distintos grupos de in-

(*) Especialista del Instituto Interamericano de Cooperación para la Agricultura ( I ICA) en San José, 

Costa Rica. Las opiniones expresadas aquí son del autor, y no necesariamente reflejan la posición del 
IICA. El documento ha sido enriquecido por discusiones sobre el tema con Eduardo Baumeister, Fabio!a 
Campillo, Manuel Chiriboga, Ricardo Costa, Charlotte Elton, Gonzalo Estefanell, Roberto Haudcy, 
Henri Hocde, Roberto Martínez Noguiera, David Mayhre, Orlando Plaza, Grettel Me Vane, Lori Ann 
Thrupp, Eduardo Trigo, y los participantes del seminario sobre "Economía política del desarrollo 
sustentable en América Central" realizada en la Catalina, Costa Rica, 20 al 23 de junio de 1993. 
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terés. Es posible avanzar a un manejo 
más racional de los recursos naturales, 
pero estos esfuerzos siempre tendrán un 
alcance limitado mientras el Estado no 
orienta la gestión de dichos recursos 1• 

Si los que toman las decisiones pú­
blicas en América Latina tuvieran la dis­
posición real de buscar vías de desarro­
llo que causen menos deterioro a los re­
cursos naturales probablemente sería fac­
tible encontrarlas. Harían falta grandes 
cambios en las políticas, instituciones y 
patrones tecnológicos, pero no es im­
pensable que se puede hacer. Eso, sin 
embargo, significaría altos costos para 
ciertos grupos, quienes tendrían que 
abandonar actividades que contaminan 
o degradan los recursos naturales, finan­
ciar esfuerzos de reconversión producti­
va para incorporar tecnologías más "lim­
pias", invertir en medidas para reducir 
la pobreza y aceptar un mayor grado de 
participación popular en la toma de de­
cisiones 2 •  

El asunto se complica más porque 
no necesariamente el que protege el am­
biente y paga los costos es quien capita­
liza los beneficios. En el contexto ac­
tual el campesino que no deforesta no 
percibe ningún beneficio del hecho que 

los recursos genéticos del bosque pue­
dan servir en el futuro a la industria far­
macéutica. Por lo general, los dueños 
de las industrias contaminantes no vi­
ven en las ciudades o barrios que conta­
minan. Si una empresa transnacional de­
grada un área, puede trasladarse a otro 
lugar, todavía no degradado. 

Algunos problemas ambientales,aun­
que no todos, tienen el inconveniente 
adicional de demandar grandes inversio­
nes que sólo maduran en el mediano o 
largo plazo, Por ejemplo, muchos de los 
beneficios de invertir en conservación 
de suelos para prolongar la vida útil de 
las presas lúdroeléctricas no se obten­
drán hasta mediados del próximo siglo. 
Pueden pasar diez o quince mios entre, 
cuando se invierte en educación prima­
ria y cuando se percibe una retribución 
económica. El impacto de la deforesta­
ción actual del Amazonas en el clima 
mundial sólo se podrá notar después de 
varias décadas. Suele ser más barato 
prevenir los problemas ambientales 
que superarlos una vez que se pre­
sentan (y algunos daños ambientales 
son irreversibles) pero eso implica una 
capacidad de previsión y planificación 
que no siempre existe. 

l .  Cuando se refiere al manejo racional de tos recursos naturales se entiende un manejo que es racional 
desde el punto de vista de la sociedad, ya que tanto la sobre explotación de los recursos naturales como 
la contaminación pueden ser racionales desde el punto de vista individual. (comunicación personal 
Carlos Rivas). 
2. La disminución de la pobreza y la apertura de espacios de democracia, además de ser dese.ables de por 
si, son requisitos esenciales para reducir el deterioro ambiental. Si bien los pobres no son los principales 
causantes de la destrucción ambiental, si no se toman medidas para disminuir la pobreza será difícil 
eliminar el avance de la frontera agrícola, la erosión en las laderas, la deforestación para obtener leila, 
los problemas de saneamiento ambiental o las altas tasas de crecimiento demográfico. Tampoco es 
realista esperar que el Estado sólo pueda tener la capacidad de velar por el manejo racional del medio 
ambiente, sin una participación estrecha y comprometida de la población local. 
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En los últimos años, los economis­
tas en América Latina han comenzado a 
prestar más atención a temas relaciona­
dos con el ambiente. Sin embargo, los 
estudios que han realizado tienden a te­
ner un enfoque normativo, centrado en 
analizar los costos y beneficios de dis­
tintas alternativas para poder hacer re­
comendaciones. Se supone que las per­
sonas que reciben esa información to­
marán las decisiones apropiadas, o por 
lo menos que si no lo hacen eso es un 
problema "político", que rebasa el al­
cance del análisis "técnico". 

Este ensayo, por el contrario, tiene 
como preocupación central entender la 
lógica de la toma de decisiones relacio­
nadas a políticas de gestión ambiental 
en América Latina, y explicar bajo qué 
condiciones los que toman esas decisio­
nes pueden estar dispuestos a y ser ca­
paces de actuar en favor de un manejo 
más racional de los recursos naturales y 
el ambiente. 

Se reconoce de antemano que den­
tro de la "problemática ambiental" exis­
ten una multitud de temas específicos 
distintos, cada uno de los cuales tiene 
sus propias características y dinámica de 
toma de decisiones. Un grupo puede fa­

vorecer ciertas políticas de gestión am­
biental y oponerse a otras ; algunas ini­
ciativas avanzan mientras otras se es­
tancan. No hay un movimiento ambien-

talista, sino múltiples, y probablemente 
tiene que ser así (commúcación perso­
nal Roberto Martínez). Sin embargo, este 
ensayo busca examinar algunas de las 
grandes tendencias, con la esperanza de 
motivar otros estudios posteriores más 
específicos ; más que un estudio termi­
nado, pretender ser una agenda de in­
vestigación. 

La primera lúpótesis de trabajo es 
que no se tomarán medidas serias enca­
minadas a reducir la degradación de los 
recursos naturales si no hay presión para 
hacerlo. Esta hipótesis se fundamenta 
en la observación empírica de que nin· 
guna reforma política o social históri· 
ca de envergadura en América Lati· 
na ha ocurrido sin luchas sociales. Son 
contados los casos donde los grupos 
gobernantes mismos han protagoniza­
do reformas a favor de los sectores 
populares o la protección de los re­

cursos naturales, sin fuertes presiones 
previas 3• El Estado tiene cierto grado 
de autonomía, pero aún así los que to­
man las decisiones normalmente están 
preocupados por la "rentabilidad políti­
ca" de dichas decisiones. Si nadie pre­
siona a favor de un manejo racional de 
los recursos naturales puede concluir que 
eso no resulta políticamente "rentable". 

Partiendo de la hipótesis de que ha­
cen falta presiones sociales para lograr 
refonnas profundas, la siguiente sección 

3. Incluso en casos conocidos donde los gobernantes han demostrado una cierta autonomía de las clases 

dominantes y protagonizado reformas profundas, como el de la reforma agraria y la nacionalización dd 
sector petrolero por Cárdenas en México, las reformas agrarias realizadas por gobiernos militares en 
Honduras y Perú. la lucha de Tonijos en Panamá por la soberanía de la zona del canal, las reformas 
peronistas en Argentina y las reformas sociales de Calderón Guardia en Costa Rica, siempre hubo 
fuertes presiones sociales anteriores a favor de esas reformas. 
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de este ensayo examina tanto el poten­
cial como las limitaciones de siete acto­
res sociales que podrían ejercer presión 
a favor de un manejo más racional de 
los recursos naturales: a) actores extra­
regionales (gobiernos y ONG 's de los 
países desarrollados, la banca multilate­
ral y los organismos internacionales}, b) 
capas medias urbanas, e) empresas que 
ven el tema del ambiente como oportu­
nidad de hacer negocio, d) productores 
y comunidades afectados por la conta­
minación, e) movimientos indígenas, f) 
ambientalistas profesionales, y g) parti­
dos y movimientos sociales preocupa­
dos por la justicia social . Las presiones 
de estos actores responden en parte a 
sus intereses materiales directos, pero 
también a cuestiones no directamente 
vinculados a intereses, sino de tipo más 
cultural, de clima ideológico o relacio­
nados con la cotidianidad (comunicación 
personal Roberto Martínez). 

La segunda hipótesis del trabajo es 
que dos de los mayores obstáculos 
para que el Estado latinoamericano 
actúe a favor de un manejo racional 
de los recursos naturales son la de­
pendencia del modelo de acumulación 
actual en la sobre explotación de los 
recursos humanos y naturales para 
competir en la economía mundial y el 
gran poder que tienen las institucio­
nes financieras internacionales 4• F..sos 

dos fenómenos refuerzan los grnpos so­
ciales opuestos a las reformas ambien­
talistas y sociales. 

La tercera hipótesis central es que 
para que el Estado tenga la capaci­
dad de intervenir a favor de un ma­
nejo racional de los recursos natura­
les hace falta un aparato institucional 
bien desarrollado y cierta autonomía 
relativa de las clases dominantes 
(Rueschemey; Evans, 1985)5 • El diseño 
de ese aparato tendría que reflejar las 
necesidades específicas de la gestión 
ambiental. También necesita tener obje­
tivos de desarrollo más allá de la capta­
ción de recursos para el beneficio de 
sus propios miembros (Bates, 1988; de 
Janvry; Sadcmlet; Thorbecke, 1 993). Sin 
estas condiciones, por más presión que 
haya, difícilmente el Estado estará en 
condiciones de implementar las refor­
mas profundas que seru1 necesarias. El 
cumplimiento cabal de estas cuatro con­
diciones resulta problemático en la ma­
yoría de los países de América Latina. 
sobre todo en el nuevo contexto de una 
fuerte ideología neoliberal , que plantea 
una reducción casi generalizada en el 
papel del Estado. Sin embargo, la mag­
nitud de la brecha en cuanto al nivel de 
cumplimiento varía. Además, es impor­
trutte tratar de entender los factores que 
favorecen u obstaculizan el cumplimien­
to de estas condiciones. 

4. No es casual que la presión de los organismos financieros internacionales aparece tanto como un 
elemento favorable para la gestión ambiental, como una de las principales limitaciones. Efectivamente 
esa presión abre ciertos espacios para cambios a la vez que cierra otros. 
5. Al mismo tiempo el Estado debería ser relativamente susceptible a las presiones a favor de la gestión 
ambiental. E.�ta idea se retoma más adelante. 
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LA PRESION SOCIAL A FAVOR DE 
LA GESTION AMHIENT AL 

Los actores extra-regionales 

El surgimiento de movimientos am­
bientalistas fuertes en los países desa­
rrollados corresponden al desarrollo de 
importantes grupos en esos países con 
suficientes ingresos para poder darse el 
lujo de preocuparse no sólo con la so­
brevivencia cotidiana, sino con la cali­
dad de vida en un sentido más amplio. 
En América Latina, el tema ambiental 
entró al escenario por una vía distinta. 
Sin desconocer la presencia histórica en 
la región de diversas iniciativas ambien­
talistas, no parece exagerado afirmar que 
en gran medida la preocupación por los 
recursos naturales y el medio ambiental 
en los últimos ru1os se debe a influen­
cias políticas, económicas e intelectua­
les de los Estados Unidos y Europa. Es­
tas influencias, a la vez, tienen sus rai­
ccs en los movimientos ambicntalistas 
de los países desarrollados recién men­
cionados, que surgieron en las décadas 
de los ruios setenta y ochenta (Buttel, 
1992; Sale, 1993). 

A partir de la Conferencia sobre el 
Medio Humano de las Naciones Unidas 
en Estocolmo en 1972, los movimientos 
ambientalistas del norte comenzaron a 
presionar a sus gobiemos y a los orga­
nismos internacionales financieros y de 
cooperación técnica para que estos apo­
yaran políticas menos perjudiciales para 
el ambiente en América Latina (Brrun­
ble y Porter, 1992). Trunbién entraron a 
actuar directamente en la región, abrien-

do oficinas y apoyru1do proyectos en 
muchos países. 

La presión de los países desarrolla­
dos a favor de diversas medidas runbien­
tales en América Latina ha tomado va­
rias formas. Las ONG's ambientalistas 
han hecho denuncias públicas relacio­
nadas con el comercio de residuos tóxi­
cos y plaguicidas prohibidos y con gm­
pos que están contribuyendo a la defo­
restación y la extinción de ciertas espe­
cies. Las agencias extemas han finan­
ciado proyectos en mru1ejo forestal, áreas 
protegidas, calidad de agua y saneamien­
to ambiental, conservación de suelos y 
manejo de cuencas y de fortalecimiento 
de las instituciones con responsabilida­
des runbientales. Debido a la presión de 
los gmpos an1bientalistas, se ha vuelto 
más difícil conseguir préstrunos exter­
nos para carreteras y proyectos de colo­
nización y manejo forestal en áreas de 
trópico húmedo. Por lo menos en un par 
de ocasiones, como la presión sobre Bra­
sil para reducii ía deforestación de la 
Amazonía y la incorporación del tema 
ambiental en la negociación del Tratado 
de Libre Comercio entre Estados Uni­
dos, México y Canadá, se ha evidencia­
do una condicionalidad ambiental explí­
cita, donde se exige que los gobiemos 
latinoanJericanos adopten ciertas políti­
cas an1bientales para poder acceder a 
préstamos o a los mercados de los paí­
ses desarrollados (H urrcll ,  1992). T run­
bién existen un número creciente de res­
tricciones comerciales en los países de­
sarrollados que limitatl la importru1cia 
de alimentos con residuos de plaguici­
das, animales silvestres, maderas tropi-

169 



cales e incluso ciertos tipos de empa­
ques que no son fácilmente degradables. 

La gran relevancia que ha tomado el 
tema ambiental en los medios de comu­
nicadón, debates académicos y agrupa­
ciones sociales de los países desarrolla­
dos ha tenido una influencia notable so­
bre las sociedades latinoamericanas, ayu­
dando a generar movimientos ambien­
talistas nacionales dentro de la región 
que ejercen presión a favor de la ges­
tión ambiental. Incluso muchos de estos 
movimientos ambientalistas reciben fi­
nanciamiento directo de organismos de 
los países desarrollados. 

Por el otro lado, la presión extra­
regional parece tener limitaciones mar­
cadas. Al mismo tiempo que las institu­
ciones financieras internacionales au­
mentan su presencia en temas relacio­
nados con los recursos naturales y el 
ambiente siguen promoviendo políticas 
de ajuste estructural, liberalización y re­
ducción de la presencia estatal que pro­
bablemente sean incompatibles con un 
manejo racional de los recursos natura­
les (Leis, 1992; Reed, 1992). La enor­
me presión para aumentar las exporta­
ciones en el corto plazo puede llevar a 
una sobreexplotación de los recursos na­
turales. La liberalización del comercio 
internacional implica que los países que 
invierten en la protección ambiental o 
imponen restricciones ambientales, y por 
lo tanto tienen costos más altos, tienen 
que competir con otros países que no lo 
hacen. El carácter regresivo de muchas 
de estas políticas tiende a aumentar los 

niveles de pobreza, lo cual genera ma­
yor presión sobre los recursos naturales. 
Una reducción generalizada del aparato 
estatal, como ha ocurrido en muchos paí­
ses, puede disminuir la capacidad de im­
plementar políticas ambientales. 

Muchas veces las instituciones finan­
cieras internacionales actúan más en res­
puesta a presiones de parte de los movi­
mientos ambientalistas que por un con­
vencimiento propio, y eso limita la efec­
tividad de los esfuerzos. Todavía son 
contados los casos de condicionalidad 
ambiental, y el único actor extra-regio­
nal que aboga por refonnas políticas y 
económicas profundas es un grupo mi­
noritario de ONG 's .  

También es importante distinguir en­
tre presiones extemas a favor de la con­
servación de la naturaleza y las que bus­
can el "desarrollo sostenible" de los paí­
ses de América Latina. En el primer 
caso, la preocupación principal es man­
tener los recursos naturales de la región 
para que puedan ser aprovechados por 
los países desarrollados mismos, mien­
tras en el segundo caso el énfasis es ga­
rantizar la base de recursos naturales y 
el mejormnicnto de los niveles de vida 
para amplios sectores dt! la población 
latinomnericana. 

Las capas medias urbanas 

El movimiento mnbientalista en los 
países desarrollados fonna parte de lo 
que ha llegado a ser denominado los 
"nuevos movimientos sociales"6 • La 

6. Otros movimientos considerados en esta categoría incluyen los movimientos feministas, estudiantiles 
y pacifistas (Buttell, 1992). 
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base social de apoyo de estos movimien­
tos son las capas medias jóvenes, con 
cierto nivel de educación, quienes se in­
corporan en estos movimientos no tanto 
para recibir beneficios materiales direc­
tos sino para expresar su descontento 
con las instituciones estatales y la so­
ciedad moderna actual y el deseo de 
identidad y espacios de participación 
(Buttell, 1992). 

En América Latina el fenómeno de 
los nuevos movimientos sociales tam­
bién se presenta, sobre todo en las gran­
des conglomeraciones urbanas como 
Santiago, Chile, el Distrito Federal de 
México y Sao Paolo en Brasil, donde 
han surgido numerosas organi:mciones 
ambientales de corte clase media (Vio­
la, 1992). Además, existe un universo 
mucho más amplio, de personas de las 
capas medias, que son sensibles a los 
mensajes sobre el ambiente transmiti­
dos por los medios de comunicación. Es­
tos grupos sufren grandes problemas de 
contaminación del aire, agua y alimen­
tos y congestión de vehículos, que sir­
ven como recuerdo constante del pro­
blema ambiental. También son sensibles 
a las noticias sobre catástrofes ambien­
tales como la liberación de radiación nu­
clear en Chernobyl, inundaciones o se­
quías que se atribuyen a desajustes am­
bientales y los derrames de petróleo por 
barcos naufragas. 

La preocupación ambiental de las ca­
pas medias se ha centrado en la conta­
minación urbana y algunos súnbolos pu­
blicitados de la destrucción de la natu­
raleza, como la deforestación en las 
Amazonas, el peligro de extinción de 

ciertos animales y árboles y las luchas 
de los movimientos indígenas. La in­
fluencia de estos grupos ha sido lo sufi­
cientemente fuerte para lograr que casi 
todos los partidos políticos de América 
Latina incorporen el tema ambiental den­
tro de sus programas. También los go­
biernos han tomado medidas concretas, 
aunque insuficientes, para disminuir los 
niveles de contaminación del aire en las 
grandes ciudades. 

Al mismo tiempo, la atención de las 
capas medias urbanas hacia temas am­
bientales es esporádica y basada más en 
imágenes que en un buen entendimiento 
de los problemas y sus causas. La opi­
nión pública que generan, responde de 
forma emocional a los símbolos ambien­
tales de la cultura popular y los medios 
de comunicación, pero pocas veces lo­
gra convertirse en presión efectiva. Eso 
dificulta la consolidación de organi:m­
ciones estables que pueden mantener la 
presión en el tiempo. Los procesos de 
ajuste han tendiuu a reducir los ingresos 
de muchos grupos de capas medias, for­
zándolos a preocuparse más por su pro­
pia sobrevivencia económica, y dejando 
menos espacio para preocupaciones am­
bientales. Además, es importante re­
coa-dar que sólo algunos países de 
América Latina tienen grandes con­
centraciones de capas medias urba­
nas. 

Grupos motivados por intereses ma­
teriales directos 

Por lo menos cuatro grupos tienen 
intereses materiales directos e inmedia-
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tos relacionados a la gestión ambiental: 
los productores que participan en los lla­
mados "mercados verdes", los produc­
tores y comunidades afectados por pro­
blemas críticos de contaminación, los 
movimientos indígenas y los ambienta­
listas profesionales. 

Ha crecido mucho el número de em­
presas y grupos campesinos interesados 
en aprovechar las nuevas oportunidades 
que ofrecen los mercados para alimen­
tos orgánicos, ecoturismo, envases reci­
clados y productos forestales de bosques 
manejados de fonna "sostenible" (Sch­
midheiny, 1992). Estos productores tie­
nen un interés directo en el crecimiento 
de la consciencia ambiental, ya que con­
tribuye a aumentar sus mercados. 

De igual forma, hay productores o 
pobladores que sufren de forma aguda 
problemas de contaminación o destruc­
ción de los recursos naturales que les 
causan grandes pérdidas económicas. 
Esto incluye pescadores artesanales afec­
tados por la contami nación del agua, ex­
tractivistas amenazados por la destruc­
ción del bosque, comunidades con de­
pósitos de desechos tóxicos y otros des­
perdicios y agricultores perjudicados por 
contaminación proveniente de la indus­
tria minera o sector petrolero, entre otros. 

Para los movimientos indígenas, el 
hecho de haber convivido siempre de 
forma más o menos armoniosa con su 
entorno natural les ha dado una gran le­
gitimidad entre la opinión pública urba­
na y se ha convertido en un poderoso 
argumento a favor de sus demandas te­
rritoriales (l'oledo, 1992). Para ellos el 
éxito de esas reivindicaciones territoria-

les es crucial para su supervivencia como 
grupos étnicos. 

Finalmente, hay un grupo importan­
te de personas que trabajan en activida­
des an1bientales, y que tienen un interés 
evidente en mantener el apoyo para di­
chas actividades. Esto incluye funciona­
rios públicos en entidades y proyectos 
dedicados a asuntos ambientales, acadé­
micos y otros científicos, periodistas es­
pecializados en estos temas y emplea­
dos de ONG 's que trabajan ese campo. 
Este grupo no es grande, pero ejerce una 
influencia significativa, debido a que la 
mayor parte de los integrantes son for­
madores de opinión pública. Además, la 
participación de científicos le da respe­
tabilidad a los planteamientos en cuanto 
a la destmcción ambiental. 

Mirando los cuatro grupos de fonna 
conjunta, sobresale el hecho de que nin­
guno tiene un peso gnmdc dentro de las 
sociedades latin�americanas , pero todos 
están creciendo de fonna rápida. Excepto 
para los académicos y ambientalistas 
profesionales, su presencia tiende a ser 
localizada, sin lograr cobertura nacio­
nal. Probablemente no tienen suficiente 
fuerza para impulsar rcfonnas profun­
das, pero han ayudado a mantener el 
tema ambiental dentro del debate públi­
co y hm1 logrado avm1ces concretos en 
áreas puntuales. 

Los movimientos de justicia social 

Para la gran mayoría de la población 
de América Latina su preocupación cen­
tral es alcanzar un nivel de vida digno 
para ellos y sus hijos. Históricamente, 
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esa preocupación tuvo su reflejo políti­
co en el desarrollo de partidos políticos 
de izquierda (comunista, populista y so­
cial demócrata) y de sindicatos, organi­
zaciones campesinas y movimientos de 
pobladores. 

Con el fortalecimiento de las corrien­
tes neoliberales en América Latina, el 
desgaste político de los partidos tradi­
cionales y la desaparición del bloque so­
cialista ligado a la ex-Unión Soviéti­
ca, la izquierda latinoamericana ha sido 
debilitada. Aún así, todavía existen par­
tidos, organizaciones y movimientos de 
cierta importancia que tienen como pre­
ocupación central la lucha por la justi­
cia social . También han crecido las or­
ganizaciones campesinas que agrupan 
pequeños y medianos productores, los 
movimientos cívicos localizados y las 
ONG's de origen izquierdista. 

Dado el carácter masivo de la po­
breza en América Latina, la posibili· 
dad de vincular la problemática am· 
biental con la lucha por la justicia so· 
cial es prácticamente la única forma 
de convertir el tema ambiental en un 
tema de relevancia para la mayoría 
de la población. En ese sentido, la in­
corporación del tema dentro de la agen­
da de los movimientos de justicia social 
es fundamental para poder impulsar re­
formas sustantivas en los modelos de 
desarrollo. Si esto no se da, algunas re­
formas ambientalistas todavía se podrían 
dar, pero serían refonnas de cúpulas, 
sin una participación amplia y democrá­
tica de la población. 

En los últimos años, ciertos sectores 
de la izquierda latinoamericana han co­
menzado a prestar más atención al am­
biente. Se dan cuenta que la preocupa­
ción por el ambiente ofrece la posibili­
dad de convertirse en una bandera uni­
versal, como fue en el pasado la bande­
ra de la paz, que pemúte apelar a la 
opinión pública en su conjunto, y no sólo 
a los sectores directamente vinculados a 
las luchas sociales. Intuyen, con cierta 
razón, que la cuestión del ambiente es 
uno de los puntos más débiles de las 
corrientes neoliberales, junto con el de 
los temas sociales, y por lo tanto ofrece 
un terreno fértil para atacarlas. En el caso 
de las orgruúzaciones campesinas, exis­
te la posibilidad de construir alianzas 
nuevas con otros gmpos , argumentando 
que la pequeña producción puede tener 
un papel destacado en mantener siste­
mas de producción diversificados y con­
servar los recursos naturales. 

Al mismo tiempo, todavía hay razo­
nes para dudar de la profundidad del 
compromiso ambiental de la izquierda 
latinoamericana. Para algunas personas 
el ambiente no es más que una moda 
superficial, importada de los países del 
norte. Observan, con razón, que muchos 
conservacionistas están más preocupa­
dos por los animales y las plru1tas que 
por las personas. Ciertos sindicatos tie­
nen miedo de que las restricciones am­
bientales pueden reducir las oportutúda­
des de empleo. Además, es relativamente 
fácil ser ambientalista desde la oposi­
ción. No resulta tan evidente que los 
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movimientos de izquierda han dado alta 
prioridad a los temas ambientales una 
vez que tienen responsabilidades guber­
namentales 7• 

La posibilidad de que los movimien­
tos sociales ejerzan una fuerte presión 
por reformas ambientales, también está 
vinculada a las perspectivas mismas de 
estos movimientos como fuerzas socia­
les. Por el momento, estas perspectivas 
parecen poco alentadoras, aunque no se 
debería subestimar la importancia de la 
simple realidad que la pobreza en la re­
gión sigue en aumento, y las corrientes 
neoliberales tienen poco que decir al res­
pecto. 

EL MODELO DE ACUMULACION 
COMO OBSTACULO AL MANEJO 
RACIONAL DE LOS RECURSOS NA­
TURALES 

La sobre explotaci6n de los recursos 
como fuente de competitividad 

En los últimos veinte ruios, América 
Latina ha ido perdiendo competitividad 
en los mercados internacionales. Entre 
1950 y 1970 su participación en las ex­
portaciones mundiales de bienes bajó de 
1 1% al 6%, y para 1990 ya había baja­
do al 4% (Krueger, 1993). Incluso para 
mantener ese bajo nivel de presencia en 
los mercados mundiales la región de­
pende desproporcionahnente de las ex­
portaciones de recursos no renovables, 
industrias contaminantes y productos 

agrícolas que salen de sistemas de pro­
ducción que no son sostenibles. 

Aproximadamente un tercio de las 
exportaciones de América Latina son de 
petróleo y otros productos mineros no 
renovables (Gobierno de los Países Ba­
jos, 1992). Otro tercio viene de las ex­
portaciones agropecuarias, un alto por­
centaje de las cuales está compuesto de 
rubros como frutas, flores, hortalizas, y 
algodón, producidos con un muy alto 
consumo de plaguicidas, o de rubros 
como carne y madera, que salen de zo­
nas recién deforestadas. Dentro de la 
producción industrial mundial, América 
Latina tiene una sobre representación de 
industriasconttuninantes comorefinerías 
de petróleo, industria química, fundicio­
nes de acero y hierro, y fabricas de ce­
mento, vidrio y papel (Durán de la Fuen­

te, 1991). En cambio, la región tiene una 
baja participación en los mercados mun­
diales de servicios, industrias de alta tec­
nología como la microcléctrica y bio­
tecnología y otros sectores que presio­
nan menos sobre los recursos naturales. 

Otro problema relacionado es que los 
capitalistas de América Latina tienden a 
depender más de tener impuestos y sa­

larios bajos y especulaciones comercia­
les y financieras para alcanzar tasas al­
tas de rentabilidad y menos en altos ni­
veles de ahorro, desarrollo tecnológico, 
educativo y organización empresarial 
(Fajnzylber, 1988). Usando la vieja ter­
minología de De Janvry, estas econo­
mías tienden a ser "desarticuladas", ya 

7. Ver buttell ( 1992) para una buena discusión sobre la relación entre los movimientos social demócratas 
tradicionales y el movimiento ambientalista para el caso de Jos países desarrollados. 
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que para la mayoría de las empresas más 
dinámicas, que producen para la expor­
tación o para consumidores nacionales 
de altos ingresos, los salarios represen­
tan sólo un costo y no un mercado po­
tencial ( 1981 ). 

La alta dependencia de la región en 
actividades que degradan los recursos 
naturales y en el mantenimiento de im­
puestos y salarios bajos para poder com­
petir en los mercados mundiales, forta­
lece el poder de aquellos grupos que se 
oponen a un manejo racional de los re­
cursos naturales. Además, el hecho de 
que la mayor parte de los problemas am­
bientales de América Latina están más 
asociados a la producción y no tanto, 
como en los países desarrollados, al con­
sumo, significa que los grupos afecta­
dos por las reformas necesarias, que a 
menudo son un pequeño número de em­
presas poderosas, tienden a ser menos 
dispersos y con mayor capacidad de or­
ganización, que los consmnidores de los 
países del norte. 

El poder de la banca multilateral 

Como se mencionó anteriomtente, si 
bien las instituciones financieras inter­
nacionales han sido fuente de presión a 
fávor de ciertas medidas ambientales, 
también han estado entre los principales 
propulsores de políticas de ajuste estruc­
tural, liberalización y privatización que 
posiblemente sean incompatibles con 
ciertos aspectos de un manejo racional 
de los recursos naturales. Las propues­
tas de las instituciones financieras, en 
lugar de impulsar la transfonnación de 

la composición de la producción hacia 
sectores que degradan menos al antbien­
te, tienden a reproducir, e incluso forta­
lecer el énfasis en desarrollar rubros de 
exportación que responden a una lógica 
de "minar" los recursos naturales o de 
aprovechar de la "ventaja comparativa" 
de tener pocos controles antbientales, 
mano de obra barata y bajos impuestos. 

En este sentido el tema tributario es 
claro. Una buena gestión ambiental re­
quiere recursos financieros significati­
vos, que deberían ser captados en parte 
a través de un sistema impositivo gra­
dual. Las instituciones financieras inter­
nacionales han apoyado sistemas regre­
sivos de tributación, como los impues­
tos de valor agregado, y han priorizado 
el recorte del déficit público sobre casi 
todos los otros objetivos de la política 
pública. 

La fonna de interacción de Jos orga­
nismos financieros internacionales con 
los países es fundamentalmente anti-de­
mocrática. Cada vez más las políticas se 
definen no por un proceso participativo 
y democrático a nivel nacional, sino a 
través de las condiciones que imponen 
los bancos para poder aprobar y desem­
bolsar préstamos. Estas negociaciones de 
cúpulas dejan al margen a la gran ma­
yoría de la población y la convierte en 
espectadora pasiva de la toma de deci­
siones. Eso linúta la legitimidad de las 
políticas frente a la opitúón pública y 
por tanto la posibilidad de involucrar a 
la población en los esfuerzos ambienta­
listas. 

Frente a la escasez extrema de liqui­
dez internacional que significó la "crisis 
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de la deuda" en los ruios ochenta, los 
gobiernos de América Latina no tuvie­
ron muchas otras opciones que aceptar 
las recomendaciones de esas institucio­
nes (Wood, 1986). En los últimos cinco 
años hrut mejorado mucho las reservas 
de divisas de América Latina, en parte 
debido al crecimiento de las exportacio­
nes y en parte a la entrada de capitales 
privados. Sin embargo, el visto bueno 
de los brutcos multilaterales para los pro­
grrunas económicos sigue siendo una 
precondición casi absoluta para conse­
guir acceso a los mercados finrutcieros 
internacionales. 

EL PAPEL DEL ESTADO 

La autonomía relativa del Estado 

Además de la existencia de presio­
nes en favor y en contra de refonnas 
runbientalistas, la posibilidad de que los 
gobernruttes diseñen e implementen ese 
tipo de reforma depende en parte de cier­
tas características del Estado mismo. Una 
de las más importantes es la permeabili­
dad y sensibilidad del Estado frente a 
las distintas presiones. Entre los facto­
res de mayor peso que influyen en di­
cha petmeabilidad se encuentran: los ob­
jetivos del grupo gobcmrutte, el poder 
relativo del aparato estatal frente a los 
otros sectores de la sociedad, las fuen­
tes de procedencia de los gobemm1tcs y 
los mecanismos específicos a través de 
los cuales los distintos sectores sociales 
influyen al Estado. 

Por lo general , Estados con gran au­
tonomía de los grupos empresariales, 

surgen curutdo esos grupos son débiles 
o fragmentados (Hamilton, 1983). En 
esos contextos pueden aparecer Estados 
"desarrollistas", motivados a promover 
el desarrollo social , o Estados "mercan­
tilistas", preocupados sobre todo con re­
partir los beneficios que pennite el po­
der estatal entre los funcionarios mis­
mos (Dates, 1988; Dayart, 1989). En el 
primer grupo se incluyen los gobiernos 
revolucionarios o refonnistas como los 
de Cuba o Nicaragua (1979- 1990), Pa­
namá ( 1968- 1981) ,  Honduras ( 1973-
1990). Uamarlos desarrollistas no sig­
nifica que lograron desarrollar los paí­
ses, sino simplemente que tuvieron una 
lógica más allá de sólo la captación de 
rentas para los gobemruttes mismos. El 
segundo gmpo, se asocia con gobiemos 
poco ideológicos en países con sectores 
empresariales débiles, como Haití, Perú 
o Nicaragua después de 1990. Ya prác­
ticamente no quedan gobiemos del pri­
mer tipo en América Latina. Los go­
biernos de segundo tipo son incompati­
bles con una gestión ambiental adecua­
da por su baja capacidad de liderazgo y 
el débil desarrollo de sus aparatos insti­
tucionales. 

En otros contextos, donde la socie­
dad civil y los sectores empresariales 
son más consolidados, varía mucho el 
grado de autonomía relativa del Estado. 
Donde existe mayor autonomía, si bien 
"el Estado es obligado por su posición 
dentro de una formación social dada a 
preservar o reproducir esa formación 
social; la intervención directa de la clase 
dominante no es necesaria y de hecho 
puede ser perjudicial para este proce-
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so. La autonomía del Estado con res­
pecto a la intervención directa de la cla­
se dominante le permite operar más efi­
cazmente" (Hamilton, 1983). Al no te­
ner que responder de forma directa a 
todos los intereses particulares que pue­
den estar opuestos a reformas ambienta­
les, una mayor autonomía del Estado­
respecto de las clases dominantes, ofre­
ce mayores posibilidades para ese tipo 
de reforma. 

Como hipótesis, se puede pensar que 
los Estados latinoamericanos tienden a 
ser más autónomos en países: a) gran­
des, donde ningún grupo específico de 
empresarios pesa lo suficiente para in­
fluir demasiado sobre la política nacio­
nal, b) donde los altos políticos del go­
bierno se forman en carreras dentro del 
sector público y no en el sector privado, 
e) donde los gobiernos disponen de mu­
chos recursos propios a través de mono­
polios sobre el petróleo u otros recursos 
naturales, d) que han pasado por gran­
des luchas sociales, donde los grupos 
empresariales han tenido que ceder es­
pacios de participación a otros sectores 
y e) con mecanismos democráticos más 
institucionalizados y participativos. 

El grado de autonomía del Estado 
también varía según el tema tratado. Los 
gobiernos pueden ser muy autónomos 
en relación a ciertos temas, y no con 
respecto a otros. Por lo general, mien­
tras menos presión sobre algún tema, 
más autonomía tienen. En cuanto se re­
fiere a los problemas ambientales, los 
Estados tienen mucho espacio para dar 
discursos ambientalistas, que no perju-

dican a nadie y para tomar decisiones 
de carácter más simbólico, pero les es 
mucho más difícil tomar medidas que 
afecten directan1ente a los intereses más 
poderosos. 

Los procesos de ajuste estructural y 
privatización han te1údo un impacto con­
tradictorio en cuanto a la autonomía re­
lativa del Estado. Por un lado, han debi­
litado los gobiemos y han facilitado la 
participación de los grupos empresaria­
les en la esfera pública. Por el otro lado, 
la dependencia creciente de los gobier­
nos en la banca multilateral , les ha he­
cho más independiente frente a las pre­
siones de grupos empresariales especí­
ficos. Esto abre la posibilidad de refor­
mas ambientalistas que perjudican cier­
tos sectores del capital, siempre y cuan­
do reciban el apoyo de la banca multila­
teral (David Mayrhe, comunicación per­
sonal). 

Las reformas ambientalistas son fa­
vorecidas por condiciones que vuelven 
al Estado más pcnneable a presiones a 
su favor. Por lo general, la presencia de 
mecanismos institucionales que abren 
espacios de participación democrática 
cumplen con esta condición. Tienen es­
pecial importancia los procesos de des­
centralización de la toma de decisiones, 
ya que, como se demostró anteriormen­
te, muchos de los grupos de presión que 
favorecen un manejo racional de los re­
cursos naturales son de carácter local . 
Es mucho más probable que pueden in­
fluir en la toma de decisiones si se ha­
cen a nivel local, y no a túvel nacional 
o intemacional. 
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La capacidad de implementaci6n de 
políticas 

Finalmente, la capacidad del Estado 
para implementar reformas ambientales 
depende de la presencia de una maqui­
naria institucional efectiva y eficiente y 
diseñada en función de los objetivos am­
bientales. Como dicen Rueshemeyer y 
Evans ( 1985:51), "para entender cuán­
to el débil desarrollo de la burocracia 
limita la capacidad del Estado para in­
tervenir. es necesario reconocer que la 
construcción de una maquinaria buro­
crática es un proceso de largo plazo. 
Además de los recursos necesarios para 
hacerla funcionar, hay un aspecto me­
nos tangible, pero igualmente crítico, de 
la construcción de un aparato estatal 
burocrático ... Un proceso efectivo de 
fortalecimiento institucional tiene que 
formar las metas, prioridades y com­
promisos de los funcionarios claves y 
promover visiones compartidas sobre las 
cuales se puede basar una racionalidad 
común" (traducción del autor). Esto im­
plica un proceso de fortalecimiento ins­
titucional que solo marginalmente está 
relacionado con el consúmte cambio de 
mandatos, organigramas y acceso a re­
cursos financieros que han caracteriza­
do los gobiernos latinoamericanos en los 
últimos ru1os. 

Dentro de América Latina, en gene­
ral México y Jos países del Cono Sur 
han logrado desarrollar maquinarias bu­
rocráticas mucho más consolidadas que 
los países de América Central o la zona 
andina (con las excepciones de Colom­
bia y Costa Rica). Eso les da una venta-

ja nada despreciable en cuanto a la ca­
pacidad de implementar reformas am­
bientalistas. 

Aún así, en todos Jos países de Amé­
rica Latina, excepto quizás Chile, los 
procesos de ajuste estructural, y las co­
rrientes neoliberales que han estado aso­
ciado a ellos, han tenido como una de 
sus consecuencias principales el debili­
tamiento de la maquinaria estatal y la 
desmoti vación de sus integrantes. Si bien 
no se ha planteado la eliminación del 
aparato estatal , sino solamente su refor­
ma, el resultado final ha sido una reduc­
ción generalizada de la capacidad de in­
tervención estatal, y la pérdida del "es­
prit corps" de los funcionarios; lógica­
mente ese proceso ha sido más profun­
do en aquellos países donde siempre fue 
débil el aparato burocrático. 

Para todos los gobiernos la imple­
mentación de políticas an1bientales trae 
consigo una serie de problemas particu­
lares. Para comenzar, el "runbiente" no 
es un sector, sino que está presente en 
todos Jos sectores. La creación de enti­
dades runbientales especializadas tiene 
el riesgo de aislar el tema, y apartarlo 
de las discusiones centrales en cuanto a 
política macroeconómica, industrial, 
agropecuaria y urbana. Por otro lado, si 
no se define un espacio específico con 
poder que se preocupe por cuidar Jos 
intereses ambientales, es probable que 
los otros intereses se sobrepongan en la 
mayoría de los casos . 

La gestión ambiental requiere nor­
mas y controles que asegurru1 que Jos 
individuos respetan los intereses globa­
les de la sociedad. Muchos de los temas 
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son complejos, y demandan una fuerte 
capacidad científica para ser abordados. 
Pero también se requiere un alto grado 
de participación y motivación de la po­
blación; resulta difícil combinar los tres 
estilos de gestión (coercitivos, tecnocrá­
ticos y participativos). De igual forma, 
muchos problemas ambientales requie­
ren un abordaje sistémico que implica 
la necesidad de trabajos multi-discipli­
narios e inter-institucionales, algo difí­
cil de lograr dentro de los esquemas ac­
tuales de administración pública. La des­
centralización es clave, no sólo para fa­
cilitar la participación local en la toma 
de decisiones, sino también para un ma­
nejo más eficiente de la información, ya 
que la situación de los recursos natura­
les varía mucho entre uno u otro lugar. 
Sin embargo, la experiencia en América 
Latinaconmecanismosdescentralizados, 
todavía es limitada. 

CONCLUSION 

La factibilidad de generar una dis­
posición política a favor de un manejo 
racional de los recursos naturales en 
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(O caap 

caap 

Cómo implementar una política 
coherente y de largo plazo para el 
comercio exterior, más allá de intereses 
específicos y de acciones puntuales de 
beneficio para ciertos gmpos o para 
determinadas y muy cortas coyunturas, 
parece ser el reto que debemos asumir 
como país, y poner en práctica ese cada 
vez más demagógico discurso: " . . .  en 
favor de los altos intereses nacionales . . .  " 
Conciliar entre lo coyuntural y lo 
estructural, en la búsqueda de definir un 
modelo de desarrollo, nuestro, adecuado 
a nuestras posibilidades, que nos 
permitan incluir a todos los sectores 
económicos, productivos y sociales, es 
nuestra permanente necesidad. 
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Modelos, ideologías del desarrollo y culturas políticas: 
Los casos de Chile y Nicaragua (*) 
Roberto Santana 

Este texto es un ensayo de interpretación de dos realidades nacionales enfrentadas 
al desafío del desarrollo y más ampliamente al desafío de la modernización del 
conjunto de las estructuras socio-económicas. 

Los ejemplos que voy a tomar 
son representativos el uno, 
Chile, de aquellos países que 

comenzaron más temprano su incorpo­
ración a los procesos capitalistas de fi­
nes de siglo XIX y de este siglo, el otro, 
Nicaragua, de aquellos que lo han he­
cho más tardíamente y con más dificul­
tades. En el centro de las interrogacio­
nes a las cuales esta reflexión quisiera 
aportar algunos elementos de respuesta 
está la cuestión del desfazaje histórico 
que se observa en este siglo en cuanto 
al desarrollo de ciertos países en com­
paración con otros. A una escala com­
parativa más amplia, la misma proble­
mática parece pertinente para poner en 

relación países del Cono Sur con la ma­
yoría de los países de América Central , 
o con algunos de los países andinos. 

Interrogarse hoy, en la última déca­
da del siglo, ac.. . _:a de la persistencia o 
no de la asimetría temporal con que los 
países entran a la definición y/o conso­
lidación de un modelo de desarrollo, pa­
rece tener una pertinencia como nunca 
antes en la historia del capitalismo mun­
dial. Ec!ta pertinencia está fundada en la 
idea de la mundialización de las comu­
nicaciones -con su cohorte de automa­
tismo y rapidez en la información, en la 
transmisión de conocimientos y en la 
transferencia de tecnología- así como la 
universalización de los intercambios de 

(*) Versión preliminar de una intervención realizada con ocasión de la II conferencia Anual de ASERC­
CA, celebrada en Maastricht (Holanda) entre el 8 y el 10 de octubre de 1993. 
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bienes y personas, crea nuevos espacios 
y posibilidades para la realización eco­
nómica en los países periféricos. Una 
pregunta más concreta puede entonces 
enw1ciarse: Pueden, en este nuevo con­
texto, sino homologarse al menos aproxi­
marse los tiempos y los ritmos del desa­
rrollo de los diversos países de América 
Latina? Dicho de otra manera, se repeti­
rá en este nuevo ciclo de la historia el 
desfazaje persistente que ha caracteriza­
do el desarrollo de los países de Améri­
ca Latina en los ciclos económicos an­
teriores? 

Los casos de Nicaragua y Clúle, pue­
den ser vistos a comienzos de los 90 
como teniendo una gran proximidad de 
problemática política: casi simultánea­
mente estos dos países iniciaron la tran­
sición desde un régimen político no-de­

mocrático (totalitario en el primer caso, 
autoritario en el segundo) a otro de cor­
te democrático-liberal, debiendo al nús­
mo tiempo enfrentar las tareas de la eco­
nomía, la superación de la crisis y el 
aseguramiento de un desarrollo susten­
table, es decir la puesta en ruta y la ges­
tión de un modelo de desarrollo. Pero 
esta proximidad en los desafíos del pre­
sente tiene como telón de fondo profun­
das diferencias. Sin ir más lejos, el pe­
ríodo inmediatamente precedente de dic­
tadura núlitar en Chile y de régimen san­
dinista en Nicaragua estuvieron marca­
dos ambos por la crisis económica (cri­
sis que en el caso chileno conúcnza a 
superarse en los últimos años del régi­
men militar). Pero el signo de la crisis 
es diferente en uno y otro caso, de la 

misma manera que su superación se 
plantea también diferentemente. A este 
propósito, a tal punto la diferencia es 
radical que es difícil resistir a la tenta­
ción de decir para el caso de Clúle que 
los años 80 fueron una "década gana­
da", mientras que, por el contrario, Ni­
caragua confirma la tesis cepaliana de 
una "década perdida". Esta lú pótesis será 
retenida como un hilo conductor impor­
tante en este ensayo. 

Toda tentativa de análisis compara­
tivo necesita de una unidad conceptual 
de reflexión y para el caso me parece 
útil hacerlo a partir de la noción de "mo­
delo de desarrollo", entendiendo éste 
como un momento o una etapa en la 
modemización de sociedades que ha se­
guido desde su formación la vía del de­
sarrollo occidental (Hale, 197 1) .  Tal no­
ción pennite, a mi juicio, aprehender 
mejor lo que sucede cuando los países 
de América Latina entran en otro ciclo 
de su propia historia y de la historia 
mundial . Por su misma definición su va­
lor operatorio aparece como más eleva­
do que la mera noción de reajuste es­
tructural, en cuanto que esta última im­
plica necesariamente una visión parcial 
de los desafíos socictalcs, está fuerte­

mente cargada de economicismo, y su 

vigencia es necesariamente limitada en 
el tiempo, precisamente por estar mar­
cando un reacomodo, una transición. En 
realidad, más allá de la coyuntura, lo 
que importa es lo que Jolm Naisbitt 
( 1 984) designa como "megatendencias", 
es decir, las líneas de fuerza emergentes 
de una confrontación en que una nueva 
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economía tiende a desplazar a otra, esta 
última reiterándose más o menos lenta­
mente. 

La idea de modelo de desarrollo que 
parece útil a nuestro propósito es aque­
lla que permite tomar en cuenta la doble 
polarización constituida por la lógica 
propia de reproducción del capitalismo 
mundial y la lógica de reproducción de 
cada formación social nacional (Beaud, 
1993). En esta visión, cada Estado res­
ponsable por la formación social nacio­
nal respectiva, debería ser capaz de de­
sarrollar su propio modelo de autoregu­
lación al interior del movimiento gene­
ral del capitalismo. Este último debería 
ser concebido como una situación "dada" 
para cada país, a la vez como contexto 
pero también como un "input" indispen­
sable a la auto-regulación nacional. De­
finida así, la noción de modelo puede 
concebirse como funcional para el aná­
lisis de los desarrollos particulares al in­
terior del movimiento genemdo por el 
ciclo actual de la economía-mundo. 

El ciclo en el cual se inscriben hoy 
los países periféricos está marcado por 
el neo-liberalismo, de la misma manera 
que el ciclo anterior fue marcado por el 
proteccionismo industrializante, que la 
segunda mitad del siglo pasado fue do­
minada por el libre-cambismo, o que, 
más lejos en la historia, la economía oc­
cidental estuvo marcada por el signo del 
mercantilismo. Esta manera de ver las 
cosas pennite desde ya evacuar una pri­
mera cuestión: aquella de que el nuevo 
ciclo de la historia de América Latina 
está y estará "bel et bien" marcado por 
el neo-liberalismo, versión contemporá-

nea del liberalismo de otros tiempos, 
movimiento al cual la mayor parte de 
los trabajos recientes más importantes 
en previsión económica acuerdan una 
larga vida, los más prudentes haciendo 
predicciones cuya validez llega al 2015, 
los optimistas mirando al 2030. 

El posicionamiento anterior supone 
por fuerza una interrogación relativa a 
la naturaleza de lo que puede ser un mo­
delo "alternativo" en América Latina, 
tema acerca del cual ha corrido y corre 
todavía mucha tinta y sigue siendo la 
preocupación central de los sectores de 
oposición a las políticas de reajuste es­
tructural. Lo que parece seguro, siguien­
do la lógica de razonamiento que aquí 
se expone es que ellos, los modelos al­
ternativos, no podrían sustituirse al neo­
liberalismo como movimiento histórico 
de fondo, sino más bien constituir fór­
mulas de adaptación al interior del mis­
mo, con lo cual el modelo alternativo 
adquiere más bien el perfil de un "mo­
delo de regulaciutJ nacional" del nuevo 
proceso de acumulación. 

El análisis de la capacidad de las eli­
tes para decantar una estrategia de desa­
rrollo así como de su capacidad de "ma­
nejo" de la misma en un esquema cohe­
rente de regulación nacional puede, en 
hipótesis, arrojar resultados de gran uti­
lidad comparativa, susceptibles de ser 
generalizados (guardando todas las re­
servas acerca de los peligros de la gene­
ralización), a condición que los paráme­
tros seleccionados sean claramente de­
finidos y que su peso en la relación cau­
sa efecto pueda ser estimado como rele-

- vante. 
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En un artículo publicado en Cahiers 
du Gemdev sugeríamos a propósito de 
la América Central que uno de los esco­
llos mayores para el desarrollo de los 
países de esa área, estaba en las debili­
dades de la integración nacional, en la 
fragilidad identitaria y en la ausencia de 
voluntad política nacional (Santana, 
1989). Aquí se trata de continuar en esa 
perspectiva, esta vez en relación a un 
país específico de la región, contrastan­
do su realidad con una experiencia his­
tórica nacional muy diferente. El análi­
sis comparativo que aquí se propone se 
refiere, sin embargo, a un nivel más cir­
cunscrito del universo problemático en­
tonces enunciado pues será conducido a 
la luz del comportamiento de los siste­
mas políticos nacionales frente al desa­
fío del desarrollo, más precisamente, in­
teresándonos en el tema de la cultura 
política de las elites y de la ideología 
del desarrollo que ellas asumen. 

En relación con las culturas políti­
cas de las elites nacionales (políticas y 
económicas) los puntos relevantes que 
tienen que ver con las "evidencias" so­
bre las cuales descansa la construcción 
simbólica del orden político (Lcclmer, 
1993) y que a nosotros nos interesan, 
son principalmente dos: 1) la manera 
cómo la institucionalidad del E�;tado y 
las elites asumen el problema J..: los in­
tereses del conjunto de la sociedad y 
aquellos de los particulares ; 2) la mane­
ra cómo las elites se posiciomm frente a 
los cambios en el entorno económico 
intemacional y cómo adoptan, asünilan 
y promueven una cierta ideología del 
desarrollo. 

Una advertencia todavía para termi­
nar este preámbulo. B campo particular 
de la ideología del desarrollo no es fácil 
de definir en dos palabras, por la varie­
dad de versiones vehiculizadas en la sim­
ple importación, por las adaptaciones o 
deformaciones que esas versiones su­
fren, y también por la producción au­
tóctona de ideas acerca del tema (Del 
Pozo, 1986). Por lo mismo, para efectos 
de este trabajo se empleará la definición 
de desarrollo más arriba enunciada -que 
consiste en identificarlo con el proceso 
de modernización de las sociedades oc­
cidentales- mientras que los contenidos 
ideológicos seleccionados serán aquellos 
ligados a los fines y medios políticos a 
través de los cuales puede concebirse 
una trrutsformación consecuente de las 
estructuras económicas y sociales. 

CHILE 

El rasgo más sobresaliente que ca­
racteriza el comportruniento actual de las 
elites dirigentes chilenas, con importan­
te efecto de impacto sobre el comporta­
miento de los sectores sociales, es fuera 
de toda duda, el elevado índice de con­
senso en tomo a lo que se ha dado en 
llamar el "modelo chileno". En los últi­
mos días del mrutdato del Presidente 
Aylwin, el diario El Mercurio, vocero 
prestigioso de la derecha política y de 
los círculos financieros, pareció haber 
encontrado la expresión exacta para dar 
cuenta de lo que constituye la pieza cla­
ve de los éxitos de la economía chilena 
curutdo bajo el título de "La Concerta­
ción legitimó la economía de mercado" 
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comentó el balance global de la gestión 
de gobierno hecho en declaración públi­
ca por uno de los ministros más presti­
giosos del gobierno saliente. 

El consenso interno chileno en cuan­
to a las grandes líneas del desan'Ollo 
perspectivo de la economía y de la so­
ciedad es un tema a propósito del cual 
se habla poco en el extranjero y más 
bien permanece como oculto detrás de 
lo que es presentado mucho menos como 
consenso, es decir, como resultado de 
una racionalización de la política, que 
como una suerte de cotmi vencía, o en 
una formulación más extrema, como una 
suerte de complicidades múltiples: de los 
dirigentes democráticos con los antiguos 
responsables o partidarios del régimen 
dictatorial, de la clase política gobernan­
te con los círculos del capital interna­
cional, etc. En la opinión de algunos, 
todo ello no iría sino en desfavor de los 
sectores empobrecidos de la población, 
con lo cual se sugiere que la bonanza 
económica reflejada en las cifras no se­
ría más que un espejismo, es decir, no 
estaríamos frente a un nuevo modelo de 
regulación nacional del desarrollo, do­
tado de capacidad de integración social 
y apto para asegurar el mediano y largo 
plazo. 

Lo cierto es que, si ya nadie duda de 
las virtudes de la estrategia econónúca 
heredada de la dictadura puesto que el 
país muestra a lo largo de varios at1os 
buenos resultados en térnúnos de indi­
cadores económicos (PIB, comercio ex­
terior, tasa de inversión, ingreso fami­
liar, empleo, etc.), es menos frecuente 
oír, o leer, que en ese país se ha ido 

afirmando, con la transición democráti­
ca, un modelo de reproducción de la for­
mación social dotado de suficientes ele­
mentos ya estabilizados como para ima­
ginarlo teniendo vigencia a lo largo de 
un período prolongado. Un hecho signi­
ficativo, que tiene que ver con un cierto 
"clima" de ophúón reinante en el país, 
es que ni en el lenguaje oficial ni en el 
lenguaje popular hay traza del término 
malhadado de reajuste estructural, tan 
en vigor en otros países del continente. 
Este concepto corresponde al pasado. Tal 
vez por eso mismo, no es la política eco­
nómica de corto ténnino la que inquieta 
hoy con prioridad a las elites chilenas y 
a una buena parte de la población, sino 
la posibilidad de fundar un desarrollo 
sustentable sobre la base de un modelo 
que ha hecho su camino y que parece 
garantizar el futuro. El gran debate de 
hoy gira entonces en tomo a cómo ase­
gurar lo ya ganado y seguir avanzando, 
o en otras palabras en cómo asegurar el 
desarrollo a largo plazo. Es aquí, preci­
samente, que encuentra su explicación 
y adquiere su fuerza de convencimiento 
el bloque hegemónico "centrista" que 
domina la política chilena de la post­
dictadura (Concertación Nacional + sec­
tores independientes + un sector de de­
recha), expresión en el plano político de 
la voluntad de consenso en tomo al mo­
delo. 

Ahora bien, en torno a qué estrate­
gia de desarrollo económico se "organi­
za" ese consensus político clúleno? Dos 
orientaciones íntimamente ligadas apa­
recen: por un lado, una apertura total 
hacia el exterior y, por otro, lo que yo 
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llamaría una "articulación dispersa" a la 
economía mundial, es decir, dos com­
ponentes esenciales de una estrategia que 
es el polo opuesto al ciclo de "protec­
ción centralizada" que hlzo crisis en los 
años 70, y que hace de Chlle en Améri­
ca Latina el primer país en internacio­
nalizar abiertamente su economía. To­
camos aquí el aspecto central de la polí­
tica económica chllena inaugurada por 
los militares en la década del 70, el mis­
mo que será determinante en el éxito 
del neo-liberalismo en el país. 

El itinerario completo de este pri­
mer ejemplo exitoso de recomposición 
en profundidad de una economía lati­
noamericana ha sido el siguiente: apli­
cación sistemática del principio de sub­
sidiaridad del Estado, prioridad a una 
estrategia de economía abierta, priori­
dad a los acuerdos bilaterales, rearticu­
lación geográfica de las relaciones eco­
nómicas y comerciales, bl1squeda selec­
tiva y/o puntual de los "partenaires" tec­
nológicos. Los tres últimos puntos son a 
mi juicio claves en el éxito del modelo 
de rearticulación a la economía interna­
cional porque, bien miradas las cosas, 
se puede privatizar el Estado, se puede 
abrir las fronteras, pero si hay carencia 
de lógica nacional de rearticulación a la 
economía mundial acompruiada de una 
ausencia de voluntad política, no es nada 
evidente que los resultados vayan a ser 
los mismos . . .  

¿Cómo es que esta revisión radical 
del proteccionismo económico y la nue­
va apreciación del entorno internacional 
tuvo lugar? La pregunta es pertinente 
porque, en buena cordura, ir a buscar 

socios comerciales o tecnológicos a paí­
ses tan lejanos como el Japón, la Clúna, 
Australia, Sud Africa, o Israel, no es aca­
so algo que semeja a un salto en el va­
cío de un pequeño país perdido en los 
confines del mundo? Para quien revise 
la hlstoria económica de Clúle será sin 
duda menos sorprendente esta especie 
de "fuga" desde los lugares seguros y 
desde las certidumbres, emprendida por 
los círculos dirigentes que colaboraron 
con los militares. Verá que no hay aquí 
nada de misterioso sino que una suerte 
de repetición hlstórica, en la cual no por 
la primera vez los dirigentes políticos, 
enfrentados a un gran desafío y respal­
dados por algunos sectores económicos 
en emergencia, iban a responder al im­
perativo de un "proyecto nacional" en 
el cual la constante fuerte no es otra que 
el rechazo del aislacionismo y la bús­
queda inquieta y tal vez angustiosa de 
articulación al mundo, entendido este 
como un vasto mundo. 

Si un leit motiv existe para la clase 
dirigente chilena desde los comienzos 
del siglo XIX ese no es otro que la vo­
luntad de construir un Estado en for· 
ma, fómmla cara a los hombres políti­
cos, a los juristas y a los historiadores 
del siglo. El Estado-proyecto, en el es­
píritu de los patriarcas fundadores de la 
república, es una construcción política 
coherente, responsable, dotada de auto­
ridad, de soberanía territorial efectiva y 
de potencia económica. Es el Estado Por­
taliruto (en referencia a Diego Portales, 
ministro omnipotente entre 1830 y 1837) 
creado por la constitución de 1833 y 
cuya idea matriz es la de un prototipo 
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de Estado-nación con capacidad de in­
tegración nacional, dotado de un siste­
ma de partidos fuertes, y donde el Esta­
do debe ser no sólo fuerte y centraliza­
do sino también "impersonal" y "abs­
tracto" (Góngora, 1981) .  Otra caracte­
rística mayor de esta concepción estáti­
ca que ejerció una influencia evidente 
en la cohesión del sistema nacional, es 
la coexistencia de un principio y siste­
ma de representación (partidos, Parla­
mento) con un principio y sistema buro­
crático cuya legitimidad debería fundar­
se en la eficiencia y en las competen­
cias técnicas. En la prosecución de tal 
proyecto las clases dirigentes chilenas 
parecen haber dado la prueba en diver­
sas coyunturas cruciales de una suerte 
de radicalismo histórico, casi fundamen­
talista, que podemos denominar por aho­
ra "radicalismo desarrollista" para indi­
car que el proyecto de Estado institu­
cionalmente fuerte no es viable sino con 
potencia económica, con lo cual la idea 
del desarrollo es parte de su esencia mis­
ma. 

Un proyecto nacional inserto en el 
mundo quería decir en el siglo XIX 
orientado principalmente hacia Europa, 
pero no exclusivamente. Hacer de Chile 
un país con "liderazgo" en el Pacífico, 
consigna actual de las elites chilenas, 
¿no equivale acaso a la idea de hacer de 
Chile una "potencia en el Pacífico", pre­
ocupación central de los gobernantes a 
lo largo de todo el siglo pasado? Con­
viene recordar a título de ejemplo, que 
con la expansión económica producida 
después de 1845, el comercio chileno 
con Austria, Polinesia y California al-

canzó relieves significativos y que la 
moneda clúlena (entonces el "cóndor") 
se transaba en Oceanía, en Calcuta y en 
Shangay (Salazar Sparks, 1986). No se 
trata aquí de acumular los múltiples 
ejemplos que pueden ser extraídos de la 
historia chilena para argumentar la rea­
lidad de una vocación nacional de aper­
tura que no fue totalmente aniquilada 
por el proteccionismo del modelo de in­
dustriali7.ación que se implruttó en los 
at1os 40, sino más bien de sugerir que 
una cierta "vocación nacional" se cruza 
a lo largo de la historia chilena con una 
voluntad política de "estar en el mun­
do". Sería difícil sin duda argumentar 
que la voluntad afinnada de las elites 
chilenas de "existir en el mundo" no 
debe nada a una condición de margina­
lidad geográfica radical. ¿Tiene eso que 
ver con el carácter de "última ínsula" 
que le acuerda su posición meridional 
extrema, con su realidad de país "perdi­
do" entre los Andes y el mar, con la 
excepcionalidad de una fachada maríti­
ma de plus de 4.000 km? 

Hay un rasgo de la lústoria chilena 
que ha pasado desapercibido y es aquel 
que muestra cómo la voluntad de adap­
tar la economía chilena a los avatares 
de la economía mundial hace que a par­
tir de la convicción de esta en la "buena 
vía" las elites dirigentes no parecen ha­
ber escatimado esfuerzo para facilitar el 
éxito de la estrategia adoptada. Fue así 
que, cuando el país gozó de la condi­
ción de primer exportador de trigo del 
mundo, entre 1860 y 1890, las estructu­
ras agrarias de Chile Central fueron so­
metidas a una profunda trrutsformación 
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con vista a aumentar la productividad 
del trabajo agrícola y así aumentar los 
volúmenes e;�tportables (Bauer 1975). 
Complementariamente, tras el mismo 
objetivo de aumentar los volúmenes de 
las exportaciones fue que el Estado em­
prendió la conquista definitiva, y finan­
ciera muy costosa, de los territorios in­
dígenas de la región de la Frontera. Fue 
así también que, para asegurar mejor su 
rol de exportador mundial llnico del sa­
litre (entre 1890 y 1920) el Estado chi­
leno no trepidó en desencadenar la gue­
rra del Pacífico en 1879, en contra de 
los intereses económicos y geopoUticos 
del Perú y de Bolivia. En fin, para afir­
mar una condición de exportador de co­
bre de primera fila el Estado no vaciló 
tampoco, en los comienzos de este si­
glo, en desnacionalizar los recursos mi­
neros en favor de las compai'Has norte­
americanas. Tales ejemplos argumentan 
en el sentido de ese radicalismo desa­
rrollista que sería propio de las elites 
chilenas, las cuales, a partir de la con­
vicción de "estar en la buena vía", no 
escatiman los medios, sean estos de ca­
rácter legislativo, financieros, adminis­
trativos o militares, a fin de asegurar la 
viabilidad de la estrategia. 

Puede sugerirse, aunque sea difícil 
de demostrar cient!ficrunente que la con­
dición de país gran-exportador de mate­
rias primas - que a la masividad de los 
volúmenes exportados ha unido siem­
pre la diversidad de las clientelas-, con­
tribuyó a crear en la burguesía chilena 
(estrechamente imbricada a la actividad 
del Estado) una aptitud particular a la 
apertura que la habilita para sensibilizar 

muy temprano los virajes históricos en 
la economía internacional, o mejor di­
cho, el momento de pasaje de un ciclo 
económico a otro. La aparición tempra­
na de un cuerpo de ideas coherentes a 
propósito del desarrollo relativas al es­
quema de la industrialización por susti­
tución de importaciones, tiene que ver 
sin duda con esa capacidad de apertura. 

A la vocación aperturista se une la 
voluntad política. Cuando se revisa la 
literatura económica y polftica de los 
ai'ios 40 llama la atención, en efecto, el 
unanimismo de los círculos económicos 
y políticos dominantes respecto de la ne­
cesidad de tener éxito en la implanta­
ción de un modelo de desarrollo que res­
pondiera a la nueva situación mundial 
derivada de la guerra y del proteccio­
nismo en expansión (Del Pozo, 1986). 
Es así que, teniendo en vista la necesi­
dad del desarrollo nacional, de la mo­
dernización de la sociedad y de una más 
grande justicia social, en los a11os 30 y 
40 la casi totalidad de la clase política 
se adhería a la línea maestra de un mo­
delo económico que era juzgado como 
indispensable para la regulación nacio­
nal en el nuevo ciclo de la acumulación 
capitalista: industrialización nacional ,rol 
preponderante del Estado en la econo­
mía, fonnación de cuadros para la ges­
tión del desarrollo y para la administra­
ción de las empresas del Estado. 

Así como en la segunda mitad del 
siglo XIX los partidarios del librecam­
bismo objetaban cualquier incremento 
del poder central fuera este de tipo eco­
nómico o político, llegru1do algunos de 
sus sostenedores a postular la elimina-
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ción pura y simple de las aduanas para 
mejor asegurar la economía del país (V e­
liz, 1961)  así también, a partir de 1940, 
se impondrá el proteccionismo y el rol 
preponderante del Estado central. Pero, 
a juzgar por estudios recientes, no debe 
aquello interpretarse como resultado de 
un brusco y sorpresivo golpe de timón, 
pues se sugiere que ya antes de 1938 
los hombres políticos y empresarios de 
la derecha estaban convencidos de la 
idea de la planificación de la economía 
y de la intervención del Estado. En todo 
caso, los años que precedieron al triun­
fo del Frente Popular, y los años que 
van a seguir, fueron de vivo debate y de 
popularización de lo que puede ser con­
siderada como una verdadera ideología 
del desarrollo. En esos años el Estado 
es visto como "una gran empresa" y los 
nuevos gobernantes como "sus gerentes 
y administradores" según la expresión 
del presidente Pedro Aguirre Cerda (S a­
lazar, G.,  1987). 

El andamiaje jurídico e institucional 
proteccionista iba a ser fortalecido con 
un sistema educacional Ad hoc, cuyos 
objetivos seidentificabancompletamente 
con el designio estatista: entrenar las eli­
tes gobernantes en la implementación de 
planes de desarrollo "científicamente" 
modelados, forn1ar una camada de líde­
res intermedios, de tecnócratas del Es­
tado y también de asesores manejando 
las técnicas de control de las conductas 
sociales. Más ampliamente se trataba de 
educar a la ciudadanía para participar 
en la economía del mercado nacional, 
en los planes estructurales de desarrollo 

y en una fonna cohesionada de nacio­
nalismo (Salazar, G. 1987). 

Precisrunente, sobre tales postulados 
el Frente Popular pudo beneficiarse de 
un amplio consensus que iba desde los 
liberales (jefes de empresa, y sectores 
del patronato agrícola modernista), ra­
dicales (dueños de empresas, capas me­
dias empresariales y ligadas al Estado), 
socialistas (capas medias y sectores obre­
ros de la industria). Solrunente los sec­
tores más recalcitrru1tcs de la oligarquía 
en declive se mrultuvieron apartadas de 
la sitú onía desarrollis la. Ilaci éndose con­
cesiones recíprocas, esos partidos polí­
ticos y sectores sociales aseguraron la 
estabilidad de un bloque de poder, la 
gobemabilidad del país y la gestión del 
modelo económico industrializru1te en el 
decenio cmcial de los años 40. Si al fin 
del decenio la alianza "frentista" es rota 
por la expulsión del Partido Comunista, 
no es menos cierto que el amplio con­
sensus de los actores económicos y de 
la clase política 1 t. tomo a la industriali­
zación no se resentirá serirunente sino a 
finales de los 50, druHlo con ello inicio 
a una segunda fase de gestión del mo­
delo, esta vez sobre un fondo de fuerte 
polarización ideológica y acentuación de 
rasgos populistas al interior de un siste­
ma político que sigue siendo dominado 
por grandes formaciones (Valenzuela, 
1989). 

Como quiera que sea, las grandes f or­
maciones políticas iban a sufrir el im­
pacto de la "guerra fría" y de la apertu­
ra de la nueva pista que hipotéticamente 
debía conducir trunbién, o más rápido, 
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al desarrollo: el proyecto socialista re­
volucionario. Y así, la hiper-ideologiza­
ción de la vida económica y social iba a 
anular toda posibilidad de encontrar un 
recambio al modelo de regulación de la 
economía y asegurar la sobrevida del 
sistema democrático. 

Efectivamente, si a la distancia se 
vuelve sobre el modelo económico en­
terrado en 1 973 y si se insiste sobre el 
rol de la ideologización excesiva y los 
dogmatismos que ella estimuló, se está 
en mejores condiciones para calibrar los 
verdaderos alcances de la crisis de los 
años 70. También, se pueden mejor eva­
luar los cambios cualitativos entre los 
decenios del comienzo del modelo y de 
su afirmación (marcados por el consen­
sus político amplio) y el período que 
corresponde a los fines del 60 y la déca­
da del 70, marcados por la crisis y la 
bipolarización de la vida política. Es a 
esta lógica de confrontación que debe 
atribuirse la incapacidad de la clase po­
lítica de los comienzos de los 70 a in­
flexionar un modelo de desarrollo que 
mostraba ya en la década anterior los 
signos de la fatiga y sobretodo una dé­
bil capacidad de adaptación a la evolu­
ción de la economía intemacional, mien­
tras que al mismo tiempo perdía esa ca­
pacidad de integración social que tuvo 
en los comienzos. 

De todas numeras, es sin duda de 
importancia para nuestra demostración 
que si la cultura política de la alteman­
cia democrática, en la competición y en 
la polarización según V alenzucla ( 1989), 
hace crisis en los inicios de los 70, ella 
lo hace en función de grandes designios 

nacionales: en uno y en otro bando de 
los que se polarizan la ideología del de­
sarrollo permanece fuerte, unos con el 
socialismo otros con el capitalismo. Es 
cierto, con el tiempo, es posible hacer 
una evaluación más ponderada y objeti­
va y distinguir entre el realismo de los 
unos y el utopismo de los otros. Así, el 
gobiemo demócrata-cristiano del presi­
dente Freí se nos aparece bajo otro pris­
ma: parecía destinado a provocar el vi­
raje indispensable a la modernización de 
estructuras y a ser el artífice de una nue­
va articulación económica intemacional, 
tareas que efectivamente inició en los 
años 1%5- 1966, pero interrumpidas por 
la imposibilidad de obtener el consen­
sus político indispensable: la continui­
dad de su acción se demostró política­
mente inviable pues las posibilidades 
políticas de gobemar al "centro" no exis­
tían. 

Hemos hecho una vuelta un poco lar­
ga, pero necesaria, para entender mejor 
el signo del reencuentro democrático que 
se opera, pasados los años de dictadura 
militar, de las elites chilenas con una 
cierta cultura política que es parte subs­
tantiva de su patrimonio histórico. Esas 
elites plurales se reencuentran hoy con 
una cierta facilidad, casi con desenfado, 
en lomo a un modelo económico que 
rcdinamiza la economía y la sociedad 
en una nueva articulación al mundo. Por 
un lado, el "renacimiento" de la izquier­
dapolítica,impulsadofundamentalmente 
por una elite dirigente formada en el exi­
lio, significa que ella se libera del mani­
queísmo de la época del golpe militar y 
se transfonna en una "cultura política 
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particularmente abierta y sensible al 
mundo y a los desafíos de la moderni­
dad" (fironi , 1993). &ta izquierda re­
novada hace conjunción con la nueva 
generación de cuadros políticos y em­
presariales salidos de las filas de la bur­
guesía, producto de lo que debe ser con­
siderado como un proyecto estratégico 
de renovación de clase, cuyos primeros 
exponentes fueron los economistas Ha­
mados "Chicago-Boys" (Ruiz, C., 1984). 

En efecto, el neo-liberalismo como 
ideología hace su aparición en las aulas 
universitarias chilenas en los comienzos 
del 60, un Convenio de cooperación para 
la forn1ación de economistas habiendo 
sido firmado entre la Universidad Cató­
lica de Santiago y la Universidad de Chi­
cago en 1956. No es sorprendente, por 
lo mismo, la afirmación según la cual 
ya desde mediados de la década del 70 
el neo-liberalismo era el proyecto cen­
tral de la gran empresa chilena y en es­
pecial de la gran burguesía financiera 
que adquiere un peso decisivo poco des­
pués del golpe militar. Fn la segunda 
mitad de la década del 80, los dirigentes 
de oposición que serán los artífices de 
la Concertación Democrática (demócra­
ta-cristianos e izquierda renovada), co­
mienza a adherir al nuevo modelo estra­
tégico, proponiendo retoques, es cierto, 
en particular una atención particular a 
lo social, postulando un modelo de cre­
cimiento "equitable". Así, teniendo 
como bandera el fin de la dictadura y la 
continuidad de la estrategia de desarro­
llo neo-liberal, la Concertación ganó las 
elecciones presidenciales de 1989. 

En la actualidad Chile es gobernado 
por lo que bien podría denominarse un 
"bloque nacional centrista" (fórmula que 
no se aleja mucho de la idea del bloque 
hegemó1úco grrunsciano), al cual adlúe­
re la mayoría de la población. N o se 
trata solamente del bloque social que 
acuerda su confianza a la alianza políti­
ca de la izquierda renovada, de la De­
mocracia Cristiana y de otros sectores 
medios, sino trunbién de sectores de cen­
tro-derecha que practican de manera sos­
teJúda la política de "acuerdos" con el 
bloque gobernante. El centro político es 
amplio, política y socialmente, y es así 
porque se presenta como un motor di­
namizador de la vida económica, políti­
ca y social del país. En su adopción del 
modelo neo-liberal , el conjunto de la cla­
se política clúlena hace gala del mismo 
radicalismo desarrollista de la época li­
bre-cambista o del protecci01úsmo de 
Estado, en el sentido de mantener el rum­
bo y de crear las condiciones del éxito 
del modelo. Como tel6n de fondo está 
la imagen del Estado en forma, "respe­
table", a la vez instrumento y resultado 
del nuevo desarrollo. 

NICARAGUA 

Si tratándose del desarrollo, en el 
caso clúleno de la post dictadura hay el 
reencuentro con una continuidad histó­
rica, brevemente interrumpida, convie­
ne saber si en el caso nicaragüense la 
transición actual está marcada igualmen­
te por constantes lústóricas de larga du­
ración y de que signo son ellas. A prio-
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ri , podría pensarse que el período de so­
cialismo sandinista ha contribuido a la 
pérdida o a la interrupción de una cierta 
historia, pero esta hipótesis parece difí­
cil de argumentar. 

Algo que llama poderosamente la 
atención en relación con Nicaragua, es 
que todo pasa como si después del san­
dinismo la vuelta obligada a las fonnas 
capitalistas se hiciese como si estuvié­
ramos a fines de los ru1os 70. Se tiene la 
impresión que las elites dirigentes, en­
frascadas tanto años en los avatares de 
la lucha por el poder, entre Revolución 
y Resistencia, no hru1 tenido tiempo de 
tomar conciencia del viraje histórico fun­
damental en que se encuentra el capita­
lismo mundial en su larga historia de 
reproducción. De manera que lo de la 
globalización de las relaciones econó­
micas, de la expansión fenomenal de los 
intercan1bios y de las commúeaciones, 
de la iiúonnatimción en los centros y 
en las periferias, etc. no parece sugerir 
gran cosa en ténuinos de estrategia a 
los sectores dirigentes del país en la eta­
pa de redemocratización. Todo esto no 
puede interpretarse simplemente como 
resultado de las urgencias, de la necesi­
dad de la reconciliación política o de 
los imperativos de la reconstmcción na­
cional . 

Sin duda, el indicio más n:vclador 
tiene que ver con lo que llrunarcmos la 
"fijación runcricruta" de las elites IÚca­
ragüenses , queriendo decir con esto que 
en ellas domina una manera espacial­
mente limi tada de verse en el mundo, 
expresada en un empeño tenaz por cir­
cunscribir su posicionruuiento intema-

cional. Hay aquí como una reacción re­
fleja del pasado, de ese slogan que por 
ser metáfora no es menos real y que 
parece haber marcado a fuego a los cen­
troamericru10s: la figura del "patio tra­
sero" de los EEUU. Es como si el éxito 
de la transición comenzada, o que el fu­
turo más lejruto por construir, no pudie­
ran ser vistos sino en una relación fatal 
con los Estados Unidos. En todos los 
casos los EEUU, más que países subor­
dinados, financieramente costosos, es­
tán prefiriendo los socios comerciales y 
los empresarios dinámicos y desde sus 
intereses geopolíticos actuales desearírut 
más bien un retiro de su presencia polí­
tica y una disminuc�ón de sus gastos tipo 
"Ayuda a Centro-América", coruiando 
la articulación de la región a las relacio­
nes con el mercado norterunericano, es 
decir, a los sectores privados (Saldoman­
do, 1993). Mientras tanto, otros rutálisis 
provenientes de las ciencias sociales cen­
troamericanas estimulrut todavía una vi­
sión que se nutre de ese marcado deter­
minismo geográfico. 

El hecho de que el mundo de los 
mios 90 represente otro contexto geopo­
lítico, que se vi va efectivamente un mun­
do multipolru·, que se pueda hablar de la 
existencia de varias "periferias" y de va­
rios "centros", dejando entrever todo ello 
que en las condiciones de hoy, no im­
porta que país puede mejorar de posi­
ción, cruubiar su pertinencia a gmpos 
regionales e incluso hacer desplazamien­
tos en una u otra dirección intemacional 
(kolossov, 1993), lodo ello parece esca­
par a la percepción de los leaderships e 
intelectuales IÚcaragüenses. 
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La "fijación americana" se acompa­
ña de otra no menos frustrante: la "fija­
ción integracionista". Esta es de signo 
regional, de cierta manera la otra cara 
de la misma moneda, pues representa 
una búsqueda de contrapeso a la subor­
dinación al Norte anglosajón. Como su­
cede en otros países de la región, ex­
cepción hecha de Costa Rica, las elites 
nicaragüenses sufren de ese determinis­
mo regional marcado que neutraliza con­
siderablemente la reflexión y las políti­
cas en tomo a la nueva articulación a la 
economía-mundo. Tal estado de espíritu 
proviene, sin duda, más de una historia 
real de dependencia económica y políti­
ca prolongada que de un determinismo 
geográfico derivado de la localización o 
de la escala modesta del país. ¿Es que 
esa historia no está cambiando? 

El primer problema que plantea la 
integración es que los países centroame­
ricanos han mostrado en el pasado, y 
siguen mostrando hoy, grandes dificul­
tades para llegar a consensos políticos 
viables: el segundo, es que las instan­
cias integracionistas han sido y son víc­
timas de una tecnocracia intemacionali­
zada poco eficaz, por lo mismo que el 
bloque integracionista tiene una historia 
de frustraciones; y el tercero, seguramen­
te el fundamental, es que se trata de una 
asociación de países que están localiza­
dos, por así decirlo, en la última perife­
ria subdesarrollada y que comerciando 
entre ellos, intercambiando entre ellos, 
si bien pueden hacer economías de es­
cala tienen poco que ganar en términos 
tecnológicos, de ilúonnación y transmi­
sión de saber y, en general, en términos 

de modernización. En este sentido, la 
visión rúcaragUense es totalmente opues­
ta a la visión chilena de articulación eco­
nómica intemacional, pues insiste en ne­
gociaciones en bloque, no solamente 
para la "liberalización de los mercados" 
sino también para la cooperación eco­
nómica y tecnológica. 

Estas ideas fijas con las cuales se ha 
construido el imaginario de las elites y 
de las sociedades centroamericanas, van 
a contra-corriente de los procesos inter­
nacionales en curso, marcados como ya 
dijimos por la globalización, por la libe­
ralización de los mercados, por la dis­
persión geográfica de las clientelas, y 
por el lugar de privilegio asignado a los 
procesos de potenciación de las socie­
dades locales. Que la mundiulización del 
mercado trastoque los viejos conceptos 
y las viejas interconexiones, que las nue­
vas posibilidades de los lugares de par­
ticipación en el desarrollo resten fuerza 
al argumerlto de la talla del país como 
freno, todo ello parece escapar a wtas 
elites dirigente!! que, fuertemente condi­
cionadas, registran con dificultad las 
nuevas tendencias y los nuevos contex­
tos geopolíticos. 

El programa de la Urúón Nacional 
de Oposición (UNO) expuesto en las 
elecciones generales de 1990 es muy 
ilustrativo de esta ausencia de perspec­
tiva estratégica: no hay en realidad nin­
guna mención al desarrollo en el media­
no y largo plazo, la candidata Violeta 
Chamorro habiendo elegido como tema 
casi exclusivo de su cumpai'la el de la 
1 ucha anti -inflacionaria. Mientras tanto, 
del lado sandinista, el candidato Daniel 

197 



Ortega insistió sobre la capacitación téc­
nica, sobre la necesidad de eficiencia re­
volucionaria, y sobre todo sobre las pers­
pectivas de un socialismo "futuro" difí­
cil de definir en su verdadera naturale­
za, en los momentos mismos en que el 
socialismo real agonizaba . . .  

El discurso económico de los candi­
datos a la elección presidencial de 1989 
fue de carácter corto-placista, su vali­
dez para el tiempo de un gobierno. Pero 
todo parece indicar que cuatro ruios des­
pués nada ha cambiado para los círcu­
los gobernantes. Por eso mismo, la polí­
tica de reajuste estructural es vista como 
algo tan sólo coyuntural, totalmente des­
ligada de los desafíos del largo plazo, 
de la necesidad de avanzar hacia la de­
finición de un modelo de desarrollo sos­
tenido. La visión cortoplacista de la 
UNO (ubicada en la oposición luego de 
su ruptura política con la presidenta Cha­
morro) es la misma del equipo gober­
nante actual (ahora con el apoyo oficial 
sandinista), y es la misma trunbién de la 
dirigencia sandinista. Las cosas parecen 
girar en redondo! Cuando del lado san­
dinista, el general Humberto Ortega para 
justificar el "pacto" nacional, y justifi­
car también la política de gobierno re­
sistida por los sectores sociales, define 
las etapas de la acción oficial en una 
secuenciaestabilidadpolítica-estabilidad 
económica-recursos extemos- reactiva­
ción nacional , ¿no está, de mrutera casi 
mecánica, fonnulrutdo una secuencia de 
reajuste que ha devenido banal en mu­
chos países, los cuales no logrrut, sin 
embargo, encontrar la pista del despe­
gue? 

Conviene entonces abandonar un 
poco la coyuntura para tratar de enten­
der el por qué de la ausencia de proyec­
to nacional para el mediano y largo pla­
zo en Nicaragua. En realidad, todo pa­
rece ocurrir como si el "interregno" san­
dinista hubiera impedido la reconversión 
de las elites hacia la modemidad, o, en 
términos más restringidos hubiera pro­
vocado en los sectores económicos diri­
gentes y en la clase política una discon­
tinuidad en la sensibilización, en la prác­
tica y en la visión de conjunto del desa­
rrollo capitalista reciente. ¿Pero esta au­
sencia de perspectiva es solamente el 
resultado del interregno sandinista? 

Si se mira hacia atrás en el tiempo, 
la ausencia de proyecto nacional de de­
sarrollo no es exclusiva de este período 
de transición pues tiene sus anteceden­
tes en una cultura política que viene de 
antes de la revolución sandinista, desde 
antes mismo del somocismo. Diversas 
fuentes, entre ellas los trabajos recien­
tes de Vilas, muestran cómo la historia 
de Nicaragua es una historia de quere­
llas, competencias y conflictos violen­
tos entre gmpos de grandes familias en 
la lucha por favorecer sus intereses y 
negocios particulares (Vi las, 1993). Den­
tro de su lógica, este esquema político 
no exigía tina visión superior del i nterés 
nacional y por lo mismo no era una ne­
cesidad imperiosa la de dar continuidad 
a un proyecto estratégico nacional. La 
pennanente falta de unidad del poder 
interno no solrunente ponía en juego la 
estabilidad del Estado sino también las 
relaciones externas de poder, debilitan­
do la capacidad nacional de negociación 
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al túvel internacional. En caso de nece­
sidad, los bandos familiares recurrían al 
apoyo de los EEUU, o de círculos eco­
nómicamente poderosos de ese país (Ba­
taillon, G. 1991) alternándose en los fa­
vores del Norte según las coyunturas po­
líticas internas. 

La lógica de funcionamiento de los 
grupos políticos, no correspondía enton­
ces al esquema del Estado en fonna, con 
vocación de afinnación histórica nacio­
nal, sino a un Estado de tipo patrimo­
nial, cuya vocación primera era favore­
cer los intereses particulares de diferen­
tes fracciones burguesas. El Estado apa­
rece así como confiscado, ocupado en 
momentos distintos por alianzas de li­
najes fundadas en interconexiones fami­
liares, o en intereses pasajeros que per­
mitían la superación de las contradic­
ciones entre ellos (Vilas, 1993). Duran­
te el régimen sanditústa los grupos de 
las grandes familias fueron afectados di­
ferentemente en sus intereses económi­
cos y obligados a posicionarse frente al 
sistema revolucionario. Esquemática­
mente podría decirse que los pocos "de­
sarrollistas", es decir, los representantes 
de los sectores más dinámicos vincula­
dos o favorecidos por el régimen de So­
moza, tomaron el camino de la oposi­
ción radical y/o del exilio, mientras que 
los grupos más tradicionales -los grana­
dinos y otros vinculados- prefirieron el 
camino de la colaboración y porque no 
decirlo, de una verdadera táctica de "in­
filtración" del régimen por la vía de asu­
mir altas funciones en el Estado y por la 
ocupación de altas responsabilidades en 
el FSLN. Si se sigue a Gabriel Zaid 

( 1985) en su descripción de las relacio­
nes políticas entre los comandantes en 
la cima del poder sanditústa -las que es­
tuvieron marcadas por "el regateo pri­
vado" para eludir pérdidas de posicio­
nes personales-, habría que aceptar que 
la lógica de funcionrutúento del sistema 
clásico tradicional fue muy bien asimi­
lada por la elite srutdinista. 

Hoy, en los años de gobierno de la 
presidenta Violeta Chrunorro, el peso de 
las familias tradicionales y de sus redes 
sigue siendo fuerte dentro de la burgue­
sía nicaragüense y al interior del Esta­
do, "a ambos lados y por encima de las 
profundas divisiones políticas e ideoló­
gicas que .fracturaron a la sociedad en 
el pasado reciente ", según Vilas en su 
artículo ya citado. La proliferación de 
partidos políticos (24 fonnaciones al 
inaugurarse el régimen democrático) 
puede trunbién ser interpretada bajo este 
prisma. El autor ruttes citado va más le­
jos todavía, para sostener que la presen­
cia de las frunilias notables a -runbos 
lados de los bandos en pugna en la so­
ciedad túcaragüense contemporánea-, 
han jugado como un colchón de mode­
ración de las presiones políticas exter­
nas y que sus interconexiones "tejen una 
red defensiva hacia los primos sandi­
nistas y las esferas de poder institucio­
nal que conservan ". En reciprocidad, el 
sanditúsmo devuelve la mano con su 
contribución relativa a la estabilidad ins­
titucional del gobierno Chrunorro. 

La continuidad de comportruniento 
clásico de las elites ha sido señalado por 
di versos observadores no solamente neu­
tralizando una política de potenciación 

199 



nacional sino que, según un investiga­
dor holandés, determinando "la organi­
zación del proceso polftico como una 
lucha por las cuotas de las rentas de la 
ayuda externa" (Bastiacnsen, 1993). 
Más adelante veremos cómo el Protoco­
lo de acuerdo finnado entre gobierno 
sandinista y oposición para facilitar el 
acceso de Violeta Chamorro a la prime­
ra magistratura, y cómo el "pacto de go­
bierno" que selló a poco más de dos 
años de gobierno la recomposición de 
las alianzas políticas, llevan la impronta 
de la lógica tradicional del "regateo en 
privado", y detenninan una ineficacia 
gubernamental considerable. 

Queda la pregunta relativa a la exis­
tencia o inexistencia de una visión san­
dinista del desarrollo en la transición. 
La primera observación que conviene 
hacer es que, enfrascada en las tareas 
revolucionarias y de construcción del so­
cialismo la elite sandinista no tuvo ni el 
tiempo ni el interés para una reflexión a 
propósito del desarrollo en el capitalis­
mo. Para los sandinistas, el pasaje del 
socialismo al cupitnlismo no estaba en 
el calendario, y puede decirse por lo mis­
mo que para ellos existe un hlatus bis· 
t6rico entre la era capitalista del somo­
cismo, marcada por el ciclo tardío de la 
industrialización sustitutiva de importa­
ciones, y el período actual de la globali-
7ación. 

Para aumentar esta afinnación, ¿qué 
mejor prueba que la política seguida en 
relación con la privatización de empre­
sas del área estatal? Como es sabido, 
junto con el tema de la paz y la reconci­
liación nacional, el tema de la privatiza-

ción de las empresas del área de propie­
dad del Estado ha sido central en la vida 
polftica y social nicaragilense post-san­
dinista. El "forcing" entre los partida­
rios más radicales de la privatización y 
el sandinismo duró ca'li dos años ; es de­
cir hasta que el gobierno dio por tenni­
nado el proceso en febrero de 1993. Las 
discusiones estuvieron cargadas de ten­
sión polftica, de movilizaciones sindica­
les, de paros, etc., todo ello después que 
la experiencia vivida por el sandinismo 
en el poder mostró hasta que punto el 
problema de la acumulación capitalista 
en tiempo de crisis puede ser, pero no 
es necesarirunente, un problema de pro­
piedad de los bienes de producción. 

El encarnizamiento con el cual el 
sandinismo se dedicó a la defensa de las 
empresas estatizadas para impedir su pri­
vatización y luego exigir su traspaso a 
los trabajadores habría podido, segura­
mente, ser morigerado en beneficio de 
una polftica global más realista si sus 
líderes hubiesen estado atentos a la ex­
periencia internacional. Lo ocurrido con 
la reconversión industrial en Chile y en 
algunos países europeos tiene, sin em­
bargo, valor de enseñrutza. La reconver­
sión industrial llevada a cabo en Chile 
por los economistas neo-liberales fue 
realizada en los años 70, no sin con­
frontación aguda con los intereses de los 
propietarios de empresas , y por cierto 
en el marco de una fuerte represión de 
los trabajadores. Ellos lograron desmrut­
tclar en poco tiempo la mayor parte del 
aparato industrial considerado como tec­
nológicamente atrasado (principalmente 
textiles, industrias de bienes intennedios, 
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metalmecánica, etc.) y se puede argu­
mentar que esta política de shock apli­
cada en la época militar pudo haber sido 
conducida de una manera gradual evi­
tando los efectos sociales agudos, pero 
ello no cambia en nada el hecho que se 
descubría de un golpe que la supuesta 
sub-utilización de la capacidad indus­
trial instalada, atribuida a menudo a la 
mala fe del sector patronal , correspon­
día en realidad en gran parte de un stock 
de tecnología no rentable. 

En el caso del aparato industrial ni­
caragüense, sobretodo de las industrias 
extractivas, se sabe que el handicap tec­
nológico es enorme y todo el mundo 
está de acuerdo en que los obreros/pro­
pietarios enfrentarán enormes dificulta­
des con una maquinaria industrial no so­
lamente obsoleta sino deteriorada por 
una prolongada falta de mantenimiento. 
Todos los expertos piensan que es in­
dispensable llevar a cabo un proceso de 
reconversión industrial en profundidad 
el cual no podría ser solventado sino 
con las subvenciones del Estado, con lo 
cual se pondrá en marcha un esquema 
de gestión industrial que es abandonado 
en todos los países que enfrentan la sa­
lida de la crisis de manera realista. Re­
sultado previsible: una reconversión in­
dustrial retardada y una insolvencia per­
manente de los nuevos patrones. La pre­
gunta parece obvia, ¿valía la pena tanta 
inversión de energía a lo largo de dos 
años en tomo a la forma de propiedad 
de esas empresas para resultados tan du­
dosos, postergando al mismo tiempo 
grandes tareas nacionales de reconstruc­
ción económica? 

Como resultado de las largas y difí­
ciles negociaciones conducentes a la pri­
vatización, los obreros y empleados de 
las empresas públicas fueron beneficia­
dos con la adquisición del equivalente 
de 25% de las acciones de las 233 em­
presas afectadas, mientras que a los sol­
dados desmovilizados se les acordó el 
18% (INFORPRESS ,  1 8/02/93). Estas 

cifras muestran que la batalla por la pro­
piedad industrial fue relativamente ga­
nada por el sandinismo, pero esa victo­
ria se asemeja mucho a una victoria pí­
rrica para los propios interesados. 

Que el FSLN no tiene una estrategia 
de desarrollo quedó más que en eviden­
cia en el Congreso de Julio de 1992, 
donde las expectativas de miles de mili­
tantes y simpatizantes quedaron frustra­
das. La discusión ideológica en tomo a 
las exigencia de la transición no estuvo 
en la agenda y, como lo había adelanta­
do el Comrutdante Tomás Dorges poco 
rultes de la inauguración del evento, el 
Congreso fue "¡ ,,.ís político que ideoló­
gico"). En todo caso, la mayor parte de 
los observadores estuvieron de acuerdo 
en que el saldo de las discusiones fue 
una intrincada madeja de posiciones, cri­
terios y actin1des muy heterogéneas, "cu­
yas coordenadas ideológicas eran difl­
ciles de precisar " (Pensamiento propio, 
julio 1992). 

El FSLN no parece estar en condi­
ciones ideológicas, y tampoco orgáni­
cas, de definir una estrategia suscepti­
ble de asegurar la renovación del creci­
miento capitalista en las nuevas condi­
ciones exigidas por la acumulación a la 
escala mundial. Pero eso no le impide 
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participar de una cuota poder "desde arri­
ba", por la vía de los mecanismos clási­
cos conocidos, y aferrarse a un estatuto 
de fuerza de apoyo al funcionamiento 
institucional , reivindicando al mismo 
tiempo, para la política "desde abajo" 
una condición de fuerza opositora. En 
términos de las decisiones importantes 
a propósito de la economía todo esto se 
traduce en una actitud de neutralización 
de la decisión política. 

Si el ejemplo anterior, relativo a la 
confrontación sobre la fonna de propie­
dad de las empresas es desde ya muy 
significativo del efecto paralizante del 
"pacto pata gobernar", es menos impor­
tante sin duda que las dificultades de 
los actores políticos y económicos para 
llegar a un acuerdo a propósito de la 
negociación de la deuda extema. La au­
sencia de consensus entre el sandinismo 
y el gobierno Chamorro ha hecho que el 
problema de la deuda externa no haya 
sido todavía resuelto a fines de 1993, en 
el sentido de fijar de una vez por todas 
un "esquema de pago razonable" y mien­
tras tanto, como lo precisa Bastiaensen, 
"no se vislumbran espacios ni políticos 
ni económicos para una estrategia via­
ble". Mientras tanto, todavía en 1994, 
la principal fuente de recursos de Nica­
ragua sigue siendo la ayuda inl<.: macio­
nal, y el país pone sus espenuu.as en la 
buena voluntad de los "países domm­
tes". Recién en diciembre de 1993 el 
gobierno daba a conocer una Agenda 
Social (que refuerza la llamada "red de 
protección social" para resguardar a la 
población más vulnerable), destinada a 
preparar el terreno para las conversacio-

nes con los organismos de crédito inter­
nacional para la reactivación económi­
ca . . .  

A los factores citados, que minan la 
credibilidad del gobiemo frente a la co­
munidad internacional, se une la inefi­
cacia en la ejecución de los programa: 
según fuentes no oficiales sólo entre un 
37% un 53% de los fondos aportados 
por la ayuda y la cooperación intema­
cional habían sido gastados en octubre 
de 1993. Fl gobiemo se ha defendido 
argumentando una cifra de 76% la cual 
según el mitústro de la Acción Social 
iba a ser "la más alta en los últimos tres 
ru1os". Es así como el tema de la "irres­
ponsabilidad política" y de "desorden" 
devienen fónnulas recurrentes en el len­
guaje de los observadores y de los in­
vestigadores en ciencias sociales (títu­
los recientes de ENVIO: "irresponsabi­
lidad polftica frente al colapso", "la cla­
ve es la indefilúción", "ayuda ex tema" 
a dónde vas? . . .  ) Pero estas expresiones 
no expresnn más que una constatación 
de hechos reales y el problema no es 
explicado, porque como lo hemos ya di­
cho no tiene explicación solamente a par­
tir de la coyuntura sino en la historia de 
una culturo política que se reproduce te­
nazmente a través de los múltiples ava­
tares de la sociedad nicaragUense. 

En el tiempo transcurrido de gobier­
no de transición, a la búsqueda de la 
sobrevida política el FSLN ha operado 
objetivamente con la misma lógica de 
los clanes familiares , regateando su apo­
yo al gobiemo en función de una estra­
tegia de primum vlvere. Es cierto que 
el "regateo" es presentado de una ma-
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nera tal que se identifica con la defensa 
de las "conquistas sociales de la revolu­
ción" y sobretodo con la defensa de los 
sectores sociales económicamente más 
débiles. Nadie podría negar que hay mu­
cho de esto, pero no por ello es menos 
cierto que por medio de esta táctica el 
Frente asegura relativamente su propia 
sobrevivencia y conserva la esperanza 
de volver a ser fuerza hegemónica. 

En cuanto a las razones públicas de 
justificación del pactoneutralizante, ellas 
parecen convincentes a simple vista, pero 
lo son menos en función de tres consi­
deraciones que me parecen pertinentes: 
la primera, porque no puede haber me­
joramiento sostenido de los sectores po­
pulares sin una redinarnización de la acu­
mulación capitalista; la segunda, porque 
es muy probable que las clases empo­
brecidas nicaragüenses hayan alcanzado 
ya el umbral más allá del cual no se 
puede ir, y es bien probable que sobre 
la base de las iniciativas espontáneas y 
de las ayudas solidarias hayan comen­
zado a detener la degradación, y porque 
no, a obtener un mejoranuento relativo 
de su situación socio-económica; y la 
tercera, porque es dable pensar que de­
trás de la defensa de los "sectores más 
pobres" de la población se desliza prin­
cipalmente la defensa de ciertos secto­
res medios, especialmente de aquellos 
ligados a las empresas y a la adminis­
tración del Estado, territorios privilegia­
dos del reclutamiento de la militancia 
sandinista. 

CONCLUSION 

Para tratar de entender las respues­
tas que cada país adopta frente al desa­
fío del nuevo desarrollo hemos centrado 
nuestro interés en el comportamiento de 
los liderazgos políticos y en la selec­
ción de opciones que realizan las elites 
nacionales, sin olvidar que la historia es 
rica en hechos fortuitos y contingentes 
y que, por lo mismo, las posibilidades 
explicativas y también las variantes ex­
plicativas están lejos de ser agotadas. 

La conclusión más importante que 
emerge de lo dicho es que respondiendo 
a especificidades de la cultura política 
que cada fonnación social nacional ha 
desarrollado o estimulado a lo largo del 
tiempo, la fonna de entender el pacto 
político en la transic:i6n de un c:ic:lo a 
otro de la historia econ6mic:a adquie­
re connotaciones diversas, a veces ra­
dicalmente opuestas. Mientras en Chi­
le la Concertación para la Democracia 
ha permitido ha . .. •nsolidación de un am­
plio y estable centro político de signo 
positivo para el desarrollo, en el caso 
de Nicaragua el Protocolo de transfe­
rencia del mando presidencial así como 
el "pacto de gobierno" han originado la 
instalación de un esquema político ines­
table y de signo neutralizan te. El com­
portamiento de las elites es histórica­
mente divergente en los períodos cru­
ciales de transición a otro orden econó­
mico: en un caso se observa que la prio­
ridad es otorgada al consenso político 

203 



mientras que, en el otro, las divergen­
cias no logran ser superadas oportuna­
mente en beneficio de un proyecto na­
cional , determinando de tal suerte una 
vez más una "entrada tardía" al nuevo 
ciclo. 

La adhesi6n más o menos genera­
lizada que las elites acuerdan a un de­
terminado esquema de desarrollo apa· 
rece igualmente determinante en la 
disposici6n a asumir y a realizar la 
gesti6n del nuevo ciclo de la econo­
mía. En Chile ella ha pasado, histórica­
mente, por un debate de ideas, por una 
difusión relativamente amplia de un dis­
curso desarrollista que en cada circuns­
tancia ha motivado a sectores diversos 
de la sociedad. En Nicaragua este pro­
ceso histórico es inexistente, al menos 
hasta donde el estado de la investiga­
ción permite afirmarlo. Es cierto que los 
sectores democráticos chilenos de los 
años 80 "se encontraron" por así decirlo 
con el nuevo modelo de desarrollo ya 
relativamente afirmado, pero ello no le 
resta mérito a la Concertación puesto 
que sus líderes entendieron oportuna­
mente que la estrategia neo-liberal co­
rrespondía al interés del desarrollo na­
cional. El esquema político de la Con­
certación no deja de tener críticos, es 
cierto, pero convendría hacerse la pre­
gunta de lo que pudo haber sucedido si, 
una vez en el gobierno, la alianza de­
mocrática hubiera echado por la borda 
la política neo-liberal . Sin duda se ha­
bría creado una situación catastrófica. 
La decisión de legitimar el modelo de 
desarrollo diseñado por el régimen núli­
tar pero inflexionándolo a fin de res-

ponder a las demandas sociales, no es 
más que el indicio de que el "modelo 
clúleno" se adapta y tal vez se afina, 
por así decirlo, pasando a otra fase de 
gestión de la regulación social . 

Tercera conclusión importante: la 
Ideología del desarrollo de las elites 
aparece íntimamente ligada a una con· 
cepci6n geopolítica. En el caso chile­
no, como lo vimos al comienzo de este 
trabajo, una concepción geopolítica in­
corporando vastos espacios ha pasado a 
constituir para integrante de la esencia 
misma del Estado, núentras que Nicara­
gua a lo largo de su vida republicana, 
excepción hecha del interregno saudi­
nista, se ha visto en parte impedida -por 
los EEUU- y en parte se ha prolúbido a 
sf núsma apostando a la integración re­
gional- de tener su propia concepción 
geopolítica. 

Antes de terminar, dos observacio­
nes. La Concertación chilena se encon­
tró con una sociedad en recomposición, 
después de los duros golpes de la dicta­
dura y del precio pagado por la imposi­
ción autoritaria del neoliberalismo, cir­
cunstancia que ha favorecido la acción 
gubemrunental. 

Casi al núsmo tiempo que la izquier­
da clúlena realizaba su viraje ideológico 
en profundidad y que los éxitos de la 
política económica de la nueva estrate­
gia empezaban a sentirse, Jos sectores 
populares üúciabrut también su viraje 
abrutdonando gradualmente su connota­
ción fundamentalmente contestataria y 
reivindicativa frente al Estado y trans­
fonnándose, en buen número, en acto­
res creativos y participativos. 
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En Nicaragua las cosas pasan de otra 
manera. El gobierno de transición se 
encontró con que el tejido social nica­
ragüense estaba profundamente deterio­
rado. Los costos sociales del experimen­
to sandinista y de la guerra habían sido 
enormes. Es a no dudarlo "uno de los 
pafses que perdió la década de los 80 " .  

De manera que, si el FSLN o cualquier 
otro bloque político renovado y cohe­
sionado, se plantea verdaderamente el 
futuro desarrollo nacional, y no sola­
mente la defensa de interés restringi­
dos, deberá trabajar fundamentalmente 
en tres frentes: en la modernización de 
la cultura política que sigue siendo tra­
dicional y frustrante (y que pasa nece­
sariamente por un gigantesco esfuerzo 
educacional y cultural), en la emergen­
cia de una ideología del desarrollo co-
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Opinión pública y partidos políticos <*) 

Fredy Rivera Velez (**) 

Las campañas electorales en el país implican, entre muchos aspectos, la construc­
ción de diversos mecanismos comunicativos as( como la puesta en escena de múlti­
ples ámbitos discursivos que apelan a la sensibilidad de la opinión pública. 

En ese espacio comunicativo la 
legitimidad de la democra­
cia suele sustentarse en va-

lores, ideales fundacionales tales como 
la suposición de que todo régimen en­
cuentra un antagonista en la fuerza de la 
opinión pública. Paralelo a estos proce­
sos nacionales que se repiten con regu­
laridad, los intentos por definir la no­
ción de opinión pública nos ha traslada­
do hacia contextos interpretativos que 
han supuesto un modelo de superciuda­
dano 1 cuyas virtudes -entre las cuales 
se cuenta su capacidad para discernir y 
enjuiciar racionalmente los asuntos po­
l íticos-, asegurarían la supervivencia de 
los sistemas democráticos. 

Argumentos como los expuestos an­
terionnente, difícilmente pueden ser es­
grinúdos en las sociedades contemporá­
neas para fundamentar y viabilizar prác­
ticrunente un proyecto democrático. El 
simple hecho de que la competencia po­
lítica aleja al ciudadano de las fonnas y 
aspiraciones filosóficas menos exigen­
tes y, dado que los imaginarios demo­
cráticos estublecen actualmente el hori­
zonte para cualquier diseño utópico, bien 
valdría la pena repensar el tema de la 
opirúón pl1blica desde puntos de vista 
desencantados. 

Desde esa perspectiva, el presente ar­
tículo pretende explorar distintas fonnas 
de concebir la relación existente entre 

(*) Agradezco los aportes de Juan F. Terán para la reali7.aci6n del prc.'lcnlc a11rculo. 
(*"') Sociólogo. Investigador del CAAP. 
l. DALTON 1988: 14 
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partidos políticos y opinión pública a 
partir de dos preguntas: ¿cómo los par­
tidos políticos configuran la "opinión pú­
blica"? y ¿cómo aparecen los partidos 
políticos en la "opinión pública"?. Se 
trata entonces de apreciar a los partidos 
como instituciones capaces de formar y 
de ser fonnadas por la opinión pública. 

A efectos de lo anterior se ha dividi­
do el texto en varias secciones expositi­
vas. En primer lugar, se señalan algu­
nos sig1úficados de la "opüúón pública" 
mediante una revisión de las posiciones 
epistemológicas a partir de las cuales se 
la ha pensado, incorporando los aspec­
tos principales del llamado enfoquecons­
tructivista; en segundo lugar, se conci­
be a la opinión pública como un bien 
simbólico cuya defhúción es disputada 
por los agentes sociales; en tercer lugar, 
se efectuan algunas acotaciones sobre la 
forma en que los partidos pol!ticos apa­
recen en la opilúón pl1blica, producida y 
difundida por los medios de comunica­
ción masiva; en cuarto lugar, se presen­
tan varios ejes temáticos desde los cua­
les se aprecia la influencia de los parti­
dos en la fonnación de ophúones; final­
mente, se esbozan ideas concemientes a 
la acción de los partidos pol íticos du­
rante los procesos electon11es y a la re­
lación que guarda con la modificación 
de las opiniones ciudadanas. 

¿ EXISTE LA OJ>JNJON J>UHLICA '! 

En su uso linguístico cotidiano, el 
témtino "opinión pública" se dota de una 

2. BA11ERMAS 1 98 1:41  

turbia conexión de sig1úficados que co­
loca a las CCSS rutte una situación poco 
placentera: son incapaces de sustituir el 
ténnino por un concepto más preciso y,  
al  mismo tiempo, de renunciar a su uti­
lización 2• 

Desde una posición teórica inspira­
da en epistemologías posi tivistas y/o em­
piristas, generalmente aquel dilema per­
verso se intenta resolver medirutte un 
procedimiento cuyas ventajas parecerían 
ser obvias: la especificación del "signi­
ficado" de una palabra dentro de un sis­
tema metalinguístico. De esa forma, la 
solución para los problemas generados 
por ténninos con orígenes especula ti vos 
como "ophúón pública" presupone to­
das aquellas operaciones lógicas que pre­
ceden a la creación de lenguajes espe­
ciales. No obstante, tales operaciones su­
ponen una postura básica no siempre de­
cmttada por el investigador, como pue­
de ser la búsqueda de la "cosa" a la cual 
correspondería adecuadmnente un térnú­
no dado. Dicho de manera general , la 
solución positivista presupone una con­
cepción de la relación entre pcnsrunien­
to, lenguaje y realidad en la cual : a) se 
asume la existencia de una realidad cuyo 
conocimiento procede por "descubri­
miento" de sus rasgos esenciales; b) se 
propone al lenguaje como un instmmen­
to cuya funci6n es reflejar lo más clara­
mente la realidad; y e) se espera que el 
lenguaje se dote de ciertas característi­
cas que faciliten el pensamiento. 

A pesar de lo rutotado Wlterionncn­
te, se dirá que las CCSS necesittu1 esta-
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blecer metalenguajes para poder traba­
jar. Ciertamente, ese es el caso; empero, 
el reconocimiento de la existencia de di­
cha necesidad no implica obligatoriedad 
algtma para asumir los presupuestos po­
sitivistas o empiristas. Ahora bien, para 
encontrar una respuesta a la pregunta 
¿Qué es la opinión pública?, podríamos 
proceder de manera inversa cuestionan­
do que no es la "opinión pública". 

De manera predominante, con ante­
rioridad al surgimiento de la investiga­
ción empirista, la noción de "opinión pú­
blica" estuvo vinculada al discurso filo­
sófico-político que, dada su vocación 
nonnativa, integra sin mayores distin­
ciones lo que "es" y lo que debe "ser". 
En razón de aquella circunstancia y aun­
que ha sido valorada diferencialmente 
según el carácter del proyecto político a 
ser justificado, la opinión pública se ha 
considerado como un atributo propio de 
una colectividad, sea ésta definida en 
ténninos ampliados o restringidos 3• 

Contemporáneantente, aquella f onna 
de apreciar a la opinión pública se man­
tiene en la medida en que ésta es pre­
sentada o bien como la suma de opinio­
nes individuales, o bien como una espe­
cie de media de las opiniones, o bien 
como la expresión unánime de una po­
blación en torno a un asunto detennina­
do 4• Así, al asumirse tácitantente que la 

opinión pública es la "opinión" de un 
"público", el discurso empirista tiene que 
vérselas con el eterno problema de la 
representatividad de los datos obtenidos 
y la validez de las inferencias efectua­
das a partir de las muestras tomadas ; 
mientras que, por su parte, el discurso 
ideológico se apresura a justificar sus 
pretensiones de verdad basados en ar­
gumentos como "la opinión pública está 
con nosotros" o el "pueblo ecuatoriano 
no apoya tales medidas". 

Basada entonces en la necesidad de 
legitimar proyectos de poder, la concep­
ción consensual de la "opinión pública" 
difícilmente puede ser un instrumento 
heurístico para apreciar aquello que pi en­
san, valoran o sienten sus supuestos de­
tentares. Sin embargo, el significado 
consensual de la opitúón pública puede 
ser retomado para designar a ciertas 
construcciones · ideológico - políticas. 
Veantos un poco este detalle. 

A partir de la década del 60, por se­
ñalar un límite k111poral cuya precisión 
es discultible, viene desarrollándose un 
movimiento intelectual que pretende la 
reestructuración de la teoría social y po­
lítica. Producto de una convergencia en­
tre la hennenéutica, la filosofía analíti­
ca, la fenomenología, el interaccionalis­
mo simbólico, la etnometodología y la 
semiótica, aquel movimiento propone 

3. En los planteamientos filosóficos, los diversos proyectos políticos valoran diferencialmente a la 
"opinión pública" según la concepción subyacente del público involucrado. Así por ejemplo, a diferen­
cia de los pensadores conservadores que tienden a mantener una visión negativa del hombre, para Locke 
la "Law of Opinion se erige en juez de virtudes y v icios" en razón de que el pueblo con su "fidedigno 
common sense es en cierta medida infalible" (HABERMAS 1 981 :  126-8). 
4. BOURDIEU 1990:241 
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una concepción constructivista del sen­
tido cuyos rasgos característicos podrían 
sintetizarse en los siguientes puntos: 

a) Cualquier tipo de discurso, "no 
sólo habla acerca de objetos y experien­
cias -conforme a la dicotomía positivis­
ta entre realidad y representación- sino 
que también construye o co-construye 
objetos y experiencias" 5; 

b) La construcción de acontecimien­
tos y experiencias no se realiza en for­
ma arbitraria y subjetiva, sino en virtud 
de reglas socialmente sancionadas , aun­
que generalmente implícitas , no cons­
cientes y no verbalizadas ; 

e) Las reglas constitutivas son aque­
llas que fundru1 una actividad que lógi­
camente depende de esas mismas reglas; 
y,  

d) No existen objetos preconstitui­
dos. Los acontecimientos sociales no son 
objetos que se encuentran ya hechos en 
alguna parte de la realidad y cuyos ava­
tares no son dados a conocer de inme­
diato. Sólo existen en la medida en que 
los medios de comunicación los elabo­
ran 6• 

En otras palabras, un e1úoque cons­
tructivista considera que las personas se 
apropian del mundo a través de proce­
sos interpretativos que diiigen sus inte­
racciones y organizan su comportmnicn­
to. "Aplicado al dominio po/t uco, el en­

foque constructivisla concibe, por ejem-

5. JIMENEZ 1 987:40 
6. GIMENEZ 1 987:43 
7. SWANSON 1981 : 176 

plo, al comportamiellto electoral como 
una acción significativa basada en las 
creencias del votante relativas al mun­
do político. A su vez, estas creencias 
son apreciadas como los resultados de 
procesos interpretativos particulares por 
medio de los cuales, elllre otras cosas, 
los mensajes son comprendidos 7 " .  

De acuerdo a tales interpretaciones 
post-positivistas y sin pretensiones con­
cluyentes, una respuesta a la pregunta 
¿Qué es la opinión pública? puede es­
bozarse mediante tres acotaciones. 

Primera. Puesto que se abandona la 
idea de que se puede predicar cualquier 
cosa respecto a lo real sin considerar las 
características del sujeto cognoscente, se 
toma impertinente buscar un único co­
rrelato "objetivo" para constructos inte­
lectuales de cualquier tipo. Siendo así, 
la noción de "opiiúón pública" debe ser 
entendida como una construcción cuyo 
sentido se establece en referencia a las 
intenciones de quienes la proponen. 

Segunda. Ya que ningún discurso tie­
ne fundrunentos de legitimidad y vali­
dez más que los suyos propios, la "opi­
Iúón pública" debe ser apreciada como 
un bien simbólico cuyo sig1úficado o 
sentido verdadero está sujeto a penna­
nente disputa; es decir, como un algo 
sobre el cual múltiples agentes sociales 
pretenden enunciar distintas cosas y re­
clamar la validez de sus prédicas, para 
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asf imponer su particular definición de 
la situación 8• 

Tercera. Dado que las construccio­
nes simbólicas operan como parámetros 
de referencia para la interacción, la opi­
nión pública debe ser apreciada como 
una instancia imaginaria con efectos 
"reales" 9• 

De todo lo anterior se desprende que, 
cuando la opinión pública es considera­
da como un bien simbólico propuesto 
por un agente social, el sujeto productor 
o detentar de la opinión pública no es el 
"público" en el sentido estricto del tér­
mino. Se desprende también que, cuan­
do con el ténnino opinión pública se 
designa a los resultados de una recolec­
ción de datos obtenida empíricamente, 
la opinión registrada es la "opinión" de 
un "público"- entre los múltiples públi­
cos posibles-, interpretativamente con­
figurada con la fonna por medio de la 
cual fue obte1úda 10, 

Claro está, aquello no implica recha­
zar la necesidad de mm1tener la idea de 
que la opi1úón pública refiere a "objetos 
públicos" para poder abordar tanto la 
fonna en que los partidos cmúiguran la 
opinión pública, cuanto la fonua en que 
los partidos son presentados ante la opi­
nión pública 1 1 •  Siguiendo la lógica de 
los e1úoques post-positivistas, si lo "pú­
blico" es aquello que se define por opo­
sición a lo "privado", los objetos a los 
cuales se refiere la "opinión pública" son 
objetos que en un momento detennina­
do son presentados por los agentes so­
ciales como objetos públicos. 

LOS PARTIDOS POLITICOS COMO 
CONSTRUCCIONES "MEDIADAS" 

Cuando se aplicru1 consideraciones 
post-positivistas al estudio de la comu­
nicación - como es el caso de Jolm B. 
Thompson-, la intencionalidad proposi-

8. Es este carácter construido y disputable de la opinión pública el que, pen�ando en conjunción con la 
noción de campo y violencia simbólica, e onduce a Bordieu a afirmar l;, onexistencia de la opinión 
pública. Inexistencia en el sentido propio de las epistemiologlas positivistas y/o empiristas. (Bordieu 
1990: 250). 
9. Si se asume que la "opinión pública" es una construcción social cuya realidad se acota cultural e 
históricamente, se preguntará ¿ cómo y por qué se le atribuye a un elemento imaginario la capacidad de 
generar consecuencias reales?. La respuesta puede establecerse de dos formas: una, mediante la catego­
ria de dellnlclón de la situación y, otra, mediante la noción de reflexividad propuesta por Giddens. 
En su versión más conocida, como seria acaso la difundida por Merton, el teorema de Thomas se 
plantea de la siguiente manera: "aquello que la gente piensa que es real, también lo es en sus consecuen­
cias". Siendo as{, aún cuando la opinión pública fuera algo "inexistente", en la medida en que es 
considerada para la formulación de políticas públicas por ejemplo, influye tanto en su diseño cuanto en 
su efectivización. Por otra parte, y esta vez siguiendo l.a lógica de la teoría estructuracionista, aun 
cuando sean construcciones simbólicas "escencialmente contestables", las definiciones de la opinión 
pública propuestas por los teóricos o ideólogos políticos, se convierten en parte constitutiva de los 
procesos a través de los cuales se reproducen las formas de relación social. En ese sentido, la opinión 
pdblica puede constituir una fuerza motora del acontecer político. 
1 O. Una advertencia similar fue realizada por W. Milis quien, a propósito de su intento por operacionali­
zar la noción de opinión pública para la investigación en las sociedades de masas, señalaba la necesidad 
de pensar en términos de "públicos" y de "opiniones". (W Milis 1 987: 287). 
1 1 . SARTORI: 1989: 130 
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tiva apunta a la distinción entre modali­
dades de interacción que se efectúan cara 
a cara y aquellas que son posibles gra­
cias a las diversas fonnas de comunica­
ción que nos brinda la tecnología 12• En­
tre otras razones, dicha distinción se jus­
tifica argumentando que las interaccio­
nes mediadas: a) reconstruyen los lími­
tes entre lo "público" y lo "privado" ; b) 
modifican la presentación del self ante 
otros; e) generan elementos diferencia­
les para la interpretación del espacio, del 
tiempo y de la interacción misma; y, d) 
presuponen formas de producción y 
apropiación de las significaciones 13• 

Así, para entender como podría con­
figurarse reflexivamente la opinión pú­
blica, se requiere estudiar el discurso de 
los mass media sobre los partidos polí­
ticos. Al respecto, por lo menos, dos pre­
guntas son necesarias: ¿cómo aparecen 
los partidos? y ¿qué acciones se les im­
putan? 

Para responderlas en primera instml­
cia, se podría recurrir a la noción de 
seudo evento propuesta por D. Boorstin. 
Según éste, un seudo evento es un "su­
ceso" que posee las siguientes caracte­
rísticas: 

a) No es espontáneo, sino que suce­
de porque alguien lo ha planeado, plan­
teado o incitado. Se lo plantea <.:on el 
propósito inmediato de ser reportado o 
reproducido. Por tanto, su ocunencia 
está arreglada para la conveniencia de 
la reproducción o reportaje. Su éxito se 
mide por el  impacto del reportaje. El 

anuncio es dado para su futura "com­
probación" y escrito como si el evento 
hubiera ocurrido en el pasado. La pre­
gunta importante es si es "noticinble". 
no si es real . 

b) Guarda una relación ambigua con 
la realidad subyacente de la situación. 
Su interés emerge amplimnente de esta 
misma ambiguedad. 

e) Usualmente está destinado para ser 
una especie de profecía que se cumple a 
sí misma. Por ejemplo, reportar la cele­
bración del múversario de una institu­
ción, señalando el Ca.rácter distinguido 
de aquella institución. Ahí, efectivamen­
te, se convierte a ésta en una entidad 
distinguida. 

d) Es más drmnático que Jos eventos 
espontáneos. Por la fonna en que se los 
publicita, por ejemplo, un debate entre 
c:mdidatos puede ser plm1eado para ser 
emocionm1te. 

e) Por la fonna en que son postula­
dos, los seudo eventos se diseminan con 
más facilidad y tienen un carácter más 
"vivido". Los participantes son seleccio­
nados por su capacidad para generar no­
ticia y por su interés drmuático. 

f) Los seudo eventos pueden ser re­
petidos a voluntad, y así, su impresión 
puede ser reforzada. 

g) Al ser planeados para "todo mun­
do", los seudo eventos son más inteligi­
bles en comparación con los sucesos rea­
les. De esa fonna, aunque no podmuos 
discutir "inteligentemente" en tomo a la 
prcp:rración de los candidatos o a cier-

1 2. A estas últimas se las denomina "interacciones ml'diadas". 
13. THOMPSON 1990: 109- 1 55. 
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tos "issues" complicados, por lo menos 
podemos juzgar la efectividad de una 
representación televisiva. 

h) En comparación con los eventos 
espontáneos, los seudo eventos son más 
sociales, más conversables y más fáci­
les de testim01úar. Su ocurrencia está 
planeada para nuestra conveniencia. 

i) El conocimiento de los seudo even­
tos, estos es, de lo que ha sido reporta­
do y del cómo ha sido reportado, devie­
ne el test a partir del cual se juzga si 
estamos "ilúonnados" 14• 

Ahora bien, no todo el bagaje con­
ceptual de los seudo eventos explican la 
diversidad de acontecimientos poJ ílticos 
ni la fonna en que aparecen en Jos me­
dios de commúcación. Uno de Jos pro­
blemas que presenta el concepto de seu­
do evento radica justamente en las pre­
suposiciones positivistas sobre las cua­
les se sustenta. Aplicada a la política, la 
distinción entre evento y seudo evento 
se toma muy difícil de manejar pues su­
pone considerar que sólamente ciertos 
sucesos 15 ejercen influencia causal en 
el decurso posterior de los acontecimien­
tos. Por ello, vale decir, se califican 
como seudo eventos a todos aquellos su­
cesos que, en tanto devienen socialmen­
te significativos en virtud del hecho de 
ser reportados, no tendrían por sí mis­
mos la capacidad para detenninar efec­
tivamente los acontecimientos subse­
cuentes.  

14. BOORSTIN 1987: 1 2-40. 

Si se asume tales presupuestos, como 
podrá ilúerirse, se podría llegar a la con­
clusión de que la mayoría de los even­
tos relacionados con los partidos políti­
cos son en realidad seudo eventos pues, 
para no señalar más que un argumento, 
un componente fundrunental de la ac­
ción política partidista viene dado por 
la pretensión de "mantener protagonis­
mo" en la coyuntura, medirulte cualquier 
medio disp01úble. Por ello, aún curutdo 
se asunúera húciahnente que un inter­
cambio de palabras entre políticos no 
posee reJevrutcia social sino por el he­
cho de ser reportado, en la medida en 
que dicho intercambio sí ilúluye en las 
fonnas de interacción política futuras, 
se tendría que reconocer su incidencia 
causal y, por ende, su cualidad de even­
to. En suma, se tendría que aquello que 
itúcialmente podría ser considerado un 
seudo evento político, en virtud de su 
incorporación reflexiva al "mundo real", 
dejaría de serlo imnediatrunente apenas 
es reportado para convertirse en un even­
to que sí incidirá a posteriori siguiendo 
la lógica de la profecía que se satisface 
a sí misma. 

Por todo Jo anterior, antes que pre­
guntarse sobre el carácter causalmente 
real o no de un evento poHtico social­
mente difundido por los mass media, la 
atención debería concentrarse en el ca­
rácter de los eventos políticos "media­
dos" ya que, retomando una noción ha-

!S. Como serian aquellos que no resultan de las operaciones constructivas de los mass media y que 
"existirfan" con independencia de que se los reporte o no. 
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bennasinna, dicho carácter configura una 
modalidad de "publicidad" que incide 
en las actitudes de la población hacia 
los partidos y hacia la política 16• En tal 
sentido, parecería ser que los medios de 
comunicación presentan un mundo de 
los partidos políticos en el cual: i) los 
problemas, las personas y los sucesos 
tienen una referencia centrada en sí mis­
ma, esto es, se hacen intelegibles a par­
tir de "marcadores" endógenos 17; y ii) 
la acción partidista se confonna alejada 
de las preocupaciones básicas de quie­
nes no se encuentran involucrados acti­
vamente en él. 

En otras palabras, al reportar los 
eventos relacionados con los pru·tidos, 
los mass media proyectan una imagen 
en la cual la "publicidad" aparece dis­
trutciada de la "privacidad" propia de 
los modos de vida de aquellos ciudada­
nos que no hacen de la actividad políti­
ca el eje organizador de sus proyectos 
vitales. Referida a su propio universo 
de problemas y delimitada como una ac­
tividad de interés primario para tmos 
curullos, la política se presenta ante el 
ciudadano no tnnto como un tipo de 
práxis necesaria para la solución de sus 
propios problemas cotidirutos, sino como 
un espectáculo en el cual su participa­
ción y grntificación eventuales se hallm1 

establecidas previamente por "fuerzas" 
desconocidas e incontrolables. Siguien­
do éste razonamiento, se entiende por­
qué el compromiso del lego 18 hacia una 
cierta fonna de gobierno puede ser tan 
frágil y cambiante, como caprichoso e 
impredecible puede ser el espectáculo 
de la "publicidad" en las democracias 
realmente existentes . 

En definitiva, debido a la fonna en 
la cual se reportan los eventos relacio­
nados con los partidos políticos, se po­
dría concluir que los mass media propo­
nen una "opinión pública" que, en tanto 
construcción simbólica cuya capacidad 
persuasiva es mayor y menos distingui­
ble que otras, moldea opiniones de los 
ptíblicos en una dirección no siempre 
favorable a una percepción de la activi­
dad de los partidos políticos ligada al 
mundo de la vida cotidiruta. 

LOS PARTI DOS POLITICOS CO· 
MO CONFIGURADORES DE LA 
OPINION .PUBLICA 

En este ncápite, invirtiendo el senti­
do de In inclngnción, éube explorar cómo 
los partidos políticos constl'uyen aquel 
bien simbólico denominado, por quien 
intenta imponer una definición de la rea­
lidad, "opinión pública". Iniciaré seña-

16. Podrfn asumirse como una de las cunlidndes del carácter performativo del discurso polftico. 
17. Por marcador (marker) se entiende a aquellos elementos físicos o simbólicos que penniten i nterpre­
tar la interacción y las condiciones en que ésta se desenvuelve. La disponibilidad de marcadores y la 
posibilidad de poder ser interpretados adecuadamente es fundamental para que el individuo sea capaz de 
conferir credibilidad a lo que hace. Al respe�to GiDDENS 1 984: 281-4. 
1 8. Siguiendo el sentido de la palabra en la tradición fenomenológica, por "lego" se entiende al hombre 
del "sentido común" que interpreta el mundo desde su cotidiancidad. 
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lando algunas fonnas de apreciar el pa­
pel de los partidos en la configuración 
de las "opilúones" de los "públicos". 

En razón de su lústoria y orientación 
epistemológica como disciplina, la Pu­
blic Opinion Research aborda la rela­
ción entre partidos políticos y opiruón 
pública a partir de ciertos lineamientos 
básicos tales como: 

a) Sea que se la considere como un 
agregado heterogéneo, constituido a par­
tir de opiniones particulares, o sea que 
se la aprecie como un denonúnador co­
mún compartido por la mayoría de los 
ciudadanos, la opiruón pl1blica constitu­
ye un "observable" a partir del cual se 
infieren ciertas características de sus de­
tentares; 

b) A diferencia de la "cultura políti­
ca", la opinión pública representa la ma­
rufestación coyuntural de actitudes, va­
lores o creencias referidos al sistema po­
lítico 19; 

e) En la práctica, el estudio de la 
opiruón pública se reduce o bien a la 
inferencia de las actitudes de una pobla­
ción a partir de sus respuestas a deter­
minadas preguntas, o bien a la indaga-

ción del estado y características de las 
actitudes 20• 

Sobre tales fundamentos, se erige una 
fonna de considerar a los partidos polí­
ticos como configuradores de la "opi­
nión pública" en la cual: 

a) Los partidos crean "opitúón pú­
blica" en la medida que, a través de sus 
nn1ltiples fonnas de acción política, agre­
gan las opiniones particulares y aisladas 
dentro de una opinión genernl o prome­
dio; 

b) Los partidos cambian la opilúón 
pública en trutto modificrut las actitudes 
de la población con respecto a ciertos 
objetos políticrunente sigtúficuti vos 21 ;  

e) por ello, la incidencia de los par­
tidos en la cotúiguración y/o cambio de 
la "opiruón pública" se rastrea segl1n las 
áreas en las cuales la acción partidista 
modificaría coyunturalmente las actitu­
des poblacionales, como serían la polí­
tica exterior, económica, laboral, etc. 

A partir de esta fonna de apreciar el 
papel de los partidos en la cotúigura­
ción de la ophúón pública, se han abier­
to algunas Uneas investigativas, como 
por ejemplo: 

19. En tal sentido, Dowse seftala que la "oplnldn públlca ... tampoco llene el ml.smo alcance que la 
cultura polfllca que .se refiere, .segrln la opinión md.s extendida, a la.s actltrule.s, crecmcia.s y co1wclmien,· 
to.s que apoyan o no apoyan la orsmrizacldn ln.stitucional ge11eral de la .sociedad política. La opinión 
pública opera má.s al nivel de la.s aulorldade.s de Ea.ston y JI4.J resultados polftlco.s, y se considera como 
menos estable que la cultura; de.spue.s de lodo, hablamos de opiniones qr1e cambian rápidamente, 
mlenlras que la cullura aparece c01no md.s duradera " (DOWSE 1 975:354) 
20. Debido a los problemas teórico-metodológicos que ocasiona la definición de "actitud", actualmc�te 
existe una fuerte tendencia a identificar "opinión con actitud sin más" (IIABERMAS 1981 :266). Tal 
opción supone, dejar de considerar a la opinión como el indicador para la vurinble "actitud". 
21 .  Esto refiere, ante todo, a los llamados issues. 

· 
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Los Partidos Políticos ¿ A quién 
cambian sus opiniones? 

Entre los diversos investigadores de 
orientación positivista, una primera fuen­
te de controversias surge a propósito de 
las respuestas a la pregunta anterior pues, 
sea por consideraciones teóricas o por 
las evidencias empíricas utilizadas en 
apoyo de los argumentos particulares, 
el conjunto de sujetos cuyas opiniones 
son eventualmente modificadas por los 
partidos varía sustancialmente. Así por 
ejm, Key sostiene que el partido políti­
co constituye un "moldeador de las opi­
niones de aquellos que ya están identi­
ficados con el mismo " 22• Tal aprecia­
ción supone, entre otras cosas, lo si­
guiente: 

a) La influencia de los partidos so­
bre la opinión pública procede a través 
de la línea que sus dirigentes lanzan ha­
cia las masas, por eso, aquellas influen­
cias siempre están restringidas a los "is­
sues" que son objeto de preocupación 
coyuntural del partido. 

b) Se trata de una influencia "res­
tringida a aquellas personas que tienen 
tanto conciencia de un issue como una 
clara percepción de la posición parti­
dista sobre la misma " 23; y, 

e) La influencia opera en virtud de 
que los eventuales receptores del men-

22. KEY 1 964:449 
23. KEY: 1 964:450. 

saje partidista se hallan buscando orien­
tación y guia para saber como compor­
tarse frente a un asunto determinado. 

Sin embargo, independientemente de 
las divergencias en tonto a la cantidad 
de individuos cuyas opiniones son afec­
tadas por los partidos políticos, las posi­
ciones positivistas parecen compartir un 
denominador conn1n: los partidos con­
tribuyen a la socialización política mol­
deando coyunturalmente la opinión me­
diante llamamientos esencialmente po­
líticos. Dicho de otro modo, desde la 
orientación predominante en la ciencia 
política norteamericana, los partidos con­
tribuyen a la socialización política me­
diante un discurso donde los referentes 
simbólicos básicos son políticos. 

La anterior acotación pennite seña­
lar que, si se cambia la fonna de conce­
bir al discurso polttico, se podría am­
pliar el ámbito de influencia de los par­
tidos políticos sobre las opiniones de los 
públicos; además, se podría apreciar a 
la socialización política como un proce­
so que transcurre por medio de acciones 
no tan evidentemente políticas. En ese 
sentido, justamente, se dirigen las "nue­
vas" teorizaciones sobre el discurso po­
lítico que afinnan, entre otras cosas, que 
lo característico del discurso político es 
la "politización" de cualquier tema in­
corporado a la interpelación 24• 

24. Cuestión ésta que concuerda con la perspectiva constructivista pues, asl como la distinción entre lo 
público y lo privado es delimitada socialmente, aquello que se considera "poHtico" y "no poHtico" 
también lo es. En tal virtud, los partidos contribuyen a la socialización polllica no sólo proponiendo 
referentes interpretativos de carácter polltico -según lo que el lego entiende por "poHtico"- sino, tam­
bién, proponiendo formas de apreciar la vida cotidiana. 
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¿C6mo los partidos modifican las 
opiniones? 

En la ciencia política norteamerica­
na de los 80, la discusión en tomo al 
papel de los partidos políticos en la con­
figuración de la "opitúón pública" ha 
tendido a concentrarse sobre dos ejes 
problemáticos íntimamente ligados en­
tre sí. Por un lado, visto dicotómicamen­
te, se ha planteado si los partidos políti­
cos configuran opinión pública a través 
de los medios de comunicación o a tra­
vés del proselitismo realizado por sus 
simpatizantes. Dicho de otra forma, la 
pregunta es: ¿ los partidos políticos in­
ciden en la confonnación de la opinión 
pública por la publicidad política "me­
diada" o por la interacción política en 
situaciones de co-presencia?. Por otro 
lado, y también en una postulación di­
cotómica, se ha cuestionado si la influen­
cia en la opinión pública procede por 
medio de interpelaciones dirigidas ha­
cia la capacidad de juzgar y razonar de 
los votantes o si procede a través de una 
persuasión "afectivamente orientada". 
En este caso, la pregunta concreta es: 
¿los partidos modifican las opüúones 
mediante el recurso a los issues o a las 
imágenes?. 

Por supuesto, aquellas preocupacio­
nes no son nuevas ni tampoco carentes 
de antecedentes teóricos. Al margen de 
los precedentes filosófico-políticos , por 

25. Al respecto ver: DEVLIN 1986:21-5. 

lo menos, sus orígenes pueden rastrear­
se en las polémicas levantadas a raíz de 
la campruia televisiva de Eisenhower en 
1 952 2s en la discusión en torno al fin de 
las ideologías iniciada por Daniel Bell y 
en las posiciones críticas respecto a las 
características del sistema político nor­
teamericruw. Sin embargo, las discusio­
nes sobre aquellas temáticas cobraron 
centralidad con el advenimiento de la 
era reagruúana, que marcó un hito en 
las fonnas de hacer política electoral . 

Al margen de otras cuestiones me­
nores 26, la publicidad política reagania­
na conmocionó a la "opitúón pública" 
norteamericana al demostrar práctica­
mente dos cuestiones que hasta enton­
ces parecíru1 poco probables . U na, 1 a pro­
ducción de brevísimos anuncios son ca­
paces de trasmitir un mensaje suscepti­

ble de ser apropiado y recordado por el 
receptor n. Dos, la disminución al mÍIÚ­
mo posible del contenido infonnativo a 
favor de una maximización de los ele­
mentos persuasi vs audio-visuales. Ta­
les desarrollos tecnológicos, en lo rela­
tivo al presente tema, plrultearon pro­
blemas de diversa factura: 

a) La posibilidad efectiva de despla­
zar a los partidos políticos como meca­
IÚsmos capaces de ruticular la relación 
entre opinión pública y políticas públi­
cas 28; 

b) La posibilidad de convencer a un 
electorado, demarcando laxamente las 

26. Tales como el tiempo dedicado a las presentaciones televisivas vs el tiempo empeñado en las 
presentaciones cara a cara. 
27. Me refiero a los ''30 seconds-spots". 
28. ZUKIN 1981 :359. 
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posiciones del candidato sobre los is­
sues y sin el recurso a argumentos "in­
formativamente orientados";  y, 

e) Los fundamentos de validez de 
una democracia en la cual quienes to­
man las decisiones electorales distan 
mucho de acercarse siquiera a un ideal 
de ciudadano medianamente infonnado 
29 

Ahora bien, aun cuando toda aquella 
polémica podría parecer demasiado post­
modernista, el debate propone una nue­
va revisión a: a) los presupuestos de la 
teoría democrática del voto según la cual 
los votos deberían ser racionales, basa­
dos en la comprensión de los "issues"; 
y b) las teorías que proponüm que la 
opinión pública se constituye a través 
de "líderes de opinión" adscritos a, o 
simpatizantes de, los partidos políticos. 
El debate norteamericano sugiere, pues, 
una revisión de los parámetros referen­
ciales con los que se piensa las realida­
des políticas latinoamericanas . 

LAS CAMPAÑAS ELECTORALES: 
MOMENTOS PRIVILEGIADOS EN 
LA CONSTRUCCION DE LA OPI· 
NION PUBLICA. 

Si el proceso electoral es concebido 
no sólo como un mecanismo p;rra la re­
novación de una fonna de gobiemo, sino 
trunbién como un momento en el cual 
se "actualizan" las relaciones sociales 
vigentes, se puede apreciar otras fonnas 
o escenarios mediante los cuales los par­
tidos políticos influyen en la opinión de 

29. SIIY LES 1981 : 1 1 1 . 

30. JOSLYN 1986: 141 

los públicos. Esta línea investigativa ha 
sido mantenida por el "enfoque ritualis­
ta" para el cual : (en la estructuración y 
desarrollo de la campal1a) "no solo el 
resultado es significante ... las seleccio­
nes electorales efectuadas por los vo­
tantes no acarrean tantas consecuencias 
como los efectos que las campa11as tie­
nen en el público ... las elecciones sirven 
para legitimar los valores y creencias 
poUticas prevalecientes, reforzar la iden­
tificación con la comunidad política y 
sostener el apoyo para el sistema políti­
co. En suma, las elecciones permiten a 
las élites políticas dar forma a las acti­
tudes y comportamiento del pz4blico " 30• 

Para decirlo más sintéticamente, des­
de tal enfoque, las elecciones se apre­
ciarían como momentos privilegiados de 
producción, distribución y apropiación 
de bienes simbólicos. En su fonna "ob­
servable", laefervescenciasimbólicaque 
acompaüa al proceso electoral se expre­
sa en el "espectáculo político" paralela­
mente desplegado. Propuesta por Mu­
rray Edelman, para efectos de la inda­
gación concreta, esta noción se desagre­
ga operacionalmente en los elementos 
relativos a la construcción de problemas 
sociales, de líderes políticos y de ene­
migos políticos; variables todas éstas que 
se encuentran interrelacionadas: "los 
problemas, líderes y enemigos son pers­
pectivas alternativas a partir de las cua­
les se puede apreciar una transacción 
zinica. Para entender cada una de ellas, 
es necesario considerar las múltiples 
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formas en las que se evocan y comple­
mentan entre si. Los problemas crean 
las autoridades para resolverlos y las 
amenazas que nombran son frecuente­
mente personificadas como enemigos. 
Los líderes realizan y malllienen sus po­
siciones centrdndose sobre los proble­
mas que pueden ser asumidos como 
moda o temidos, enfatizando sus dife­
rencias con respecto a los enemigos 
cuyo pasado y pecados potenciales aque­
llos publicitan y exageran. Los enemi­
gos son aspectos "vividos " de los pro­
blemas y una juellte de las diferencias 
que construyen los líderes " 31• 

Desde esta perspectiva, los partidos 
políticos configuran la "opinión públi­
ca" proponiendo aquellos asuntos que 
habrán de ser considerados como pro­
blemas a ser resueltos, constntyendo los 
arquetipos de individuos que podrían so­
lucionar esos problemas y elaborando 
enemigos simbólicos a partir de los cua­
les se justifica el problema, la solución 
y la posición particular del candidato. 
De aquellos aspectos de la constntcción 
simbólica partidista, seguidamente, con­
viene concentrarse en el tercero. 

Sea que se efectúe o no en tiempos 
electorales, en primer término, la cons­
tntcción de enemigos le pennite al par­
tido político crear las condiciones para 
el establecimiento inmediato o futuro de 
coaliciones: "la personificación de un 
issue por medio de la idelltificación de 

3 1 .  EDELMAN 1988: 1 2 1  
32. EDELMAN 1988:68-9 

éste con un enemigo gana apoyo para 
una posición política ... Tal vinculación 
de intereses, a través de la atribución 
de rasgos amenazantes a los enemigos 
problemdticos conduce a causas comu­
nes y, algunas veces, crea una creencia 
en intereses comunes no existentes " 32• 

Dentro de contextos electorales, en 
segundo ténnino, la construcción sim­
bólica del enemigo se articula con la 
configuración de momentos refundacio­
nales y con la proposición de un sustitu­
to "laico" para las necesidades míticas 
de la población. Interpretada desde una 
perspectiva psicoanalítica, la constntc­
ción de enenúgos efectuada por los par­
tidos políticos proporciona una forma 
concreta para que opere, a túvel de gran­
des conglomerados humrutos, el "des­
plazruniento" como mecmúsmo que, ade­
más de permitir tm desfogue socialmen­
te aceptado de las tensiones, proporcio­
na "marcadores" concretos a partir de 
los cuales se puede atribuir un sentido a 
los acontecimie¡,;os pasados, presentes 
y futuros 33• 

En el juego del espectáculo de cons­
tntcciones simbólicas que acompru1a al 
proceso electoral, donde se recrea la vie­
ja oposición maniquea de las fuerzas del 
bien vs. las fuerzas del mal , se configu­
ran así públicos que prestan cada vez 
más atención a los personajes involu­
crados y a los dramas representados. Por 
supuesto, lo anterior no implica negar la 

33. Se entiende por "desplazamiento" a aquel mecanismo de defensa del "yo" mediante el cual "la 
persona busca la gratificación de impulsos frustrados desviá11dolos del objeto deseado a un objeto 
sustituJo disponible " (RICKMAN 1 989:58) 
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eventual validez de una afirmación se­
gún la cual "los issues están deviniendo 
en una base más importante para el 
comportamiento electoral . . .  el nuevo es­
tilo de política ciudadana incluye un pú­
blico más sofisticado y orientado hacia 
los issues " 34• Lo anterior implica, eso 
sí, sostener que tal eventual orientación 
se desarrolla a partir de la simbologiza­
ción del mundo político. 

Ahora bien, en la construcción del 
enemigo político, los líderes partidistas 
desempeñan una función principal en 
tanto sobre ellos recae, en los momen­
tos electorales, el grueso de la produc­
ción discursiva. Siendo así, dentro de 
esa construcción, la presentación de sí 
mismo que efectúa el candidato es fun­
damental. 

Retomando y desarrollando algunos 
de los planteamientos propuestos por 
Goffman, se podría sostener que, en las 
interacciones políticas, para poder pro­
poner una visión de la realidad, el can­
didato se atribuye a sí tnismo ciertas cua­
lidades que están en función de: a) los 

34. DALTON 1 988:9 

problemas que se pretende resolver; b) 
las dcfitúciones precedentes del candi­
dato; y, e) la defilúción del enetnigo pro­
puesta por el candidato. 

Así, y en atención a lo último, salvo 
que se efectúen procesos de re-sigtúfi­
cación, un candidato no puede atribuir­
se virtudes o defectos utilizados para 
construir a su enemigo. Es en tal senti­
do que la defiiúción del enemigo condi­
ciona el espectro de virtudes y defectos 
que un candidato puede reclamar como 
propios pues, por ejm ,  si el enemigo es 
definido como un in di vi duo "insensible", 
el candidato se dará modos para presen­
tarse a sí mismo como un sujeto "sensi­
ble". De esta manera, defiiúéndose a sí 
mismo y a su oponente, el candidato pro­
pone construcciones simbólicas que, en 
tanto son asumidas por los eventuales 
votantes, configuran los sentidos posi­
bles de aquello que posteriormente los 
investigadores postttvtstas registran 
como "la opiiúón pública". Y de eso, 
tenemos bastante en estos últimos años 
en el Ecuador. 
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"Alimentación, género y pobreza en 
los andes ecuatorianos" 1 Autor: Mary 
J. Weismantel 1 Colección Biblioteca 
"ABYA-YALA", N° 4. Cayambe-Ecua­
dor, marzo 1994. 

En la primera mitad de la �é­
cada pasada, Mary W els­
mruttcl llega a Zumbagua, 

un escenario aparentemente tradicional 
y suspendido en el tiempo, donde ella 
va descubriendo sentido, racionalidad y 
trrutsfonuación a partir de las prácticas 
más imuediatas que se "cuecen" en la 
cocina. 

La construcción del otro y de la pro­
pia identidad son procesos que van ha­
ciéndose nítidos a partir de la constata­
ción de la diferencia en los alimentos. 
Así como comer es una fonua de expre­
sar poder, regalar comida puede ser un 
instrumento para grutar prestigio o para 
construir relaciones verticales en el ho­
gar, en la comunidad o fuera de allí. Se 
regala "wanlla" a quienes son inferio­
res, se ofrece carne, arroz blrutco, café o 
pan a los que aparecen mejor ubicados 
en la escala social. 

Un aislruuiento de los centros de po­
der y decisión y de los mismos valores 
y "gustos'� de los blancos y mestizos, 
junto a una persistencia del monolinguis-
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mo quichua, hacen de Zumbagua un espacio privilegiado de observación de prácti­
cas que bien pueden ser equiparadas a las de otras regiones de la sierra ecuatoriana. 
Sintiéndose ellos mismos marginales respecto a las comunidades maiccras y a las 
tierras más bajas de donde vienen recursos tan valorados como la sal, el ají, la yuca 
o d trago; los pobladores de esta parroquia, especialmente las mujeres, ven en la 
feria sabatina, en sus ventas, sus colores y el movimiento inusual , un momento de 
fiesta y de encantamiento en el cual es posible conseguir de todo si se tiene el 
dinero y donde se vislumbra la vida por contraste: runa 1 suco; arroz de cebada 1 
arroz de castilla; naturales 1 blancos. 

La cocina y el comer no son actos fortuitos, se trasladan a las relaciones sociales 
de dominación y expresan los cambios de una sociedad que, por su parte, ha ido 
recreando su propia tradición y seleccionrutdo los elementos que definen su propia 
identidad actual de "comedores de cebada". 

El arroz de cebada se ve en oposición al arroz blrutco; este último es apreciado, 
deseado y necesitado por todos, pero sobre todo por los jóvenes que han salido a la  
ciudad y lo hrut hecho un signo de modemidad, progreso y bienestar. El arroz 
blanco se conoce también como arroz de Castilla por asociación con todo aquello 
que es diferente y que se entiende mejor (como las moras de Castilla, el harina de 
castilla, etc.). Blanco como los cuerpos "blancos" de los que lo comen, diferente a 
la carne del nma hecha de cebada y papas. 

En las descripciones de Weismantel , se encuentra un problema de hegemonía 
que se expresa en la contradicción entre dos patrones de cocina, en la influencia de 
la sociedad dominante en la definición de qué y cuándo se come, en los discursos y 
las prácticas competitivas. No es una imposición coercitiva, un dominio directo, 
sino más bien una influencia que se cieme a través de la ideología dominante, por 
los más variados medios y que no crea una resistencia directa o una reacción de 
fuer1..a ;  hay por ello, porque son hechos no violentos e implantados en la cotidimú­
dad, un cierto consenso, una cierta legitimación, una fonna de "dulce violencia" 
implantada en aquellas cosas que solamente vivimos y no necesitamos concientizar 
todo el tiempo. 

En Zumbagua, muestra Weisnumtel que si el pan y la ferticlúzación del arroz 
blrutco como signo de superioridad representrut presión para la asimilación, los 
productos de la echada representan la resistencia cultural . El prut está en medio de 
los procesos hegemónicos como la máchica está en el centro de la doxa indígena, 
de la resistencia, de los procesos contmhegemónicos. La práctica de cocinar, las 
estructuras que se subyacen y los discursos sobre ella no solruncnte reflejan los 
conflictos sociales sino que son parte acti va de los procesos por los cuales éstos 
emergen y a través de los cuales scr{m resueltos. 

La autodepreciación de la cultura indígena que se presenta en Zumbagua puede 
no nacer en la cocina pero sí se trrutsmite en ella. Sin embargo, no todo en el "otro" 
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es bueno y así existe un constante encuentro, no se si contradicción entre el objeto 
del deseo y la fuente de la satisfacción: "el arroz es el objeto del deseo pero la 
mdchica es el centro de la satisfacción ". 

De modo aparejado a la riqueza etnográfica que describe, Weisnumtcl introduce 
varias herramientas conceptuales que dan cuerpo a la propuesta metodológica fun­
damental. Encontrrunos implícitrunente en el trat�utúento de la cocina como estruc­
tura un acercruniento semejante -aunque mucho más elaborado- al de Gcertz sobre 
la pelea de gallos en Bali ; Geertz nos dice que las fonnas culturales pueden ser 
tratadas como textos, como obras imaginativas construidas en base a materiales 
sociales: la cultura es como un conjunto de textos, donde cada texto no nos dice 
todo pero sí nos dice mucho; si se toma la pelea de gallos o cualquier otra estmctu­
ra simbólica, colectivamente sostetúda como Wl medio de "decir algo sobre algo", 
entonces uno se enfrenta a un problema, no de mec.-búca social sino de semántica 
social. 

Los hechos culturales -las peleas de gallos, la fonnn de nlimentarse, los rituales­
no pueden comprenderse sino dentro de un sistema general de significación; si el 
ser humano simboliza, conceptualiza y busca significados, si trata de lograr que la 
experiencia sea algo comprensible, que tenga fonna y orden, el antropólogo no 
puede menos que intentar acercarse a esos modos de representación para adentrarse 
en el sistema culntral. Weismruttel parece proceder de un modo semejante: aprehen­
der lo simbólico sin dejar de lado lo material , el contexto de expresión, que implica 
y a la vez se explica en el domhúo de la cocina. La cocina viene a ser de este modo, 
un texto privilegiado en el repertorio de fonnas de una culntra. 

Weismantel nos habla de signos, de sistemas de signos, de súubolos. Un sistema 
de alimentos como Wl sistema de signos implica que cada alimettto sea en sí mismo 
W1 signo: una papa es un signo culntralmente designado que es simultáneamente 
objeto y súnbolo ella misma y una representación de ella misma. Más allá del signo 
como tal, y ya en el ámbito del discurso, Weismantel va de acuerdo con la aproxi­
mación antropológica de Tumer hacia el símbolo 1 •  

Un símbolo para Tumer, tipifica naturalmente, o representa, o recuerda algo, ya 
sea por la posesión de cualidades rutálogas, ya por la asociación de hecho o de 
pensrunicnto; un símbolo donúnrutte se refiere a valores que son considerados 
como fines en sí mismos, o valores axiomáticos . La papa es un símbolo cultural en 
algunas culturas andinas, así como lo puede ser el maíz en otras, o como ha llegado 
a ser la cebada -la máchica- en Zumbagua; un alimento tal en este contexto enton­
ces, condensa la representación de muchas cosas y acciones, unifica significados 
dispares y polariza su sentido en un polo normativo y otro sensorial tnás directo. 

l .  Turner, Victor, La SeiYa de los Símbolos, edil. Siglo XXI. Madrid 1 980. 
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Los símbolos tienen que ser entendidos en el sistema cultural total ; sólo en relación 
a la vida cultural pueden entenderse porque es allí donde adquieren sentido. 

Los símbolos culturales son realidades que configuran la sociedad. Muestra 
Weismantel que en una sociedad rural como Zumbagua, donde la principal activi­
dad es la producción de alimento básicamente para el consumo intemo, éste no se 
queda en la cocina: el paisaje se llena con él, todas las actividades se hacen con él , 
el lugar está coloreado y formado por los alimentos que produce así como los 
cuerpos de su gente están hechos del alimento que la tierra les brinda. El paisaje es 
una representación cultural de la geografía social que tiene un peso detenuinante en 
la configuración de la identidad social 2 , de tal modo, la producción de alimentos 
tiene un papel trascendental en la construcción del paisaje de Zumbagua e incide en 
la definición de la vida y del ser cotidianos de sus agentes. 

Las poblaciones indígenas de altura, por sus mismas condiciones ecológicas, 
obviruuente han preservado patrones alimenticios que dicen relación inmediata a 
sistemas agropecuarios en los que cada producto obtenido truubién refleja metoní­
micruuente una realidad social. Zumbagua es uno de los pocos lugares en el Ecua­
dor donde se mantienen grrutdes cultivos de ocas, mellocos, mashuas, tubérculos 
andinos que junto a la papa fueron el sustento básH:o de las comunidades de altura 
antes de la introducción de nuevas semillas; cada uno .de estos productos es catalo­
gado y separado e identificado con uno de los géneros (ocas / mujeres; mellocos 1 
hombres)3• 

El protagonismo de la mujer en ciertas esferas de la vida ha sido, en cierto 
modo, redescubierto y así, hemos venido a conocer textos como éste en que se nos 
muestra que la realidad es mucho más que frías y estáticas estructuras de domina­
ción y poder, más que simples procesos de producción mnterial , más que gestos 
adustos y vidas grises. Weismruttel nos dejn ver In vida en ebullición, con sus 
contrndicciones y sus cruuhios, con ese cierto halo de misterio que se cieme sobre 
lo diferente. A la vez, se ha reencontrado en el espncio femenino y liminar de la 
cocina una explosión etnográfica sorprendente plena de metáforas, metonimias, 
analogías y sueños cuya más alta expresió11 es esa maravilla literaria salida de la 
pluma de una mujer que es "Como agua para chocolate" 4• 

Pareciera que la cocina es, al decir de Mauss, un hecho social total a partir del 
cual se logra entender la reproducción material y la reproducción ideológica, un 
espacio privilegiado de interacción social que combina actividades "preñadas" de 

2. Poole, Deborah, 1988, Paisajes de poder en la cultura abigea del sur andino, Lima, Debate Agrario, 
1 1 1 .  
3. Vaca, Rocío, el .  a l .  investigaciones sobre producción de tub�rosas andinas, Cenlro Inlernacional de la 
Papa, CIP, 1993. 
4. Laura Esquive), mexicana. 
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significado y cargadas de sentido, que considera gustos, olores, formas, colores y 
ambientes. En la cocina, en la sobremesa, sería posible construir una verdadera 

antropología que aborde las fonnas sociales en toda su concreción físic.1, conside­

rando los ritos más tri viales, las manías más ocul tas 5• 
La cocina se inscribe necesariruncntc en un cthos en una visión del mundo 

particular, responde a reglas , a signos, a representaciones pero también a la imagi­

nación, a las innovaciones, a la inventiva cul tural cotidi:ma. En la cocina se rcficjru1 
un tiempo y un espacio cul turalmente establecidos, un debe-ser, un querer-ser, un 

poder-ser; es el juego cultural de la nonna y el hecho, lo prescri to y lo posible,  la 
estructura y la práctica. 

Ciertamente que después de leer el l ibro de Wcismantcl e imaginar la vida a 

través del alimento, nunca volverá a sonamos igual aquella c:mción del kallmchito 
boliviano en la que el padre expresa su profunda desazón porque debido a su 
pobreza no puede satisfacer las demandas del niño: "papila dame pancito . . .  cómo 
no he de llorar si es mi hijito " 6• 

5. Stourdze-Piessis, Marie-Noel y Ilelcne Strohl, 1 982, "El conocimiento del comedor'', en Jcan Duvig­
naud (comp), Sociología del Conocimiento, México, FCE. 
6. Savia Andina, Boliv1a. 
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